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Presentación

Estos documentos constituyen una compilación de los escritos del autor 
en los últimos diez años sobre la reforma agraria en Colombia. Ellos muestran 
de alguna manera la evolución de un pensamiento sobre el tema y la ratifica-
ción de ideas que se han ido consolidando, a manera de convicción, a través 
de la cátedra y la participación en numerosos eventos nacionales y regionales. 

Algunos de los ensayos se elaboraron como parte del ejercicio académico 
desarrollado en la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacio-
nal de Colombia y de conferencias en recintos académicos; otros son el resul-
tado de reflexiones realizadas como investigador en el cega a finales de los 
años noventa; y algunos provienen de participaciones en eventos específicos 
sobre dicha temática.

La mayoría de los documentos no se han publicado, y los que han sido 
objeto de divulgación en revistas o libros se han revisado para suprimir dupli-
caciones en el tratamiento de temas, como se indica a pie de página en cada 
artículo cuando esa ha sido la circunstancia. La repetición de aspectos, como 
podrá notar el lector, es a veces inevitable cuando se quiere ratificar ideas y 
propuestas que se consolidan con el paso del tiempo.

En esta compilación existen dos documentos cortos que pueden considerarse 
síntesis de las ideas expuestas hasta cierto período. El primero fue presentado a 
finales de 2001 en los diálogos de paz en el Caguán, –denominado en esta selec-
ción como Síntesis de un fracaso, y una propuesta–, el cual se conserva intacto 
como constancia histórica de lo que en ese momento considerábamos como una 
propuesta de solución de la problemática de la tenencia y el uso de la tierra.

El otro, denominado Caracterización de la política de tierras de mediados 
de 2008 se refiere a una síntesis apreciativa de las políticas de reforma agra-
ria y tierras en el país hasta ese momento.

Muchos se preguntarán sobre la pertinencia de estos documentos en el 
contexto actual. Lo es, porque como se indica a lo largo de la compilación, 
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Colombia no ha resuelto su problema agrario y la reforma agraria es un 
fantasma que se aparece con frecuencia. El debate sobre la reforma agraria 
necesaria para país no ha terminado, pues pese a que las políticas actuales 
desestiman cualquier acción reformista como en el pasado, ello no significa 
que el problema de tierras se haya resuelto. En ese sentido, la colección de 
documentos que aquí se compila, es una invitación a revivir la discusión so-
bre una deuda que el país tiene con el sector agropecuario y, más que todo, 
con su desarrollo.

Aquí se ha omitido el primer documento escrito por al autor sobre tema en 
el año 1988 con el título de Reforma agraria, una mirada retrospectiva, publi-
cado en la Revista de la Contraloría General de la República y, posteriormente, 
en la colección de artículos hecha por el Ministerio de Agricultura con el título 
de Minagricultura 80 años.

Son muchos los temas incluidos en estas presentaciones, aunque algunos 
merecen señalarse por su importancia en el análisis y el debate. En el primer 
texto, que data de 1997, Estado y política agraria, se destaca la importancia 
de la intervención del Estado en la regulación de la problemática de las tierras 
y su uso. Hoy esa idea se hace más clara pues la política de mercado de tierras 
ha mostrado que el mercado por sí solo no resuelve el acceso a la propiedad a 
quienes no la tienen o la poseen de manera insuficiente, como tampoco atien-
de a la solución de los conflictos en el uso del suelo ni de los generados por 
las relaciones entre los diferentes actores sociales.

En un contexto donde la tierra ha sido apropiada por medios violentos 
que generan un proceso intenso de despojo de tierras y desplazamiento de 
pobladores rurales, es inconcebible que el Estado no intervenga para regular 
su posesión, los derechos de propiedad, el uso del suelo, ni para atender las 
demandas de los desplazados. Una ausencia del Estado en un caso como éste, 
sólo se explicaría por la cooptación de las instituciones públicas y del mismo 
Estado, efectuada por los grupos armados ilegales y las elites aliadas con 
ellos. En los artículos se insiste en las imperfecciones del mercado de tierras.

De otra parte, aparece de manera reiterada, la relevancia que tiene el 
entorno en el cual se inscribe la discusión sobre la reforma agraria y las solu-
ciones a la cuestión agraria. Es claro que los principios básicos de la reforma 
requieren inscribirse dentro de los cambios ocurridos en las políticas públicas, 
en el desarrollo de los mercados, en el cambio tecnológico, en las políticas 
agrícolas de los países más desarrollados y en la dinámica tanto social como 
política del país.
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Un lector desprevenido observará que en los diferentes textos se reivin-
dican los aportes del profesor y científico social Antonio García, quien en su 
trayectoria tuvo la oportunidad de plantear una visión de la problemática de 
tierras y la reforma agraria en América Latina, en su debido contexto. García 
sigue siendo un referente de un apreciable valor para entender la cuestión 
agraria.

Igualmente, en estos escritos aparece la idea de que en materia de refor-
ma agraria no puede escaparse el tema de la organización social, la capacita-
ción y la educación de los pobladores rurales como condiciones o claves del 
éxito de un cambio de esa naturaleza. Más allá está el capital social como con-
dicionante del éxito, aspecto lamentablemente olvidado en las concepciones 
reformistas practicadas en Colombia: ni el mercado ni el Estado tendrán éxito 
si las organizaciones sociales no tienden redes de confianza y de relaciones, y 
establecen reglas de juego para actuar.

Otro de los aspectos sobresalientes es la evolución del concepto de refor-
ma agraria hacia una reforma rural, que empieza a derivarse de la reforma 
como un pacto social-productivo entre actores estimulado por el Estado, como 
se plantea en el artículo de 1998, y no como una mera imposición guberna-
mental o política. Para algunos esa idea puede parecer ingenua, pues tratán-
dose del poder, el prestigio y el dominio social, la clase terrateniente no está 
dispuesta a ceder en sus privilegios; sin embargo, en una sociedad consciente 
de que para avanzar en el desarrollo y alcanzar una estabilidad social y polí-
tica que les permita a todos vivir en paz, las decisiones deberían ser compar-
tidas. Lamentablemente el egoísmo, la falta de conciencia social y la disputa 
por el poder, no han permitido que en Colombia se abra paso un acuerdo social 
para resolver los problemas estructurales que mantienen al país en un subde-
sarrollo social y político.

El pacto social-productivo deriva rápidamente en la propuesta de una re-
forma rural, término propuesto hace ya una década, para sustituir el de refor-
ma agraria. Este es, quizás, el tema central de estas lecturas. En los textos de 
1998 y 1999 se sugirió una visión renovada de la reforma agraria teniendo 
en cuenta los cambios en los contextos y el fracaso de las políticas públicas. 
El término de reforma rural no puede considerarse totalmente original, ya lo 
había insinuado Ruth Suárez en un artículo publicado en el libro El mercado 
de tierras en Colombia. ¿Una alternativa viable?, divulgado por cega, el iica, y 
la Editorial Tercer Mundo en 1999; lo que hemos hecho es profundizar y ex-
tender el concepto más allá de la concepción que presentó Ruth.
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La reforma rural incluye la consideración del sector agropecuario –o del 
sector rural–, como estratégico para el desarrollo; también conlleva el cam-
bio de la visión tradicional y sectorial sobre la agricultura, para considerar 
la nueva ruralidad como término más comprehensivo de la vida rural y sus 
articulaciones con el resto de la sociedad. El concepto conduce a la idea de un 
desarrollo rural integral, con una institucionalidad renovada y con cambios 
institucionales de tercera generación, como se señala en otro de los artículos.

Complementario a lo anterior está la idea sugerida de pasar de una es-
tructura agraria bimodal a otra de carácter multivariado y multimodal donde 
caben pequeños, medianos y grandes productores, cada uno desarrollando 
sus capacidades y en relaciones recíprocas. Esa estructura refleja, en el fondo, 
la idea de la diversidad dentro de la unidad y ésta conformada por la diver-
sidad; y,de otra parte, conduce al planteamiento de que cada región debería 
tener la estructura que se acomode a sus condiciones históricas, culturales, 
capacidades, dotación de recursos, necesidades productivas y el proyecto de 
vida de sus habitantes.

En varios artículos se expresa también la idea de fortalecer la mediana 
propiedad como el fiel de la balanza de la estructura agraria. Definitivamente 
Colombia requiere de una estructura agraria fundamentada en la pequeña y 
mediana propiedad y en la explotación de la tierra para romper el binomio 
latifundio-minifundio. Esta no es una idea original; en ella insistió mucho el 
doctor Carlos Lleras Restrepo quien percibía una clase media rural con capaci-
dad de acumulación como proyecto político liberal que liberaría al sector rural 
del atraso, el conflicto y las tentaciones revolucionarias de izquierda. En rea-
lidad es imposible avanzar de manera pacífica en el campo si no se fortalecer 
la mediana propiedad eficiente.

Lo anterior hace parte de la discusión sobre los modelos de desarrollo 
para el sector rural mencionados en el documento La opción de la reforma 
rural. Afortunadamente en los medios académicos se han ido abriendo pro-
puestas tendientes a superar el marasmo social y político producido por la 
desgatada discusión sobre la reforma agraria tradicional. Hoy tenemos pro-
puestas renovadas; pero, infortunadamente, ellas están lejos de los esquemas 
de políticas y concepciones sobre el problema agrario del actual Gobierno, el 
cual niega de plano la existencia de tal problema.

Al negarlo, el Gobierno ha dejado por fuera cualquier posibilidad de dis-
cutir propuestas para resolver el problema agrario. Las esferas gubernamen-
tales vienen promoviendo y estimulando una estructura de tipo empresarial 
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montada sobre megaproyectos y superpuesta a la problemática rural. Ello está 
conduciendo a acentuar el conflicto y a la entrega de los recursos naturales 
a grandes empresas y conglomerados en detrimento de los intereses de las 
comunidades y pobladores rurales; y, a la vez, ha causado el desplazamiento 
de los pobladores hacia los centros urbanos para facilitar el control social y el 
dominio territorial que facilita los procesos de acumulación.

Por ello, no está en el discurso público actual la consideración de una 
reforma rural; pero las razones para realizar una reforma agraria, o rural, no 
han desaparecido: las justificaciones para ese proceso no ha cambiado, aun-
que el contexto sí, y ello no las invalida.

También se expresa en estos textos la idea de la modernización de parte de 
la estructura agraria que se va involucrando en una estructura agroindustrial, 
en la cual se combinan los intereses empresariales de agricultores e industria-
les, y está plenamente articulada a los intereses financieros y comerciales. El 
sistema agroindustrial colombiano –expresión de la modernización– coexiste, 
sin embargo, con estructuras agrarias “atrasadas”, e incluso con involucio-
nes, como la presentada cuando la propiedad de la tierra la asumen de manera 
violenta actores armados ilegales que buscan dominios territoriales, sociales 
y políticos, más que el desarrollo de intereses productivos.

En el documento Flujo y reflujo de las líneas maestras de la política de re-
forma agraria y de tierras –presentado en una charla en la Cátedra Jorge Elié-
cer Gaitán en la Universidad Nacional en el año 2007–, se intenta sintetizar 
y dar una visión de la política desde la Ley 135 de 1961 hasta los años más 
recientes. Esta síntesis llega hasta las principales disposiciones relativas al 
tratamiento de los desplazados por la violencia, buena parte de ellos resultado 
del despojo violento de sus tierras por actores armados y sus aliados.

El artículo Caracterización de la política de tierras –escrito en 2008 es 
un breve resumen de los anteriores–. Se recuerda que el ciclo de las políticas 
redistributivas se cerró desde 1994 cuando se expidió la Ley 160 que dio paso 
a la operación de un mercado asistido de tierras. Igualmente se señala la 
tendencia, ya consolidada en el actual Gobierno, a atender las consecuencias 
del problema agrario mas no sus causas. Se ha creado así un estado de cosas 
inmodificable en materia de estructura agraria, y no existe ninguna intención 
del Estado para modificarlo.

Finalmente se ha incluido el artículo ¿Cuál es el problema de la tierra en 
Colombia?, de reciente elaboración, en el cual se muestra la evolución de la 
problemática de tierras hacia una de territorios. El control del territorio por 
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grupos al margen de la ley, por grupos empresariales colombianos y por em-
presas y capitales trasnacionales, vía megaproyectos, está al orden del día.

Estos procesos que aceleran la salida forzada de comunidades y campe-
sinos del sector rural, han ido conformando en algunas regiones una especie 
de capital espúreo dominado por los violentos, el narcotráfico y las diversas 
alianzas de las elites. El control del territorio por parte del Estado está con-
duciendo a esos megaproyectos estimulados por la política de garantías a la 
inversión dentro del contexto de la seguridad democrática. Así, la discusión 
sobre la tierra pasa a una más amplia sobre el territorio; por ello, la reforma 
agraria de tipo tradicional queda superada y no hace parte de la política pú-
blica.
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Estado y política agraria

1. Estado y política agraria: 
la reforma agraria1

1.1 Los antecedentes

La acción del Estado en América Latina para resolver los problemas es-
tructurales en el sector rural en los años sesenta y setenta se centró en las 
reformas agrarias de carácter redistributivo, con una intervención directa del 
Estado en la compra y expropiación de la propiedad rural; a esta política se le 
ha denominado reforma agraria histórica. Eran los tiempos de un fuerte in-
tervencionismo y centralismo estatal, cuando se pensaba que si las entidades 
gubernamentales no intervenían y direccionaban los procesos, era imposible 
impulsar procesos de cambio. También era la época de la Guerra Fría, cuando 
las ideologías capitalistas y marxista se disputaban el dominio de las nacio-
nes y se enfrentaban como modelos para el mejoramiento de las condiciones 
de vida de los pueblos.

La reforma agraria en América Latina de los años sesenta surgió como 
resultado de esa pugna ideológica y como una respuesta a la revolución cu-
bana que amenazaba la estabilidad del dominio americano en el continente. 
La Alianza para el Progreso que Estados Unidos impulsó y financió en todos 
los países, buscaba, en el fondo, crear alternativas, dentro de las democracias 
parciales latinoamericanas, para salirle al paso a los procesos revolucionarios 
de estilo cubano. Fue un intento de replicar las reformas agrarias democráti-
cas, más no revolucionarias, aplicadas en Europa y Asia, antes y después de 
la Segunda Guerra Mundial.

Las reformas agrarias europeas y asiáticas fueron en general resultado de 
procesos endógenos que llevaron al convencimiento de que si no se modifica-
ban las estructuras agrarias arcaicas y semifeudales era difícil emprender pro-

1	 Este artículo se elaboró con base en notas regogidas de la conferencia dictada en los años ochenta 
en la esap, Bogotá.
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cesos de industrialización y modernización de esas sociedades. Las reformas 
en América Latina, con la excepción de la mejicana de principios del siglo, la 
cubana y la boliviana de 1952, fueron procesos más impulsados desde afuera 
por los intereses norteamericanos de mantener el dominio político en el conti-
nente; no fueron procesos autónomos y endógenos provenientes del convenci-
miento de las clases dirigentes sobre su necesidad para alcanzar un desarrollo 
más dinámico dentro de una mayor equidad y equilibrio social.

Como lo indica Emiliano Ortega, en los países hoy industrializados los 
ajustes agrarios se realizaron cuando la sociedad era predominantemente ru-
ral, poniendo fin, desde temprano, a las formas señoriales de explotación de 
la tierra, uniformando la distribución de los recursos a base de la propiedad 
y el cultivo directo de los mismos, lo que elevó la productividad agrícola, 
redujo la dependencia alimentaria, aumentó el ahorro, agrandó y consolidó 
un estrato de productores independientes propietarios de la tierra y facilitó 
la ampliación de los mercados para la industria, con un proceso ordenado de 
urbanización [Ortega, 1992]. Posteriormente, esos países tomaron la decisión 
política de subsidiar las actividades agropecuarias, con lo cual la sociedad 
entera reconocía la necesidad de mantener una ruralidad como parte esencial 
de su existencia.

La sociedad decidió pagar el costo de mantener en el campo un porcen-
taje determinado de la población en condiciones productivas eficientes y con 
niveles de ingreso muy similares a los pobladores urbanos, y, en especial, 
garantizándoles un ingreso estable y protegido de los avatares del mercado 
internacional. Como lo señala Ortega “En la búsqueda del equilibrio rural-
urbano, las economías industriales, para mantener un volumen importante 
de población rural, en distintas circunstancias tendieron a proteger a sus 
agricultores y a su agricultura”.

Esos procesos radicales de ajuste agrario también lograron una mayor es-
tabilidad social, hicieron más gradual el abandono del campo y consiguieron 
una mayor estabilidad política, al satisfacer las demandas elementales de la 
población rural [Ortega, 1992]. Uno de los efectos más significativos de las 
escalas de tamaño de las propiedades y su relativa uniformidad fue la crea-
ción de tecnología endógena y de demandas homogéneas de capital. Además, 
fueron un terreno fértil para los procesos asociativos con distintos propósitos, 
el fortalecimiento de las administraciones locales y el control sobre el uso de 
los recursos naturales. En síntesis, las reformas agrarias realizadas oportuna-
mente como un prerequisito para el desarrollo, permitieron una articulación 
dinámica y progresiva de la agricultura con la industria y resolvieron el pro-
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blema social rural desde temprano. Así esos países lograron construir demo-
cracias sólidas y procesos de gobernabilidad adecuados.

Las reformas de los sesenta y el modelo de la Alianza para el Progreso se 
fundamentaron en el estudio pionero que realizó el Comité Interamericano de 
Desarrollo Agrario (cida), sobre la estructura agraria en siete países de América 
Latina. Ese trabajo mostró la magnitud del problema de la tenencia de la tierra 
y de la desigualdad en el sector rural, y, especialmente, de los impedimentos 
estructurales para el desarrollo que constituían la permanencia de relaciones 
de producción atrasadas en el campo, la poca posibilidad de ascenso social y el 
crecimiento de la producción [Domikey Barraclough, 1972].

De manera tardía, y sin un convencimiento político, los países iniciaron 
procesos de reforma agraria sin seguir un modelo único. Como observaba Ed-
mundo Flores a mediados de los sesenta “No obstante, en lugar de la refor-
ma agraria se están ensayando todos los sustitutos imaginables: semillas 
híbridas, colonización de tierras marginales, construcción de caminos y obras 
de riego, la adquisición de latifundios aislados para su nueva colonización, 
programas militares de acción cívica, campañas de alfabetización; cualquier 
cosa menos la reforma agraria” [Flores, 1965]. Estas tentativas desesperadas 
por evitar la reforma agraria, dice Flores, eran un ejemplo de la imaginación y 
de la inflexibilidad de las clases terratenientes de América Latina.

Las reformas fueron poco creativas para el desarrollo de la economía agrí-
cola, pues no sólo desperdiciaron la oportunidad de desarrollar alternativas 
de producir fuentes alternativas de ingreso para los campesinos mediante ar-
ticulaciones extra-prediales, sino que también descuidaron el ordenamiento 
territorial de la población para evitar su desbordamiento desordenado hacia 
las fronteras. Tampoco tuvieron en cuenta la diferenciación social dentro del 
sector, ni consideraron la diversidad de concepciones sobre la tierra, como en 
el caso de las poblaciones indígenas y afrodescendientes en algunos países.

Fuera de la reforma agraria mejicana de principios del siglo xx, de la boli-
viana de 1952, de la cubana y el intento nicaragüense, no hay en el continente 
una reforma que siga las pautas de procesos revolucionarios de transformación 
de las relaciones de poder en el sector rural y en toda la sociedad. Las reformas 
hechas hasta los años setenta, cuando el proceso se agotó, fueron marginales. 
Los intentos de buscar cambios en la sociedad a través de la reforma agraria 
han fracasado en estas sociedades de capitalismo tardío –donde el problema 
agrario tiene un peso importante–, por las resistencias al cambio de las clases 
dirigentes, y en particular, de los terratenientes; las clases incrustadas en los 
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niveles jerárquicos de la política y del Estado; donde no se encuentra una volun-
tad política para hacer el cambio.

Pasados los años setenta la reforma agraria en América Latina dejó de ser 
una prioridad y desapareció de la discusión de las políticas agrarias. El desa-
rrollo rural integrado se convirtió en la alternativa para resolver la pobreza 
en el sector rural, desde mediados de los setenta y un poco antes en México 
con el Plan Puebla. Pero igual que la reforma agraria impulsada por la Alianza 
para el Progreso, esta estrategia fue impulsada por el Banco Mundial a raíz de 
la Comunicación al Grupo de Gobernadores enviada por su presidente Robert 
MacNamara en Nairobi en 1973. La reforma agraria y el desarrollo rural han 
sido así en nuestros países: programas y estrategias sugeridos desde afuera, 
hecho que muestra la poca sensibilidad y comprensión de la sociedad sobre 
sus propios problemas, y, en especial, la falta de decisión política para resol-
verlos.

Los programas de desarrollo rural, si bien ayudaron a capitalizar las so-
ciedades rurales y mejorar los índices de productividad de la pequeña explo-
tación agropecuaria, no modificaron los factores estructurales del desarrollo 
porque esa no era su intención. Más bien, el desarrollo rural como política 
trataba de dotar a los pequeños productores de insumos y tecnología moderna 
acompañada de crédito como medio de mejorar los ingresos, en lugar de bus-
car un acceso a la tierra y otros activos productivos. 

Reforma agraria y desarrollo rural se presentaron, entonces, como pro-
gramas excluyentes en lugar de complementarios; allí radicó en buena parte 
el poco impacto de los programas tipo DRI [Machado, 1992]. Los DRI, al pri-
vilegiar sectores específicos de la población rural y no tocar la tenencia de la 
tierra, consintieron el proceso de concentración de la propiedad y aumentaron 
las brechas con las poblaciones desatendidas en las cuales no hubo inversión 
social de la misma magnitud.

1.2 El contexto actual y la reforma agraria

Las transformaciones estructurales en los mercados y los procesos de 
búsqueda de equilibrios macroeconómicos que han implicado desde media-
dos de los años ochenta políticas de ajuste radicales para abrir las econo-
mías y buscar sendas de crecimiento más dinámicas a través de la interna-
cionalización y globalización, han relegado el tema de la reforma agraria 
redistributiva. El esquema neoliberal parte del supuesto de que el problema 
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radica tanto en la excesiva e ineficiente intervención estatal en la asignación 
de los recursos, como en la poca dinámica que genera. Por lo tanto, políticas 
como la reforma agraria no tienen cabida en ese modelo. Ese esquema supo-
ne, además, que toda la sociedad rural debe seguir un modelo modernizador 
homogéneo, donde los productores ineficientes deben salir y acomodarse en 
otras actividades de la economía. El problema radica en visualizar cuáles 
son las alternativas para los productores ineficientes que no logran recon-
vertirse dentro del sector.

En la misma situación queda el desarrollo rural, como política que invo-
lucra transferencias públicas a las comunidades, pues sólo se justifica tempo-
ralmente, mediante una focalización hacia los más pobres [Jaramillo, Perfetti 
y Ramírez, 1991]. Ello ha hecho que las políticas de desarrollo rural en casi 
todos los países desaparezcan y se sustituyan por mecanismos de atención a 
los más pobres con programas especiales aplicados durante los períodos presi-
denciales sin constituirse políticas de Estado. La reforma agraria, como proce-
so redistributivo de recursos y de poder, está muy lejos del modelo neoliberal, 
y no hace parte de la agenda actual de los países. El tema sólo aparece como 
un elemento clave en las negociaciones de paz en donde grupos armados ge-
neran una desestabilización tanto social como política y pretenden sustituir al 
Estado; tal es el caso de Colombia, Guatemala y el Salvador.

En el contexto actual la reforma agraria clásica de tipo redistributivo, 
como la realizada en los países europeos y asiáticos, sólo encuentra espacios 
en los países con una fuerte desestabilización política y de fuertes conflictos 
internos, donde la concentración del recurso tierra hace parte del núcleo cen-
tral del conflicto, la exclusión y la pobreza. Nos referimos a la reforma agra-
ria de tipo estructural que transforma las relaciones de poder, redistribuye la 
tierra entre los campesinos desposeídos y conforma una estructura agraria 
más igualitaria, productiva y eficiente, con una fuerte articulación al sector 
industrial, los sectores urbanos y los distintos mercados [García, 1970, 1973 
y 1981].

En países con conflictos, la concentración de la tierra y la exclusión termi-
na en enfrentamientos internos de la sociedad rural y de ésta con la sociedad 
mayor, poniendo en aprieto la sostenibilidad política de la sociedad. En estos 
casos, la reforma agraria tiene más justificación por lo político y social que 
por lo económico, dadas tanto la tendencia al despoblamiento rural como la 
baja participación del PIB agrícola en el PIB nacional. Sin embargo, los as-
pectos económicos y la búsqueda de la eficiencia no se pueden descuidar; los 
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procesos de negociación y de paz para resolver los conflictos en esos países, 
pasan por la solución del problema agrario, hasta el punto en que la reforma 
agraria se constituye en el núcleo central de la estrategia de cambio y de re-
conciliación.

1.3 ¿El mercado de tierras, una alternativa a la reforma 
agraria?

Una de las propuestas coherentes con el modelo neoliberal es el desarro-
llo del mercado de tierras como alternativa de acceso a la propiedad rural, en 
lugar de la reforma agraria redistributiva y participativa. Esta propuesta ha 
tomado camino en Colombia y Brasil, tiende a diseñarse en Guatemala –bajo 
los auspicios del Banco Mundial–, y también en el continente africano. El bid 
también está interesado en apoyar con créditos esos procesos de desarrollo de 
los mercados de tierras. En tal estrategia de acceso a la propiedad se supone 
que el mercado es mejor asignador de recursos que el Estado, el cual debe 
limitarse a crear las condiciones para que el mercado se desarrolle sin inter-
venciones gubernamentales directas. En un modelo más liberal, el mercado 
de tierras constituye un complemento necesario de una política redistributiva 
directa.

En el modelo neoliberal puro, los campesinos interesados en tierra sim-
plemente acceden a una línea de crédito para comprar tierras mediante ne-
gociaciones voluntarias con los propietarios, la cual se complementa con 
crédito para producción y la inversión intrapredial, sin ninguna clase de 
subsidios. Pero el modelo no se aplica en realidad de esa manera, dado que 
los campesinos y trabajadores sin tierra no poseen, por lo general, recursos 
ni capacidad de pago de créditos a tasas de interés del mercado, ni el sis-
tema bancario los atiende como clientes por los altos costos de transacción 
que implica hacer negociaciones pequeñas; además, ellos no le ofrecen a los 
bancos reciprocidad bancaria. El Estado aparece, entonces, como un facilita-
dor del desarrollo del mercado de tierras y de acceso a los créditos al otorgar 
algunos subsidios, sin intervenir directamente en las negociaciones como lo 
hacía antes.

Aparece entonces el concepto de mercado asistido de tierras (mat) como la 
alternativa para acceder a la propiedad rural por parte de campesinos sin tie-
rras y de minifundistas que estén en condiciones de recomponer sus unidades 
productivas hacia la integración de una Unidad Agrícola Familiar (uaf), con 
la presencia de subsidios del Estado. Esto se presenta en Colombia y Brasil, 
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aunque en los dos casos hay diferencias en la forma como se concibe la par-
ticipación del Estado2.

En Colombia el Estado otorga un subsidio del 70% a la compra de tierras 
y el campesino aporta el otro 30%, sea mediante recursos propios, o un crédito 
que le otorgue una entidad financiera como la Caja Agraria –hoy Banco Agra-
rio– a través de redescuento en Finagro. El crédito para producción se obtiene 
a través de las líneas de Finagro que contienen subsidios entre 5 y 6 puntos 
en relación con el crédito para agricultura comercial a tasas de mercado. En 
Brasil no se subsidia directamente la compra de tierras, pero sí el crédito para 
producción e inversión; los campesinos acceden a una línea de crédito de re-
cursos del Estado para comprar las tierras que negocien con los propietarios y 
a líneas de crédito que tienen subsidios altos para la producción. El subsidio 
de todo el proyecto en Colombia asciende al 48%, mientras en Brasil se aproxi-
ma al 62%.

En Colombia se le da mucho peso a la planificación desde el municipio 
y la elaboración de un proyecto productivo que indique la manera como se 
puede explotar el predio, antes de hacer la negociación; esa es la base para la 
fijación del precio de la tierra. En Brasil y Colombia la comunidad tiene una 
gran participación en la toma de decisiones en el nivel municipal, aunque en 
el caso de Brasil todavía hay interferencia en la fijación del precio de la tierra 
de parte de una entidad pública.

Dentro del modelo neoliberal, el mat es una política que excluye la reforma 
agraria redistributiva de estilo tradicional con intervención directa del Estado, 
y ésta se deja, como es el caso de Colombia, sólo para casos muy particulares 
que buscan resolver problemas de desplazados, de conflictos intensos que no 
se resuelven sino mediante ese procedimiento. En Brasil no existe la reforma 
agraria redistributiva y se deja que el mercado de tierras actué solo. Lo más 
grave de la política del mat es que opera desarticulada de programas de desa-
rrollo rural, haciendo imposible el manejo de un concepto integral del acceso 
a la propiedad rural.

El caso colombiano podría ser una situación intermedia dado que se ha 
definido la permanencia del Fondo dri como alternativa para que las comu-

2	 La Ley 160 de 1994 en realidad no hace referencia al desarrollo del mercado de tierras. Este es 
un concepto complejo que implica transformaciones significativas las acciones del Estado y las 
instituciones. La ley se refiere más a negocios asistidos que al mercado mismo. En ese sentido falta 
mucho para llegar a una verdadera política de mercado de tierras y para remover los obstáculos que 
impiden su desarrollo.
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nidades accedan a recursos para infraestructura, asistencia técnica y otros 
servicios. Sin embargo, entre el mat, el desarrollo rural y otros programas 
similares como el Plante y el Programa de Generación de Empleo, no existe 
ninguna articulación ni tampoco planificación y coordinación a escala local 
o microrregional. Esta segmentación de programas sigue estimulando el frac-
cionamiento del movimiento campesino que se adscribe a programas del Es-
tado para recibir subsidios.

Uno de los problemas más serios que enfrenta el mercado de tierras en 
Colombia y Brasil es la descoordinación de las agencias y programas guber-
namentales que se relacionan con las sociedades rurales. En Colombia el Sis-
tema Nacional de la Reforma Agraria, compuesto de seis subsistemas, opera 
de manera desordenada, además, su concepción no permite esa coordinación 
en los niveles regionales y locales. Se trata de una institucionalidad compleja, 
burocrática y desarticulada diseñada en la Ley 160 de 1994 sobre la base de 
una institucionalidad sectorial que requiere cambiarse con otros criterios y 
conceptos. No basta cambiar la institucionalidad de la Ley 160, pues no se 
logra nada si no se modifica el andamiaje de funcionamiento del sector agro-
pecuario.

Los otros problemas del mat se relacionan con las estrategias de acceso a 
la propiedad y el desarrollo rural en general. En el caso colombiano, la opera-
ción del mercado de tierras sin el acompañamiento de una política adecuada 
de impuesto predial o de gravamen a la propiedad rural que estimule la oferta 
de predios en el mercado y un uso más racional del suelo, se queda corta como 
estrategia [Jaramillo, 1997].

Además, se están negociando predios medianos mientras que las grandes 
propiedades no están saliendo al mercado. Los precios de la tierra están infla-
dos por muchas razones, entre ellas la valorización, la demanda de los narco-
traficantes y el reclamo que hacen los propietarios de rentas institucionales al 
Estado, que no tributan lo adecuado. Otro complemento indispensable para el 
mat es la dinamización del mercado de alquiler de la tierra como alternativa de 
acceso al uso de la propiedad por parte de pequeños y medianos empresarios 
que no desean congelar sus recursos financieros en tierra. El desarrollo de 
tecnologías, del sistema financiero, y, en especial, del mercado de insumos y 
productos, son elementos claves en la operación de un mercado dinámico de 
tierras con reglas de juego transparentes.

Pero el mercado asistido de tierras no resuelve el problema de la desigual-
dad en la posesión de recursos ni afecta las causas estructurales de la pobreza 
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rural. Existe una gran desigualdad en la negociación entre pequeños campesi-
nos junto con trabajadores sin tierra y los grandes propietarios [Reydon y Pla-
ta, 1996]. El mercado mantiene la estructura de la propiedad y las relaciones 
de poder existentes en las sociedades rurales. Si el Estado no interviene con 
políticas complementarias como las indicadas, principalmente con compra di-
recta de tierras, es difícil que se pueden cambiar las condiciones para que en 
el sector rural se llegue a una estructura menos desigual y conflictiva.

No se debería caer en la fragmentación excesiva de la propiedad rural 
con un sentido populista: lo ideal es lograr la conformación de una estructura 
agraria donde convivan pequeños, medianos y grandes con unas relaciones 
tanto sociales como de organización que permitan a cada cual ganar espacios 
en la sociedad y los mercados, sin sentirse excluido o apabullado por los de-
más. Se trata de una sociedad rural donde la convivencia, el respeto por las 
condiciones de los demás sea la norma y donde las reglas de juego y las pau-
tas de conducta estén claramente definidas y respetadas por todos.

La conclusión es clara: el mat por sí solo no resuelve la desigualdad ni 
garantiza el acceso a la propiedad a todos los campesinos; requiere de comple-
mentos importantes y de una política de desarrollo rural consecuente con los 
procesos de transformación requeridos en la sociedad rural. Reforma agraria, 
mercado de tierras y tributación a la propiedad rural, no pueden estar sepa-
rados en sociedades con altas desigualdades y conflictos como en Colombia.

1.4 Papel del Estado, del mercado y de las organizaciones 
civiles

De todo lo anterior surge, entonces, la discusión sobre el papel del Esta-
do no sólo en el desarrollo de la agricultura, también en la adecuación de la 
estructura agraria para lograr la paz y la convivencia. Esa discusión pasa por 
otra más gruesa: la de los modelos de desarrollo. Aquí se hacen sólo algunas 
referencias parciales de este tema complejo, más propio de las ciencias políti-
cas y sociales, en cuanto trasciende los problemas mismos de la agricultura.

La discusión empieza con admitir que desconocemos suficiente y siste-
máticamente nuestra realidad y sus procesos, como para enfocar estrategias 
con altas probabilidades de éxito. La investigación socioeconómica sobre los 
procesos agrarios y la estructura agraria está estancada desde los años seten-
ta; sólo trabajos como el de la Misión de Estudios del Sector Agropecuario de 
1988-1990 han mostrado parcialmente el estado del arte y los grandes vacíos 
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del conocimiento sobre el problema agrario. La Misión Rural en marcha, po-
siblemente permitirá actualizar ese saber, pero ello no resuelve el problema.

Las universidades permanecen ajenas al debate agrario porque no tienen 
investigación es ese campo; además, las entidades privadas de investigación, 
no incursionan en él porque están dedicadas a la consultoría. Por su parte, 
Colciencias no logra abrir los espacios ni conformar grupos y mecanismos 
sólidos para reunir las mentalidades que pudieran concentrar esfuerzos en la 
investigación, la generación de conocimientos, y la renovación de enfoques y 
teorías. Hay una evidente crisis de conocimiento y de teorías que afecta tan-
to a las corrientes estructuralistas tradicionales mezcladas con el marxismo, 
como a los neoestructuralistas, los mismos neoliberales y a los partidarios del 
enfoque de la economía política.

Existen muchos elementos humanos dispersos que podrían conformar 
masas críticas de investigación, pero se requieren los mecanismos para ello. 
Una política de Estado para fortalecer la investigación sobre el problema agra-
rio y sus relaciones con la sociedad y los mercados es clave en el papel del 
Estado: la sociedad debe invertir en ello como algo rentable en el largo plazo.

La segunda consideración es la necesidad de tener una concepción más 
integral del problema agrario que vaya más allá del tema de la tenencia de la 
tierra y de las relaciones sociales de producción. Antonio García [1981] ya ha-
bía puesto elementos para esa visión, pero no se ha avanzado por la crisis en 
la investigación en ciencias sociales de los últimos 20 años. La incorporación 
de los elementos políticos, del conflicto, de lo social y lo institucional, es hoy 
en día indispensable para llegar a una interpretación más integral del proble-
ma [Machado, 1997]. Esta concepción debe impulsarse en todas las institu-
ciones públicas para que puedan tanto coincidir como coordinar estrategias de 
desarrollo de las sociedades rurales a escala local y regional.

En tercer lugar, todo el proceso y análisis de la problemática agraria en 
nuestros países evidencia que sin una organización de la sociedad civil no es 
posible alcanzar el desarrollo. Ella es una condición sine qua non del desarro-
llo agrario y el empoderamiento de la sociedad rural. El Estado y el resto de 
la sociedad no pueden relacionarse con el sector rural si éste no tiene una or-
ganización que lo represente y le permita a todos expresarse ante la sociedad 
mayor. No obstante, la organización rural no sólo debe existir como requisito 
del desarrollo de la democracia y de las relaciones con el Estado, también 
como condición para hacer presencia en los mercados con probabilidades de 
éxito. Las organizaciones rurales requieren superar su actitud contestataria y 
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de quedarse sólo elaborando discursos ideológicos, para combinar los nego-
cios con los compromisos gremiales sin descuidar el debate ideológico. En tal 
sentido, debería manejarse la organización con un criterio integral que permi-
ta propuestas coherentes de articulación a la sociedad, la apertura de nuevos 
espacios o la apropiación de los que se van abriendo.

En cuarto término, el Estado debería estar dispuesto a crear y organizar 
redes de protección social para los rezagados en el proceso de desarrollo. Esas 
redes no pueden entenderse como espacios de caridad pública sino como alter-
nativas de generación de empleo, ingresos y atención social a los grupos que 
por diversos motivos salen del sector agropecuario o de otros de la economía. 
La inexistencia de estas redes explica, en buena parte, el deterioro social, 
la delincuencia, el traslado de campesinos a cultivos ilícitos en la frontera 
agropecuaria, la incorporación campesina a los movimientos guerrilleros y el 
paramilitarismo como asalariados de la desinstitucionalización del país.

Los pobladores rurales que no tienen alternativas productivas ni de em-
pleo como asalariados dentro de la agricultura, deberían permanecer en el 
sector rural y ser absorbidos lentamente por el desarrollo de estrategias de 
empleo e ingresos no dependientes de la actividad primaria, tales como mi-
croempresas, industrias, servicios, turismos, cuidado y recuperación de re-
cursos naturales, agroindustrias, etc. De otra parte, la reforma agraria y el 
desarrollo del mercado de tierras no implican que los propietarios salgan del 
sector rural, vendiendo o cediendo toda su propiedad. El proceso requiere de la 
presencia de propietarios y campesinos demandantes de tierra para conformar 
sociedades rurales más dinámicas.

El desarrollo del mercado y la reforma agraria requieren de programas 
de educación para realizar una reforma agraria más empresarial, con la cual 
se busque un uso del suelo eficiente y diversificado, que no sólo se ocupe de 
la actividad primaria: la educación es uno de los principales problemas que 
deberá enfrentar para una reforma agraria y también para el desarrollo del 
mercado.

 Un quinto aspecto se refiere a la necesidad de definir más claramente los 
papeles en la sociedad del sector privado, del mercado y del Estado. Ello sólo 
puede ser fruto de una reflexión más colectiva enmarcada en los modelos de 
desarrollo. Allí sobresale el manejo de criterios de complementariedad, y el de 
exclusividad de la responsabilidad del Estado en algunas áreas y actividades 
que entran en el campo de los bienes públicos, aunque su desarrollo pueda 
hacerse de manera compartida. Es claro que al Estado le compete crear las 
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condiciones para el desarrollo, pero también la intervención directa en pro-
cesos de creación de condiciones de gobernabilidad, en el caso de sociedades 
altamente desiguales y conflictivas, donde se ha ido perdiendo la convivencia 
ciudadana.

El Estado debería ampliar sus campos de actividad para el sector rural 
en algunos aspectos como los puede reducir en otros. El problema no es más 
o menos Estado, o más o menos mercado: se trata de concertar el desarrollo 
y definir dónde es indispensable el Estado para las estrategias acordadas, y 
dónde debe reducir su intervención o hacerla más eficiente o compartida con el 
sector privado. Es claro que en nuestra sociedad el mercado no resuelve todos 
los problemas, como lo pretenden los neoliberales, y que el Estado requiere de 
una alta y calificada intervención para tratar no solo los problemas estructu-
rales que impiden el desarrollo, sino también para la creación y legitimación 
de reglas de juego para la acción humana; o sea para impulsar el desarrollo 
de instituciones para el cambio [North, 1992]; ni qué decir de su función en la 
formación de capital social y recursos humanos para el desarrollo.

La reforma agraria es un tema que permite llegar rápidamente a la dis-
cusión sobre el Estado en América Latina, pues expresa una problemática no 
resuelta. No estamos de acuerdo con quienes afirman: la reforma agraria es 
un asunto del pasado, ahora la preocupación fundamental es la competiti-
vidad de la agricultura y la participación en los mercados. Precisamente, si 
no se resuelven los problemas estructurales que impiden una contribución 
significativa del sector rural al desarrollo de toda la sociedad, a su conviven-
cia y equidad, difícilmente se puede construir una sociedad sostenible donde 
las generaciones actuales y futuras tengan una raíz y un espacio seminal, 
y, además, puedan permanecer como sociedades respetables en el concierto 
mundial. El problema agrario no lo resuelve el mercado solo sino éste en ac-
ción conjunta con el Estado y la sociedad; ninguno de ellos puede hacerlo por 
sí solo, se requiere concertación y claridad de propósitos para poder construir 
democracia: La reforma agraria es un instrumento para lograrlo.
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2. La reforma agraria, un pacto social-
productivo1

Introducción

Esta presentación consta de los siguientes temas: en primer lugar, se hace 
referencia al contexto para recordar algunos elementos necesarios para el 
análisis; luego, se menciona la nueva visión de lo agrícola; y, a partir de ello, 
se introducen algunos elementos factuales, hechos y estadísticas generales 
sobre la concentración de la propiedad rural en Colombia. Después se presenta 
de manera muy general la Ley de Reforma Agraria actualmente vigente, y se 
introduce la discusión sobre el tipo de estructura agraria que Colombia reque-
riría y el tipo de reforma agraria que se acomodaría a ella.

2.1 Una contextualización 

Estamos a fines del siglo en un contexto muy diferente para la reforma 
agraria, distinto al existente cuando se definieron las reformas agrarias en 
América Latina en los años sesenta. Basta recordar que asistimos a proceso 
de globalización de las economías, la formación de mercados subregionales o 
de bloques económicos o de integración comercial, un contexto de aperturas 
de las economías hacia el mercado internacional que implica una disminución 
de las protecciones y el manejo de criterios de competitividad en el desarrollo 
de la agricultura. También estamos en un medio de una mayor trasnaciona-
lización de los aparatos productivos, comerciales y financieros de los países.

En segundo lugar, ahora se le asigna un papel mucho más dinámico al 
mercado con lo cual se desvaloriza el papel del Estado en muchas de las ac-
tividades, se transita desde un papel menos proactivo a otro más activo del 

1	 Conferencia dictada en la Universidad del Valle el 15 de mayo de 1998, bajo el auspicio del Plan de 
Especialización en Desarrollo de Agroindustria Rural de la Universidad del Valle.
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mercado, y las privatizaciones se ponen al orden del día. En otros términos, en 
el contexto el intervencionismo de Estado cambia de una manera cuantitativa 
y cualitativa en relación con el pasado.

En tercer lugar, surgen reglas de juego para el comercio internacional de 
productos agrícolas generadas por fuera del país, que le ponen limitaciones al 
manejo de las políticas agrícolas internas. Ello básicamente se relaciona con 
todas las normas de comercio que maneja la omc como resultado de las nego-
ciaciones de la Ronda Uruguay culminadas hacia el año 1995.

En cuarto término nos movemos dentro de un fuerte de debilitamiento 
del Estado; algunos analistas como Pizarro Leongómez han denominado ese 
proceso como una especie de colapso institucional, término que refleja muy 
bien la idea del debilitamiento no sólo del Estado sino, en general, de todas 
las organizaciones e instituciones que rigen las reglas de juego en el país. 
Esto es muy importante cuando se hace referencia a la reforma agraria y sus 
programas colaterales dirigidos por un Estado débil unido a una sociedad civil 
también debilitada. Todo ello se traduce tanto en una pérdida como en una 
merma apreciable de gobernabilidad, fenómeno característico de los últimos 
gobiernos, y muy especialmente del actual.

En quinto lugar está el tema de la descentralización político-administra-
tiva, con lo cual se está revalorizando el papel de lo local y lo regional frente 
a los poderes centrales.

Finalmente, en el caso colombiano hay dos elementos más en el contexto 
no se pueden olvidar, y nos acompañarán en el futuro inmediato: los cam-
bios en las políticas de Estados Unidos respecto al manejo del problema del 
narcotráfico y la guerrilla. Estos temas están dando giros acelerados en los 
tratamientos y las relaciones tradicionales entre Colombia y Estados Unidos; 
en las cuales se ponen en tela de juicio las políticas, las estrategias y las re-
laciones entre ambos países. Colombia está en el ojo del huracán en América 
lLatina, pues se está convirtiendo en un país desestabilizador en la región por 
la expansión del narcotráfico y el conflicto interno, lo cual estaría afectando 
los intereses de las potencias del norte.

Eso hace que un tema como la reforma agraria adquiera importancia al 
constituirse en un elemento importante para lograr la estabilidad, sobre todo 
en el sector rural donde se presentan los cultivos ilícitos cuya expansión en la 
frontera agropecuaria está relacionada con la falta de solución de los proble-
mas de la estructura agraria dentro de esa frontera. Además de lo anterior, en 
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el contexto colombiano siempre hay que tener en cuenta el hecho bien conoci-
do de la acentuación de las violencias de todo tipo.

Estos aspectos gruesos del contexto diferencian apreciablemente la época 
y las concepciones sobre la reforma agraria en relación con el manejo tradicio-
nal del tema en el país.

2.2 La visión sobre la agricultura

Al lado del cambio de entorno, se está modificando la visión misma sobre 
la agricultura. Ya no es posible seguir con la visión tradicional de la toma 
como un sector primario y atrasado que funciona sin articulaciones con el res-
to de la sociedad y el entorno mundial; existe una dinámica en la concepción 
de lo rural que traspasa y supera esa visión sectorial tradicional. El sector 
agropecuario tiene grandes interdependencias e interrelaciones con los mer-
cados y la sociedad en general.

La agricultura está hoy en día mucho más interrelacionada que antes con 
el mercado nacional e internacional, tanto por el lado de exportaciones como 
de las importaciones, con los procesos de transformación agroindustrial, el 
acceso a la tecnología y la información.

El sector agroindustrial se ha convertido en el núcleo central de poder del 
sistema agroalimentario y de las decisiones de inversión en él. Los conglo-
merados agroindustriales son los que están orientando las decisiones sobre 
el tipo de productos, de productores, las tecnologías, los empaques, el tipo de 
servicios que requiere la agricultura, las formas de organización empresarial.. 
Todo ello está dinamizado por una demanda que también se está modificando 
hacia el consumo de productos cada vez más elaborados, con mayor valor 
agregado, de mejor calidad y presentación e incluso, más orientados por ra-
zones de salud.

En términos económicos, ello se expresa así: una agregación de valor a 
los productos agrícolas que consumimos, generada más por fuera que por 
dentro de la agricultura. La importancia de lo primario frente a lo agroindus-
trial tiende a disminuir en la medida en que incrementa el ingreso; lo que 
expresa una amplia dinámica de crecimiento del valor agregado en productos 
agrícolas por fuera de agricultura. Este modo de concebir la agricultura es mu-
cho más flexible y permite ver de una manera mucho más clara los problemas 
del sector en el contexto nacional e internacional.
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Una visión sectorial se centra, por lo general, en temas como el de la 
tenencia de la tierra, la situación campesina, la productividad, la pobreza, 
la rentabilidad; temas que son muy importantes pero no siempre permiten 
identificar la proyección del sector y su potencial en términos de crecimiento 
y desarrollo. Difícilmente podría verse el potencial de la agricultura sino 
no se tiene en cuenta la capacidad dinámica del sector para articularse con 
otros de la economía, con los mercados, y, en general, con el resto de la so-
ciedad.

Hoy en día lo que requerimos es un enfoque más sistémico de la agricul-
tura, donde las actividades primarias son un eslabón de una cadena mucho 
más amplia; en ese sistema la actividad primaria es el eslabón débil frente 
a la agroindustria ahora constituida en el eslabón más fuerte. Tal enfoque 
sistémico incluye también la idea de los espacios rurales, como los escenarios 
socioeconómicos y políticos en los cuales se presentan las articulaciones de 
lo rural con lo nacional. En el proceso de transformación, la agricultura pier-
de poder político en relación con el poder conformado alrededor del sistema 
agroindustrial y financiero.

Esa idea de la agricultura como un eslabón de una cadena más amplia 
se relaciona con el concepto de las cadenas agroindustriales, –o cadenas pro-
ductivo-comerciales–, que muestran los enlaces de la agricultura hacia de-
lante, hacia atrás, y hacia los lados en materia de servicios, tecnología y otra 
cantidad de elementos que entran a definir los procesos productivos. Tales 
interacciones de la agricultura hacia fuera y con otros sectores son técnicas, 
económicas, sociales, ecológicas, ambientales y político-institucionales; ello 
corresponde a una visión amplia de la agricultura.

2.3 ¿Es el sector rural estratégico?

Partimos de la hipótesis de que la agricultura vista en forma sistémica 
es un sector estratégico y tiene potencial de crecimiento. Si se manejara 
una hipótesis distinta, por ejemplo que la agricultura no tiene potencial 
de crecimiento, nos referiríamos a una problemática muy diferente; y la 
pregunta pertinente sería: ¿tiene sentido hacer reforma agraria e inversio-
nes del Estado en un sector que no tiene potencial de crecimiento y no es 
estratégico?

La agricultura es un sector estratégico por muchas razones y la lite-
ratura económica abunda en argumentos que van desde la seguridad ali-
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mentaria, hasta la generación de divisas, pasando por la solución de los 
problemas sociales. Ahora el elemento estratégico de la agricultura en el 
caso de Colombia, habría que ponerlo más en lo social y lo político que en 
lo económico. Esto es una hipótesis de trabajo relacionada con la situación 
del conflicto interno y sus relaciones con lo externo. La discusión sobre las 
posibles soluciones al conflicto en Colombia pasa, irremediablemente, por lo 
agrario. La agricultura se posiciona allí como elemento estratégico, lo cual 
posiblemente no se observa si se adopta una visión solamente económica y 
productiva del sector.

El sector agrícola va disminuyendo su participación en el pib, hoy la agri-
cultura sólo aporta, en términos de precios corrientes, más o menos entre el 
12% y 13% del pib; en términos constantes es más o menos un 18%, pero tiende 
a disminuir a medida que se desarrollan otros sectores de la economía. En 
términos macroeconómicos no hay argumentos muy fuertes para posicionar el 
sector. Sin embargo, en lo social y lo político sí; aunque ello no significa que 
lo económico no deba tenerse en cuenta; hay que ponerlo en su justo lugar en 
un proceso de jerarquización.

El potencial económico de la agricultura en el contexto actual es diferente 
a la de los años sesenta; hoy aparecen potenciales interesantes como el de la 
sostenibilidad y la solución de los problemas medio-ambientales, vinculados 
estrechamente con la pobreza rural. La solución de la pobreza rural pasa por 
la discusión sobre el potencial de la agricultura. Es difícil resolver el problema 
de la pobreza en un sector con un bajo potencial de crecimiento.

Se pueden tener alternativas y un abanico de posibilidades, si el sector 
contiene un potencial dinámico de crecimiento y desarrollo. Eso le da una con-
notación muy especial a la agricultura como sector estratégico porque la ma-
yor parte de la pobreza está en el sector rural, y porque allí están los recursos 
naturales que son un patrimonio de la sociedad. La sostenibilidad está vin-
culada a la equidad intergeneracional y la idea de que la generación presente 
debe dejar para las próximas un potencial productivo por lo menos similar al 
actual, en ningún momento inferior para no atentar contra la supervivencia 
de la misma especie humana.

La agricultura tiene una enorme cualidad de sector estratégico cuando se 
le mira desde el punto de vista de sostenibilidad y el patrimonio ecológico, la 
biodiversidad y la posibilidad de que las nuevas generaciones encuentren un 
sector con capacidad de suministrar los bienes y los servicios que requiere la 
sociedad.
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2.4 Cambios en la estructura agraria

El primer cambio es demográfico, se relaciona directamente con la bien 
conocida dinámica del proceso de urbanización y la disminución en términos 
relativos de la población rural. Este movimiento demográfico ha estado acom-
pañado con un fenómeno típico de nuestra sociedad: la reubicación de la po-
blación dentro del sector rural, desde la zona andina hacia las zonas planas.

Una reubicación que se produce desde el interior del país hacia las fron-
teras, hacia el piedemonte llanero, la Orinoquia, la Amazonia, el Magdalena 
Medio y algunos sectores de la Costa Atlántica y el Urabá. Este movimiento 
de la población está conduciendo a una situación demográfica expresada en 
el hecho de que la ruralidad es mayor por fuera de la zona andina que dentro 
de ella; esta zona la estamos viendo cada vez más urbanizada y con espacios 
geográficos por fuera de ella que se han vuelto muy rurales, al recibir los 
flujos migratorios que salen del interior del país. Los motivos de esas migra-
ciones son variados, algunos están relacionados con la estructura agraria, 
otros con los cultivos ilícitos, otros con los desplazamientos de la violencia 
y la guerra. Esa reubicación de la población en las zonas bajas por fuera de 
la zona andina, ha implicado una ocupación desordenada del territorio, me-
diante un proceso caótico y destructivo de colonización, de mucho conflicto, 
pues allí no ha existido una planificación ni una presencia significativa de las 
instituciones públicas.

El otro fenómeno demográfico grueso ha sido la colonización de las fron-
teras colombianas a través de actividades ilícitas en los últimos 25 años; tal 
vez con la excepción de la explotación del petróleo, las demás ocupaciones del 
territorio las han hecho la guerrilla, los paramilitares, los cultivos ilícitos y 
las rutas del contrabando. Tenemos, en el concierto internacional, el distinti-
vo de haber ocupado el resto de nuestro territorio al finalizar el siglo con una 
economía y actividades ilícitas, en los términos conocidos de sociedades no 
formales ni legitimadas, ni reconocidas por el Estado.

Los cambios presentados en la estructura de la producción se pueden 
sintetizar en un fenómeno notorio que tiende a convertirse en una situación 
estructural: la disminución del área de cultivos transitorios de cosecha se-
mestral y el aumento de los cultivos permanentes de plantación. Estamos 
caminando rápidamente hacia una estructura productiva con predominio de 
cultivos permanentes en términos de valores de producción, sin que ello sig-
nifique la desaparición de los semestrales, porque tienen unas característi-
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cas dinámicas diferentes en materia de ingresos. Los cultivos permanentes 
también tienden a generar empleo con mayor estabilidad, como en frutales, 
explotación de bosques, plantaciones de palma africana, banano, azúcar, café, 
etcétera. Son cultivos vinculados estrechamente con desarrollos agroindus-
triales que generan a su alrededor una dinámica de actividades de servicios y 
desarrollos tecnológicos.

El principal factor de capitalización en el sector rural en los últimos trein-
ta años ha sido expansión de los cultivos permanentes. Estos cultivos produ-
cen una mayor capitalización en el campo, el proceso de inversión es mucho 
más fuerte y dinámico porque son actividades de largo plazo donde los em-
presarios están decididos a invertir, pues tienen un espacio de tiempo amplio 
para la recuperación de inversiones. Los ingresos son más estables para los 
trabajadores, quienes tienen más posibilidades de vincularse a la seguridad 
social en relación con los de cultivos semestrales donde los trabajadores per-
manentes son más escasos y predomina el empleo estacional y temporal. De 
otro lado, los cultivos permanentes generan entre dos y tres veces más valor 
por hectárea que los transitorios.

Hay también otro factor importante de cambio en la estructura productiva 
preocupante por sus incidencias sociales y en la sostenibilidad: la amplia-
ción de la ganadería extensiva en varias zonas y regiones del país sin una 
dinámica de generación de empleo ni de posibilidades de vínculo de los pocos 
trabajadores a la seguridad social, con una baja generación de ingreso y una 
ocupación indebida del suelo, ya que parte de esa ganadería ha ocupado sue-
los de vocación agrícola y forestal, con lo cual se causan conflictos en el uso 
del suelo.

Así mismo, han mejorado las estructuras de la comercialización de pro-
ductos agrícolas, especialmente en perecederos. En este tipo de productos se 
ha avanzado en eficiencia y han disminuido los márgenes de comercializa-
ción; ahora las empresas se han modernizado así como la distribución de 
productos alimenticios en general.

En la década de los noventa es notorio el mejoramiento en la producti-
vidad total en el sector agropecuario en comparación con la década anterior. 
Ello se explica, en buena parte, por la mejora y la expansión de los cultivos 
permanentes en relación con los transitorios y por un uso más intensivo del 
suelo en estos cultivos. Finalmente, se han presentado algunos cambios en 
la estructura exportadora del país; el fenómeno más notorio es la mayor di-
námica exportadora de bienes con más valor agregado, en relación con los 
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productos primarios, aunque todavía los productos primarios pesan un 80% 
en las exportaciones agropecuarias.

Otro cambio notorio está en la estructura de la tenencia de la tierra; allí 
se observa una acentuación de la estructura bimodal donde las grandes ex-
tensiones de tierra en pocas manos aumentan; y, por otro lado, se multiplica 
el minifundio y la pobreza. Este fenómeno ha estado deteriorando la mediana 
propiedad. Una de las características de la estructura bimodal es precisamen-
te su alto grado de conflictividad, porque genera una fuerte polarización de 
intereses; sin embargo, esta bimodalidad debe entenderse dentro del concepto 
del latifundio como constelación social, según la expresión de Antonio García.

Como se observa en las cifras siguientes, entre 1984-1996 se incrementó 
la concentración de la propiedad rural en grandes predios; la mediana propie-
dad se deterioró en términos relativos, y la pequeña continuó fragmentándo-
se; ¿resultado? Una mayor polarización en la estructura predial.

Cuadro 1. Estructura de la propiedad rural 1984-1996. Porcentajes

Tamaños 1984 1996
Predios Superficie Predios Superficie

Pequeña 89,92 23,15 91,11 21,40
Mediana 8,68 30,50 7,81 24,80
Grande 1,40 46,35 1,08 53,80
Total 100,00 100,00 100,00 100,00

Los tamaños están definidos según las uaf, pequeñas las que tienen hasta 2 uaf, medianas las que están 
entre 2 y 10 uaf, y grandes las mayores de 10 uaf. Machado A. (1998), El problema agrario a fines del milenio. 
Bogotá, d.c. El Áncora Editores.

La pequeña propiedad perdió 1,75 puntos en la superficie que posee, la 
mediana perdió 5,7 puntos y la grande ganó 7,5 en el transcurso de un poco 
más de una década. En términos absolutos todos los tamaños de propiedad 
se expandieron, pero la pequeña creció en superficie más que la mediana y 
la grande más que ambas. De otra parte, el índice de Gini para 1984 era de 
0,839, y en 1996 de 0,880.

Otro fenómeno relacionado con los cambios en la estructura es la existen-
cia de una institucionalidad insuficiente y con poca capacidad para resolver 
los problemas causados por la estructura agraria. Esa institucionalidad que 
construyó el país para la agricultura en los años sesenta, setenta y ochen-
ta, ha mostrado en el contexto actual, una gran insuficiencia, incapacidad 
e inadecuación para manejar los problemas relacionados con la agricultura. 
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En el pasado se creó para manejar una agricultura con una visión sectorial 
limitada y para una estructura agraria encaminada en un proceso que tendía 
a facilitar la solución de sus conflictos en la medida en que la gran propiedad 
se fragmentaba y la mediana se fortalecía. Ahora encontramos un fenómeno 
diferente: una visión mucho más amplia, dinámica y compleja de la agricul-
tura unida a una estructura de la propiedad que camina en sentido inverso al 
proceso de mediados de los años ochenta.

Las instituciones fueron desbordadas completamente por los nuevos fe-
nómenos de la agricultura y los contextos, por la acentuación de los conflictos 
y su mayor complejidad, y por los cambios en las políticas macroeconómicas. 
Las modificaciones en el entorno dejaron al descubierto una institucionalidad 
que requiere cambios para que el sector responda a los nuevos retos. Ello se 
relaciona no solamente con la generación de reglas de juego estables y el for-
talecimiento de los derechos de propiedad, también con las organizaciones pú-
blicas y privadas que actúan en el escenario rural. Así, esa institucionalidad 
de la agricultura está seriamente cuestionada, y cuando se habla de reforma 
agraria el problema es mucho más evidente.

2.5 La Ley 160 de 1994 sobre reforma agraria

Sobre la Ley 160 del 1994 se pueden comentar muchos aspectos y ana-
lizar muchas facetas. Esta Ley introdujo una nueva manera de enfrentar el 
problema de la distribución de la propiedad, denominada por algunos como 
mercado de tierras, y por la ley como la negociación voluntaria de tierras. 
Con este mecanismo el Estado otorga un subsidio para la compra de tierras a 
pequeños productores, equivalentes al 70% del valor de la tierra. Hay quienes 
lo han denominado como el mercado asistido de tierras, con una asistencia 
estatal limitada al subsidio, ya que los actores privados –propietarios y cam-
pesinos– realizan sus negocios voluntariamente sin interferencia de funcio-
narios públicos. Esa es la concepción de la ley, otra cosa es la forma como ello 
se realiza en la práctica.

El aspecto descrito, y la introducción del concepto de Zona de Reserva 
Campesina (zrc), –una figura nueva en la legislación colombiana–, son las dos 
disposiciones novedosas de la Ley 160 de 1994. Las zrc introducen la idea de 
que en zonas de frontera y de sistemas agroecológicos muy frágiles, se puedan 
constituir unas áreas solamente para campesinos para evitar el avance de la 
colonización, o el deterioro por mal manejo de suelos frágiles. El concepto está 
relacionado con la agricultura sostenible y el uso de recursos naturales.
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Los dos conceptos –negociación voluntaria de tierras y Zonas de Reserva 
Campesina– hacen la diferencia entre la reforma agraria anterior y la actual. 
Todos los demás aspectos, como la titulación de baldíos, resguardos indígenas, 
clarificación de la propiedad, se mantienen más o menos dentro de la tradición. 
Tal vez la única diferencia es que en la titulación de baldíos ya no se asignan 
extensiones grandes como antes sino uaf (unidades agrícolas familiares); el co-
lono que quiera tener más de una uaf le paga al Estado la diferencia: la primera 
uaf se la regala y las demás las debe comprar. El tema de la intervención directa 
del Estado en la compra de tierras con recursos públicos y su redistribución a 
pequeños productores se mantiene; en la práctica se utiliza para comprar tie-
rras y resolver problemas de desplazados y situaciones de conflicto.

En una síntesis muy rápida, dicho mecanismo de la negociación voluntaria 
de tierras empezó a operar en 1995, se ha mantenido en 1996 y 1997 de una 
manera muy casuística, inapropiada y desarticulada, por una razón muy sen-
cilla: el incora no se preparó para manejar el nuevo concepto de redistribución 
de la propiedad a través del mercado; por eso siguió usando las prácticas tradi-
cionales de intervención del Estado. Sin embargo, la realidad en estos últimos 
tres años ha mostrado una continua intervención de funcionarios públicos en 
el manejo de estos procesos, que está empezando a operar mal. El incora no se 
preparó porque es una institución con una cultura de 35 años, que determina 
una manera de hacer las cosas que no cambia de un día para otro. La participa-
ción de los campesinos en el proceso es fundamental, y para ello se requiere su 
capacitación que les permita negociar y no seguir cometiendo errores en la defi-
nición de los precios de la tierra y en la adquisición de tierras de mala calidad.

La ley también creó el Sistema Nacional de la Reforma Agraria, una figura 
burocrática con seis subsistemas. El sistema no es operativo, no tiene meca-
nismos adecuados para ello, y está concebido de una manera centralista; en 
nivel local, no hay quien lo coordine. También se crearon unas figuras dentro 
de la Ley 160 que siguen la tradición burocrática, como el Consejo Nacional de 
la Reforma Agraria, órgano consultivo del Ministerio de Agricultura y donde 
supuestamente se deben discutir y orientar los grandes temas de la reforma 
agraria. Este Consejo lo conforman más de veinte o veinticinco entidades o 
personas y por lo tanto, no es operativo; lo mismo sucede con la Junta Direc-
tiva del incora donde participan muchas entidades y personas. La ley, aunque 
introdujo cosas nuevas, repitió también todos los vicios del pasado: el centra-
lismo, el burocratismo, el clientelismo y otros del mismo tipo.

Es de resaltar un aspecto central de la discusión sobre el tipo de reforma 
agraria que tenemos: la Ley 160 continuó con la tradición de fragmentar la 
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gran propiedad y generar minifundio con un sentido distribucionista tradicio-
nal. Ello se agrava porque la negociación voluntaria de tierras en la práctica 
está fraccionando la mediana propiedad y formando pequeñas unidades indi-
viduales en lugar de fortalecer una estructura mejor distribuida. Esta ley tam-
bién tiene criterios tradicionales como el de los procedimientos de los avalúos 
de las fincas, los cuales se realizan previamente a la negociación; cualquier 
sistema de avalúo dentro de la Ley 160 conduce a reconocer la sobrevalora-
ción de la propiedad rural, por ello los precios de las tierras siguen siendo 
altos; los campesinos interesados en acceder al subsidio no les importa mucho 
que los precios sean altos porque el Estado está regalando el 70% de ese pre-
cio. Con ello se engañan enormemente por no ponerle cuidado al precio real de 
las tierras de acuerdo con sus capacidades productivas.

El otro lado del asunto es que esos sistemas de avalúos están reconocién-
dole a los propietarios rentas que han obtenido sin hacer inversiones en el 
sector rural, o sea toda la valoración que adquieren las tierras por las obras 
públicas, por el avance y el progreso, la captan los empresarios como rentas 
institucionales y se las apropian ciento por ciento. El sistema de tributación 
predial no permite a los propietarios devolver al Estado parte de esas rentas 
institucionales para que el proceso sea más equitativo.

A fin de cuentas, la reforma agraria que tenemos no es moderna ni efi-
ciente, repite muchos de los vicios del pasado y sus mecanismos operativos 
son insuficientes y atrasados, centralistas y burocráticos, pese a los esfuerzos 
hechos por descentralizar el sistema del mercado asistido de tierras hacia 
los municipios involucrando a los Consejos Municipales de Desarrollo Rural 
(cmdr) para que participen en la planificación local de la reforma agraria.

La ley es bastante tímida en identificar mecanismos para abrir el merca-
do, o sea para encontrar otras alternativas que permitan realmente su desa-
rrollo. La institución que ejecuta los mandatos de la Ley (incora) tiene mucha 
resistencia al cambio, y trata de conservar una cultura y una manera de hacer 
las cosas que genera elementos de corrupción, interferencia de intereses polí-
ticos y un contubernio permanente entre los políticos locales, los funcionarios 
públicos, los propietarios y agentes intermediarios.

2.6 La estructura agraria deseada

Una pregunta muy pertinente es: ¿cuál es el tipo de estructura agraria 
que realmente debería tener Colombia? La respuesta gira alrededor de una 
estructura agraria económica, social y políticamente eficiente; sostenible en 
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el largo plazo, que facilite y promueva el desarrollo institucional, que elimine 
los conflictos o los atempere, e introduzca elementos que desactiven conflictos 
propios del sector rural, y que elimine los conflictos en el uso del suelo. Se 
trata de una estructura agraria flexible, multivariada y manejable que pueda 
acomodarse a los contextos y responder a las demandas de la sociedad.

Esa estructura agraria sería multimodal, no bimodal; es decir, donde que-
pan los pequeños, los medianos y los grandes propietarios, empresarios, cam-
pesinos, comunidades; además, debe desarrollarse con base en los principios 
generales de la cooperación. La articulación de intereses de pequeños media-
nos y grandes en una estructura agraria multimodal requiere de un amplio 
sentido de colaboración. Si fuera unimodal, como la existente en los países 
desarrollados, existiría igualdad de condiciones en el acceso a recursos y la 
participación en la toma de decisiones; no habría grandes diferencias sociales 
ni conflictos, tampoco una gran concentración de la propiedad. Esa es una 
estructura ideal a la que difícilmente se acomoda el caso colombiano.

Para nuestro país sería más viable una estructura multimodal que en su 
proceso de desarrollo pueda conducir a una más unimodal en el futuro. Una 
estructura de este tipo tiene muchas ventajas: promueve el ahorro, la acu-
mulación y el fortalecimiento de la propiedad y de los derechos de propiedad; 
estimula el desarrollo de la democracia y la integración agroindustrial; facilita 
la comercialización y el desarrollo institucional; promueve el desarrollo tecno-
lógico; estimula la formación de clusters productivos, o sea sistemas articu-
lados de producción de pequeños, medianos y grandes productores que usan 
la misma tecnología, el mismo mercado y donde hay una prestación mutua 
de servicios, y demás. La estructura multimodal tiene la virtud de contribuir 
a eliminar la polarización dentro de la estructura, además de fortalecer la me-
diana propiedad en lugar de comprimirla como está sucediendo actualmente. 
La multimodalidad hace más viable la pequeña propiedad y la explotación 
agropecuaria si ella se integra en relaciones y tratos con la mediana y la gran-
de, a través de un proceso de desarrollo dinámico y participativo.

Tiene además una virtud: permite a los grandes propietarios seguir vi-
viendo en el campo, compartiendo con los demás. La idea tradicional de la 
reforma agraria ha sido sacar a los grandes propietarios del campo, ofrecién-
doles un derecho de exclusión del cual rara vez hacen uso. La estructura mul-
timodal permite que la experiencia, el conocimiento y la capacidad empresa-
rial existente en muchos grandes propietarios, sigan en el campo y pueda ser 
compartidos con los demás propietarios. Se trataría entonces de reestructurar 
la propiedad a través de mecanismos diversos y bajo la modalidad de un pacto 
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productivo-social en los espacios locales y regionales. La conformación de 
una estructura de ese tipo solamente puede ser el resultado de pactos produc-
tivos y sociales, no de una ley centralista del Estado que ordene construirla. 
Ella sólo se construye desde lo local y lo regional mediante pactos y negocia-
ciones entre propietarios, campesinos e instituciones.

Los hechos muestran que la acción del Estado sigue fragmentando la 
mediana propiedad, mientras que la grande no se está transformando y la 
pequeña se está empobreciendo más. Es decir, el Estado está casado con una 
estructura agraria bimodal, conflictiva y poco eficiente que no potencia el 
crecimiento económico: una estructura que destruye recursos naturales y des-
valoriza lo rural.

Los predios que se negociaron en el mercado asistido de tierras entre 
1996 y 1997 fueron pequeños y medianos. El tamaño promedio de todos los 
predios negociados en 1996 fue de 212 hectáreas, y en 1997 de 239 hectáreas, 
o sea mediana propiedad. Así el Estado está permitiendo que se fragmenten 
los predios medianos al otorgar un subsidio a la compra que realizan los pe-
queños productores.

En 1996, solamente el 24% de los predios negociados podrían conside-
rarse grandes, pues tendrían una cabida de más de 15 familias por predio; 
en otras palabras, 15 uaf. En 1997, con ese mismo criterio, se considerarían 
grandes solamente el 27% de los predios negociados.

Si se considera para efectos de la reforma agraria –no desde el punto de 
vista productivo– como pequeños los predios hasta 100 hectáreas, medianos 
los que tienen de 100 a 500 hectáreas, y grandes los mayores de 500 hectá-
reas; los datos del 1996 indican que los predios negociados fueron: el 38,5% 
pequeños; el 48,6%, medianos; y solamente el 12,9%, grandes. O sea que es-
tamos descomponiendo y fragmentando la mediana propiedad con subsidios 
del Estado para formar pequeñas explotaciones frágiles en un mercado que no 
garantiza a los pequeños propietarios una viabilidad económica significativa.

De otra parte, el sistema ha llevado a pagar precios altos por la tierra, 
dada la forma como se hacen los avalúos. En el año 1996 el precio negociado 
estuvo un 11,2% por debajo del avalúo comercial de los predios, y en 1997 en 
un 13%; ello indica una baja capacidad de negociación de los campesinos fren-
te a los propietarios. En el proyecto piloto para la negociación voluntaria de 
tierras realizado en cinco municipios, se encuentran casos de precios negocia-
dos finalmente entre campesinos y propietarios, al 50% por debajo de los ava-
lúos comerciales. En promedio, se puede estimar que los precios negociados 
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deberían estar, como mínimo, entre un 20% y un 30% por debajo de los precios 
comerciales, en lugar del 11% y 13% como lo muestran los datos.

Los negocios se están realizando con una baja capacidad de negociación 
de parte de los campesinos. El año pasado hubo departamentos donde básica-
mente los precios que pagaron los campesinos fueron prácticamente el ciento 
por ciento del precio del avalúo comercial; mejor dicho, no hubo procesos de 
negociación. El caso más significativo fue el Valle del Cauca, pero ello también 
se dio en Nariño, Putumayo, Meta, Sucre, Bolívar, Magdalena Medio, Caquetá. 
Algo está funcionando mal en la negociación voluntaria de tierras; en realidad 
no se ha puesto a funcionar el mercado, ni existe una competencia e informa-
ción transparente para los potenciales usuarios del subsidio.

Otro aspecto es la calidad de los suelos en negociación. En 1996, sola-
mente el 21,4% de los predios correspondió a las clases 1, 2 y 3, que son las 
de suelos mejores. La mayoría de ellos son de clase 3, prácticamente no hay 
suelos de clase 1 y 2 en las negociaciones. En 1997 esa cifra fue básicamente 
la misma, el 21%.

En 1996, el 32% de los suelos de las fincas negociadas fueron de clase 
4 y en 1997 el 37%; es decir, se aumentaron los suelos de clase 4 en las ne-
gociaciones –suelos que son de uso agropecuario con algunas limitaciones–.
Las clases 5, 6 y 7 –las de menor calidad y que son más aptas para ganadería 
extensiva o actividades forestales–, representaron en 1996 el 46,7% del total 
de suelos negociados, y en 1997 el 42%. ¿Tiene sentido facilitarle la compra 
de tierras a los campesinos que en lugar de ayudarles a superar su pobreza los 
pone en nuevos problemas como el endeudarse para pagar predios donde no 
se puede producir una agricultura competitiva?

2.7 La nueva visión de la reforma agraria

Las consideraciones anteriores justifican el replanteamiento de la discu-
sión sobre la naturaleza de la política de tierras que está adelantando el país.

La reforma agraria redistributiva, de corte tradicional, que conforma pe-
queñas propiedades aisladas e individuales no parece ser económicamente 
viable. La pequeña propiedad, así concebida, es muy frágil frente al contexto 
y a un Estado sin capacidad de brindarle apoyos, hecho que la precipita rá-
pidamente hacia el minifundio. Si no se modifican los factores que incenti-
van y mantienen las grandes propiedades –sobrevaloración de la tierra, baja 
tributación predial, lavado de activos, dominio social y político–, el intento 
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redistributivo es bastante inútil porque la estructura bimodal se reproduce 
continuamente. La reforma agraria actual tampoco incentiva el cambio en el 
uso del suelo –no hay reconversión–. El reordenamiento territorial es una es-
peranza que puede llegar a cambiar el esquema de la tributación predial para 
mejorar el uso del suelo y la distribución de la propiedad.

Es conveniente introducir criterios de regionalización de la estructura agra-
ria y de áreas de concentración de la reforma agraria, delimitar zonas de: bal-
díos, mercado, reservas campesinas, intervención directa del Estado, comunida-
des indígenas, delimitación de la frontera agrícola, etcétera. En otros términos, 
se requiere un mapa de la reforma agraria para priorizar áreas y concentrar 
esfuerzos con estrategias y un desarrollo rural planificado en cada una.

Lo anterior requeriría una reforma agraria participativa, negociada y de 
consenso en el nivel local y el regional, en la cual el Estado mantenga unos 
principios generales que orienten ese consenso. No se negociaría en el Congre-
so sino en las localidades con cada comunidad y como resultado de un pacto 
social-productivo entre todos los agentes involucrados. Ello garantizaría la 
sostenibilidad económica, social y política de las sociedades rurales; además, 
implica que la reforma agraria no puede estar en manos de un instituto cen-
tralizado e incluye un gran proceso de transformación institucional.

Además de repartir tierras, es válido también distribuir oportunidades de 
ingreso, empleo y seguridad social. Para muchos minifundistas, aparceros y 
jornaleros sin tierra es preferible, en términos de ingresos, vincularse a acti-
vidades de generación de ingresos extraprediales. No todos los habitantes del 
campo tienen que ser o quieren ser propietarios de la tierra; tampoco están 
capacitados para ello en el nuevo contexto, pues requieren cumplir requisitos 
que les permitan mantenerse en su actividad. El acceso a la tierra a través 
de subsidios, como lo contempla la Ley 160, implica un proceso selectivo de 
los usuarios teniendo en cuenta su experiencia y la capacidad de desarrollar 
empresas; ello requiere de capacitación previa.

También conviene manejar el criterio de sistema agroalimentario, pues afec-
tar la propiedad rural (fragmentándola) sin modificar los factores de poder y ne-
gociación del sistema agroindustrial y financiero, es debilitar la parte frágil del 
proceso y mantener la parte fuerte del eslabón de la cadena. La fragmentación 
de las explotaciones disminuye el poder de negociación de los pequeños y me-
dianos productores frente a la agroindustria, el comercio y el sector financiero.

Por ello es necesario introducir nuevas vías de solución del problema 
agrario, entre las cuales estaría la de una reforma empresarial con apoyos del 
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Estado, de tal forma que permita abrir opciones con la adecuación de predios 
para entregarlos a los campesinos para la producción sumada al adecuado 
uso del suelo y el agua. Algunos grupos empresariales han expresado su inte-
rés en adquirir predios para organizarlos desde el comienzo con pequeños pro-
ductores y conformar empresas integradas con la agroindustria, de ese modo 
pasan a solucionar los problemas de comercialización y acceso tanto a crédito 
como a tecnología. Esta vía empresarial puede adquirir muchas modalidades.

Otra vía, contemplada en la Ley 160 de 1994, es la de reservas campesi-
nas en zonas con agroecosistemas frágiles que servirían como muros de con-
tención a una colonización desordenada. La negociación voluntaria de tierras 
debe descentralizarse realmente, los campesinos capacitarse para participar 
en el proceso, y el Estado abrir espacios para que el mercado funcione dismi-
nuyendo su intervención directa en los procesos y las negociaciones. El incora 
requiere adecuarse o cambiarse por otra institución que maneje una cultura 
diferente con la cual facilite y promueva el desarrollo de los mercados de 
tierras. Pero el Estado conserva su atribución legal de intervenir para hacer 
cumplir los objetivos de la ley: la función social de la propiedad rural.

La reforma agraria sería, entonces, el resultado de una combinación de 
procesos empresariales, zonas de reserva campesina, negociación voluntaria 
con procesos de selección de beneficiarios e incentivos para desarrollar los 
mercados de tierras con mayor participación del sector privado, y una real 
descentralización sin intervención de funcionarios públicos quienes solo ayu-
darían a la capacitación y algunas asesorías en elaboración de proyectos pro-
ductivos. El Estado mantendría la intervención directa en zonas previamente 
delimitadas; todo ello operaría a través de negociaciones regionales y locales 
donde la comunidad definiría cual de los instrumentos señalados es el más 
adecuado y de consenso. Esto implica cambiar la actual institucionalidad de 
la política de tierras y crear nuevos instrumentos e incentivos.

Se trata de una reforma moderna y multivariada que evitaría el deterioro 
de la propiedad mediana, buscaría fortalecerla, pondría freno a la minifundi-
zación al reconsiderar la entrega de tierras a campesinos aislados sin capa-
cidad de manejar una empresa agropecuaria en pequeña escala. La reforma 
crearía incentivos para que los grandes propietarios entren en alianzas con 
los medianos y pequeños con el fin de facilitar el acceso a los recursos, al 
mismo tiempo que desconcentraría la propiedad. El Estado y los municipios 
usarían tanto herramientas tributarias, como de otro tipo, para hacer cumplir 
los acuerdos –uso de zanahoria y garrote– y para que la función social de la 
propiedad sea la norma.



Una visión renovada sobre la reforma agraria en Colombia

45

3. Una visión renovada sobre la reforma 
agraria en colombia1

3.1 El fundamento clásico de una reforma agraria

La distribución desigual de la propiedad rural, la concentración del poder 
político en manos de los terratenientes, las pocas posibilidades de ascenso so-
cial de las capas rurales, la extendida pobreza rural, el analfabetismo, la baja 
productividad y las dificultades de acceso a la propiedad por campesinos sin 
tierra, fueron, entre otros, los factores que le abrieron camino a las reformas 
agrarias redistributivas en América Latina.

Estos aspectos se han fortalecido con el argumento de la mayor eficiencia 
de la pequeña propiedad familiar frente a la gran explotación capitalista, dado 
que no incurre en costos de transacción en la contratación de mano de obra, 
no tiene costos de supervisión de las tareas productivas, no se aplican normas 
laborales y se hace un uso más intensivo de los factores productivos. Pero 
tales ventajas no tienen por qué basarse en la explotación de la mano de obra 
familiar que no recibe un pago por su trabajo, similar al del mercado.

Esas reformas operaban en un esquema de amplio intervencionismo es-
tatal, propenso no sólo a las demandas de los campesinos sino también a 
las sugerencias y presiones de potencias extranjeras, como en el caso de la 
Alianza para el Progreso en los años sesenta. Eran tiempos de un fuerte in-
tervencionismo y centralismo estatal; se consideraba que estos procesos sólo 
competían al sector público, mientras el sector privado era pasivo; el Estado 
direccionaba y orientaba los procesos de cambio de las estructuras agrarias 
tradicionales dominadas por un férreo poder terrateniente. También era la 

1	 Este artículo fue publicado en el libro coordinado por Absalón Machado y Ruth Suárez (1999) El 
mercado de tierras en Colombia, ¿una alternativa viable? Bogotá, d.c.: cega, iica - Tercer Mundo Editores. 
Se ha suprimido el punto tres en el artículo original, pues ya estaba descrito en el artículo anterior 
a éste, además de otras líneas. Se revisaron algunos aspectos de escritura, sin cambiar el contenido.
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época de la Guerra Fría, cuando las ideologías capitalistas y marxista se dis-
putaban el dominio de las naciones y se enfrentaban como modelos para el 
mejoramiento de las condiciones de vida de los pueblos.

A diferencia de las reformas latinoamericanas, con excepción de México, 
Cuba y la Bolivia de comienzos de los cincuenta, las reformas agrarias euro-
peas y asiáticas fueron, en general, la consecuencia de procesos endógenos 
sustentados en el postulado de que si no se modificaban las estructuras agra-
rias arcaicas y semifeudales era difícil emprender procesos de industrializa-
ción y modernización de esas sociedades.

Varios autores, como Emiliano Ortega, han señalado que en los países 
hoy industrializados los ajustes agrarios se realizaron en períodos en que la 
sociedad era predominantemente rural y se puso desde temprano fin a las 
formas señoriales de explotación de la tierra; se uniformó la distribución de 
los recursos tanto en base de la propiedad como en su cultivo directo de los 
mismos, con lo cual la productividad agrícola se elevó, la dependencia ali-
mentaria se redujo, aumentó el ahorro, se amplió y consolidó un estrato de 
productores independientes propietarios de la tierra, hechos con los cuales 
se facilitó la ampliación de los mercados para la industria, con un proceso 
ordenado de urbanización [Ortega, 1992]. En la búsqueda del equilibrio rural-
urbano, dice Ortega: “las economías industriales, para mantener un volumen 
importante de población rural, en distintas circunstancias tendieron a prote-
ger a sus agricultores y a su agricultura”.

Como lo señalamos en otro documento con base en las orientaciones de 
Ortega, “Esos procesos radicales de ajuste agrario también lograron una ma-
yor estabilidad social, hicieron más gradual el abandono del campo y consi-
guieron una mayor estabilidad política al satisfacer las demandas elementales 
de la población rural” [Machado, 1997]. Uno de los efectos más significativos 
de las escalas de tamaño de las propiedades y su relativa uniformidad fue la 
creación de tecnología endógena y de demandas homogéneas de capital; ade-
más, fueron un terreno fértil para los procesos asociativos con distintos pro-
pósitos, el fortalecimiento de las administraciones locales y el control sobre 
el uso de los recursos naturales. En síntesis, las reformas agrarias realizadas 
oportunamente como un requisito para el desarrollo, permitieron una articu-
lación tanto dinámica como progresiva de la agricultura con la industria, y 
resolvieron desde temprano el problema social rural, con lo cual se pudieron 
construir no sólo democracias sólidas, también procesos de gobernabilidad 
adecuados.
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En muchos países de América Latina las reformas agrarias fueron tardías, 
y más que promover y realizar cambios estructurales, estuvieron acompaña-
das de programas sustitutos como la colonización, programas militares de ac-
ción cívica, campañas de alfabetización y otros [Flores 1965]. Estas tentativas 
desesperadas de evitar la reforma agraria, dice Flores, eran un ejemplo de la 
imaginación y de la inflexibilidad de las clases terratenientes latinoamerica-
nas. Fueron reformas marginales y poco creativas que no ofrecieron alterna-
tivas para mejorar de manera permanente las condiciones de vida de la po-
blación rural. Es claro que los intentos de buscar cambios en estos países vía 
la reforma agraria, han fracasado en estas sociedades de capitalismo tardío 
donde el problema agrario ha tenido un peso significativo, ante la resisten-
cia al cambio de la clase dirigente y, en especial, de los terratenientes. Estos 
sectores –incrustados en los niveles jerárquicos de la política y del Estado–, 
han sido poco visionarios si se consideran los problemas que hoy aquejan a la 
sociedad rural y que inciden en la sociedad mayor, lo cual les impide disfrutar 
de las rentas obtenidas, vivir en el campo y adelantar procesos de moderniza-
ción, cuando están dispuestos a ello.

Después de la década de los setenta, la reforma agraria dejó de ser una 
prioridad y desapareció de la discusión pública. El desarrollo rural integrado 
se convirtió en la alternativa para resolver la pobreza en el sector rural desde 
mediados de los años setenta, y al igual que la reforma agraria, fue impulsada 
por el Banco Mundial a raíz de la Comunicación al Grupo de Gobernadores del 
B.M. en Nairobi enviada por su presidente, Robert MacNamara, en 1973.

El desarrollo rural buscaba dotar a los pequeños productores de insumos 
y tecnología moderna acompañados de crédito para mejorar los ingresos, en 
lugar de buscar un acceso a la tierra y otros activos productivos. La reforma 
agraria y desarrollo rural se presentaron, entonces, como programas exclu-
yentes en lugar de complementarios, y allí radicó en buena parte su precario 
impacto [Machado 1992].

Las reformas agrarias que antecedieron el actual proceso de globalización 
tenían como referencia la existencia de una estructura agraria donde la tenen-
cia de la tierra era el núcleo fundamental tanto del poder como de las rela-
ciones de los elementos constitutivos de la estructura, caracterizada siempre 
como atrasada, precapitalista, conflictiva, y algunas veces como semifeudal. 
De allí que lo fundamental del proceso de cambio era remover las formas de 
tenencia de la tierra atrasadas y desconcentrar el poder extendiéndolo a las 
masas campesinas para cambiar la estructura. Además, se suponía que ello 
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desataría un proceso de cambio en la sociedad rural, con lo cual el sector 
pasaría a hacer una contribución significativa al desarrollo en todos sus ór-
denes. Mejorar y fortalecer el derecho de propiedad y facilitar el acceso a él, 
constituía un elemento clave para ese desarrollo. Ello se hacía conservando 
una economía de subsistencia que no generaba condiciones dinámicas para el 
crecimiento del mercado interno.

En esos esquemas, como lo anotan analistas de la fao, raras veces se con-
tó con las políticas de soporte a la reforma agraria. Así los costos económicos 
de la distribución y la regularización de la tierra fueron muy altos; la segu-
ridad de la tenencia no se alcanzó, ni los programas de catastro y registro se 
perfeccionaron. Todo lo anterior, indica que la reforma requiere acompañarse 
de una acumulación de capital en términos de capital humano –educación y 
entrenamiento–, de capital social –asociaciones de la sociedad civil– y de capi-
tal productivo [Herrera, Riddel y Toselli, 1997]. En ese sentido pudiera decirse 
que el Estado redistribucionista engañaba a los campesinos al ofrecerles no 
más que el acceso a la propiedad sin disponer de los demás servicios e institu-
ciones requeridos para romper el círculo vicioso de la pobreza, principalmente 
al no facilitarles procesos de acceso a los mercados en condiciones adecuadas. 
En conclusión; la óptica productivista primó en los esquemas reformistas de 
América Latina.

Las reformas agrarias se constituyeron en una suma de fracasos parciales 
con costos demasiado altos que hoy en día están pagando las sociedades con 
bajo crecimiento, desempleo, conflictos, convulsión social, desestabilización 
política, desinstitucionalización, atraso, frustraciones, pérdida de confianza 
en las instituciones y poca legitimidad de éstas.

El fracaso de la reforma agraria es el fracaso de la sociedad en construir 
democracia y tejido social. Fracasó el Estado y sus organizaciones e institu-
ciones por su temor a afectar las relaciones de poder en bien del progreso ge-
neral; fracasó la sociedad civil y sus organizaciones como los gremios, por su 
incapacidad de tener una visión más global de la sociedad y desarrollar una 
idea más visionaria y comprometerse en ella sacrificando intereses personales 
y de grupo; fracasaron las organizaciones campesinas por su acentuada po-
litización e ideologización, y por tratar de mantener esquemas paternalistas 
que les cerraron las vías al cambio y la modernización.

También fracasaron los partidos políticos por su incapacidad de construir 
un proyecto de sociedad menos desigual, y por haberse dejado llevar por los 
ímpetus de los poderes grupistas y personalistas cayendo en las tentaciones 
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de la burocracia, el manejo de clientelas y la corrupción. Así mismo, fracasa-
ron los órganos legislativos (el Congreso) por defender intereses particulares 
y poderes constituidos, con la aprobación de leyes de reforma agraria, que 
de antemano se sabía eran incapaces de resolver el problema agrario, y que 
en su reglamentación podían, además, distorsionar y entorpecer los procesos 
reformistas.

3.2 El contexto de la reforma agraria

El contexto donde opera la reforma agraria ha cambiado de manera sig-
nificativa. Basta recordar que estamos en un proceso de globalización de las 
economías, de formación de mercados subregionales o de bloques económicos 
e integración comercial, y en procesos de aperturas de las economías hacia el 
mercado internacional, lo que implica una disminución de la protección y el 
manejo de criterios de competitividad como pauta económica en el desarrollo 
de la agricultura. También asistimos a un contexto de mayor trasnacionaliza-
ción de los aparatos productivos, comerciales y financieros de los países, don-
de las empresas internacionales se han transformado significativamente para 
adaptarse a los nuevos modelos competitivos a través de grandes alianzas.

En este contexto, las corrientes teóricas en boga durante los ochenta y los 
noventa le conceden un papel mucho más dinámico y proactivo al mercado 
en la asignación de recursos, al desvalorizar el papel del Estado, a diferencia 
de aquellas donde era el Estado más que el mercado el que determinaba la 
posibilidad de redistribuir la propiedad. Los cambios producidos en la política 
macroeconómica unida a los dados en las reglas de juego para el desarrollo y 
el crecimiento han ido gestando una modificación cuantitativa y cualitativa 
en la intervención del Estado, especialmente en relación con las décadas an-
teriores a los noventa. De esa manera, se han preferido las imperfecciones del 
mercado antes que las del Estado, como pauta para la acción de los agentes 
económicos.

Otro aspecto importante es la generación de reglas de juego internaciona-
les para el comercio internacional de productos agrícolas, lo cual le pone limi-
taciones al manejo de las políticas internas para el sector agropecuario. Ello 
se refiere a todas las normas de comercio que maneja hoy en día la omc como 
resultado de las negociaciones de la Ronda Uruguay que culminaron hacia el 
año 1995 [Caro y Otero, 1997], las cuales buscan fundamentalmente un mer-
cado más libre, una menor protección y mayor transparencia en los negocios 
comerciales. Esto está abriendo espacio a procesos de integración comercial y 
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conformación de bloques económicos para competir en los mercados; además, 
ha acelerado el crecimiento del comercio internacional de productos agrícolas 
en los años noventa.

De otra parte, es necesario tener en cuenta en el caso de Colombia, un 
proceso muy fuerte de debilitamiento del Estado que algunos han denomina-
do una especie de colapso institucional, término que refleja muy bien tanto 
la situación, como, en general la debilidad de todas las organizaciones e ins-
tituciones que rigen las reglas de juego en el país. Esto es muy importante 
cuando se hace referencia a programas como la reforma agraria que requieren 
de un Estado sólido y fuerte para afectar relaciones de poder. La sociedad civil 
también está debilitada; su capacidad de respuesta es muy tenue y lenta. Todo 
ello se ha traducido en una pérdida y merma apreciable de gobernabilidad 
que suma en sentido negativo sobre las posibilidades de realizar procesos de 
cambio significativos como la reforma agraria.

Pero también es cierto que en la situación actual, la modificación de la 
tradicional estructura de la tenencia de la tierra en muchas zonas del país ya 
no puede producir una desestabilización política, porque el entorno institucio-
nal del conflicto en las zonas rurales no hace propicia tal actitud por parte de 
las clases propietarias, en especial de los terratenientes. El paramilitarismo 
ha estado neutralizando cualquier intento de afectar los intereses de los pro-
pietarios en zonas geográficas muy definidas; los levantamientos campesinos 
a través de invasiones de tierras para forzar la redistribución no son posibles 
en esas condiciones. De otro lado, los propietarios en muchas zonas del país 
conviven, no de manera voluntaria, con la guerrilla, pagando vacunas y cuo-
tas para mantener intactas sus propiedades y sus negocios.

Otro aspecto importante es el proceso de la descentralización político-
administrativa que busca fortalecer los poderes locales y que presenta mu-
chas limitaciones y dificultades, reconocidas ya en la literatura económica 
[Piriou-Sall, 1997; Bernal, 1997]. Esta revalorización del local choice frente 
a la elección racional, enfrenta poderes y genera conflictos que dificultan la 
realización de programas de redistribución de activos, pero abre perspectivas 
futuras para realizar programas con una participación efectiva de los actores 
locales y la celebración de consensos para regular la propiedad rural y su uso.

Finalmente, en el caso colombiano hay dos elementos más en el contexto 
que no se pueden olvidar y que nos acompañarán en el futuro inmediato: los 
cambios en las políticas de Estados Unidos respecto al manejo del problema 
del narcotráfico y la guerrilla. Estos temas están dando giros acelerados en 



Una visión renovada sobre la reforma agraria en Colombia

51

cuanto a los tratamientos y las relaciones tradicionales entre Colombia y Es-
tados Unidos; hasta poner en tela de juicio las políticas, las estrategias y las 
relaciones entre ambos países. Colombia está en el ojo del huracán en América 
Latina, y se ha formado la idea de que el país se ha convertido en un ámbito 
desestabilizador en la región, lo cual afectaría los intereses de las potencias 
del Norte. Eso hace que temas como las transformaciones estructurales en el 
sector rural, en particular la reforma agraria, se constituyan en un elemento 
importante para lograr la estabilidad sociopolítica, principalmente porque en 
el ámbito rural se desarrollan los cultivos ilícitos, cuya expansión en la fron-
tera agropecuaria tiene que ver, de alguna manera, con la incapacidad de solu-
cionar los problemas de la estructura agraria interna del país, que convierten 
a ésta en expulsora de población hacia las fronteras y las ciudades.

Quiérase o no, estos cambios contextuales diferencian apreciablemente 
las concepciones y posibilidades de la reforma agraria en Colombia y hacen 
del tema un campo de reflexión necesario, en particular porque algunos de 
los factores que la definieron en los años sesenta se conservan, aunque hay 
nuevos factores de mayor peso que no siempre se toman en cuenta. Insistir 
en el modelo intervencionista del Estado –el Estado lo hace todo y todo es de 
su propia responsabilidad–, al estilo de las concepciones de hace cuarenta 
años, no parece lo más adecuado y puede ser improcedente para adelantar un 
proyecto que facilite el acceso a los pobres rurales a diversos activos, en un 
mundo globalizado y abierto y fuertemente competitivo, con grandes trans-
formaciones institucionales tanto internas como externas y en situaciones 
de muy baja gobernabilidad y de fortalecimiento de los poderes económicos y 
políticos por fuera de la agricultura.

Las consideraciones anteriores no significan que el contexto impida hacer 
la reforma agraria que no se ha hecho antes. Indican, más bien, que la refor-
ma debe ser diferente, hecha de otra manera y con una concepción distinta 
del problema. La experiencia en varios países, muestra por ejemplo, que una 
combinación de reforma agraria, transferencia de ingresos para formar capital 
social y humano, diversificación de la vida rural y una distribución más equi-
tativa de los beneficios del crecimiento, pueden tener un impacto inmediato en 
el desarrollo rural y en la expansión del ingreso no agrícola, en comparación 
con la sola afectación de la estructura de la tenencia [El-Ghonemy, 1994].

Paralelamente, se ha ido modificando la visión misma sobre la agricultu-
ra. Ya no se puede seguir manejando la visión de la agricultura como un sector 
primario y atrasado que funciona sin articulaciones con el resto de la sociedad 
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y el entorno mundial. Hoy existe una dinámica que traspasa y supera la visión 
sectorial y productiva tradicional; tenemos un sector con grandes interdepen-
dencias e interrelaciones con el nuevo entorno, con los mercados y la sociedad 
en general y con los procesos de transformación agroindustrial, el acceso a la 
tecnología y la información.

El sector agroindustrial se ha convertido en el núcleo central de poder del 
sistema agroalimentario y de las decisiones de inversión en el sistema. Los 
conglomerados agroindustriales están orientando las decisiones sobre el tipo 
de productos, productores, tecnologías, empaques, servicios que requiere la 
agricultura, formas de organización empresarial, etcétera, que obedecen a las 
decisiones de los consumidores y no de los productores. Todo ello está dinami-
zado por una demanda que también se está modificando hacia el consumo de 
productos cada vez más elaborados y con mayor valor agregado, de mejor ca-
lidad y presentación. En términos económicos, ello se expresa en el fenómeno 
estructural de la agregación de valor a los productos agrícolas por fuera de las 
fincas de una manera mucho más dinámica, donde lo primario es un elemento 
en declive frente a lo agroindustrial.

Ahora se requiere un enfoque más sistémico, integral y dinámico de la 
agricultura para considerar que la actividad primaria es realmente un eslabón 
de una cadena mucho más amplia y donde los centros de decisión no son 
controlados por los agricultores. En ese sistema, la actividad primaria es el 
eslabón débil frente a la agroindustria constituida en el eslabón más fuerte. 
Este enfoque sistémico incluye también la idea de los espacios rurales como 
los escenarios socioeconómicos y políticos en los cuales se presentan las ar-
ticulaciones de lo rural con lo nacional. En el proceso de transformación, la 
agricultura pierde poder político en relación con el conformado alrededor del 
sistema agroindustrial y financiero; por lo tanto, el concepto tradicional de 
estructura agraria cambia hacia una concepción más holística que reconoce 
las transformaciones ocurridas (sistema agroindustrial), donde la tenencia 
de la tierra como elemento de la estructura cede en jerarquía frente a factores 
como el capital, la tecnología y el conocimiento, y donde el factor empresarial 
es definitivo para el manejo del negocio agrícola en un mundo globalizado. Ya 
no basta con tener agricultores; se requieren empresarios.

3.3 Una estructura agroindustrial para el desarrollo rural

Es pertinente preguntarse: ¿cuál es el tipo de estructura agroindustrial 
que le conviene a Colombia? Una estructura que sea económica, social y po-
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líticamente eficiente; una estructura agraria sostenible en el largo plazo, una 
estructura que facilite y promueva el desarrollo institucional, que elimine los 
conflictos o los reduzca a su mínima expresión, e introduzca elementos que 
desactiven los diversos conflictos propios del sector rural y entre éste y el 
resto de la sociedad y la economía, con instrumentos que faciliten el procesa-
miento de los conflictos en las comunidades y su respectivo control. Se trata 
de una estructura agraria flexible, multivariada y sostenible que pueda no 
sólo acomodarse, sino también manejarse en los diferentes contextos para 
responder a las demandas de la sociedad en un proceso armónico de desa-
rrollo. Esa estructura debe concebirse de una manera amplia y no centrada 
solamente en la tenencia de tierra.

Esa estructura agroindustrial sería, en lo agrario e industrial, multimodal 
en lugar de bimodal, para hacer posible la articulación de intereses de los pe-
queños, los medianos y las grandes propietarios, empresarios y campesinos, 
y basarse en los principios generales de la cooperación. Es una estructura que 
debe permitir construir tejido y capital social, en vez de destruirlo como ha 
sucedido en Colombia. Si la estructura en lo rural fuera unimodal, –al estilo de 
la existente en países desarrollados–, se encontraría igualdad de condiciones 
en el acceso a recursos y participación en la toma de decisiones, además, no 
habría grandes diferencias y conflictos ni una gran concentración de la propie-
dad. Sin embargo, aunque éste es un referente ideal, no se acomoda al caso de 
Colombia en su actual proceso de desarrollo.

La multimodalidad agraria tiene muchas ventajas, como se indicó en el 
ensayo anterior, pero además tiene una virtud: permite a los grandes pro-
pietarios seguir viviendo en el campo, compartiendo con los demás. La idea 
tradicional de la reforma agraria ha sido sacar a los grandes propietarios del 
campo, ofreciéndoles un derecho de exclusión, el cual rara vez han utilizado. 
La estructura multimodal permite que la experiencia, el conocimiento y la ca-
pacidad empresarial de algunos grandes propietarios se queden en el campo y 
puedan ser compartidos con los demás propietarios y productores.

La estructura agroindustrial tendría, entonces, una multimodalidad de 
formas de propiedad y explotación en el sector rural, unida a una multivarie-
dad de sistemas productivos industriales donde la pequeña, la mediana y la 
gran industria puedan convivir y desarrollar sistemas de cooperación. Pero 
también donde lo rural pueda relacionarse con lo urbano-industrial de ma-
nera más equitativa, en un proceso donde pequeños y medianos productores 
rurales organizados se puedan vincular a través de formas de integración y 
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contratos con la industria en general. Esta sería una estructura regida por 
un capitalismo más democrático y una actuación del Estado como promotor, 
facilitador e incentivador de formas de cooperación.

3.4 La acción del Estado fortalece la estructura bimodal

Los hechos muestran que la acción del Estado sigue fragmentando la 
mediana propiedad rural, mientras la grande tradicional no se transforma y la 
pequeña se empobrece más.; es decir, el Estado y la sociedad están apoyando 
una estructura rural bimodal tanto en su propiedad como en sus formas de ex-
plotación, conflictiva y poco eficiente, que no ayuda a potenciar el crecimiento 
económico; es además, una estructura que destruye los recursos naturales, 
desvaloriza lo rural y genera un conflicto de la sociedad rural con la sociedad 
nacional.

Los predios que se negociaron en el mercado asistido de tierras (mat) entre 
1996 y 1997 fueron pequeños y medianos. El tamaño promedio de todos los 
predios negociados en el año 1996 fue de 212 hectáreas, y en 1997 de 239 
hectáreas, o sea mediana propiedad. El Estado está permitiendo que se frag-
menten los predios medianos al otorgar un subsidio a la compra que realizan 
los pequeños productores en un contexto institucional donde la gran propie-
dad no se moviliza para el mercado y en la cual no existen transacciones entre 
los campesinos sin tierra y los grandes propietarios, por diversas asimetrías 
existentes en el sector rural.

En 1996, solamente el 24% de los predios negociados podrían considerar-
se grandes, en el sentido que tenían una cabida de más de 15 familias por pre-
dio, o sea 15 UAF. En 1997, y con el mismo criterio, sólo el 27% de los predios 
negociados fueron grandes [Machado, 1998].

Si se consideran, sólo teniendo en cuenta el tamaño2 para efectos de re-
forma agraria, como pequeños los predios hasta 100 hectáreas, medianos los 
que tienen de 100 a 500 hectáreas, y grandes los mayores de 500 hectáreas, 
en 1996 los predios negociados fueron: el 38,5% pequeños; el 48,6%, media-
nos y solamente el 12,9%, grandes. La aplicación de la Ley 160 de 1994 está 
ayudando a descomponer y fragmentar la mediana propiedad con subsidios 
del Estado, así como a formar pequeñas explotaciones familiares frágiles sin 

2	 Desde el punto de vista productivo, el tamaño es muy relativo: un predio de 100 hectáreas en tie-
rras de buena calidad puede ser muy grande si se cultiva en hortalizas, mediano si está en frutales y 
pequeño si se dedica a la ganadería de ceba semiintensiva o al doble propósito.
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capacidad de acumulación. Ello se hace en un mercado que no garantiza a 
los pequeños propietarios viabilidad ni sostenibilidad económica, pues la in-
certidumbre no ha disminuido mientras que los costos de transacción para la 
pequeña propiedad continúan altos.

De otra parte, el sistema ha llevado a pagar precios altos por la tierra, 
dada la forma como se establecen los avalúos y el reconocimiento implícito 
que se hace a los propietarios de rentas institucionales y otros factores espe-
culativos sobre la propiedad. En 1996 el precio negociado estuvo en promedio 
un 11,2% por debajo del avalúo comercial de los predios, y en 1997 en un 13%; 
ello es indicativo de una baja capacidad de negociación de los campesinos 
frente a los propietarios. En el proyecto piloto de negociación voluntaria de 
tierras realizado en cinco municipios durante 1997, se encontraron casos de 
precios negociados finalmente, entre campesinos y propietarios, del 50% por 
debajo de los precios de los avalúos comerciales (oferta de los propietarios). 
En promedio, se puede estimar que los precios negociados deberían estar, 
como mínimo, entre un 20% y un 30% por debajo de los precios comerciales, 
en lugar del 11% y 13% como lo muestran los datos.

Los negocios se están realizando con una baja capacidad de negociación 
de parte de los campesinos. Durante 1997 hubo departamentos donde los pre-
cios pagados por los campesinos fueron prácticamente el ciento por ciento 
del precio del avalúo comercial, o sea que no hubo procesos de negociación. 
Algo está funcionando mal en la negociación voluntaria de tierras; no puede 
afirmarse que entró a funcionar el mercado o que existe competencia e infor-
mación transparente para los potenciales usuarios del subsidio a la compra 
de tierras.

Otro aspecto es la calidad de los suelos de los precios negociados: en 1996 
solamente el 21,4% de los predios correspondió a las clases 1, 2 y 3 que son 
los mejores suelos, pero la mayoría de ellos son de clase 3, prácticamente no 
hay suelos de clase 1 y 2 en las negociaciones. En 1997 esa cifra fue básica-
mente la misma, el 21% [Machado 1998]. De otra parte, el 32% de los suelos 
de las fincas negociadas fueron de clase 4 y en 1997 el 37%, es decir, se au-
mentaron los suelos de clase 4 en las transacciones; estos suelos son de uso 
agropecuario con algunas limitaciones. Y las clases 5, 6 y 7, de menor calidad 
y más aptas para ganadería extensiva o actividades forestales, representaron 
en 1996 el 46,7% del total de suelos, y en 1997 el 42% [Machado, 1998]. Es 
pertinente, entonces, la pregunta: ¿tiene sentido facilitarle a los campesinos 
la compra de tierras, que en lugar de ayudarles a superar su pobreza los in-
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troducen en nuevos problemas con un endeudamiento alto y una agricultura 
poco competitiva en la medida en que no se reconvierte?

3.5 Una nueva visión de la reforma agraria

Por las consideraciones anteriores es necesario replantear la discusión so-
bre la naturaleza de la reforma agraria en el país. No sólo ha cambiado el con-
texto, sino también las visiones sobre la agricultura y el sector rural; la acción 
del Estado ha sido ineficaz para combatir la pobreza rural que se mantiene en 
niveles altos y para transformar la estructura agraria, la cual volvió a concen-
trarse. Los agricultores perdieron poder tanto político como económico y los 
factores de expropiación a través de la violencia y la delincuencia organizada 
se han agudizado en la medida en que el Estado se debilita y pierde control 
sobre partes importantes del territorio nacional. A ello se agrega una paulati-
na pérdida de confianza en el Estado y las instituciones que rigen la sociedad, 
–de manera particular en las que se relacionan con la reforma agraria–.

Las condiciones para la inversión en el sector se han deteriorado y el apa-
rato productivo se está reestructurando al ritmo que el mercado, que indica 
cuáles productos tienen mejores condiciones para competir, mientras los agri-
cultores tradicionales insisten en mantener los mismos cultivos y actividades 
de hace 30 años. De otra parte, el movimiento campesino está derrotado por 
la guerra, la intolerancia y el funcionamiento de una democracia restringida, 
además de su incapacidad de transformarse y renovarse. En general, las orga-
nizaciones del sector rural se han debilitado y pocas han encontrado manera 
de adecuarse a los nuevos retos que impone la transformación en la economía 
y la sociedad mundial.

El costo que ha pagado la sociedad por una reforma agraria ineficaz ha 
sido muy alto, y el costo que asumen hoy los propietarios para mantener sus 
propiedades es igualmente alto. No tiene sentido que los individuos manten-
gan altos costos para proteger sus derechos de propiedad, sin lograr creci-
miento y desarrollo.

En el sector rural se trataría entonces de reestructurar la propiedad y el 
acceso a su uso productivo a través de mecanismos diversos y bajo la modali-
dad de un pacto productivo-social en los espacios locales y regionales. La con-
formación de una estructura de tenencia y uso de la tierra y de los principales 
factores de producción, solamente puede ser el resultado de negociaciones y 
pactos productivo-sociales locales entre propietarios, campesinos e institu-
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ciones, y no de una ley centralista del Estado, como se indicó en el ensayo 
anterior3. Este planteamiento es lo que permite hablar de una nueva visión 
de la reforma agraria en Colombia, pues se trata en realidad de construir una 
institucionalidad local y regional para la convivencia y el desarrollo no sólo 
en el sector rural, sino también en la sociedad en general.

Si no se modifican los factores que incentivan y mantienen las grandes 
propiedades –sobrevaloración de la tierra, baja tributación predial, lavado de 
activos, dominio social y político–, el intento redistributivo es bastante inútil 
porque la estructura bimodal se reproduce continuamente. La reforma agra-
ria actual no incentiva el cambio en el uso del suelo –no hay reconversión–, 
no prepara a los potenciales propietarios para que puedan competir en los 
mercados y mejorar su nivel de ingreso. Es además una reforma sin apoyo 
político realizada de manera costosa e ineficiente que propicia la corrupción 
y el prebendalismo; no tiene capacidad ni para cambiar la estructura agraria 
ni para crear condiciones para el funcionamiento de un mercado de tierras, de 
derechos y uso de la propiedad (arriendos e inversiones compartidas).

Deberían introducirse criterios de regionalización en el tratamiento de la 
estructura de la propiedad y el uso del suelo, y definir áreas de concentración 
de la reforma agraria: delimitar zonas de baldíos, de mercado, de reservas 
campesinas, de intervención directa del Estado, de comunidades indígenas, 
de clarificación de la propiedad, etcétera. La reforma de la estructura rural 
no es un problema nacional sino la suma de múltiples problemas locales y 
regionales que deben solucionarse en su respectivo ámbito con participación 
de los distintos actores; no es un problema que pueda resolver el Estado des-
de el nivel central ni los aparatos legislativos nacionales dominados por los 
intereses que se oponen al cambio.

Lo anterior se haría tanto bajo el esquema de una reforma agraria partici-
pativa, negociada y pactada en lo local como en regional. No se negociaría en el 
Congreso sino en las localidades con cada comunidad y como resultado de un 
pacto social-productivo entre todos los agentes involucrados, como ya se indicó. 

3	 Un pacto de esta naturaleza no implica necesariamente un consenso, aunque ello sería la ideal. El 
pacto tiene el sentido de algo que una vez aceptado genera el compromiso de cumplimiento; el 
consenso no conlleva necesariamente a un compromiso de cumplir. Un pacto entonces deriva en 
instrumentos que facilitan el cumplimiento de lo acordado, y en sanciones a quien incumpla. En 
temas como la reforma agraria donde se trata de modificar las relaciones de poder, el consenso 
no es fácil; en un pacto el Estado puede ser un garante y, además, intervenir para hacer cumplir 
las condiciones; los participantes pueden acordar la manera de hacerlo con incentivos y castigos 
usando las normas existentes o las pactadas.
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Ello garantizaría la sostenibilidad económica, social y política de las socieda-
des rurales. Esta concepción significa un gran proceso de transformación insti-
tucional público y privado, que permita introducir como sistema, mecanismos 
de administración técnico-políticos del proceso de reforma agraria, en lugar de 
dejarla en manos de la burocracia, de lo político y aislada de lo técnico, con 
la inclinación que ello produce a la corrupción, el clientelismo y la ineficacia, 
impidiendo el desarrollo de sistemas de rendición de cuentas y el logro de una 
accountability. Ello fortalece el desarrollo de los poderes de las sociedades ru-
rales ante la sociedad en general (empoderamiento), el Estado y los mercados.

El punto clave es lo institucional: ¿cómo configurar un instrumento ejecu-
tor para la reforma agraria y lograr una verdadera descentralización, con dere-
chos y deberes claramente establecidos entre lo público y lo privado, y con com-
promisos flexibles para buscar adaptaciones a las características regionales y 
las variaciones de la capacidad institucional de los gobiernos locales? ¿Cómo 
hacer para que el Estado confíe en las sociedades locales para que realicen sus 
propias transformaciones y no actúen sólo por la intervención central? ¿Cómo 
lograr que la sociedad local reafirme el derecho a la propiedad, lo legitime y lo 
fortalezca? ¿Cómo generar normas de convivencia locales? ¿Cómo crear incen-
tivos y castigos que movilicen los recursos y su adecuado uso? ¿Cómo estable-
cer reglas de juego claras y fortalecer el derecho de propiedad?

Guanziroli expresa esta idea así: que el ordenamiento agrario sea asu-
mido por las instancias municipales e intermunicipales que favorezcan la 
participación activa de las organizaciones de la sociedad civil. “Es decir, el 
control efectivo de la evolución agraria de una microrregión debe ser ejercido 
por la sociedad, por medio de sus organizaciones locales, gubernamentales y 
no gubernamentales. Para esto es imprescindible que estas iniciativas tengan 
legitimidad, y también efectiva capacidad de intervención en el mercado de 
tierras rurales” [Guanziroli 1995, 46]. En ese sentido, los gobiernos centrales 
y regionales –estaduales en el caso de Brasil–, deben cumplir un papel estric-
tamente normativo.

En los niveles local y microregional podrían surgir sociedades de orde-
namiento de la tierra para facilitar tanto la expansión como la creación de 
empresas agrícolas medianas familiares. Estas sociedades tendrían el apoyo 
del Estado a través de incentivos como sociedades privadas o mixtas en ca-
sos especiales; serían instrumentos para facilitar el traslado de subsidios y 
apoyos a las familias. Serían una especie de entidades intermediarias entre 
el Estado y las comunidades rurales con capacidad de realizar contratos con 
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grupos empresariales interesados en adecuar tierras para compartirlas con 
organizaciones de pequeños y medianos productores. Como indica Guanziro-
li, esas sociedades podrían tener preferencia en la compra de las tierras que 
se ofrecen al Estado, para lo cual se requeriría una norma que les otorgue el 
derecho de preeminencia en la compra y un reconocimiento legal donde se 
reconozca sus zonas de acción.

El Estado podría hacer varios tipos de contratos con ellas para adecuar 
predios, y facilitar contratos con la agroindustria y supermercados, organizar 
la comercialización, procesos de capacitación y generación de información so-
bre precios de la tierra. También podría incentivar la formación de sociedades 
de segundo piso para la prestación de servicios productivos, facilitar nego-
cios, alianzas y articulaciones; es decir, incentivar organismos articuladores 
de lógicas a nivel meso –lógica empresarial, local y regional– que, a su vez, 
se vinculen con las lógicas nacionales. El cambio en la estructura agraria se 
convierte en una oportunidad para iniciar la conformación de este tipo de 
organizaciones.

Conviene pues introducir nuevas vías de solución al problema de acceso 
de los campesinos a activos productivos, entre las cuales está la de procesos 
de inversión adelantados por empresarios con apoyos del Estado, que permi-
tan adecuar predios y transferirlos o compartirlos con campesinos y pequeños 
productores en condiciones que permitan una rápida generación de ingresos. 
Algunos grupos empresariales han expresado su interés en adquirir predios 
para organizarlos desde el comienzo con pequeños productores y conformar 
empresas integradas con la agroindustria, lo cual ayuda a solucionar los pro-
blemas de comercialización, acceso a crédito y tecnología [Cano, 1998].

Debe considerarse la posibilidad de que los campesinos, medianos pro-
pietarios y empresarios sean, además de propietarios de tierras, propietarios 
de derechos de capital en los consorcios agroindustriales, en un sistema de 
combinación de derechos de propiedad que permite un mejor manejo de los 
riesgos. Otra vía, contemplada en la Ley 160 de 1994 es la de las reservas 
campesinas en zonas con agroecosistemas frágiles que servirían como muros 
de contención a una colonización desordenada.

La reforma agraria sería el resultado de una combinación de procesos em-
presariales, zonas de reserva campesina, negociación voluntaria con procesos 
de selección de beneficiarios e incentivos tanto para desarrollar los mercados 
de tierras con mayor participación del sector privado, como para consolidar 
una real descentralización sin intervención de funcionarios públicos, quienes 
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brindarían capacitación y algunas asesorías cuando tengan ventajas sobre 
el sector privado para ello. El Estado mantendría la intervención directa en 
zonas previamente delimitadas y para casos críticos.

Todo ello operaría a través de negociaciones regionales y locales, donde la 
comunidad define cuál de los instrumentos señalados es el más adecuado. En 
el fondo se trata de crear condiciones para que surja un menú de opciones de 
acceso a la propiedad y a su uso en los niveles locales y regionales, para que 
la comunidad en conjunto opte por las que sean más apropiadas y manejables.

La reforma tendría su propio perfil en cada localidad, microregión y re-
gión, según sus contextos, ambientes y tradiciones culturales, la instituciona-
lidad alcanzada, la organización de la comunidad unida a la capacidad y em-
poderamiento de los diversos actores sociales. Se centraría, en buena parte, en 
recuperar la mediana propiedad, en articular los pequeños con los medianos 
y grandes bajo formas de cooperación, en ponerle freno a la minifundización, 
en provocar el uso eficiente y social de la gran propiedad, o de fragmentarla 
en unidades adecuadas cuando así lo aconsejen las circunstancias. Además, 
la reforma facilitaría el desarrollo de instrumentos para que cada estrato rural 
pueda relacionarse adecuadamente con el sector industrial en los mercados. 
Estas reformas requieren, paralelamente, desarrollar un sistema financiero 
rural, principalmente para pequeños y medianos productores.

Lo anterior hace evidente la necesidad de cambiar la institucionalidad 
actual de la reforma agraria para crear nuevos instrumentos e incentivos que 
faciliten el desarrollo de los mercados de factores y su movilidad, así como de 
los mercados de servicios y el mercado financiero rural. Una entidad centra-
lizada no responde a estos requerimientos, ni a los que ya se expresaron en 
relación con la descentralización.

No se debe perder de vista el enunciado de los técnicos de la FAO, en el 
sentido de que tarde o temprano los programas de reforma agraria incumplen 
en alcanzar sus metas porque fallan en crear el capital social e institucional 
de la sociedad civil, necesario para formar una clase propietaria y con derecho 
al voto.

3.6 Papel del Estado, del mercado y de las organizaciones 
civiles

De todo lo anterior surge la discusión sobre el papel del Estado en el 
desarrollo de la agricultura como en la adecuación de la estructura agraria 
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tanto para lograr la paz, la convivencia y el desarrollo de la democracia. Esta 
discusión pasa por otra más gruesa: los modelos de desarrollo en nuestras 
sociedades. Aquí se hacen sólo algunas referencias parciales de ese tema, más 
propio de las disciplinas políticas y sociales, y que trasciende los problemas 
de la agricultura misma.

La discusión puede empezar con reconocer que desconocemos nuestra 
realidad y sus procesos suficiente y sistemáticamente de nuestra realidad y 
sus procesos, como para enfocar estrategias que tengan altas probabilidades 
de éxito. La investigación socioeconómica sobre los procesos agrarios y la 
estructura agroindustrial se estancó desde los años setenta, y sólo trabajos 
como el de la Misión de Estudios del Sector Agropecuario de 1988 y la Misión 
Rural de 1997-1998 se han acercado al estado del arte; éstos dejan ver los 
vacíos de conocimiento sobre la realidad rural, sus procesos y tendencias.

Las universidades permanecen ajenas al debate agrario porque no tienen 
investigación es ese campo mientras que las entidades privadas de inves-
tigación no incursionan en él porque en buena parte han estado dedicadas 
a la consultoría. Por su parte, colciencias presenta dificultades para abrir los 
espacios y promover grupos y mecanismos sólidos para reunir las mentalida-
des que pudieran concentrar esfuerzos en la investigación, la generación de 
conocimientos y la renovación tanto de los enfoques como de las teorías. Hay 
una evidente crisis de conocimiento y de teorías que afecta no sólo a las co-
rrientes estructuralistas tradicionales mezcladas con el marxismo, también a 
los neoestructuralistas y los mismos neoliberales, así como los partidarios del 
enfoque de la economía política. Jesús A. Bejarano ha hecho recientemente un 
intento por recoger los temas básicos de la discusión en un texto que podría 
tomarse como base para una revisión de esas teorías [Bejarano, 1998].

Una política de Estado para fortalecer la investigación más la generación 
de conocimiento sobre el problema agroindustrial y sus relaciones tanto con 
la sociedad como con los mercados, es clave en el papel del Estado. La socie-
dad podría invertir en ello viéndolo algo rentable en el largo plazo, así en lo 
inmediato no pueda medirse en resultados económicos.

El segundo aspecto es la necesidad de tener una concepción más integral 
del problema rural que vaya más allá de la tenencia de la tierra y de las re-
laciones sociales de producción. Antonio García ya había puesto elementos 
para esa visión [García, 1981b], pero no se ha avanzado conceptualmente por 
la crisis en la investigación en ciencias sociales de los últimos 20 años. La 
incorporación de los elementos políticos, del conflicto, de lo social y lo institu-
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cional, es indispensable para llegar a una interpretación más integral del pro-
blema. Esta concepción debe impulsarse en todas las instituciones públicas 
para que puedan coincidir y coordinar en el nivel local y regional estrategias 
de desarrollo de las sociedades rurales.

En tercer lugar, todo el proceso y análisis de la problemática agraria y rural 
en nuestros países conduce a considerar que sin una organización de la socie-
dad civil no es posible alcanzar el desarrollo. El Estado y el resto de la sociedad 
no puedan relacionarse con el sector rural si éste no tiene una organización 
empoderada que lo represente y le permita expresarse ante la sociedad mayor. 
Pero la organización rural no sólo debe existir como requisito del desarrollo de 
la democracia y de las relaciones con el Estado, también como condición para 
hacer presencia en los mercados con probabilidades de éxito. Las organizacio-
nes rurales no pueden ser sólo puntales, contestatarias y de confección de dis-
cursos ideológicos, deberían avanzar hacia una combinación de los negocios 
con los compromisos gremiales, sin descuidar el debate ideológico.

En cuarto término, el Estado debe estar dispuesto a formar y desarrollar 
redes de protección social para los rezagados en el proceso de desarrollo. Es-
tas redes no pueden entenderse como espacios de caridad pública, sino como 
alternativas de generación de empleo e ingresos y de atención social a los sec-
tores que por diversos motivos salen del sector agropecuario, o de otros secto-
res de la economía. La inexistencia de estas redes explica, en buena parte, el 
deterioro social, la delincuencia, el traslado de campesinos a cultivos ilícitos 
en la frontera agropecuaria, la incorporación campesina a los movimientos 
guerrilleros y el paramilitarismo, como asalariados de la desinstitucionaliza-
ción del país.

Lo ideal es que los pobladores rurales sin alternativas productivas ni de 
empleo como asalariados dentro de la agricultura, permanecieran en el sector 
rural y fueran absorbidos lentamente por el desarrollo de estrategias de em-
pleo e ingresos no dependientes de la actividad primaria, tales como microe-
mpresas, industrias, servicios, turismo, cuidado y recuperación de recursos 
naturales, agroindustrias, etcétera. De otra parte, la reforma de la estructura 
agraria y el desarrollo del mercado de tierras no implican que los propietarios 
salgan del sector rural, vendiendo o cediendo toda su propiedad. El proceso 
requiere de la presencia de propietarios y campesinos demandantes de tierra 
para conformar sociedades rurales más dinámicas.

El desarrollo del mercado y la reforma agraria requieren de programas 
de educación para hacer una reforma empresarial y buscar un uso eficiente y 
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diversificado del suelo, al tiempo que se desarrollen actividades no primarias 
con mano de obra capacitada.

Un quinto aspecto es la necesidad de definir más claramente el papel del 
sector privado, del mercado y del Estado. Ello sólo puede ser fruto de una re-
flexión más colectiva enmarcada en los modelos de desarrollo, en el manejo 
de criterios tanto de complementariedad como de la exclusividad de la respon-
sabilidad del Estado en actividades que se refieren a los bienes públicos, así 
su desarrollo pueda hacerse de manera compartida con el sector privado. Es 
cierto que el Estado debe crear las condiciones para el desarrollo, pero tam-
bién intervenir directamente en procesos para generar condiciones de gober-
nabilidad, como es el caso de sociedades altamente desiguales y conflictivas 
donde la convivencia ciudadana se ha ido perdiendo.

El Estado requiere ampliar sus campos de actividad en algunos aspectos 
del sector rural, de igual manera que los puede reducir en otros. El problema 
no es más o menos Estado, o más o menos mercado. Se trata de concertar 
el desarrollo y definir dónde el Estado es indispensable para las estrategias 
que se acuerden, y dónde debe reducir su intervención, hacerla más eficiente 
o compartirla con el sector privado. Es muy claro que en nuestra sociedad el 
mercado no resuelve todos los problemas –como lo pretenden los neolibera-
les–, y que el Estado debe tener una alta y calificada intervención para tratar 
los problemas estructurales que impiden el desarrollo, la creación y legitima-
ción de reglas de juego para la acción humana; es decir, en el impulso a la 
consolidación de instituciones para el cambio y el desarrollo [North, 1991];.ni 
qué decir de su función en la formación de capital social y recursos humanos 
para el desarrollo. El Estado, a fin de cuentas, necesita contribuir significati-
vamente a resolver las fallas de mercado y las públicas, así como a crear una 
institucionalidad adecuada para el desarrollo.

No estamos de acuerdo con quienes dicen que la reforma agraria es un 
asunto del pasado, mientras mencionan que ahora la preocupación funda-
mental es la competitividad de la agricultura y la participación en los mer-
cados. Precisamente, si no se resuelven los problemas estructurales que im-
piden una contribución significativa del sector rural al desarrollo de toda la 
sociedad, a su convivencia y equidad, difícilmente se puede decir que estamos 
construyendo una sociedad sostenible donde las generaciones actuales y fu-
turas tengan además de una raíz y un espacio seminal, y puedan permanecer 
como sociedades respetables en el concierto mundial. El problema agrario no 
lo resuelve el mercado sino la acción conjunta del Estado, la sociedad y el 
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mercado, ninguno de ellos por sí solo puede hacerlo: ,se requiere concertación 
y claridad de propósitos para poder construir democracia. La reforma agraria 
es un instrumento para ello, tal como la utilizaron los países asiáticos y eu-
ropeos a su tiempo.

Pero también permite llegar a la definición de responsabilidades y con-
tribuciones de los entes territoriales a estos procesos de cambio. Los munici-
pios por ejemplo, tendrían que reestructurar su régimen tributario para gravar 
la mediana y gran propiedad que presente un manifiesto mal uso del suelo, 
abandono o no explotación. El ordenamiento territorial debe ser un instru-
mento útil para conducir a un uso más adecuado de las tierras, recomponer 
estructuras de tenencia muy desiguales y conflictivas, zonificar el uso de los 
recursos naturales y conservarlos, además de buscar programas alternativos 
en cooperación con las entidades centrales para los pobladores rurales que no 
puedan acceder a la propiedad de la tierra, o que por determinadas circunstan-
cias no estén habilitados para ello.
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4. Elementos para el debate sobre  
la reforma agraria y el mercado                 

de tierras1

4.1 La reforma agraria

La reforma agraria clásica de tipo redistributivo sólo encuentra espacios 
en los países con una fuerte desestabilización social y política y de fuertes 
conflictos internos, en donde la concentración de la tierra y su mal uso ha-
cen parte del núcleo central de la exclusión y la pobreza. La reforma de tipo 
estructural transforma las relaciones de poder, redistribuye la tierra entre los 
campesinos desposeídos y conforma una estructura agraria más igualitaria, 
productiva y eficiente, con una fuerte articulación al sector industrial, los sec-
tores urbanos y los distintos mercados.

La reforma agraria en países con problemas estructurales y de desestabi-
lización social y política, tiene más justificación por lo político y social que por 
lo económico, dada la tendencia al despoblamiento rural unida a la baja par-
ticipación del PIB agropecuario dentro del pib total; sin embargo, los aspectos 
económicos y la búsqueda de la eficiencia no se pueden descuidar.

Siempre conviene hacerse la pregunta: ¿para qué sirve la reforma agra-
ria? Será para: ¿Resolver un conflicto político y social y pagar la deuda que 
tiene la sociedad con el sector rural? ¿Para hacer más eficiente la producción 
y el uso de los recursos? ¿Para tener una estructura agraria eficiente y fun-
cional al desarrollo, donde se manejen los conflictos y los pobladores rurales 
se sientan ciudadanos? ¿Será para generar empleo e ingresos permanentes y 
retener la población en el campo? ¿O para hacer rentable y viable la produc-
ción agropecuaria? ¿Para resolver un problema de equidad? ¿Para buscar la 

1	 Notas elaboradas para una charla en la Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, febrero de 
2000.
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redistribución del poder dentro de la agricultura dejando los poderes por fuera 
iguales, con términos de poder y negociación asimétricos? ¿O para poner al 
sector rural en condiciones proactivas y permitirle desarrollar su potencial de 
desarrollo?

Una reforma agraria se caracteriza por varios elementos, tales como:

•	 La redistribución del poder dentro del sector fundamentado en el control 
sobre la propiedad territorial.

•	 Una expropiación de la propiedad, sea con indemnización o sin ella, como 
en el caso de bienes adquiridos ilícitamente.

•	 Compra de tierras por parte del Estado para redistribuirlas a precios no 
comerciales, una vez corregidas las subvaloraciones existentes –avalúos ca-
tastrales–, con lo cual se evita reconocer a los propietarios las rentas insti-
tucionales acumuladas.

•	 Pago de la tierra a los propietarios –cuando hay indemnización– con bonos 
de largo plazo.

•	 Fijación a los límites de tamaño de la propiedad para evitar nuevas concen-
traciones.

•	 Obligación del Estado de redistribuir tierra a quien lo solicite.

•	 Entrega de tierras gratis a los campesinos, o con un pago mínimo por parte 
de ellos.

•	 Adecuación de los servicios de asistencia técnica y crédito para la produc-
ción.

•	 Facilidad y agilidad en los registros de la propiedad y en la legalización de 
títulos para garantizar el derecho de propiedad adquirido con mínimos cos-
tos de transacción.

•	 Eliminación de arriendos y aparcerías de tipo precapitalista.

•	 Titulación de tierras del Estado.

•	 Recomposición de comunidades indígenas y grupos étnicos.

•	 Reconstrucción del minifundio.

•	 Formación de unidades campesinas viables en lo económico, desarrollo 
empresarial y de las economías de subsistencia.

•	 Implantación de un régimen de seguridad social en el campo y de relaciones 
de trabajo modernas.

•	 Revisión del régimen de tributación de la propiedad rural.
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•	 Un fortalecimiento de la democracia y la participación en los sistemas de 
toma de decisiones por parte de los pobladores rurales y demás agentes 
socioeconómicos.

•	 Procesos de educción y capacitación de la población rural.

•	 Una modificación de los términos de las relaciones de lo urbano y lo rural.

•	 Una movilidad de los factores productivos.

•	 Implica un Estado intervencionista.

¿Es en estos aspectos que en Colombia se piensa y se habla de reforma 
agraria? Hay que tener claridad conceptual para prever las consecuencias de 
los procesos que se desaten, y asumir a tiempo los costos involucrados tanto 
políticos como sociales.

Realizada una reforma agraria, el mercado de tierras se libera, puede ope-
rar porque se han destrabado los factores estructurales que impiden la movili-
dad de la tierra y los factores; pero si se quiere evitar una nueva concentración 
y conflictos sobre la propiedad y el uso de la tierra, El Estado requiere aplicar 
medidas como el uso moderno de la tributación rural y la fijación de límites al 
tamaño de la propiedad.

4.2 El mercado de tierras

¿Qué es el mercado? Según Vogelgesang:

El mercado es la asignación de recursos a través de la interacción de individuos 
en un proceso competitivo, donde las decisiones son guiadas por los precios y el 
proceso en su conjunto se desarrolla dentro de un marco de reglas acordadas y 
aceptadas por los participantes. Como el proceso comprende una infinidad de 
agentes que llevan “al mercado” sus preferencias y su información propia, es 
imposible predecir cuál será el resultado del proceso en términos de asignación 
de recursos [Vogelgesang 1998, 16].

Un mercado es competitivo cuando:

•	 Se tiene un solo producto sin mayores variaciones de calidad (homogenei-
dad).

•	 Libertad de participación

•	 Número grande de compradores y vendedores

•	 Acceso igual a la información

•	 Un sistema financiero de apoyo a las transacciones
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•	 Un sistema jurídico que garantice el derecho de propiedad.

•	 Un sistema transparente de formación de precios de la tierra de acuerdo 
con sus cualidades intrínsecas y los rendimientos futuros esperados en el 
uso productivo.

•	 No segmentación del mercado para que se den transacciones entre grupos 
y clases de manera recíproca y simétrica.

El mercado opera cuando los precios de la tierra se sitúan en niveles 
acordes con las características de los predios y están despojados de factores 
especulativos. De ahí la importancia de implementar políticas y programas 
para disminuir el precio especulativo para ponerlo en función de la ubicación 
de las tierras con respecto a los mercados y sus características productivas.

El mercado también opera sin dificultades cuando hay créditos para com-
pra de tierras, lo que requiere de un banco hipotecario que permita efectuar 
transacciones de tierras con pagos a largo plazo, como se hace con la vivienda 
urbana.

La reforma agraria y el cobro efectivo del impuesto predial son dos instru-
mentos para reducir el precio de la tierra, a lo cual se agregaría la baja de la 
inflación. El mercado de tierras es efectivo si se hace un cobro eficaz y adecua-
do del impuesto sobre la tierra, y si, además, se facilita un registro eficiente 
de la propiedad, y el Estado garantiza los derechos sobre ella, expresados en 
títulos debidamente legalizados en notarías y oficinas de registro público. 
También el mercado operará bien cuando los costos de transacción asociados 
con los registros de la propiedad sean bajos.

Para dinamizar el mercado en Brasil se ha propuesto la reestructuración 
institucional y la tributación de la tierra –gravar las tierras ociosas o de bajo 
uso–. Ello crea condiciones para un mejor uso de las tierras y para que los pe-
queños accedan a ella en la medida en que los especuladores las ofrezcan en 
el mercado. Como medidas complementarias están: la expansión con transpa-
rencia del arrendamiento y de la mediería; la modernización y unificación de 
los sistemas de registro de la tierra –simplificación, desregulación y descen-
tralización–; y la regularización y titulación de las tierras, factor que aumenta 
la transparencia y la efectividad del mercado.

Crear riqueza en lugar de pobreza es el reto que tienen las políticas agra-
rias. La reforma agraria tradicional y la forma como se ha implementado, han 
creado más pobreza que riqueza al hacer una redistribución de la propiedad 
hacia abajo en tamaños que constituyen un equilibrio frágil de la economía 
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familiar. Por ello es importante la selección de los beneficiarios para que sean 
productores que puedan vivir de la agricultura, ya sea en condiciones de sub-
sistencia, o de acumulación, según el modelo de desarrollo rural que se pre-
tenda implantar. La creación de núcleos mínimos de acumulación, con base 
en la explotación de la tierra, implica cambiar el criterio de la uaf, el cual se 
ha utilizado más para reproducir la economía campesina en el grado de sub-
sistencia.

Las enmiendas realizadas en 1992 al artículo 27 de la Constitución Na-
cional de 1917 en Méjico, dieron por terminada la obligación constitucional 
del Gobierno de redistribuir tierras a los que la solicitaran, manteniendo los 
límites al tamaño de la propiedad para evitar la nueva concentración, como 
resultado de la transferencia libre de la propiedad.

4.2.1 Estrategias complementarias para que opere el mercado

Carlos Felipe Jaramillo [1998] ha propuesto varias estrategias para que el 
mercado opere, entre ellas las siguientes:

•	 Establecer un ambiente neutro de política macroeconómica, fiscal y secto-
rial para evitar distorsiones en el uso de la tierra.

•	 Fortalecer los derechos de propiedad sobre la tierra y disminuir los costos 
de transacción, lo cual implica el fortalecimiento institucional de las entida-
des que respaldan esos derechos.

•	 Reformar las políticas que rigen la adjudicación de terrenos baldíos.
•	 Eliminar las regulaciones que limitan la venta y el arrendamiento de tierras.
•	 En países donde la disparidad en el uso de la tierra y los conflictos de tenen-

cia siguen siendo importantes, puede ser necesario adoptar políticas para 
mejorar el acceso a la tierra por parte de segmentos de la población rural 
de menores recursos. Las nuevas intervenciones diseñadas deben permitir 
la libre elección y negociación de la tierra entre beneficiarios y propietarios, 
y garantizar costos razonables por cada familia beneficiada. También debe 
evitarse el pago de precios superiores a los del mercado, movilizar priori-
tariamente terrenos subutilizados, operar con bajos costos administrativos, 
otorgar mayor participación que en el pasado a las comunidades en el dise-
ño e implementación de proyectos, y garantizar la disponibilidad de fondos 
para obras complementarias.

Para que el mercado funcione se requiere de desarrollos institucionales, 
como formular políticas de largo plazo, fortalecer el registro y el catastro, 
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diseñar instituciones que generen información técnica complementaria, y los 
entes judiciales y policiales para la solución de disputas sobre derechos de 
propiedad. 

En toda la región latinoamericana el registro es la base del esquema de 
manejo de garantías financieras; su pobre operación es uno de los principa-
les obstáculos al flujo de mayores volúmenes de crédito a los agricultores de 
bajos recursos.

Una de las maneras más eficaces de intensificar el uso de tierras subutili-
zadas consiste en suprimir las barreras al arrendamiento; para ello no requie-
re de recursos fiscales para acceder a la tierra ni el montaje de administracio-
nes gubernamentales de gran envergadura, sino que puede inducir cambios 
drásticos y rápidos en el uso de la tierra y de la mano de obra rural, con lo cual 
aumentan la productividad y el bienestar.

Lo anterior implica eliminar normas jurídicas que otorgan privilegios es-
peciales sobre la tierra a quienes las trabajan, al igual que clarificar tanto la 
relación entre arrendatario y arrendador, como los procedimientos por seguir 
cuando haya incumplimiento en los contratos –contratos estandarizados y 
mecanismos ágiles de resolución de conflictos–.

4.3 Precios de la tierra

El precio de la tierra está determinado por los beneficios futuros espera-
dos y puede incluir un beneficio especulativo. Como se sabe, lo especulativo 
es lo normal en los negocios, pues siempre se espera ganar más de lo que se 
invirtió [Biswanger, Deininger y Gershon, 1995; Carter y Zegarra, 1997].

La incertidumbre hacia el futuro impulsa la elevación de inversiones en 
activos como la tierra, en especialmente en economías con procesos inflacio-
narios donde esas inversiones en activos siempre han sido muy apetecidas.

Como la oferta de tierras es fija, la dinámica del mercado así como la 
realización de transacciones, ocurre cuando la demanda alcanza un precio 
igual o superior al determinado por el oferente. La tierra se considera como 
cualquier otro activo, que posee tres rendimientos esperados: por su uso pro-
ductivo, el costo de mantenimiento y el rendimiento especulativo derivado de 
su liquidez [Reydon y Plata, 1998:66].

El negocio, desde lo público, consistiría en comprar tierras a precios no 
comerciales, pues los del mercado, por lo general, reconocen las rentas insti-
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tucionales y los factores especulativos. Lo ideal es comprar al valor declarado 
en el catastro o en la declaración de renta, una vez ajustado; con ello se evita 
pagar valorizaciones que no son resultado de inversiones hechas por el pro-
pietario.

En el caso de una verdadera reforma agraria, el Estado no debería pagar 
el precio comercial, ni beneficiar a los propietarios pagando al contado, por-
que ello equivale a premiar a los propietarios especuladores de tierra, y que la 
han mantenido fuera de la producción con el fin de valorizarla y captar rentas. 
Una decisión política necesaria es, entonces, definir si se premia o no a los 
propietarios rentistas.

En 1993 Brasil puso un impuesto sobre la propiedad del 20% del valor de 
la tierra sin mejoras cuando la tierra se encontrara improductiva –las inver-
siones no se gravan–. Ello significaba que si no se usaba la tierra productiva-
mente, en cinco años el propietario la perdería financieramente. El problema 
es que siempre los propietarios subvaloran la tierra para pagar el impuesto; 
por lo que se necesita la modernización y actualización de los catastros ru-
rales para poner a la tierra su valor real en términos productivos. Además, 
es importante abandonar la práctica de amnistiar y condonar a quienes se 
atrasan en el pago de los impuestos prediales, pues ello incentiva no pagarlos.

4.4 Impuestos a la propiedad rural

Dice Jaramillo [1998:12] que un impuesto sobre un factor fijo como la 
tierra no ocasiona mayores distorsiones al uso eficiente de insumos variables, 
y tiene la virtud de incentivar un aumento en la productividad en las tierras 
sub-explotadas. Pero en la práctica la oposición política de los propietarios 
y los costos administrativos requeridos para su implementación han hecho 
difícil el uso de los impuestos; para ello se requiere de un catastro completo, 
con información actualizada acerca del propietario, tamaño y valor en el mer-
cado de las parcelas, además de la capacidad operativa de cobrar el tributo 
efectivamente.

En varios países se han diseñado instrumentos que gravan las tierras 
solamente para quienes mantienen terrenos ociosos o en actividades de baja 
productividad; sin embargo, las disputas jurídicas de lo que es baja produc-
tividad hace poco operativos esos conceptos. El impuesto predial chileno co-
brado por las municipalidades parece ser el único que funciona bien, según 
Jaramillo.
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El cobro de esos impuestos parece viable cuando son administrados por 
las localidades para financiar servicios locales y, en algunos casos obras de 
infraestructura cuyos beneficios valorizan las tierras circundantes. En tales 
circunstancias no quedan ligados a la productividad de la tierra, por esto son 
más aceptados por los propietarios2.

En Colombia, de acuerdo con un estudio elaborado en el proyecto piloto de 
mercado de tierras [Bernal et, ál., 1998] la tarifa máxima del impuesto predial 
es del 16 por mil –Ley 14 de 1983 y Ley 44 de 1990–. La tarifa efectiva estuvo 
en los ochenta en 3,4 por mil, en los noventa se situó en 3,8 por mil. En cuan-
to menor es la categoría de los municipios (son más rurales), más baja es la 
tarifa promedio; de ahí que el nivel de evasión y eficiencia en el cobro sea más 
alto que en los municipios más desarrollados.

En los municipios de alta ruralidad el impuesto predial representaba den-
tro del ingreso tributario entre un 50% y un 55,6%; en los de ruralidad media 
entre el 53,3% y el 55,7%; y en los de baja, entre el 30,7% y el 39,8%, según se 
hable de los años ochenta o de los noventa. En los municipios de baja rurali-
dad la de tributación predial por habitante. En era en 1996 tres veces la de los 
municipios de alta ruralidad.

4.5 Ordenamiento territorial y desarrollo rural: 
condiciones para una reforma agraria exitosa o el 
funcionamiento del mercado de tierras

El fortalecimiento y clarificación de los derechos de propiedad junto con 
la formalización de los mercados de tierra exige una política de ordenamiento 
territorial. El ordenamiento debe permitir enunciar cuáles son las tierras aptas 
para usos agrícolas, cuáles para reservas naturales, cuáles para la explotación 
forestal o mineral, cuáles para ganadería, cuáles para comunidades indígenas 
o grupos étnicos. También debe incluir normas para la transabilidad de los 
recursos naturales como bosques y aguas [Jaramillo, 1998].

La reforma agraria debe concebirse como parte de una estrategia de desa-
rrollo rural donde lo rural se ubica más allá de lo agropecuario; ello significa 
que, el desarrollo rural es definitivamente desarrollo territorial.

2	 Jaramillo y el bid sugieren consultar sobre el tema a autores como: Skinner, J. (1991). If  Agricultural 
Land Taxation is so Efficiente, Why is it so Rarely Used? World Bank Economic Review, Vol. 5. Tam-
bién Feder, G. and Feeny, D. (1991). Land Tenure and Property Rights: Theory and Implications 
for Developing Countires. World Bank Economic Review, Vol. 5, 1987.
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No puede discutirse la reforma agraria aparte de una política y una es-
trategia de desarrollo del sector rural. Ese ha sido el error de todas las leyes 
colombianas centradas en la redistribución de la tierra. Tampoco puede dis-
cutirse la reforma si previamente no se considera cuál es el tipo de estructura 
agraria que se busca tener, o que el país necesita. Las reformas redistributi-
vas consideraron siempre que la estructura agraria estará conformada por 
pequeños productores con una peso poco significativo de la gran propiedad; 
no se discutió ni se analizó lo suficiente sobre lo que pasaba con la mediana 
propiedad.

Las posibilidades de transformar el sector rural colombiano se ahogaron 
en el sistema de expedir leyes para entregar tierras de alto costo a campesinos 
con altos índices de analfabetismo, sin redes sociales organizadas, carentes 
de capital social, atendidos por organizaciones públicas con altas dosis de 
ineficiencia y corrupción, las cuales han actuado con criterios centralistas y 
muchas veces en defensa de intereses no públicos, que fortalecen así sistemas 
de búsqueda de rentas y privilegios.

El desarrollo rural practicado en Colombia durante los últimos cuarenta 
años se realizó sin mecanismos efectivos de acceso a la propiedad rural y a 
activos productivos, es más un desarrollo instrumental y productivista sin es-
trategias de transformación de las estructuras políticas y sociales del campo y 
la ciudad y sus relaciones. Lo urbano y lo rural se generaron como dos polos 
opuestos en lugar de articulados.

Colombia se urbanizó antes de solucionar su problema agrario, eso dejó 
un sector rural propicio a la proliferación de conflictos, con una agricultura de 
baja competitividad. El modelo de reforma agraria fracasó y con él todos los 
actores que participaron; en realidad no se hizo la reforma agraria requerida 
para el proceso de desarrollo, en términos de disminuir la inequidad y forta-
lecer el acceso a activos productivos, así como de fortalecer los derechos de 
propiedad.

La reforma agraria hoy requiere replanteamientos serios para considerar 
los nuevos contextos y procesos, como se especifica en el texto siguiente.
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5. Algunos aspectos críticos  
en la reforma agraria1

5.1 La selección de beneficiarios de la reforma agraria

Cuando el Estado asume la decisión de facilitar el acceso a la propiedad 
mediante la utilización de recursos públicos, siempre existe el problema de 
seleccionar los campesinos que accederán a los beneficios, dado que la de-
manda por lo general supera la oferta cuando los recursos son escasos y los 
activos se entregan gratis, o con un costo muy reducido. Tener criterios claros 
para seleccionar los beneficiarios es lo más conveniente para limitar el acceso 
frente a recursos escasos.

La situación de pobreza o de no posesión de activos productivos es un 
criterio necesario para la redistribución, pero no es suficiente. La pobreza no 
puede ser el criterio único para seleccionar los campesinos que reciben tierras 
con recursos de la sociedad. A ese criterio básico de una política de distribu-
ción social de la propiedad, deben agregarse otros como: experiencia en las 
labores agrícolas, condición de jefe de hogar, capacitación institucional adqui-
rida, niveles de educación, capacidad de formar pequeñas empresas familiares 
y de acumular –experiencia en manejo de créditos, experiencia como aparcero 
o arrendatario, etc.– pertenencia a un vecindario local, disponibilidad de aho-
rros –sea en dinero o especie–; edad productiva del usuario –¿tiene sentido 
comprometer a una persona que tiene baja capacidad productiva en el pago de 
la tierra y de un crédito de producción?–. La selección debe realizarse en un 
proceso abierto y participativo en las localidades rurales para eliminar las fil-
traciones e influencias de autoridades locales, funcionarios o líderes políticos.

Esta selección no debería condicionarse a la pertenencia o no a una or-
ganización comunitaria determinada, pues ese es un factor de libre elección 

1	 Estas notas son apartes revisados y tomados del artículo publicado en la Revista Coyuntura Agrope-
cuaria de cega, Bogotá, 2000.
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reconocido por la Constitución Nacional. Finalmente, la selección debe inscri-
birse en un proceso de reestructuración de la propiedad y su uso en unida-
des mínimas microrregionales con las cuales se puedan conformar núcleos de 
áreas reformadas para hacer eficiente la prestación de servicios por el Estado, 
la organización de productores para el mercado, o para realizar alianzas y ne-
gocios con otros agentes; además, para ofrecer programas de vivienda colec-
tiva. De esa manera se evitan los beneficiarios aislados y dispersos con altos 
costos de atención para el Estado, y con serias dificultades para integrarse no 
sólo al mercado, también a los procesos de modernización y de conformación 
de organizaciones y tejido social.

A los campesinos que no clasifican en ese proceso, el Estado debe ofre-
cerles otras alternativas, diseñadas de acuerdo con las condiciones locales o 
microrregionales. Las alternativas se mueven en procesos como: preparación 
y capacitación de campesinos que inicialmente no clasifican en su aspiración 
de ser propietarios en los casos en que ellos definitivamente insistan en ser 
agricultores; estímulos a la formación de empresas industriales y microem-
presas en ciudades intermedias del área de influencia, o poblados menores 
que pueden ofrecer empleos e ingresos estables; estímulos a la creación de 
empresas de servicios o actividades terciaras para el sector rural o urbano del 
vecindario.

También debe considerarse: la incorporación a redes de solidaridad so-
cial y similares; programas de empleo más permanente en construcción de 
obras públicas; su posibilidad de que sean asalariados del Estado –municipio, 
departamento– o de grandes corporaciones de desarrollo y del ambiente que 
los empleen como guardianes de las fuentes de agua y, en general, del medio 
ambiente.

Los anteriores son costos que la sociedad debe asumir para solucionar 
los problemas de pobreza y desempleo y desactivar los factores que llevan 
a muchos ciudadanos a incorporarse a grupos armados fuera de la ley. Otra 
de las alternativas es preparar a los migrantes para que puedan trasladarse 
libremente a otras regiones y centros urbanos donde haya polos dinámicos de 
crecimiento, de manera que puedan competir con otros ciudadanos, aspecto 
muy importante para la población joven.

La reforma agraria no puede beneficiar a todos los campesinos, sólo un 
porcentaje de ellos se verá favorecido con el reparto de tierras; por ello, el 
proceso reformista es una alternativa entre otras en la reestructuración de lo 
rural y de la sociedad colombiana.
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5.2 Unidades mínimas en el sector reformado para generar 
núcleos mínimos de acumulación

Un proceso de reestructuración del sector rural debe partir de un princi-
pio: redistribuir o reestructurar para crear riqueza y no para generar pobreza. 
El mejoramiento del nivel de vida rural y de las condiciones para el desarrollo 
sólo puede alcanzarse generando pequeños y medianos núcleos de acumu-
lación en el campo, no formando minifundios como lo ha hecho la reforma 
agraria colombiana. Para ello es necesario, aunque no suficiente, romper las 
dinámicas perversas de generación de pobreza sustentadas en procesos redis-
tributivos mal diseñados, mal manejados e intervenidos excesivamente por 
una institucionalidad pública obsoleta que opera sin criterios de desarrollo.

Lo anterior plantea un problema que exige asumir una definición sobre el 
modelo de estructura agraria deseable en el país: ¿una estructura basada en la 
pequeña propiedad campesina sin posibilidades de acumulación; economías 
de subsistencia? ¿Una reforma 100% redistributiva que elimina la gran pro-
piedad y la fragmenta hacia abajo? ¿una reforma sustentada en la pequeña y 
la mediana propiedad y la explotación capitalizables? ¿Una estructura unimo-
dal donde coexiste la grande, mediana y pequeña propiedad trabajando todos 
con la misma tecnología y las mismas capacidades, idénticas condiciones de 
acceso tanto a recursos como a mercados y atención gubernamental? ¿O una 
estructura agraria multimodal, donde la propiedad pequeña y mediana capita-
lizada son el eje central del desarrollo de la agricultura; donde se reconozcan 
las diferencias, y en la cual los pequeños y medianos pueden articularse con 
grandes empresas y conglomerados en condiciones equitativas, respetando 
los espacios de las economías campesinas de subsistencia? En este modelo 
agrario ninguno de los tamaños de propiedad y explotación tiene un dominio 
o control sobre la estructura, pero la mediana propiedad tiende a convertirse 
en el fiel de la balanza, en la que facilita los equilibrios internos de la estruc-
tura agraria. Esa conformación implica una política no discriminatoria contra 
los pequeños productores.

El asunto no es lo deseable ni lo ideal, sino lo posible; lo viable dentro del 
un modelo capitalista que buscaría caminos de democratización y eliminación 
de la exclusión; a través del manejo de la igualdad de oportunidades según la 
libre elección de cada cual.

No habrá muchas dudas respecto a la elección del modelo multimodal 
frente al bimodal actual o el unimodal ideal que opera en casi todos los países 
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más desarrollados. La multimodalidad hace coexistir las economías de subsis-
tencia, la pequeña propiedad con acumulación y formación de un germen de 
empresarios rurales, la mediana eficiente, y la grande con altos niveles de pro-
ductividad y eficiencia que a su vez se articula con los medianos y pequeños 
dando posibilidades de conformar clusters productivos. Este modelo facilita 
el desarrollo de la democracia, la articulación con la agroindustria, la organi-
zación de los productores en gremios sin exclusiones; el nexo con mercados 
internos y externos; las relaciones de cooperación, la eliminación de los con-
flictos tradicionales en el campo; además, facilita el desarrollo institucional 
porque obliga a un cambio en esa institucionalidad, la formación de capital 
social, las políticas de estímulos y las señales a los agentes.

Por lo tanto, es necesario replantear el esquema de distribución de tierras 
fundamentado en el reparto de unidades tipo uaf como la única alternativa 
de la reforma agraria. Un proceso de reestructuración de la propiedad lleva 
implícito mecanismos y estímulos de formación y desarrollo de la mediana 
propiedad empresarial; tales como líneas de crédito para compra de tierras sin 
subsidios, readecuación de los contratos de arriendo capitalistas para facilitar 
las inversiones de largo plazo de los arrendatarios, estímulos a la inversión en 
el campo para todo tipo de productores, políticas apropiadas de tributación so-
bre la tierra, mecanismos de operación del mercado de tierras, etcétera; y, por 
supuesto, un registro y un catastro rural moderno e instituciones adecuadas.

Lo anterior también indica que se requiere un esfuerzo de desconcen-
tración de la propiedad improductiva e ineficiente, al tiempo que se debe 
recomponer el minifundio y promover la mediana propiedad. Una estructura 
multimodal exige una estrategia múltiple que opera al unísono y por fases. 
Pareciera una paradoja redistribuir y al tiempo concentrar lo pequeño a esca-
la mínima para generar unidades productivas con capacidad de acumulación 
a pequeña escala, expandiendo al tiempo y de manera horizontal la mediana 
propiedad. Esto es un asunto de ingeniería económica, social e institucio-
nal, que técnicamente no tiene problema, pero requiere una decisión política 
sólida.

5.3 Las fallas del mercado de tierras

El mercado de tierras en Colombia está segmentado, no existen transac-
ciones entre pequeños y grandes propietarios, o entre éstos y campesinos sin 
tierra, las transacciones se realizan entre pequeños, o entre grandes y media-
nos, o entre ellos mismos. Tampoco existe un sistema de formación de precios 
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de la tierra que permita identificar los valores implícitos, los de inversión o 
mejoras, y los factores tanto especulativos como extraeconómicos. El sistema 
de información para los agentes del mercado es muy imperfecto. De otro lado, 
la intervención de nuestro Estado en las transacciones realizadas vía reforma 
agraria y el mercado asistido de tierras –subsidios a la compra de tierras– 
tiende a ser ineficiente.

Tampoco existen incentivos para que los agentes privados dinamicen el 
mercado, o incentivos negativos que obliguen a los propietarios a un uso ade-
cuado del suelo, con lo cual se desmotivan los factores de concentración de la 
riqueza –una tributación adecuada sobre la propiedad–. En Colombia la tasa 
efectiva de cobro del predial rural es del orden del 3,8 por mil, lo cual no moti-
va a nadie a vender las propiedades y estimula un conflicto en el uso de suelo, 
o la preservación de grandes extensiones de tierra no utilizadas sin cumplir 
su función social.

Existen muchas fallas de mercado y de Estado en la operación de transac-
ciones sobre tierras; una reestructuración del sector rural debería corregirlas. 
Si no funcionan los mercados de factores, los mercados de productos tendrán 
dificultades para ofrecer bienes a precios justos y competir con los mercados 
en economías donde los precios de la tierra son bajos y se usa más eficiente-
mente la propiedad. El mercado de tierras requiere ligarse a los mercados de 
capital y de trabajo, para que pueda operar eficientemente [Stanfield, 1999]. 
En América Latina el mercado de tierras es el que presenta mayores imperfec-
ciones en relación con el trabajo y los capitales [Shearer, Larrastia y Mesbah, 
1990].

En los países en desarrollo el mercado de tierras está sometido a restric-
ciones que afectan significativamente su operación, los precios de equilibrio 
y las ventas, reducen la eficiencia y tienen implicaciones negativas sobre la 
equidad. El papel de los gobiernos es, entonces, reformar el mercado para re-
mover los obstáculos, establecer un sistema predecible de mercados rurales, 
proveer información, solucionar disputas, fortalecer el derecho de propiedad, 
y evaluar la tierra para efectos de impuestos [Salazar Brandao, y Feder, 1995].

Hay tres tipos de inversiones, según Stanfield, para que opere el mercado: 
(1) un sistema adecuado de registros de derechos de propiedad para facilitar 
las transacciones, tener información accesible, bajar los costos de transacción, 
asegurar el derecho de propiedad; (2) leyes que faciliten y guíen el mercado, 
con las cuales dar estructura legal que defina derechos y responsabilidades 
de los propietarios, de los que usan la tierra, de los tenedores de hipotecas o 
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de otros demandantes; y (3) una red no solo de profesionales y de organiza-
ciones competentes y accesibles para asegurar que los agentes conozcan sus 
derechos y responsabilidades, sino también que las transacciones se hacen 
en términos legales; es decir organizaciones para la operación del mercado 
[Stanfield, 1999].

Si bien la operación del mercado no puede sustituir la reforma agraria, 
ambos procesos son complementarios y no excluyentes. El mercado no resuel-
ve el problema de la inequidad en el acceso a recursos en sociedades con altos 
niveles de desigualdad como Colombia, ni la degradación de la base de recur-
sos naturales. De otro lado, la reforma agraria no necesariamente garantiza 
que los mercados se desarrollen, porque de alguna manera pone limitaciones, 
sea al tamaño de la propiedad, a la venta de tierras adquiridas con subsidios 
del Estado, o en las obtenidas por adjudicación de baldíos.

La reforma agraria opera adecuadamente cuando los precios de la tierra 
se han puesto en su lugar, y se ha eliminado el factor especulativo de la pro-
piedad rural, o los que estimulan la captación de rentas institucionales por 
parte de los propietarios. Ello es propio de sociedades que operan en un ca-
pitalismo periférico, o donde el desarrollo del capitalismo no se homogeniza 
rápidamente, o donde la clase terrateniente se convierte en buscadora de ren-
tas generadas por la sociedad sin compensaciones; donde el Estado es débil 
políticamente para afectar los intereses de los propietarios; o donde la tierra 
además de ser un factor de producción y un activo financiero (riqueza), es una 
fuente de poder político.

La reforma agraria y la desactivación de los factores especulativos sobre 
la propiedad pueden realizarse simultáneamente a través de una decisión po-
lítica. Un mecanismo poderoso para bajar los precios de la tierra y darle vía a 
la reforma agraria unida a la operación del merado de tierras es la tributación 
sobre la propiedad, con base en su valor implícito; no un impuesto sobre las 
inversiones o la producción.

El mercado de tierras opera cuando hay créditos para compra de tierras, 
lo que requiere de un banco hipotecario para compras a largo plazo –como 
se hace con la vivienda urbana–, y cuando opera un mercado de capitales en 
el sector rural. El mercado también puede dinamizarse usando la titulariza-
ción a través de la bolsa agropecuaria para permitir que grupos empresariales 
adquieran tierra, sea en propiedad o arriendo, para conformar empresas que 
reditúen lo suficiente para los tenedores de títulos, sin necesidad de congelar 
capital en tierra.



Algunos aspectos críticos en la reforma agraria

83

En el desarrollo del mercado no debería perderse de vista el hecho de 
que la tierra para los campesinos, más que una mercancía, constituye una 
estrategia de sobrevivencia, de pertenencia a un territorio, a una comunidad; 
la tierra hace parte de la identidad campesina. Ellos, como anotan Quintana 
y otros [1998], conciben la tierra como un espacio multifacético usado para 
la producción y como un lugar para vivir. El acceso a este factor no se hace 
entonces bajo la lógica implacable del mercado sino por una serie de evalua-
ciones internas subjetivas. La tierra más que una mercancía es una fuente 
referente de identidad. Por ello, autores como Quintana y otros consideran que 
la redistribución debe conservarse para atender las demandas campesinas de 
identidad social, sus autonomías y sus estrategias [Quintana et ál., 1998].

5.4 La tributación sobre la propiedad rural

La tributación sobre la propiedad tiene dos grandes atributos: (1) obliga 
a un uso adecuado y eficiente del suelo de acuerdo con su vocación agroeco-
lógica y las posibilidades de ventajas competitivas, y (2) desactiva el factor 
especulativo y de acumulación de tierras para valorizarlas sin retribuir nada a 
la sociedad. Impuestos adecuados a la propiedad rural aumentan la oferta de 
tierras y disminuyen sus precios obligando a la movilización de la oferta. Para 
que el impuesto tenga ese efecto debe tasarse de manera que en el término 
de un plazo definido el propietario que no haya utilizado adecuadamente su 
tierra, o no la haya vendido o entregado en arriendo a empresarios eficientes, 
termine asumiendo un costo irrecuperable en el mercado.

El impacto social y político del impuesto consiste en eliminar el valor es-
peculativo incorporado en el precio, y, por lo tanto, desestimular la acumula-
ción de tierras y la captura de rentas así como la protección contra la inflación 
a costa de hacer que la propiedad no cumpla su función social.

Un mayor impuesto a la propiedad rural implica actualizar los catastros 
rurales, pues el impuesto se cobra sobre el avalúo catastral y no sobre el valor 
comercial. Como estos catastros están atrasados, por lo general, el impuesto 
en principio debe ser alto y acompañarse con medidas de autoavalúo, como 
se acostumbra en las grandes ciudades. Los autoavalúos, así como el avalúo 
técnico realizado por una entidad especializada –hoy el igac– son la base para 
definir el precio de la tierra en los programas de reforma agraria.

No debe descartase el cobro de valorización por obras realizadas por orga-
nismos públicos, sistema que opera en Antioquia con relativo éxito y que está 
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inscrito en un proceso de concertación con la comunidad y los propietarios. 
Esa es una manera tanto de salirle al paso al aumento de los precios por so-
brevalorización de predios, como de eliminar la captura de rentas institucio-
nales por los propietarios.

Pero también debe tenerse en cuenta que un impuesto predial con el cual 
se busque cumplir los dos objetivos señalados, opera cuando hay factores de 
reciprocidad, como la posibilidad real de explotar la tierra, unida a las condi-
ciones de seguridad para atender los predios y ejercer libremente la actividad 
productiva.

Los impuestos sobre la tierra podrían diferenciarse en casos regionales 
donde los factores de uso del suelo están muy distorsionados. Por ejemplo, 
si un propietario usa adecuadamente la propiedad según su vocación, el im-
puesto predial podría ser menor como estímulo al de otro que tiene ganadería 
extensiva en tierras de óptima calidad para la agricultura; éste podría pagar 
un impuesto mucho mayor para obligarlo a cambiar el uso del suelo. Esto sólo 
operaría en municipios que tengan un plan de ordenamiento territorial ya 
aprobado por el Consejo Municipal, y donde la decisión política esté presente 
de manera libre y concertada. Pero el Gobierno nacional debe dar pautas sobre 
la política de tributación rural para orientar a los municipios en ese proceso 
de imposición y cobro del impuesto.

La tributación sobre la propiedad por sí sola no resuelve el problema de 
la inequidad en el acceso a activos y la concentración de la propiedad, como 
tampoco evita la formación de nuevos minifundios. Por ello, requiere acom-
pañarse de otros instrumentos; además, el impuesto debe ser suficiente para 
afectar las decisiones de los propietarios.

Ni el mercado de tierras ni la reforma agraria operan eficiente y dinámica-
mente cuando los precios de la tierra son altos y están afectados por factores 
especulativos; por ello, el impuesto a la tierra es un valioso instrumento para 
mover ambos procesos y facilitar el acceso a la propiedad con criterios pro-
ductivos y de inversión. Política de tierras y reforma agraria que no involucre 
una discusión sobre el impuesto a la tierra, tiene muchas probabilidades de 
fracasar.

Un efectivo impuesto sobre la tierra requiere dos condiciones según Bin-
swanger: (1) la administración y las rentas derivadas del impuesto deben ser 
colocadas en el nivel local, al igual que una información de bajo costo que vi-
sibilice a la comunidad los beneficios del impuesto y; (2) el impuesto debe ser 
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moderadamente progresivo para disminuir la resistencia política y fortalecer 
la fuerza de la ley [Biswanger, Deininger y Feder, 1995].

5.5 La reinvención de la institucionalidad

La institucionalidad creada en los años sesenta para la ejecución de la 
reforma agraria está completamente desfasada de las condiciones actuales, 
de los desafíos del desarrollo rural, y ha perdido credibilidad y confianza en 
los ciudadanos. Esa institucionalidad operó siempre con el criterio de que 
el Estado era el único que podía orientar, ejecutar y hacer seguimiento a los 
procesos de cambio en las estructuras agrarias. Hoy ese criterio debe supe-
rarse para una actuación pública y privada complementaria, donde lo privado 
pueda participar con el Estado –vía contratación y estímulos– en actividades 
relacionadas tanto con la reforma agraria como con la operación de los mer-
cados de tierras.

Uno de los aspectos por resolver es la desburocratización de los órganos 
de decisión, tanto nacionales como regionales. La institucionalidad requiere 
fuertes mecanismos de control social de los programas y del uso de los re-
cursos públicos, en especial en las regiones y localidades donde se ejecutan 
las actividades. Es muy débil e insuficiente el control social ejercido por una 
junta directiva nacional o regional, Por lo que ese control implica mecanismos 
operativos para que los organismos de control autorizados puedan realizar 
investigaciones inmediatas e imputaciones de responsabilidades a los involu-
crados. Además, ello debe generar indicadores de eficiencia y de seguimiento 
para hacer ajustes sobre la marcha; igualmente, requiere mecanismos públi-
co-privados de evaluación de impacto de los programas y las estrategias para 
introducir cambios oportunos en la orientación e identificación de nuevas es-
trategias de acuerdo con la dinámica de los procesos.

Las posibilidades de transformar el sector rural colombiano se ahogaron 
en el sistema de expedición de leyes para entregar tierras de alto costo a cam-
pesinos con altos índices de analfabetismo y sin redes sociales organizadas; 
además, carentes de capital social, atendidos por organizaciones públicas con 
altas dosis de ineficiencia y corrupción, que han actuado con criterios cen-
tralistas y muchas veces en defensa de intereses no públicos, fortaleciendo 
sistemas de búsqueda de rentas y privilegios. Una ley básica agropecuaria, 
con pautas orientadoras para la acción pública, es un referente obligado para 
legislar sobre reforma agraria y mercado de tierras; evitaría caer en una pro-
lija legislación y en instrumentos jurídicos extensos e intrincados que sólo 
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entienden e interpretan los juristas. Leyes cortas y entendibles, acompañadas 
por una pedagogía al alcance de todos los ciudadanos, puede ser una de las 
pautas a seguir.
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6. La opción de la reforma rural1

Introducción

La reforma agraria siempre ha aparecido como la solución a los proble-
mas del sector rural, pero en Colombia nunca se adelantó un proceso serio de 
redistribución de la propiedad que quebrara la institución del latifundio y los 
poderes que lo generan o que él produce, para facilitar el desarrollo económi-
co, lograr la equidad, la convivencia y la justicia social.

El hecho de que la reforma agraria haya fracasado en la constitución 
de una clase media rural y el fortalecimiento de las economías campesinas 
productoras de alimentos y otros bienes agropecuarios, no significa que ha-
yan desaparecido los factores que definen su necesidad de una reforma. Ellos 
están presentes aunque sus características y complejidades han cambiado 
cuantitativa y cualitativamente, desenvolviéndose en un contexto y una épo-
ca diferente.

La reforma agraria en Colombia parece pertinente, aún dentro del proceso 
de globalización; lo que debe discutirse es su contenido, su concepción y el 
modelo de desarrollo rural requerido para solucionar los problemas del cam-
po. Es necesario discutir de qué manera se puede resolver hoy la complejidad 
del problema rural en un mundo incierto e impredecible. ¿Los instrumentos 
que se usaron en el pasado son apropiados hoy? ¿El esquema reformista prac-
ticado por el incora y los distintos gobiernos garantiza una solución estable, 
eficiente y viable de la cuestión agraria? También debería analizarse a qué 

1	 Este artículo es una combinación, revisión e integración de dos artículos ya publicados. El primero 
bajo el título de Reforma agraria o reforma rural que fue divulgado por la Revista Estudios Políticos del 
iepri de la Universidad Nacional, Núm. 40, mayo-agosto de 2001; y el segundo se publicó en el 
libro Tierra y Paz. Experiencias y caminos para la reforma agraria, alternativas para el siglo xxi. 1961-2001. 
incora, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, Bogotá, diciembre de 2001. Se eliminaron 
repeticiones con artículos anteriores y se combinaron los textos para darle más integridad y claridad 
al planteamiento sobre la reforma rural.
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cuestión agraria nos referimos hoy: ¿se trata de la tenencia de la tierra, o de 
algo más allá y más complejo importante que ésta?2

En la visión clásica existe el acuerdo de que la reforma agraria altera la distri-
bución del ingreso y la estructura político-social, al igual que impulsa el desarrollo 
económico, amplía el mercado interno, mejora la productividad y el nivel de vida 
de los campesinos, supera la pobreza y logra mayor desarrollo de la democracia; 
pero el acuerdo no es tan claro cuando se trata de definir el tipo de reforma que 
debe adelantarse y la extensión y su profundidad, en términos de modificación de 
los factores de poder interno de la agricultura y el sistema nacional.

Existen pocas dudas sobre la bondad de una reforma agraria para trans-
formar la estructura agraria, en especial cuando se considera que ésta es un 
obstáculo para el desarrollo, o se convierte en un factor de conflicto social que 
amenaza la estabilidad política.

De acuerdo con el concepto clásico latinoamericano, para que se produzca 
una reforma agraria deben darse algunas condiciones necesarias como: (1) 
una distribución de la propiedad agrícola altamente desigual porque la estruc-
tura de tenencia de la tierra inadecuada; (2) niveles altos de pobreza y miseria 
en las áreas rurales lindantes con la riqueza; (3) el estancamiento económico 
de las masas de población rural; o sea, la no participación de los campesinos 
en los beneficios del desarrollo; (4) inestabilidad política y social por la pre-
sencia de un orden político existente amenazado en forma amplia, no sólo en 
el aspecto agrario. Sin embargo, un elemento crucial que añade Barraclough 
es que los cuatro factores anunciados son necesarios mas no suficientes, y se 
requiere un catalizador que puede ser una persona o un hecho en particular o 
una combinación de hechos y personas. Esta es una pregunta interesante para 
los colombianos, ¿estamos en presencia de ese catalizador?

Este artículo se centra, entonces, en plantear y ratificar la propuesta, 
mencionada en los documentos anteriores, sobre la necesidad de pasar de la 
reforma agraria tradicional a una reforma rural que supere el paradigma clá-
sico de la reforma agraria.

6.2 Las fallas del mercado y la sociedad

Colombia nunca se ha distinguido por su decisión y capacidad de adelan-
tar procesos de cambio estructurales que pongan a la economía y la sociedad 

2	 Una discusión sobre la cuestión agraria se puede consultar en Machado, A. (1998) La cuestión agraria 
en Colombia a fines del milenio. Bogotá, d.c.: El Áncora.
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en una senda de crecimiento sostenido mediante un modelo de desarrollo más 
endógeno e incluyente, para desarrollar sus diversos potenciales y posicionar-
se adecuadamente en el concierto de las naciones en vía de desarrollo.

Esta afirmación se evidencia con claridad en el sector agropecuario donde 
las transformaciones de la estructura agraria no han hecho parte de las es-
trategias de crecimiento y desarrollo del sector, por lo cual hoy la agricultura 
colombiana se encuentra en una serie de encrucijadas que difícilmente pueden 
superarse bajo los moldes tradicionales de las políticas sectoriales. Esas di-
ficultades están agravadas por el conflicto que vive el país desde hace varias 
décadas, en el cual tiene importancia explicativa, entre otros, el problema de 
acceso a la propiedad rural y las descuidadas e inconsistentes políticas de de-
sarrollo rural. Estas políticas, hoy desaparecidas del panorama rural, se han 
sustituido por proyectos casuísticos y cortoplacistas que buscan aplacar las 
demandas de diversos actores sociales, sin que hagan parte de una estrategia 
de desarrollo compartida que cuente con el apoyo político necesario.

Colombia se durmió sobre el discurso de la vocación agrícola del país y 
no se preocupó por las consecuencias del crecimiento excluyente. El Estado 
depositó su confianza en el mercado para resolver las fallas de acceso a los re-
cursos; y a su vez, el mercado confió en que el Estado crearía las condiciones 
para que el sector privado avanzara en un proceso de desarrollo sostenido que 
conduciría a involucrar a todos los actores en los beneficios aportados por el 
uso de la tecnología y los procesos de modernización.

El proceso de conformación de la propiedad rural en Colombia es una bue-
na muestra de esa falta de visión del Estado y de la sociedad sobre un ordena-
miento adecuado en el acceso y uso de los recursos para el desarrollo. Desde 
la época de la Colonia empezaron a cometerse errores apreciables en el acceso 
a la tierra, y ello continuó durante el período republicano, en las políticas de 
colonización de fines del siglo xix y también durante las primeras décadas del 
siglo xx. Catherine LeGrand hizo un aporte significativo a la comprensión de 
la forma como se configuró la propiedad rural hasta mediados del siglo xx 
[LeGrand, 1988]. Ese estudio, poco conocido por la sociedad colombiana y, 
en especial, por la clase dirigente del país, invita a una reflexión seria sobre 
lo que el país ha hecho en la apropiación de su principal recurso natural, y 
sobre lo que trató equivocadamente de corregir con la reforma agraria al estilo 
colombiano.

El proceso de apropiación de la tierra se hizo, por lo general, con métodos 
violentos desde el comienzo; con todo tipo de artilugios y trampas se burlaron 
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las dudosas y tímidas disposiciones del Estado para regular el acceso orde-
nado a los recursos; los propietarios más acomodados usaron al máximo sus 
influencias y poderes ante el Estado a través de la clase política para defen-
der sus intereses en contra de las mayorías, pensando sólo en sus intereses 
particulares, olvidándose del país donde estaban ubicados y disfrutaban de 
prebendas. Un porcentaje reducido del campesinado logró acceder a la pro-
piedad en condiciones relativamente democráticas a través de las corrientes 
colonizadoras del occidente. Allí se constituyó un espacio de desarrollo de la 
pequeña y mediana propiedad que mostró ser hasta casi finales del siglo xx 
un modelo sostenible, con una democracia económica que salvaguardó a la 
región cafetera de occidente y de la parte central del país de un proceso acele-
rado de pobreza y subdesarrollo.

Los campesinos que entraron en las áreas de colonización por fuera de 
las zonas cafeteras no sólo enfrentaron las inclemencias del trópico, también 
los intereses de los terratenientes y comerciantes atraídos por las posibili-
dades de valorización de las tierras, y el dominio territorial en áreas donde 
el patrimonialismo y la informalidad sustituyeron la falta de un Estado que 
acompañara las arduas faenas de los pequeños propietarios para establecer 
sociedades rurales estables.

Hoy, la mayoría de esas zonas son sociedades inestables sin un futuro 
claro, están ocupando áreas frágiles para la agricultura, y zonas de reserva 
donde deben salvaguardarse los recursos naturales; o han sido apropiadas 
por las ambiciones de propietarios que con la ganadería han ido extendiendo 
sus dominios más allá de la frontera agrícola. En tales áreas, además, están 
ubicados los cultivos ilícitos y son el escenario de disputas territoriales de 
los grupos alzados en armas, por la ubicación estratégica que tienen para el 
desarrollo de actividades ilícitas de todo tipo. Ese modelo colonizador no le ha 
dejado sino problemas al país y a la sociedad y, por la forma como el Estado 
ha tratado sus problemas, ha conducido a enrarecer las relaciones del país con 
la comunidad internacional y con las potencias económicas del orbe.

Colombia ha fracasado continuamente en sus intentos de realizar una 
reforma agraria bajo el esquema de redistribución de la gran propiedad hacia 
la pequeña propiedad de tipo familiar –reforma agraria histórica–. En ello han 
fracasado los gobiernos, la clase dirigente, los partidos políticos, las organiza-
ciones del sector rural, los propietarios, y la sociedad en general. Y han fraca-
sado por falta de una visión estructural y de largo plazo de la agricultura, por 
la incapacidad de tomar decisiones para modificar las relaciones de poder, por 
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la defensa de los intereses de los grupos más privilegiados, por la insuficien-
cia de recursos, por la carencia de una visión compartida sobre el desarrollo, 
por el desconocimiento que tiene la sociedad sobre la importancia de lo rural 
y de la pequeña producción para el desarrollo y la estabilidad democrática, 
entre otros factores.

En una perspectiva histórica, el problema de tierras y la cuestión agraria 
debería haberse resuelto, o empezado a resolverse de manera definitiva en la 
fase de transición de la premodernidad a la modernidad y la modernización. 
Ello debería haber ocurrido aproximadamente en el período de 1930 a 1960 
cuando se pudo romper el esquema tradicional de la hacienda precapitalista, 
se avanzó hacia la secularización de la sociedad y el desarrollo del capitalismo 
en el campo empezó a entronizar la ciencia y la tecnología como factores cla-
ves para la producción. En ese período se resquebrajó, además, la mentalidad 
católico-conservadora de entorno rural, como la denomina el profesor Carlos 
Uribe Celis. En ese período es cuando debió realmente resolverse el problema 
agrario y de tierras, época que coincide con el surgimiento de movimientos 
armados que reclamaban esa solución. La Ley 135 de 1961 sobre reforma 
agraria llegó así tarde, y entró justo en el límite del período más indicado para 
hacer el cambio; pero, esa ley no resolvió el problema.

En un intento por suplir las deficiencias de la reforma agraria –cortada 
de tajo en el Acuerdo de Chicoral a comienzos de los años setenta–, y para 
atender las demandas del campesinado, el Estado –con el apoyo de la banca 
internacional– implementó a partir de 1977 el Programa de Desarrollo Rural 
Integrado, (dri), que terminó convirtiéndose en un Fondo de Cofinanciación a 
fines de los ochenta. El error de este programa fue suponer que podía mejo-
rarse la situación de los campesinos y pequeños productores sin el acceso a 
los factores productivos, en especial la tierra. El dri hizo aportes significativos 
a la construcción de una infraestructura regional para las sociedades rurales 
de pequeños y medianos productores, pero no mostró avances consolidados 
en los ingresos y la calidad de vida rural. Aunque logró estabilizar muchas 
sociedades campesinas, fue también un programa aislado de las transforma-
ciones requeridas por el país para avanzar en un proceso de desarrollo más 
endógeno.

El Programa dri murió finalmente en manos del neoliberalismo y las co-
rrientes más conservadoras que empezaron a retirar los apoyos del Estado 
al sector rural, con la idea de que la producción campesina era ineficiente, y, 
como consecuencia el mercado incorporaría en las corrientes dinámicas de la 
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producción y las cadenas productivas a los productores que mostraran más 
eficiencia para competir, en un proceso de selección natural de los más capa-
ces. Pero igualmente, el dri estaba operando dentro de un esquema de políticas 
sectoriales que privilegiaba a la agricultura comercial para impulsar el desa-
rrollo del capitalismo en el campo, en medio de un conflicto que fue minando 
las posibilidades de permanencia de muchos productores en las áreas rurales.

Por las anteriores consideraciones es claro que cuando hablamos del pro-
blema rural en Colombia se nos aparece el fantasma de la reforma agraria que 
el país no ha podido desterrar y mandar a los confines de la tierra. Ello porque 
nunca adelantó un proceso serio y adecuado de redistribución de la tierra para 
facilitar los procesos de crecimiento y desarrollo con equidad, convivencia y 
justicia social. El término parece hoy en día anacrónico en el contexto actual 
de la globalización y de la modernización; y además, lleva a cuestas la mayor 
ineficiencia de la acción pública y de descuido de los sectores privados en la 
solución de un problema, cuya solución implica hoy altos costos para la so-
ciedad.

6.3 La reforma agraria en un régimen capitalista

Las reformas tienen que ubicarse en un contexto determinado. No es lo 
mismo una reforma que busca eliminar las relaciones atrasadas en el campo, 
de tipo feudal o semifeudal, de las realizadas dentro de un régimen capitalista 
donde las formas semifeudales han desaparecido como formas dominantes.

Tampoco puede aplicarse el mismo esquema a una sociedad en proceso 
de globalización con grandes factores de desestabilización política y social, o 
a otra con atraso considerable en materia de transformaciones estructurales 
para el desarrollo y la modernidad, involucrada además en múltiples conflic-
tos y en guerra.

En un régimen capitalista la reforma agraria sólo puede ser redistributiva 
dentro del sector reformado cambiando parte de la estructura agraria y susti-
tuyendo la elite capitalista dominante (terratenientes aburguesados), por una 
clase de agricultores y campesinos que explotan la tierra dentro de parámetros 
de eficiencia. En un régimen capitalista la tierra deja de ser un bien de espe-
culación y de sobrevalorización, o de captación de rentas institucionales, para 
convertirse en un bien productivo y de inversión.

En un régimen capitalista que se desenvuelve en condiciones normales 
de acumulación de capital, según De Janvry [1981] existen cuatro razones por 



La opción de la reforma rural

93

las cuales la reforma agraria se convierte en un tema poco probable para ser 
asumidos por las políticas:

•	 Las alianzas políticas requeridas para apoyar la reforma agraria tendrán que 
ser capaces de oponerse a los intereses capitalistas establecidos en la agri-
cultura. Será difícil oponerse a la elite terrateniente porque su control del 
aparato estatal se fundamenta en la diversidad de inversiones en la industria 
y fuertes alianzas con el capital extranjero. También es difícil oponérseles, 
pues se requiere que una facción de la burguesía se oponga a otra y cuestio-
ne la inalienabilidad de los derechos de propiedad, y exija una compensa-
ción completa para los anteriores propietarios.

•	 Las reforma antifeudales han producido ganancias en eficiencia y equidad 
–en equilibrio compensatorio entre estos dos propósitos–; una reforma 
adicional puede anular los logros tecnológicos pasados, factor que genera 
caídas en la producción, por lo menos en el corto plazo.

•	 La mayoría de los países del Tercer Mundo han optado por un modelo 
de desarrollo económico donde el crecimiento industrial se basa princi-
palmente, en la expansión de un mercado de exportaciones o bienes sun-
tuarios, y no en el mercado de bienes de consumo. Ahí resulta esencial la 
redistribución progresiva de los ingresos con el objeto de crear un mercado 
nacional para la industria, con lo cual se evita la crisis de falta de consumo. 
En tal caso, la reforma sólo es un beneficio político para trabajadores y 
campesinos.

•	 La burguesía responderá a las presiones sociales para una reforma agra-
ria aceptándola a cambio de la legitimación de las relaciones sociales 
dominantes. Así, los programas de reforma serán tan limitados como 
sea posible mientras logren su propósito político; en estos términos, 
son un instrumento de estabilización, pero también de desestabilización 
potencial.

No obstante estas razones no son lo suficientemente convincentes como 
para olvidar la necesidad de la reforma, tanto más porque ellas son fruto de 
una decisión política que afecta los distintos poderes.

De Janvry concluye que la reforma agraria en un sistema capitalista glo-
balizado será siempre resultado de una fuerte presión que pueda cuestionar 
el orden existente, pero no de una concesión fácil de las clases dominantes. 
“Por esta razón, la reforma agraria sigue siendo un tema político importante 
incluso si se emplea para una variedad de propósitos distintos del acuerdo con 
diferentes programas políticos”.
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A la conclusión del autor, que data de hace 20 años, hay que ponerle 
atención:

La transformación de la estructura agraria depende más hoy en día de las 
fuerzas del desarrollo capitalista y, en particular, de la industrialización de la 
agricultura comercial y la proletarización del campesinado que de la aplicación 
de las políticas de reforma agraria [...] Por lo tanto, incluso si la reforma 
agraria ha muerto como tema de las políticas, sigue siendo un ingrediente clave 
de cualquier programa político significativo de desarrollo económico, ya sea de 
tendencias liberales, populares o radicales [De Janvry 1981].

6.4 Los resultados de la reforma redistributiva

En teoría, y de acuerdo con los postulados del modelo clásico de la refor-
ma agraria, los principales beneficiados son los campesinos sin tierra, o los 
que tienen poca tierra y pueden completar su unidad mínima para generar los 
ingresos de subsistencia. Así sucedió en los países europeos y asiáticos donde 
el Estado apoyó decididamente el cambio para dar paso a la conformación de 
sociedades rurales fundamentadas en la pequeña y mediana propiedad, como 
proyecto de desarrollo democrático. No sucedió así en los países latinoame-
ricanos donde la fragmentación de la propiedad, en la mayoría de los casos, 
terminó consolidando el minifundio y la gran dispersión de la producción.

El Estado no acudió de manera sistemática y coherente con la infraestruc-
tura y los servicios necesarios para que las unidades familiares pudieran acu-
mular y mejor sus niveles de vida. Cuando se conformaron empresas asociati-
vas, éstas finalmente revirtieron al sector privado y volvieron a fortalecer los 
procesos de acumulación de tierras; la excepción fue, en su momento, el modelo 
cubano y los tejidos mejicanos. En los últimos años estos modelos han revertido 
algunos de sus componentes, para dar espacio a iniciativas individuales.

Las reformas agrarias en América Latina no sólo fracasaron por la con-
cepción de la fragmentación de los derechos de propiedad y de las explotacio-
nes agrícolas sin apoyos del Estado; también porque los procesos de redis-
tribución operaron aislados en sociedades que requerían reformas urbanas, 
industriales, financieras y comerciales para poder hacer compatibles los cam-
bios en el sector rural con los exigidos en los demás sectores de la economía 
y la sociedad. Pero igualmente fracasaron porque no se consideró el sector 
agropecuario como uno de los estratégicos en la economía, factor que hizo 
que el gasto público fuera insuficiente, además de ineficiente en la mayoría 
de los casos.
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No hubo una articulación entre los cambios programados por el Estado 
a través de las leyes, y los que el mercado impulsó en los demás sectores de 
la economía. En otros términos, las reformas agrarias no fueron el resultado 
de un proceso de cambio global en la sociedad, sino que perecieron frente a 
las fuerzas políticas y económicas interesadas en mantener el statu quo y las 
estructuras de poder. De otra parte, las reformas agrarias operaron dentro de 
un modelo de desarrollo que privilegiaba la agricultura comercial frente a las 
economías campesinas de subsistencia. De allí que la política sectorial y las 
entidades públicas se diseñaran para atender los intereses de los empresarios 
y exportadores, antes que para prestarle atención a los potenciales y limita-
ciones de los pequeños productores.

En Colombia quienes menos se han beneficiado de la reforma agraria son 
los campesinos; la mayoría de quienes recibieron tierras cayeron en la pobre-
za, abandonaron las tierras, o las entregaron al sector financiero en pago de 
sus deudas. Los más beneficiados fueron los propietarios que hicieron buenos 
negocios vendiendo tierras caras y de mala o regular calidad a los gobiernos, 
así como los innumerables funcionarios públicos agazapados en las prácticas 
de la corrupción y el clientelismo. También se ha beneficiado la clase política 
que hace parte de los núcleos de poder que giran alrededor de los negocios 
sobre la tierra y los asuntos rurales.

A partir de 1988 el beneficio ha mejorado para los propietarios, pues el 
pago de las tierras por el Estado se hace en buena parte al contado y a plazos 
de no más de cinco años. Antes, en la Ley 135 de 1961, los pagos se hacían 
con bonos a 20 años y a bajos intereses con lo que los propietarios terminaban 
financiando buena parte de la reforma. Con la Ley 160 de 1994, –que buscó 
abrir sin éxito la operación de un mercado subsidiado de tierras–, la sociedad 
toda es la que ha estado pagando el subsidio del 70% otorgado por el Estado 
sobre el valor de la compra de tierras; los propietarios prácticamente no apor-
tan, pues venden a precios de mercado.

En el período 1961-1999 el incora afectó con fines redistributivos 1,8 mi-
llones de hectáreas, de los cuales 1,4 millones fueron tierras compradas por 
el Instituto, sólo 70.000 hectáreas correspondieron a acciones de expropia-
ción y 350.000 hectáreas fueron tierras cedidas al Fondo Nacional Agrario. En 
cambio, las tierras entregadas para reservas indígenas suman 30 millones de 
hectáreas y la titulación de baldíos asciende a 15 millones de hectáreas. No 
más de 102.000 familias se beneficiaron de los programas de redistribución, 
unas 430.000 recibieron títulos de terrenos baldíos y cerca de 65.000 familias 
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de comunidades indígenas se han beneficiado de los programas del incora. Los 
estimativos existentes dicen que en este período el Estado ha gastado cerca 
de 7 billones de pesos, sin que pueda afirmarse que se realizó realmente una 
reforma agraria [Balcázar et ál., 2001].

Todos nos hemos equivocado en el asunto de la reforma agraria, pues el 
problema agrario no se ha resuelto y parece que el país así lo ha decidido. Ha 
sido una decisión política con altos costos económicos, sociales y políticos, 
que ha generado múltiples conflictos, ha costado la vida de muchos colombia-
nos, ha producido un fenómeno de desinstitucionalización e incertidumbre, 
así como de inestabilidad de las sociedades rurales y de desconfianza tanto 
de los productores como de los habitantes rurales en sus instituciones y orga-
nizaciones. Ni la reforma agraria redistributiva ni el mercado subsidiado de 
tierras, ni los programas de desarrollo rural integrado, ni los programas gu-
bernamentales sectoriales, han acertado en una solución definitiva al proble-
ma agrario. El problema entonces no parece ser técnico de ni de recursos, sino 
de decisión política para realizar los cambios estructurales requeridos por el 
país para desarrollarse de una manera civilizada y en medio de la democracia.

6.5 Los modelos propuestos para solucionar el problema

Los cambios en el entorno y los nuevos parámetros para discutir el pro-
blema agrario, parecen definir la hora de abandonar el concepto tradicional de 
reforma agraria (la histórica) para hablar de una reforma rural como concepto 
más amplio e integrador en el nuevo contexto.

Antes de precisar lo que aquí se entiende por reforma rural, veamos los 
modelos planteados para la solución del problema agrario. En realidad existen 
varias alternativas de solución que deberían analizarse a la luz de los plan-
teamientos teóricos, tal como con el lente de la realidad social y política y el 
estadio de desarrollo o de atraso que tiene Colombia. Las propuestas actuales 
podrían clasificarse en cuatro grupos:

•	 La reforma agraria redistributiva como una reivindicación histórica y de 
búsqueda de equidad y transformación de poderes. Un ejemplo de esa 
solución es el de Alfredo Molano [2001], entre otros, quien en un ar-
tículo reciente en El Espectador dice: “La reforma agraria continúa siendo 
inaplazable; la tierra sigue siendo un instrumento de creación de riqueza y sigue siendo 
fuente de poder. De ahí que su concentración equivalga al despojo, al desempleo, al 
desplazamiento, al clientelismo, y contribuya a explicar, en buena medida, la forta-
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leza del paramilitarismo”. Esta puede calificarse como una visión política y 
estructuralista.

•	 El mercado de tierras operando libremente. Es decir, las tesis neoliberales 
puras que consideran que el Estado no debe intervenir por dejar que las 
fuerzas del mercado asignen los recursos de una manera eficiente, y donde 
quienes tengan la capacidad de comprar tierra que lo hagan, no importa la 
concentración, ni el mal uso del suelo ni los conflictos ni los antecedentes 
históricos. También están quienes siendo partidarios de esa medida con-
sideran que de todas maneras el Estado debe intervenir para fortalecer el 
derecho de propiedad y disminuir los costos de transacción que implican 
el acceso a la tierra; es decir, intervenir para remover los factores institu-
cionales que impiden la libre operación del mercado. Estas son las tesis 
neoclásicas.

•	 La tesis de Álvaro Balcázar, quien plantea que el problema no es la redis-
tribución de algo que ya no genera riqueza como antes (la tierra) ni es el 
mercado operando libremente el que resuelve el problema, sino que es la 
dotación de capacidades a los actores sociales para que usen la propiedad, 
sea por la vía de la adquisición de derechos de propiedad, o por la operación 
de un mercado de derechos de uso de la tierra. En esta tesis el mercado tam-
bién opera libremente y no importa tampoco si se presenta la concentración 
o la fragmentación de los derechos de propiedad. El Estado interviene para 
generar las instituciones o condiciones que promuevan el desarrollo de los 
mercados y la movilidad de los derechos de uso de la tierra; por ello no tiene 
sentido usar los impuestos a la tierra para inducir una mejor utilización de 
ella. Esta es una tesis más futurista, pues estamos lejos de incorporarnos 
realmente a una sociedad del conocimiento, donde es éste y no la tierra, el 
que fundamentalmente genera valores y riqueza. Esta tesis puede ser atracti-
va para una sociedad que ha alcanzado la modernización y la modernidad, y 
donde se impone el conocimiento como fuente de riqueza.

•	 Una propuesta como la aquí sugerida, y que otras personas también han ex-
presado: olvidarse de la reforma agraria redistributiva (la reforma histórica) 
y hablar más bien de una reforma rural, que implica recontextualizar la re-
forma agraria, adoptar una visión de largo plazo para el sector agropecuario 
y el desarrollo territorial; evitando dejarse atrapar en los problemas de la co-
yuntura. Esta es una tesis de corte neoestructuralista y más institucionalista.

Como éstas puede haber otras propuestas o combinaciones, lo cual es 
muy positivo para el debate. A diferencia del pasado donde la única propuesta 
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era la reforma agraria redistributiva histórica, hoy tenemos varias propues-
tas, no nos podemos dar el lujo de descalificar a ninguna de ellas; todas tienen 
elementos valiosos para considerar. Hemos pues avanzado significativamente 
en relación con el pasado, pero todavía estamos lejos de abrir un proceso serio 
de discusión del tema para llegar a una propuesta compartida que tenga viabi-
lidad política, ya que es necesario pasar del discurso y de la lógica académica, 
a la lógica de lo político y lo social.

Esas alternativas no son únicas ni excluyentes; en el panorama nacional 
hay posibilidades de manejar varias opciones. La propuesta de Balcázar po-
dría aplicarse en algunas regiones y para algunos cultivos y tipos de actores 
sociales; la reforma agraria tradicional con nuevos ingredientes y parámetros 
de eficiencia, podría emplearse para ciertas zonas conflictivas donde existen 
problemas que sólo se resuelven con una decidida participación del Estado; 
otras opciones pueden combinar la acción clásica del mercado con las dos an-
teriores. Estas opciones deberían obedecer a una estrategia clara de desarrollo 
con visión de futuro, en la cual se evite caer en los errores del pasado.

Para muchas comunidades campesinas es una opción de vida la propie-
dad de la tierra para manejar niveles de subsistencia. Desde una perspectiva 
racionalista y capitalista esa opción se ve como equivocada, pues no garantiza 
la superación de la pobreza y la marginalidad, pero los campesinos la aprecian 
de otra manera y esa opinión debe respetarse puesto que es la única opción 
que han visualizado ante la circunstancia de que la sociedad no les ha ofre-
cido otra.

La opción propuesta aquí es la reforma rural, la cual podemos definir 
como un proceso de cambio y transformación de las estructuras rurales y de 
sus relaciones no sólo con los sectores agroindustrial, financiero y comercial, 
también con la sociedad y con la capacidad de crear las condiciones para un 
desarrollo agrícola más competitivo y endógeno; para un desarrollo rural más 
equitativo, sostenible, eficiente y sin exclusiones de ninguna naturaleza. Esa 
reforma debería hacer que el sector rural y la agricultura fueran estratégicos 
en la economía y la sociedad; para facilitar el desarrollo del potencial de sus 
recursos naturales y la biodiversidad en beneficio del país y de sus habitantes 
rurales.

La reforma rural comprende tanto el acceso a todos los activos produc-
tivos como a la formación de capital social, la definición de una nueva insti-
tucionalidad para el sector, y la consideración del territorio como unidad de 
planeación y de aplicación de estrategias. Igualmente, la reforma rural no se 
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queda en los límites de las fincas y las explotaciones agropecuarias, cubre las 
posibilidades de generar ingresos extraprediales, de articular lo rural con lo 
urbano en unas relaciones menos asimétricas; contempla la reforma de los 
sistemas de comercialización y de relaciones con los sectores agroindustriales 
para equilibrar poderes de negociación, incluye una reforma y un desarrollo 
en la financiación rural y en la prestación de servicios, incluidos los mecanis-
mos de generación y transferencia de tecnología; compromete directamente el 
manejo ambiental, de los recursos naturales y de la biodiversidad.

Ese tipo de reforma involucra tanto al sector público como al privado, 
no sólo en lo referente a sus responsabilidades, también en sus estructuras y 
órganos de poder. Una reforma de este tipo debe formar parte de una visión 
compartida de largo plazo de la agricultura, de la sociedad rural, del desa-
rrollo territorial y del desarrollo rural con sus diferenciaciones regionales y 
sus diversas articulaciones. Por tanto, está inscrita en un proyecto global de 
sociedad que debe partir de una construcción colectiva para que se exprese 
políticamente con los poderes necesarios para emprender los cambios –conce-
bidos como graduales y acumulativos–, en un proceso continuo y escalonado 
de generación de dinámicas coordinadas en lo nacional, lo regional y lo local.

6.6 Las justificaciones de una reforma rural

Una reforma rural tiene muchos tipos de justificaciones, sintetizadas en 
las diferentes facetas de la cuestión agraria: lo económico, lo social, lo político 
y lo institucional.

Tradicionalmente se ha considerado que la pequeña propiedad es más 
eficiente que la mediana y la grande, y, por lo tanto, se justifica fragmentar la 
propiedad y su uso. Pero ello sólo es cierto cuando los pequeños propietarios 
pueden acceder en igualdad de condiciones a otros activos y factores de pro-
ducción, además de la tierra y el mercado. Este es un concepto traído de los 
países desarrollados que difícilmente puede operar en un país como Colom-
bia, donde existe exclusión, violencia y grandes desigualdades en el acceso a 
recursos.

Hoy día, todo tamaño de la propiedad y empresa puede ser eficiente si 
tiene acceso al conocimiento, al capital, la información y la tecnología, a ac-
tivos físicos, y, también al mercado y a las economías de escala formadas por 
fuera de la finca en el sector de servicios. No es fácil afirmar que la pequeña 
propiedad, en un creciente contexto de conocimiento sea, per se, más eficiente 
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que la mediana y la grande de tipo empresarial. El proceso de globalización 
tiende a ubicar mejor las medianas y grandes en relación con las pequeñas, en 
razón de su mayor capacidad para conformar alianzas y actuar en el mercado. 
La pequeña propiedad también es viable, pero requiere de unos mínimos que 
no pueden ser la producción familiar de subsistencia.

Sigue siendo válido el argumento de que una reforma en la posesión de 
activos y un cambio en los poseedores aumentan la eficiencia y la producti-
vidad, si se traspasan activos mal utilizados u ociosos a quienes los pueden 
utilizar mejor; en ese sentido se ampliarían el empleo y los ingresos mediante 
una expansión horizontal del uso del suelo. Ello siempre redundaría en mayor 
bienestar si los mercados de productos son dinámicos y existe acceso fácil, sin 
mayores costos de transacción y en condiciones transparentes.

Este argumento sólo es válido para tierras mal utilizadas, no para las que 
se están usando de acuerdo con los patrones promedios de uso del suelo en 
términos de la disponibilidad tecnológica. El reparto de estas tierras puede 
desmejorar la creación de riqueza en lugar de aumentarla. Ese sería el costo 
inmediato de una mayor igualdad al fragmentar tierras utilizadas eficiente-
mente para crear empresas pequeñas sin capacidad de acumular.

Desde el punto de vista social, las justificaciones están por el lado de la 
equidad y la justicia social, la función social de la propiedad, la disminución 
de la pobreza, el aumento del empleo, la mayor movilidad social, las perspec-
tivas de mayor organización y formación de capital social. La educación y la 
capacitación tienen un valor alto en términos de su incidencia en la disminu-
ción de los índices de pobreza, como lo muestra el trabajo de Leibovich y otros 
que se han realizado en América Latina.

Y la justificación política de una reforma rural que involucra redistribu-
ción de activos, aparece por el sustento de un modelo político de democracia 
real, basado en la equidad y el fortalecimiento del Estado. Para ello hay que 
cambiar las relaciones de poder, tanto de unas clases o grupos a otros, como 
entre lo rural y lo urbano; pero también crear nuevos poderes. Esta justifica-
ción política está más en el contexto nacional que en el mismo sector rural, 
pues los propietarios de tierras y los agricultores han perdido poder econó-
mico y político en la medida en que lo han ganado los conglomerados de los 
sectores agroindustrial-comercial y financiero y las empresas transnacionales 
articuladas a ellos. La agricultura y el sector rural en el modelo actual han 
devenido en el eslabón más débil de las cadenas productivas, el poder está por 
fuera de la agricultura en un proceso que tiende a acentuarse.
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El argumento social y político es el que más pesa en una reforma rural 
como estrategia nacional y no sectorial, pero lo económico no puede descui-
darse. Indudablemente, el argumento político es el más fuerte en el contexto 
actual de la sociedad colombiana.

En efecto, en esta sociedad el argumento mayor para una reforma rural 
es que la sostenibilidad social y política del modelo de desarrollo capitalista 
pasa por los corredores del sector rural. No importa que la agricultura tenga 
un peso reducido en el pib, que la población rural descienda cada vez más, que 
las exportaciones agropecuarias y del café sean cada vez un porcentaje menor 
del aporte a las divisas, y que la generación de empleo en el sector rural sea 
menos dinámica que en otros sectores de la economía. Un nuevo modelo no se 
sostiene si no hay democracia participativa, más igualdad, mayores oportuni-
dades, mejor suministro de bienes públicos; y si no se derrota la exclusión y se 
hace un reconocimiento de valores e instituciones propios de la nacionalidad 
que están muy arraigados en lo rural.

Modernización con modernidad es el término que lo expresa y los econo-
mistas deben entenderlo mejor. Gústele o no a los macroeconomistas de nuevo 
cuño, esta es una realidad política que no puede despreciarse con argumentos 
de eficiencia a raja tabla, mucho más en sociedades con altos niveles de des-
igualdad, exclusión y violencia.

Siempre aparecerá la pregunta de si una menor desigualdad asegura un 
mayor crecimiento o no, y si se puede crecer al tiempo que se redistribuye. 
Según entiendo esta discusión no está resuelta entre los economistas, porque 
ello depende de muchos factores. Todo queda supeditado a quién se entregan 
los activos que se redistribuyen, en qué condiciones de acceso a otros activos 
complementarios, si los activos que se entregan –en este caso la tierra– son 
los más generadores de riqueza e ingreso por su uso, y si el contexto institu-
cional en que se hace ese proceso es propicio para su uso adecuado en térmi-
nos de mercados, rentabilidad, claridad de reglas de juego, confianza y redes 
sociales de compromiso.

6.7 La reforma rural, una reforma institucional de tercera 
generación

En América Latina se viene hablando de reformas institucionales de pri-
mera, segunda y tercera generación, aplicables tanto al conjunto de la econo-
mía y la sociedad como al sector rural. Colombia podría tener el récord, no sólo 
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de no haber efectuado las reformas de vieja generación –reformas estructura-
les básicas para el desarrollo, entre ellas la reforma agraria–, sino además de 
haber hecho de manera incompleta e inapropiada las reformas de las nuevas, 
sean de primera o segunda generación.

Nos enfrentamos, entonces, a un problema complejo: cómo recuperar el 
tiempo perdido realizando una reforma de vieja generación, como el régimen 
de la de tenencia de la tierra, al tiempo que se avanza en las reformas insti-
tucionales de nueva generación ya conocidas: las de primera que restituyen 
el papel de los mercados y las de segunda que atienden a los marcos insti-
tucionales necesarios para que los mercados respondan a los atributos de 
competencia y calidad; y una tercera que se está sugiriendo –una visión más 
madura sobre la reforma institucional–, centrada en el desarrollo institucio-
nal y en asuntos cuya solución excede a los mecanismos de mercado [Piñeiro 
et ál, 1999; Gordillo, 1996].3

¿Cómo sumarle a una vieja reforma, no resuelta, las nuevas reformas que 
requiere el sector rural, en un proceso que tenga gobernabilidad, que genere 
confianza y credibilidad? No se trata de reformar organigramas y de redu-
cir nóminas, sin discutir los contenidos y los objetivos, sin reflexionar sobre 
el futuro, como se ha hecho hasta ahora. Se trata de reformas reales de la 
institucionalidad que afectan poderes, actitudes y valores; que afectan a los 
grupos rentísticos de la sociedad auspiciados por los gobiernos y el Ejecutivo. 
Reformas que incidan en el patrimonialismo, que recuperen la confianza en lo 
público y la credibilidad en las instituciones legítimamente constituidas; pero, 
a la vez, reformas eficientes y transparentes que sigan pautas no autoritarias 
que den cabida a las realidades territoriales.

Ello sugiere que una reforma rural hoy tiene que ser parte de un proceso 
de cambio y transformación más profunda de la sociedad y de sus institucio-
nes, no puede quedarse en los alambrados de la ruralidad. No se debe volver 
a cometer el error histórico de tratar de reformar lo rural y sólo la tenencia de 

3	 Según Piñeiro et ál., las reformas de la tercera generación consisten en “la construcción de capacidades, 
en la creación de nuevas redes de colaboración, en la explotación de complementariedad y en el estímulo a la partici-
pación y la iniciativa social”. Estas reformas superan la perspectiva del perfeccionamiento organizacio-
nal, centrada en ámbitos particulares de la acción pública o privada. La agenda de la tercera etapa, 
dicen los autores, incluye asuntos como “la igualdad de oportunidades, la mejor distribución de capacidades 
para articular las necesidades y demandas sociales de los distintos grupos vinculados a la ruralidad, el desarrollo de 
nuevas formas de (delegación) y (devolución) a la sociedad civil que reafirmen su autonomía a la vez que construyan 
nuevos modos de gestión social, junto al suministro de los llamados nuevos bienes públicos, como la preservación de 
los recursos naturales”.
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la tierra, sin hacer reformas por fuera de lo rural. Una reforma rural es viable 
políticamente, gana sostenibilidad y se consolida, si forma parte de un proce-
so más amplio de reformas. Ése es el reto de esta sociedad.

Se deduce de lo anterior que la única manera de caminarle a una reforma 
de ese tipo es partiendo de la recuperación de lo público; del interés colectivo 
frente al individual. En otros términos, recuperar la noción de Estado y de 
Nación; lo cual pasa por la creación de ciudadanía y democracia.

6.8 Propuesta redistributiva rural de nueva generación

Por las anteriores consideraciones, lo primero que debemos hacer es cam-
biar el término de reforma agraria por el de reforma rural, pues se trata preci-
samente de adecuar la realidad rural a las necesidades del desarrollo, y éste 
a las necesidades de lo rural, de modo que lo rural posea el sitio privilegiado 
que debe tener en una estrategia de cambio y de transformación estructural.

Tal propuesta debe partir de unos principios, a saber:

•	 Crear condiciones para generar más riqueza en lugar de generar pobreza 
como resultado del proceso.

•	 Descentralizar el proceso reformista y la participación de los diferentes ac-
tores sociales y entes territoriales.

•	 Focalizar las reformas.
•	 Buscar la eficiencia social y económica de trato no discriminatorio.
•	 Concentrar geográficamente la acción pública para ganar externalidades y 

hacer economías de escala, frente a la escasez de recursos.

Una reforma rural que involucra la redistribución de activos puede confi-
gurarse con los siguientes elementos y procesos:

•	 Quebrar la razón rentística de posesión de la tierra vía tributación sobre 
la propiedad, es decir, a través de un impuesto predial adecuado. Hay sufi-
cientes argumentos para mostrar que un impuesto a la tierra disminuye los 
retornos futuros porque incrementa el costo de tenencia y, por lo tanto, el 
precio del activo; aumenta los incentivos para explotar las propiedades de 
manera adecuada; disminuye la demanda especulativa por la tierra; desplaza 
inversión hacia el mercado de capitales u otros activos productivos; for-
talece fiscos municipios, aminora la presión por transferencias; fuerza un 
mejor uso de los recaudos hacia la reinversión en beneficio de las zonas que 
tributan o del sector rural en general. Se reconoce que la gran dificultad de 
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un impuesto es el costo de su administración, la evasión vía subvaloración 
de las propiedades y la decisión política de aplicarlo [Hofstetter, 1997]. Un 
empleo o adecuado y posible implica una estratificación rural parecida a 
existente en los centros urbanos, así como la modernización y actualización 
de los catastros rurales. Es hora de poner este tema en discusión, como una 
de las condiciones necesarias para una reforma rural.

•	 Redistribuir oportunidades y crear opciones para el uso de tierras ociosas y 
mal utilizadas donde hay conflictos evidentes en el uso del suelo, excesiva 
concentración, conflictos sociales y violencia permanentes; situación donde 
es necesaria la intervención directa del Estado. Ello significa que la única 
opción no es la fragmentación de la propiedad y su redistribución con una 
intervención del Estado. En estas tierras se pueden diseñar varios negocios, 
cuando son tierras de buena calidad o de uso agropecuario, siempre garan-
tizando generación de riqueza:
*	 Que el propietario la ofrezca en arriendo a empresarios capitalistas dis-

puestos a invertir –pequeños, medianos o grandes–, a través de contra-
tos de largo plazo regulados por el Estado bajo una normativa que no 
se preste a dudas sobre los derechos de propiedad.

*	 Que se conforme una empresa con inversionistas, donde el propietario 
aporte la tierra para hacer una explotación integral del suelo sin frag-
mentarlo, usando la tecnología y el conocimiento disponible.

*	 Que voluntariamente se ofrezca vender una porción significativa de la 
tierra a campesinos que cumplan ciertas condiciones y la puedan explo-
tar sin fragmentarla, aunque cada uno adquiera un derecho de propie-
dad, usando subsidios del Estado o créditos. Los campesinos serían los 
trabajadores en una empresa donde tienen derechos de propiedad y el 
propietario cedería a un gerente el manejo y explotación de los recur-
sos. Él sería un aportante más en términos de derechos de propiedad. 
La tierra que el propietario no ofrezca en venta (derecho de exclusión) 
la explota igualmente de manera eficiente en otra empresa que puede 
servir de émulo a la anterior.

*	 Si ninguna de las tres alternativas surge, el Estado interviene y redis-
tribuye con algunos criterios. Compra, expropia e indemniza a precios 
con base en el avalúo catastral que sirve para el pago de impuestos, y 
genera núcleos de acumulación en pequeña y mediana escala, por evitar 
la fragmentación en el uso del suelo –fragmentar los derechos de pro-
piedad pero no el uso de los recursos–.
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•	 Reconstruir la propiedad excesivamente fragmentada mediante la creación 
de modelos de acumulación en pequeña escala, o economías de subsisten-
cia en algunos casos. Se trata de reconstruir la propiedad a escalas mínimas 
para una explotación económica, concentrando activos en zonas de mini-
fundio. Ello requiere una política de reubicación de poblaciones. Como 
corolario de ello, la política reformista puede fragmentar los derechos de 
propiedad, pero no el uso del suelo, con el fin de no generar pobreza.

•	 No crear en términos netos, más economías de subsistencia tipo uaf, como 
lo ha hecho la reforma agraria de los últimos 40 años, con lo cual ha au-
mentado el número de pobres en el sector rural. Se buscaría, más bien, 
crear, a través de un proceso, economías empresariales en pequeña escala, 
en lugar de economías de subsistencia frágiles que no pueden acumular. 
Estas unidades no tienen capacidad de sostenerse en contextos adversos y 
cambiantes, y en un mercado cada vez más exigente, donde operan econo-
mías y servicios de escala de alta calidad. Con las economías de subsistencia 
existentes y la recomposición de las que están por debajo de ese equilibrio –
el minifundio cuando sea posible– es suficiente para que el Estado haga una 
política de fortalecer las economías campesinas existentes y crearles condi-
ciones para que algunas de ellas puedan pasar a economías empresariales de 
pequeña escala. Esas familias que requieren recomponer su unidades serían 
las más opcionadas para usar el subsidio a la compra de tierras adquiriendo, 
por ejemplo, tierras de sus vecinos; serían negocios entre vecinos y no entre 
grandes y pequeños como los que plantea la Ley 160 –que tiene todas las 
dificultades e implica intervenciones inapropiadas e innecesarias de funcio-
narios públicos–. La organización de empresas campesinas familiares tiene 
toda la justificación en zonas de contención de la colonización; es decir, la 
estrategia de Zonas de Reserva Campesina (zrc) es válida y debería no sólo 
redimensionarse, también rediscutirse sus condiciones.

•	 Crear estímulos para desarrollar y fortalecer la mediana propiedad empre-
sarial eficiente, sea a través de incentivos a la inversión, la regulación de un 
mercado de alquiler de tierras y líneas de crédito no subsidiadas para com-
pra de tierras. La mediana propiedad es el fiel de la balanza en la estructura 
agraria, y elemento al que debe dársele más atención en la política guberna-
mental. La formación y fortalecimiento de una clase media rural estable es 
la mejor garantía para la democracia y el desarrollo en el campo.

•	 Hacer una distinción clara entre lo que es un problema social en el sector 
rural, y lo que es un problema productivo. Esto significa un proceso de es-
tratificación de la población rural para separar la que puede tener opciones 
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de mejorar su ingreso y nivel de vida viviendo de actividades agropecuarias, 
de la que definitivamente no la tiene y requiere, por lo tanto, una estrategia 
diferente a la entrega de activos como la tierra, situación que configura más 
un problema social por resolver fuera de la actividad productiva agrícola. A 
los más pobres se les deben brindar opciones de empleo no agrícolas, para 
lo cual requieren educación y capacitación de manera que migren con posi-
bilidades de competir en el mercado de trabajo; ubicarlos en área estatales 
para manejos ambientales como asalariados de una sociedad que reconoce 
las externalidades del medio ambiente; etcétera. No se puede seguir sos-
teniendo de manera irresponsable la idea de que todos los pobres rurales 
tienen derecho a que se les entregue tierra por el hecho de que son campe-
sinos pobres. Esto debe conducir a políticas diferenciadas, que son odiosas 
para muchos economistas que les gusta la homogeneidad y el aburrimiento 
social; pero que son necesarias para gestar confianza, crear redes institucio-
nales, integración e inclusión.

•	 Focalizar la entrega de tierras y otros activos, el acceso a subsidios y la parti-
cipación en empresas, mediante un proceso selectivo de los beneficiarios de 
los recursos públicos. Esta selección debe hacerse con parámetros genera-
les trazados por el Estado y aplicados en el nivel local mediante consensos 
con las comunidades; son éstas las que finalmente deberían elegirlos con 
base en el cumplimiento de unos mínimos.

•	 La reforma rural debe conducir a configurar áreas geográficas de reforma, 
para evitar la dispersión en la prestación de servicios y facilitar la confor-
mación de economías de escala de todo tipo, así como la conformación de 
organizaciones y de capital social.

•	 Usar sin contemplaciones la extinción de dominio a las tierras adquiridas 
con capitales ilícitos o métodos violentos, y usarlas de acuerdo con las mo-
dalidades anteriores, pasándolas de propiedad pública a privada.

La reforma rural, como las viejas reformas agrarias estructurales requie-
ren un catalizador, pues aunque existen condiciones necesarias para impulsar 
las reformas no son suficientes, como lo diría Barraclough, [1965]. En Colom-
bia el catalizador no es una persona, como lo fue en la Cuba revolucionaria, 
sino un proceso: la búsqueda de la paz y la convivencia entre los colombianos, 
al mismo tiempo que se desarrolla tanto la democracia como la sostenibilidad 
social y política del sistema. Si algún colombiano duda de que tengamos un 
catalizador de esa magnitud, es porque no vive en este país y está encerrado 
en el microcosmos de su propio egoísmo, en un autismo total.



La opción de la reforma rural

107

Así se habrá rebasado el paradigma de la reforma agraria tradicional de 
redistribuir la propiedad en beneficio de los pequeños productores y trabaja-
dores agrícolas, tan bien expresado por Doreen Warriner [1957] hace cerca 
de 45 años, con la idea de mejorar el ingreso, redistribuir el poder y lograr el 
ascenso social. La sola redistribución de activos físicos ya no es condición ne-
cesaria para alcanzar el bienestar y el mejoramiento en el nivel de vida de las 
familias. Para ello hoy se requieren activos físicos y financieros, conocimien-
to, educación, información, redes sociales, confianza y acceso a mercados. 
Por ello, no tiene sentido seguir hablando de reforma agraria redistributiva de 
tipo tradicional o clásico, sino de reforma rural y desarrollo territorial, en una 
visión que va mucho más lejos de la tenencia de la tierra como elemento focal 
del desarrollo en el sector rural.

En síntesis, la solución del problema rural requiere de estrategias múl-
tiples y simultáneas, de una discusión sobre el tipo de estructura agraria de-
seable y posible, que para mí es la multimodalidad eficiente –en lugar de la 
unimodalidad y la bimodalidad–, basada en el desarrollo empresarial como 
columna vertebral de la acumulación y la creación de riqueza, el fortaleci-
miento de la mediana propiedad y de las economías campesinas existentes 
sin ampliarlas, un impuesto a la propiedad, la activación de mecanismos de 
operación de los mercados de factores con facilidades de acceso, los estímulos 
a la inversión, la intervención del Estado para remover obstáculos estructu-
rales e institucionales al uso eficiente de los recursos, la descentralización de 
las agencias del Estado y la generación de bienes públicos, y la creación de 
estímulos al desarrollo de capital social, entre otros elementos.

En las reformas tradicionales nunca se tuvo en cuenta el desarrollo del 
capital social e institucional como lo entienden Putnam, Coleman, Fukuyana y 
North4. Es una de las razones por las cuales ha fracasado la reforma agraria: 
centrarse más en la tierra y lo productivo, descuidando la interacción social 
entre los agentes, las reglas de juego, los valores, la confianza, la reciproci-
dad, cuando ello es lo único que permite la sostenibilidad de un proceso de 
construcción que se inicia con la entrega de la tierra.

4	 Sobre este tema existe una amplia literatura, pueden verse síntesis en documentos como los de 
Collier, P. (1998, noviembre). Social Capital and Poverty. Banco Mundial. (1999, diciembre) Social Ca-
pital Iniciative, Working Paper, 4. Klisberg, B. Capital social y cultura. Claves olvidadas del desarrollo. 
Revista de la cepal, 69. Durston, J. Construyendo capital social comunitario. Revista de la cepal, 69, 
Op.cit. Banco Mundial. (1998, abril) The Iniciative on Defining, Monitoring and Measuring Social 
Capital. Overview and Program Description. Working Paper, 1. Rossing, T. and Assaf, S. (1999, 
enero) Social Capital: Conceptual Frameworks and Empirical Evidence. An Annoted Bibliography. 
Banco Mundial: Social Capital Iniciative, Working Paper, 5.
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7. Síntesis de un fracaso y una 
propuesta1

7.1 El fracaso de la reforma agraria redistributiva

Colombia ha fracasado continuamente en sus intentos de realizar una 
reforma agraria bajo el esquema de redistribución de la gran propiedad hacia 
la pequeña propiedad de tipo familiar. En ello han fracasado los gobiernos, la 
clase dirigente, los partidos políticos, las organizaciones del sector rural, los 
propietarios, y la sociedad en general. Y han fracasado por falta de una visión 
estructural y de largo plazo de la agricultura, por la incapacidad de tomar de-
cisiones de modificar las relaciones de poder, por la defensa de los intereses de 
los grupos más privilegiados, por la insuficiencia de recursos, por la carencia 
de una visión compartida sobre el desarrollo, por el desconocimiento que tiene 
la sociedad sobre la importancia de lo rural y de la pequeña producción para el 
desarrollo y la estabilidad democrática, y por muchos más factores.

Los que menos se han beneficiado de la reforma agraria son los campesi-
nos, la mayoría de quienes recibieron tierras cayeron en la pobreza, abando-
naron las tierras, o las entregaron al sector financiero en pago de sus deudas. 
Los más beneficiados fueron los propietarios que hicieron buenos negocios 
vendiendo tierras caras y de mala o regular calidad a los gobiernos, así como 
innumerables funcionarios públicos agazapados en las prácticas de la corrup-
ción y el clientelismo, como también la clase política de muchas regiones que 
ha hecho parte de los núcleos de poder locales o regionales alrededor de los 
negocios sobre la tierra y los asuntos rurales.

A partir de 1988 el beneficio ha mejorado para los propietarios, en la 
medida en que el pago de las tierras por el Estado se hace, en buena parte, al 

1	 Esta fue la presentación realizada en los diálogos de paz del Caguán en el mes de octubre de 2001. 
Se ha cambiado el título para dar una mejor idea de los aspectos centrales del documento.
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contado y a plazos de no más de cinco años, cuando antes, en la Ley 135 de 
1961, los pagos se hacían en bonos a 20 años y con bajos intereses, con lo 
cual los propietarios financiaban buena parte de la reforma. Con la Ley 160 
de 1994 es la sociedad toda la que ha venido pagando el 70% del valor de la 
compra de tierras a través del subsidio otorgado por el Estado; los propietarios 
aportan muy poco.

En el período 1961-1999 el incora afectó con fines redistributivos 1,8 mi-
llones de hectáreas, de los cuales 1,4 millones fueron tierras compradas por 
el Instituto, y sólo 70.000 hectáreas correspondieron a acciones de expropia-
ción y 350.000 hectáreas fueron tierras cedidas al Fondo Nacional Agrario. En 
cambio, las tierras entregadas para reservas indígenas suman 30 millones de 
hectáreas y la titulación de baldíos asciende a 15 millones de hectáreas. No 
más de 102.000 familias se beneficiaron de los programas de redistribución, 
unas 430.000 recibieron títulos de terrenos baldíos y cerca de 65.000 familias 
de comunidades indígenas se han beneficiado de los programas del incora. Los 
estimativos existentes dicen que en este período el Estado ha gastado unos 
7 billones de pesos, sin que pueda decirse que hubo realmente una reforma 
agraria.

En reforma agraria todos nos hemos equivocado, pues el problema agra-
rio no se ha resuelto y parece que el país así lo ha querido, en una decisión 
política que: ha costado ingentes recursos económicos, ha generado múltiples 
conflictos, ha costado la vida de muchos colombianos, ha producido un fenó-
meno de des-desinstitucionalización e incertidumbre, de inestabilidad de las 
sociedades rurales y de desconfianza de los productores y de los habitantes 
rurales en sus instituciones y organizaciones. Ni la reforma agraria redistri-
butiva ni el mercado subsidiado de tierras ni los programas de desarrollo rural 
integrado ni los programas gubernamentales de las políticas sectoriales han 
acertado en una solución definitiva del problema agrario.

7.2 Los cambios estructurales y el contexto

Al lado de estos fracasos hay que poner los cambios estructurales en los 
contextos de las últimas décadas. Los que menciono a continuación son ape-
nas una muestra de ellos, y en su conjunto modifican el panorama en el cual 
se debe discute hoy la reforma agraria:

•	 El capitalismo en el campo ha irrumpido de manera casi generalizada por 
fuera de las formas de producción campesina e indígenas, aunque ellas mis-
mas están impregnadas por esas relaciones a través del mercado.



Síntesis de un fracaso y una propuesta

111

•	 La globalización económica ha penetrado la economía y la sociedad y está 
cambiando las relaciones y la manera de hacer negocios. Este proceso 
estructural de la globalización está comandado por una gran revolución 
tecnológica en todos los campos del conocimiento, que afecta las formas 
productivas, las maneras de relacionarse, la naturaleza de los negocios, ha 
aumentado la concentración de la riqueza y acentuado la exclusión de quie-
nes no tienen las condiciones para participar en el proceso; está redimensio-
nado los tamaños de las empresas y va valorizando el conocimiento frente a 
las tradicionales factores de producción. Como parte de ello, la transnacio-
nalización de las cadenas agroindustriales y de la distribución minorista de 
alimentos se ha acentuado en los últimos 20 años.

•	 Los patrones de consumo están cambiando aceleradamente y le confieren un 
gran poder a los consumidores frente a los débiles poderes de los producto-
res, quienes han ido perdiendo su poder político frente a las masas urbanas.

•	 Los núcleos de poder del sistema agroalimentario se han trasladado hacia 
los sectores agroindustriales, financieros y comerciales. El poder funda-
mentado en la propiedad agraria se ha subordinado a los poderes de estos 
núcleos situados por fuera de la estructura agraria, y la actividad agrícola 
primaria se ha convertido en el eslabón más débil del sistema.

•	 Los agentes económicos y sociales del sector rural y del sistema agroin-
dustrial han cambiado cualitativamente, así tengan la misma connotación 
de clase.

•	 La frontera agrícola se ha agotado y son pocos los baldíos de la Nación para 
la producción y el reparto agrario, a tiempo que la crianza, granjería y tráfi-
co de ganado se ha extendido por toda la geografía nacional en un proceso 
extensivo de ganaderización y potrerización del campo.

•	 El deterioro de los recursos naturales es acelerado y está afectando las con-
diciones de sostenibilidad del aparato productivo. La irrupción de los cul-
tivos ilícitos en las zonas de colonización ha acentuado ese deterioro. Al 
mismo tiempo, el país está tomando conciencia del potencial de su biodi-
versidad para el desarrollo, sin que todavía disponga de los mecanismos ni 
de una institucionalidad adecuada para su explotación y conservación.

•	 El deterioro de las condiciones de desarrollo para las economías campesi-
nas se ha incrementado apreciablemente en los últimos 15 años y los niveles 
de pobreza no ceden; al contrario, han aumentado en los últimos años a raíz 
de la crisis en la economía y del sector rural sumada a los desplazamientos 
forzados de pobladores rurales que van perdiendo con ello los pocos acti-
vos de que disponen.
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•	 Los índices de concentración de la propiedad rural se mantienen altos y en 
algunas regiones han aumentado, mientras la fragmentación de la pequeña 
propiedad sigue avanzando con lo que se multiplica el minifundio y la po-
breza en el sector rural.

•	 Lo rural se concibe hoy más allá de lo agropecuario, y se ha ido imponiendo 
el concepto de nueva ruralidad y de multifuncionalidad de la agricultura. 
En estos conceptos se encuentran nuevos potenciales y posibilidades de 
desarrollo rural y de diversificación de las fuentes de ingreso.

•	 Existe conciencia pública de que las instituciones creadas en los años sesen-
ta y setenta para el desarrollo de la agricultura y la reforma agraria deben 
someterse a un proceso de reestructuración para lograr una institucionali-
dad más apropiada, transparente y eficiente.

•	 Hay una creciente desestabilización política por la irrupción de grupos ar-
mados fuera de la ley y del narcotráfico, con diversas repercusiones en to-
dos los órdenes.

•	 La tierra se está apropiando a través del mercado, y más generalmente de 
manera violenta a través de diversos métodos, entre ellos las masacres, los 
desalojos, el amedrentamiento, las amenazas y el dominio de áreas conside-
radas estratégicas por los grupos armados en contienda. La tierra se ha ido 
convirtiendo en muchas regiones en un instrumento de dominio territorial 
para establecer áreas estratégicas de la guerra y de expansión de cultivos ilí-
citos, en lugar de su natural función de bien de producción e inversión. En 
realidad, ésta ya no es una contrarreforma agraria en el sentido de la simple 
concentración de la propiedad, sino un proceso violento de involución no 
sólo en el sistema de relaciones sociales, también en las consideraciones 
de los derechos de propiedad. Con ello pueden recordarse las épocas del 
feudalismo donde los señores dueños de las tierras establecían dominios 
con sus propias leyes y ejércitos, mediante la selección de vasallos que les 
servían a sus propósitos.

•	 Pero debe reconocerse también que en algunas regiones la tierra es un bien de 
inversión y se usa adecuadamente, en especial donde se han conformado, o 
se están configurando, clusters productivos y conglomerados agroindustriales.

7.3 De la reforma agraria redistributiva a la reforma rural

Todos estos elementos cambian el contexto y los parámetros para discutir 
el problema agrario y deben servir de referentes para la definición de nuevas 
estrategias ubicadas más allá de las políticas redistributivas tradicionales. 
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Ellos también conducen a plantear que es hora de abandonar el concepto tra-
dicional de reforma agraria para hablar mejor de una reforma rural como 
concepto más amplio e integrador para el nuevo contexto y las estrategias del 
inmediato futuro.

La reforma rural podemos definirla como un proceso de cambio y trans-
formación tanto de las estructuras rurales como de sus relaciones con los 
sectores agroindustrial, financiero y comercial y con la sociedad, capaz de 
crear las condiciones para un desarrollo agrícola más competitivo y endóge-
no; también para un desarrollo rural más equitativo, sostenible, eficiente, sin 
exclusiones de ninguna naturaleza; que haga de lo rural y la agricultura un 
sector estratégico en la economía y en la sociedad, que facilite el desarrollo del 
potencial de sus recursos naturales y la biodiversidad en beneficio del país y 
de sus habitantes rurales.

La reforma rural involucra tanto el acceso a todos los activos producti-
vos, como a la formación de capital social, la definición de una nueva insti-
tucionalidad para el sector, y la consideración del territorio como unidad de 
planeación y de aplicación de estrategias. Esta reforma compromete no sólo 
al sector público, incluye también al privado el cual debe formar parte de una 
visión compartida de largo plazo de la agricultura, de la sociedad rural y del 
desarrollo rural con sus diferenciaciones regionales.

En el caso más particular de la problemática de tierras, la reforma rural 
podría contener aspectos y políticas como los siguientes:

•	 Quebrar la razón rentística de posesión de la tierra, sea mediante una tri-
butación predial adecuada, o la redistribución y aplicación de políticas ma-
croeconómicas, en el marco de los planes de ordenamiento territorial.

•	 Desestimular el uso inadecuado de la tierra, o su no utilización, con herra-
mientas tributarias y redistributivas, o estimular justamente su buen uso con 
incentivos a la inversión bajo el cumplimiento de parámetros económicos, 
sociales y ambientales.

•	 Estimular opciones de uso de los derechos de propiedad como los arrien-
dos de largo plazo que faciliten las inversiones prediales a los no propie-
tarios y su recuperación en el tiempo; es decir, promover un mercado de 
arriendo de tierras con una institucionalidad que elimine la incertidumbre 
sobre los derechos de propiedad.

•	 Las tierras que se afecten mediante la expropiación deben asignarse a pe-
queños y medianos propietarios que las exploten con criterios empresaria-
les, sea de manera individual o asociativa. Los derechos de propiedad se 
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pueden fragmentar, pero no el uso del suelo, para evitar la conformación 
de minifundios.

•	 Reconstruir la propiedad excesivamente fragmentada que tenga potencial 
productivo para crear núcleos de acumulación en pequeña escala y, como 
excepción, economías de subsistencia. Ello iría acompañado de una estra-
tegia de reubicación de poblaciones y de la creación de actividades genera-
doras de ingreso no agrícolas en las zonas donde están ubicadas.

•	 Frenar la expansión de las economías de subsistencia producida por pro-
gramas redistributivos, para evitar la formación de más pobres en el campo. 
Cuando sea necesario redistribuir derechos de propiedad en algunas zonas, 
debería procurarse formar con ellas pequeñas economías empresariales. 
Con las economías campesinas existentes ya hay suficiente para que el Es-
tado trate de garantizarles una estabilidad económica y social.

•	 Crear estímulos para desarrollar y fortalecer la mediana propiedad empre-
sarial eficiente que cumpla normas sociales y ambientales.

•	 Focalizar la entrega de tierras y otros activos, así como los subsidios –cuan-
do ello sea necesario–, mediante un proceso rigurosamente selectivo de los 
beneficiarios donde ellos participen en la definición de los escogidos, una 
vez definidos los parámetros y las reglas de juego.

•	 Los procesos de reforma rural deben conducir a configurar áreas geográ-
ficas de reforma para evitar la dispersión y facilitar la formación de econo-
mías de escala tanto en la prestación de servicios como en la formación de 
organizaciones y el desarrollo de capital social.

•	 Usar sin contemplaciones el mecanismo de extinción de dominio a las tie-
rras adquiridas con capitales ilícitos para efectos de la reforma rural y el 
desarrollo de una estructura agraria multimodal, donde pequeños, media-
nos y grandes puedan articularse en negocios y propuestas conjuntas de 
desarrollo rural.

Finalmente, hago un llamado a que los problemas agrarios del país los 
resolvamos a través de la inteligencia y no de la fuerza. No nos volvamos a 
equivocar en el tratamiento de la tierra y su papel en el desarrollo económico 
y rural. Asumamos los costos que implica solucionar el problema agrario, 
para que podamos cerrar con dignidad, confianza y seguridad la página de la 
historia de la propiedad rural en Colombia.
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8. Tenencia de tierras, problema agrario y 
conflicto1

8.1 El problema agrario no resuelto

Los temas de la tenencia de la tierra, su papel en la estructura agraria y 
los conflictos de diverso tipo configurados a su alrededor, han estado presentes 
en la mayoría de los análisis sobre el problema agrario en Colombia. No podía 
ser de otra manera si se considera que el país ha desaprovechado distintas 
coyunturas históricas para resolver de manera estructural su cuestión agraria, 
y arrastra consigo un problema que adquiere hoy dimensiones diferentes a las 
existentes hace cincuenta años, especialmente por la irrupción del narcotráfico 
en la compra de tierras, la expansión de los cultivos ilícitos, los vínculos de los 
diferentes grupos armados al margen de la ley con el narcotráfico, y las preten-
siones de dominio territorial que éstos ejercen en diferentes zonas del país.

Los antecedentes sobre la tenencia y el mercado de tierras en Colombia 
se pueden circunscribir a dos grandes aspectos: el intento de poner tributos 
progresivos a la propiedad rural y la reforma agraria. Ambos procesos han fra-
casado tanto en movilizar la tierra como factor productivo como en constituir 
un verdadero mercado de tierras con elementos económicos de formación de 
precios y dinamización no sólo de la oferta, también de la demanda. De hecho 
fracasaron en crear elementos para corregir la desigualdad en la apropiación 
de la tierra reflejada en una estructura agraria bimodal [Johnston y Kilby, 
1980; Delgado, 1984].

En Colombia se han hecho varias propuestas para gravar la propiedad rural 
como una alternativa para movilizar el mercado de tierras y obligar a los gran-
des propietarios a que las ofrezcan. En 1949 una Misión del Banco Mundial 

1	 Documento elaborado como material docente para la Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, 
marzo de 2003.
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encabezada por Lauchlin Currie [birf, 1950] hizo el primer acercamiento al tema 
sin que tuviera éxito su propuesta de imponer tributos a la propiedad rural.

La propuesta Currie no fue bien acogida por los terratenientes ni por los 
expertos fiscales y administradores del país, por impracticable. Se continuó 
aplicando el gravamen existente del 4 por mil sobre los avalúos prediales, y 
el Comité de Expertos que el Gobierno designó para el estudio de la propuesta 
recomendó que se fortaleciera el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (igac) y 
se aceleraran los trabajos de inspección predial.

El fracaso en la década del cincuenta para gravar la propiedad rural no 
consistió tanto en que las medidas se enderezaran contra la clase dirigente, 
“sino que la debilidad de la imposición sobre las tierras consiste en que, aun-
que despierta la oposición de los intereses agrarios, no ofrece un incentivo 
evidente para cualquier otro grupo social importante” [Hirschman, 1963].

Desde los años sesenta Colombia ha estado aplicando la reforma agraria 
sin un éxito notable, y sin poder solucionar los problemas derivados de la te-
nencia de la tierra. La reforma agraria de esa década (Ley 135 de 1961, Ley 1 
de 1968) fue distribucionista y marginal; sólo hizo una reparación superficial 
de la estructura agraria. La Ley 4 de 1973 frenó los procesos de reforma agra-
ria y la Ley 35 de 1982 buscó agilizar los trámites para entrega de tierras en 
zonas de conflicto (Plan Nacional de Rehabilitación).

La Ley 30 de 1988 introdujo cambios importantes en el proceso de refor-
ma agraria, pero mantuvo el espíritu de la Ley 135 de 1961, e intentó remover 
los obstáculos legales y de procedimiento que hicieron impracticables las le-
yes anteriores. Esta reforma siguió siendo marginal, pese a que trató de afec-
tar directamente los últimos vestigios del latifundio tradicional, sin importar 
si las tierras estaban o no explotadas adecuadamente.

La nueva ley de reforma agraria (Ley 160 de 1994) puede entenderse 
como la adecuación de la intervención del Estado para regular la estructura 
de la propiedad en un esquema de economía más abierta e internacionaliza-
da. Se busca sustituir la intervención directa del Estado por la operación del 
mercado asistido de tierras, creando algunos incentivos a los agentes priva-
dos para que participen en él. La intervención directa se deja para casos muy 
particulares de conflictos o de ubicación de desplazados por la violencia. La 
ley establece un subsidio a la compra de tierras por parte de campesinos y 
trabajadores sin tierra, también abre líneas de crédito para compra de tierras 
para pequeños productores con tasas de interés cercanas a las del mercado. 
Esta alternativa de acceso a la propiedad también ha fracasado para resolver 
el problema de la tenencia de tierras.
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Estos intentos de reforma agraria, que llevan 40 años, no han logrado una 
transformación significativa en la estructura de la propiedad. El funcionamien-
to del mercado asistido de tierras está condicionado a la disponibilidad de re-
cursos del Estado para otorgar los subsidios a la compra de tierras; por tanto, 
su dinámica es lenta. Paralelo a ello se ha producido una contrarreforma agraria 
por la compra masiva de tierras por parte de los narcotraficantes y la expulsión 
de cerca de más de un millón de personas del campo en los últimos 10 años.

Colombia ha pasado así a este nuevo siglo sin resolver los problemas que 
le genera una estructura de la propiedad y la tenencia marcadamente des-
igual y bimodal, de un mercado de tierras caracterizado por distorsiones en la 
formación de precios, inflexibilidad en la oferta y presencia de factores extra-
económicos tanto en la posesión como en el uso de la propiedad.

Existe una afirmación que ya hace parte de la historia: Colombia no ha 
resuelto su problema agrario. Este problema no es sólo de la tenencia de la 
tierra; la cuestión agraria se ha hecho más compleja a medida que avanza la 
sociedad y que los mercados, la tecnología y la globalización se imponen en 
todos los órdenes de la actividad humana. El problema agrario es la carencia 
de una decisión política de reformar la estructura agraria en función de obje-
tivos de desarrollo y equidad de largo plazo. Es no considerar el sector agro-
pecuario como estratégico para la sociedad, tanto en términos de seguridad 
alimentaria como de dominio territorial a través de actividades económicas 
lícitas, y también en calidad de sector que contribuye con externalidades sig-
nificativas en la conservación del medio ambiente y calidad de vida.

La cuestión agraria no sólo debe mirarse desde la tenencia de la tierra, 
también implica situarla hoy en una concepción de lo rural más allá de lo 
sectorial, como lo propone el paradigma de la nueva ruralidad que busca re-
valorizar la multifuncionalidad de la agricultura. Pero, igualmente, implica si-
tuarse en el nuevo contexto del funcionamiento de un sistema agroindustrial 
que opera con relaciones de poder externas a la agricultura [Machado, 2002] 
y donde el tema de la tierra como factor productivo desciende en la jerarquía 
de los elementos que configuran las relaciones de producción dominantes y el 
poder de decisiones en la estructura.

8.2 Estructura de la propiedad rural 1960-1984

Las estadísticas sobre catastro rural aún presentan problemas e impreci-
siones, pero son la única fuente para determinar la estructura de la propiedad 
rural. El cega facilitó la comparación entre los años 1960, 1970 y 1984 [cega, 



La reforma rural, una deuda social y política

118

1985], en tanto que los archivos prediales de 1996 posibilitan la comparación 
con los de 1984. Sin embargo, ninguna de estas fuentes permite una idea 
exacta de la concentración de la propiedad por la dificultad de consolidar los 
distintos predios de un mismo dueño. Esto es particularmente cierto en los 
datos de los años ochenta y noventa cuando el narcotráfico irrumpió en el 
sector rural comprando extensas propiedades y registrándolas a nombre de 
terceros (testaferros).

De acuerdo con los datos compatibilizados de cega –censos y catastro–, en-
tre 1960 y 1970 hubo un crecimiento moderado de la superficie sometida al 
régimen de propiedad acompañado de una reducción del número de predios2. La 
explicación está en que aumentaron los predios mayores de 20 ha, en número 
y área, especialmente, de los tamaños de 20 a 50 y de 200 a 500 ha, acompa-
ñadas de la disminución en número y área de los menores de 10 ha. Esta ve-
rificación muestra que la reforma agraria en esa década no tuvo impacto en la 
estructura de la propiedad, y que la acción del incora se centró en la entrega de 
predios entre 20 y 50 ha, provenientes de baldíos y de compras directas.

El período 1970-1984 muestra una tendencia diferente: rápida expansión 
del número de predios y de la superficie, concentrada en los tamaños inferio-
res a 200 ha, en especial en los de 0 a 1 ha y en los de 20 a 100 ha, en tanto 
que se reduce el número de predios mayores de 500 ha y su área se estanca.

El cega sintetiza la situación entre 1970 y 1984 como “una descomposición 
relativamente rápida de la gran propiedad en regiones de antiguo poblamiento, 
acompañada de creación de nuevas propiedades extensas en zonas de frontera 
agropecuaria”, especialmente por la dinámica de la expansión de la ganadería en 
esas áreas. El reparto por herencias también entra en la explicación del proceso.

La información permite concluir que mientras en los años sesenta se pre-
sentó una tendencia a la concentración de la propiedad, durante 1970 y 1984 
se registró una descomposición de la gran propiedad y la consolidación de la 
mediana, “pero sin que se reduzca la desigualdad rural debido a la fragmen-
tación de la pequeña propiedad” [cega, 1985]. Esta subdivisión de la pequeña 
propiedad está relacionada con los procesos de herencia y el deterioro típico 
de las zonas de minifundio donde la pobreza no permite a los pobladores ru-
rales adquirir explotaciones más extensas. Esta situación es crítica en depar-
tamentos minifundistas como Cauca y Nariño. Pero igualmente, fue reforzada 

2	 Las zonas compatibles para comparar las tendencias 1960-1984 no incluyen Chocó, Antioquia, 
Caquetá, La Guajira, Arauca, Guaviare, Putumayo, San Andrés y Vichada.
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por la política del incora de ocuparse sólo de la división de la gran propiedad 
sin atender la recomposición del minifundio a través de políticas específicas 
que evitaran su deterioro.

De acuerdo con el estudio del cega, en los tamaños superiores a 500 ha 
el cambio observado puede deberse a la acción del incora y el establecimiento 
de la renta presuntiva en la Ley 4 de 1973, que estimuló la partición de la 
propiedad entre herederos para no ser castigados por la progresividad de la es-
cala tributaria. Esto es verificable particularmente en las denominadas zonas 
estables de escasa expansión de la frontera agropecuaria, en donde, según 
el estudio del cega, los predios mayores de 500 ha se redujeron en número a 
razón del 1% anual y en área al 2%, lo cual es suficiente para que se divida por 
dos su superficie global en un lapso de 34 años.

La participación de la Nación y las comunidades es importante en el área 
cubierta por predios grandes en 1984, sin considerar la Amazonia y algunos 
departamentos de la Orinoquia. Los analistas indican que es engañoso pensar 
que la Nación dispone de tierras abundantes y de buena calidad para redistri-
buirlas a través de reforma agraria.

En las zonas de expansión de la frontera o de colonización, los predios 
mayores de 500 ha aumentaron sin que ello fuera compensado por la subdi-
visión en las de antiguo poblamiento en esas mismas zonas. Allí aumentaron 
los predios en un 3% anual, aunque fueron superados por el crecimiento de los 
predios entre 20 y 100 ha.

Con el uso de algunos parámetros técnicos, el análisis de los predios su-
periores a 500 ha en 1984 (11,3 millones de ha) arrojó los siguientes resulta-
dos: un 18% del área total no está clasificada; el 50,6% sólo sirve para bosques 
naturales o vida silvestre; el 15,9% es apenas apta para ganadería extensiva; 
el 9,4% para ganadería semiintensiva o unos pocos cultivos permanentes; el 
2,4% admite agricultura con técnicas campesinas –cultivos asociados interca-
lados con permanentes–; el 1,0% permitiría monocultivo moderno con algunas 
restricciones y sólo el 0,2% admite cultivos sin restricción [cega, 1985]. No más 
de un millón de hectáreas de esos predios de frontera en 1984 podrían usarse 
en agricultura, el resto tienen potencial ganadero extensivo y forestal, y una 
parte es tierra improductiva.

La conclusión era entonces clara en 1984: con los predios superiores a 
500 ha era muy poco lo que podía hacerse en materia de redistribución de la 
propiedad. Además, sería costoso y poco rentable ubicar en áreas de frontera 
a unidades campesinas alejadas de los mercados y los servicios del Estado.
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Si a mediados de la década de los ochenta la gran propiedad había perdi-
do empuje, la situación cambió en la década siguiente por el auge de compras 
de tierras por parte de narcotraficantes, hecho que infortunadamente no se 
refleja claramente en las estadísticas catastrales. Las compras se destinaron a 
una ganadería extensiva de gran propiedad como expresión de dominio terri-
torial; y esos capitales ilícitos facilitaron el englobe de propiedades medianas 
en grandes, con lo cual se constituyó un neolatifundio dominado por los nar-
cotraficantes, en tanto que la pequeña propiedad continuó su fragmentación 
y la mediana perdió posiciones.

8.3 Evolución de la tenencia de la tierra 1984-1996

Al seguir el análisis del cega, la Costa Atlántica, Centro Oriente y Occiden-
te –(excluidos Chocó y la parte correspondiente al andén del Pacífico en los 
departamentos de Nariño, Cauca y Valle del Cauca, que son zonas de poco uso 
agrícola– son regiones donde el registro catastral está casi consolidado (dere-
cho de propiedad) y ha avanzado de manera significativa, hasta constituirse 
en las regiones típicas para el funcionamiento del mercado de tierras.

El piedemonte llanero es una región donde la mayor prioridad está en 
el desarrollo de la propiedad a través de la titulación de baldíos, clarifica-
ción de la propiedad y mejora en los registros prediales. El mercado de tie-
rras puede operar allí de manera limitada y en algunos municipios se puede 
combinar su dinamización con el proceso de titulación y clarificación de la 
propiedad. Pero es necesario allí delimitar la frontera –cierre de la frontera 
agropecuaria–, con el trazado de una línea que permita establecer hasta 
dónde se puede expandir la propiedad privada en términos de una utiliza-
ción adecuada del suelo.

La región de Orinoquia y Amazonas –exceptuado del piedemonte lla-
nero– requiere una acción de modernización del catastro y no es apta para 
el mercado de tierras. Es susceptible de reservas campesinas, titulación de 
baldíos y resguardos indígenas, además de zonas protectoras y parques na-
turales, para lo cual debería delimitarse esas áreas y trazar líneas de cierre 
de la frontera.

Una aproximación a la estructura de la propiedad en 1996 y su compa-
ración con 1984 se hizo utilizando la uaf como unidad de medida, de acuerdo 
con los datos suministrados por el Censo de Minifundio de 1995. Se consideró 
pequeña aquella propiedad que tiene hasta dos uaf, mediana entre dos y diez, 
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y grande con mayor de 10 uaf (una uaf es la unidad productiva que genera 
tres salarios mínimos de ingreso). Según tales parámetros, la estructura varió 
como se señala en el cuadro 2.

Cuadro 2. Colombia. Estructura de la propiedad por tamaños, 1984-1996. 
Porcentajes

Tamaños 1984 1996
Predios Superficie Predios Superficie 

Pequeña 89,92 23,15 91,11 21,40
Mediana 8,68 30,50 7,81 24,80
Grande 1,40 46,35 1,08 53,80
Total 100,00 100,00 100,00 100,00

Fuente: Elaborado por el autor. Los predios grandes incluyen los resguardos Indígenas. Estos datos 
excluyen a Antioquia, San Andrés, y los departamentos de la Orinoquia y Amazonia no comprendidos 
en el piedemonte llanero.

Del cuadro 2 se concluye que entre 1984 y 1996 la gran propiedad se 
volvió a expandir, la mediana retrocedió y la pequeña siguió fragmentándose; 
es decir, la estructura agraria bimodal se mantuvo e incluso se acentuó con 
procesos de polarización en la tenencia de la tierra. Esta desigualdad en la 
estructura es diferente por regiones, pero en el conjunto se mantiene la ten-
dencia a la concentración. Es una estructura donde los pequeños y medianos 
agricultores y propietarios no tienen muchas opciones de ascender en su po-
sición económica y social. Tampoco se facilitan las transacciones entre peque-
ños y grandes propietarios, porque se presentan serias limitaciones para el 
funcionamiento del mercado de tierras, el cual tiende a operar en los circuitos 
cerrados de propiedades del mismo tamaño.

En la frontera agropecuaria incorporada, el número de pequeños propieta-
rios en 1996 ascendió a 2.982.216, el de medianos a 276.789 y el de grandes a 
43.524 –incluidos los resguardos indígenas–. Entre 1984 y 1996 todos los es-
tratos de tamaño crecieron en términos absolutos –excepto el número de pre-
dios grandes–, lo que indica una expansión predial significativa –en algunos 
casos se trata de mejoras en los registros catastrales–. La pequeña propiedad 
creció en superficie más que la mediana, y la grande más que ambas3.

Por regiones se observan los siguientes cambios: 

3	 Debe tenerse en cuenta que el crecimiento de la gran propiedad en alguna regiones se explica, en 
parte, por la influencia que en ella tienen los resguardos indígenas, que sumaban en 1996 unos 5,3 
millones de ha en las cuatro zonas grandes analizadas.
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•	 En la costa Atlántica la expansión predial se dio en la pequeña y mediana 
propiedad; la grande disminuyó en número de predios y propietarios, pero 
aumentó en superficie. 

•	 En el occidente del país, típica región de estructura más democrática de 
la propiedad por la importancia del café, la pequeña avanzó, la grande se 
estancó en predios y propietarios mas no en superficie, y la mediana se ex-
pandió más que la pequeña y la grande. 

•	 En el centro-oriente del país se presentó una atenuación de la concentra-
ción con una fuerte fragmentación predial que tipifica un minifundio inten-
so en Cundinamarca, Boyacá y Santander muy influido por fincas de recreo; 
la mediana propiedad se estabilizó y la grande se deterioró. 

•	 En el piedemonte llanero se deterioró la posición de la pequeña y de la me-
diana propiedad en la estructura agraria y se concentró fuertemente la grande.

8.4 Índices de concentración

Los tradicionales índices de Lorenz de concentración de la propiedad para 
las zonas compatibles que analizó el cega, confirman las apreciaciones an-
teriores sobre el período 1960-1984; es decir, la desigualdad en términos de 
propiedad (predios) no se había corregido (cuadro 3).

La Misión de Estudios del Sector Agropecuario calculó el índice de Gini 
para un período muy similar y encontró que éste pasó de 0.8677 en 1960 a 
0.8403 en 1988 para las tierras apropiadas, es decir, corroboró la misma ten-
dencia anotada por cega, cuyos índices son un poco inferiores debido a que no 
incluyó cuatro departamentos donde la concentración de la propiedad ha sido 
tradicionalmente alta.

Cuadro 3. Índices de concentración de Lorenz4

Año Predios-superficie Explotación/superficie
1960 85,19 83,25
1970 85,04 83,55
1984 83,93 82,25
1995 85,95 n.d.
1996 88,00 n.d.

Fuente: cega, Estructura de la propiedad rural en Colombia 1960-1994; Machado, 1977 y Rincón 1997.
n.d.: no disponible

4	 Los índices de concentración de Lorenz miden la desigualdad relativa, más bien que la concentra-
ción. Se calculan mediante interpolación gráfica con un error máximo de 0,02 puntos por exceso o 
por defecto.
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En el cuadro 3 se observa la tendencia a la desconcentración entre 1960 
y 1984 y una reversión en la tendencia entre 1984 y 1996, como ya se indicó.

El índice de Gini mide el grado de concentración de la propiedad rural, com-
para el porcentaje de área acumulada por un determinado porcentaje de propie-
tarios. De acuerdo con los datos disponibles del catastro, Claudia Rincón calculó 
este índice por regiones para 1984 y 1996 como se señala en al cuadro 3.

Cuadro 4. Índices de Gini por regiones. Porcentajes

Regiones 1984 1996
Costa Atlántica 74,50 78,86
Occidente 81,05 83,48
Centro-Oriente 81,16 80,47
Piedemonte llanero 83,21 87,61
Total 85,13 88,00

Fuente: Claudia Rincón, op. cit.

El cuadro 4 vuelve a confirmar la tendencia anotada de reactivación de los 
factores de concentración de la propiedad en los últimos años para el conjunto 
del país y, en especial, en el piedemonte llanero, el occidente y la costa Atlántica.

Entre esos factores de apropiación de la tierra en manos de grandes for-
tunas está el narcotráfico, la acumulación de rentas institucionales o de la 
valorización sin contar con un mecanismo de tributación sobre la propiedad 
que frene la concentración y el despojo violento a pequeños y medianos pro-
pietarios por el control territorial de grupos alzados en armas, entre otros.

8.5 El minifundio en la estructura agraria

El Censo de Minifundio elaborado por el Ministerio de Agricultura y Desa-
rrollo Rural en 1995, con la colaboración del iica, confirma la bimodalidad que 
caracteriza la estructura agraria. El minifundio se definió como todos los pre-
dios menores o iguales a una uaf5. En 1993 se identificaron 2.299.840 predios 

5	 La Unidad Agrícola Familiar (uaf) se define como “un fundo de explotación agrícola, pecuaria, forestal o 
acuícola que dependa directa y principalmente de la vinculación de la fuerza de trabajo familiar, sin perjuicio del 
empleo ocasional de mano de obra contratada”. La uaf es una unidad suficiente para suministrar cada año 
a la familia que la explote, en condiciones de eficiencia productiva promedio, ingresos equivalentes 
a tres salarios mínimos legales. Ver Ministerio de Agricultura. (1992). Metodología para determinar 
la Unidad Agrícola Familiar (uaf). Santafé de Bogotá, d.c.: Sistema Nacional de Transferencia de 
Tecnología Agropecuaria (sintap). A fines de 1996 el incora decidió cambiar la medición de la uaf 
a dos salarios mínimos para dar más cabida de beneficiarios.
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minifundistas con una extensión de 9.519.369 ha, para un tamaño promedio 
nacional de 4,14 ha6. Estos predios minifundistas representaban el 82,36% 
de todos los predios registrados para ese año por el igac y cubrían apenas el 
15,64% del área predial rural.

El minifundio está concentrado en la zona andina, en especial en los de-
partamentos de Cauca, Boyacá, Nariño, Antioquia, Cundinamarca, Caldas y 
Santander; una distribución del minifundio por corpes así lo confirma (cuadro 
4). En la zona andina se encuentra el 87,4% de los predios minifundistas, 
mientras que en la Costa Atlántica apenas se ubica el 7,7%.

El minifundio colombiano abarca rangos que van desde menos de 1 ha 
hasta más de 500 ha en departamentos como Vichada donde prácticamente 
la tierra no tiene uso agropecuario. El 91,5% de los predios minifundistas son 
menores de 10 ha y cubren el 46,3% del área minifundista. Pero el minifundio 
está concentrado hacia predios menores de 3 ha que representan el 70% de los 
predios y el 16,6% del área minifundista.

Cuadro 5. Distribución del minifundio por regiones corpes

Corpes Predios Área (ha) Porcentajes
Predios Área

Costa Atlántica 176.607 1.133.520 7,7 11,9
Centro Oriente 1.105224 3.136.661 48,1 33,0
Occidente 917.142 2.673.117 39,9 28,1
Orinoquia 61.081 1.592.408 2,7 16,7
Amazonia 39.786 983.663 1,7 10,3
Total nacional 2.299.840 9.519.369 100,00 100,00

Fuente: Ministerio de Agricultura - iica, Censo de Minifundio en Colombia, 1995.
Costa Atlántica: La Guajira, Magdalena, Cesar, Atlántico, Bolívar, Córdoba, Sucre.
Centro Oriente: Norte de Santander, Santander, Boyacá, Tolima, Cundinamarca, Huila.
Occidente: Antioquia, Chocó, Caldas, Quindío, Risaralda, Valle, Cauca y Nariño.

Si se define como microfundio los predios que tienen una extensión equi-
valente a media uaf o menos, se puede constatar que para los 20 departa-
mentos donde el minifundio tiene importancia, el 87,7% de los predios del 
minifundio son microfundios y cubren el 57,1% del área minifundista. Estos 
son de los campesinos más pobres del campo. Son 1.892.089 predios –inclui-
dos sitios de recreo y de vivienda– donde sus dueños no alcanzan a obtener 

6	 Los datos del minifundio incluyen predios de recreo, sitios de vivienda de pobladores y predios que no 
se usan en actividades agropecuarias. No existe una estimación de cuánto representan estos predios en 
el total y, por lo tanto, los datos deben tomarse con cuidado, especialmente en los tamaños inferiores.
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la mitad del ingreso de subsistencia, mientras que 270.469 predios se ubican 
entre media y una uaf como minifundio medio o inestable que tiende a bajar 
de escala en lugar de subir [Minagricultura-Iica, 1995].

8.6 Uso actual del suelo

En este tema se cuenta con datos puntuales agregados que esconden 
grandes diferencias regionales. El cuadro 6 señala claramente el conflicto en 
el uso del suelo en el país: tierras de usos agrícolas subutilizadas y una gana-
dería que utiliza más de las hectáreas potenciales para dicha actividad. En el 
caso forestal también hay subutilización, aunque en éste lo que esconden las 
cifras es un enorme proceso de destrucción de bosques para usar las tierras en 
ganadería extensiva especialmente; caso típico de las zonas de colonización 
de la Amazonia, Orinoquia, Magdalena Medio, entre las más notorias.

Colombia tiene una estructura productiva con un uso irracional del sue-
lo que se conjuga con su estructura predial inequitativa para constituir una 
estructura agraria trunca, ineficiente y fuente de permanentes conflictos. El 
país está sub-utilizando la tierra agrícola en sus tres cuartas partes, mientras 
sobreutiliza en ganadería más del 100% de los suelos.

Cuadro 6. Uso potencial y actual del suelo 1999

Actividad Uso potencial Uso actual
Agricultura 18.294.637 4.326.912
Pastos y malezas 15.319630 37.135.336
Forestal con posibilidad agropecuaria 11.208.275 n.d.
Forestal 67.093.209 40.729.063
Otros usos 2.259.800
Total 114.175.551 82.191.311

Fuente: igac.
n.d.: no disponible

El uso del suelo es diferenciado por regiones; según el dane [1995], en la 
Costa Atlántica es predominantemente ganadero (77,8%) y sólo se usa en la 
agricultura el 6,7% del suelo; en el Occidente los pastos cubren el 50% del área 
y la agricultura el 14%, el resto está en bosques; en Centro Oriente pesan más 
los pastos (62,4%) que la agricultura (12,2%) y en el piedemonte llanero los 
pastos cubren el 82,4% del suelo y sólo un 3,7% se destina a la agricultura. En 
los departamentos de la frontera es también notorio el peso de los pastos (tres 
cuartas partes) y la agricultura es marginal (3%).
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La irracionalidad de la estructura productiva y de tenencia de tierras se 
manifiesta también en el hecho de que la agricultura –que sólo usa el 24% de 
la tierra apta para esa actividad–, aporta el 63,4% del valor de la producción, 
mientras la ganadería bovina que sobreutiliza apreciablemente los suelos y 
deteriora los recursos naturales en una actividad más extensiva que intensi-
va, sólo aporta el 26,6% del valor de la producción.

Los datos de la muestra agropecuaria indican un predominio de la media-
na propiedad en el uso del suelo en todas las actividades. Una clasificación 
de la propiedad por rangos de tamaño de los psm (pedazos de segmento de 
muestreo), –tal como se presenta en el cuadro 7 para la pequeña, mediana y 
grande–, indica y confirma que la pequeña, con alguna sorpresa, está usando 
el suelo más en ganadería que en agricultura, aunque es la que más labora en 
agricultura en relación con los demás tamaños7. La mediana propiedad está 
más especializada en la ganadería y el manejo de bosques, en tanto que la 
gran propiedad usa marginalmente el suelo en agricultura y casi todo lo uti-
liza en ganadería. Obsérvese que tanto la pequeña propiedad como la grande 
tienen pocas áreas en bosque.

Cuadro 7. Uso del suelo según tamaños de pms, 1995

Usos Pequeña Mediana Grande
ha % ha % ha %

Uso agrícola 1.815.787 26,9 2.569.726 7,2 56.435 0,6
Pastos y malezas 3.925.773 58,0 23.289.467 65,1 8.303.323 89,2
Bosques 680.008 10,0 8.587.131 24,0 819.597 8,8
Improductivas 347.468 5,1 1.343.172 3,7 127.948 1,4
Total 6.769.036 100 35.789.496 100,0 9.307.303 100,0

Fuente: Elaborado con base en dane, Muestra Agropecuaria. Resultados 1995. 
Pequeña hasta 20 has, mediana entre 20 y 500 has y grande mayor de 500 ha.

La estructura de la propiedad y la tenencia de la tierra en Colombia ge-
nera por ello grandes conflictos sociales: dificultad de acceso a la propiedad 
por parte de pequeños y medianos propietarios, poca generación de empleo en 
una ganadería extensiva, expulsión de población hacia los centros urbanos, 
un mercado de tierras poco dinámico por la desigualdad en la tenencia, una 
escasa tributación predial por el poder político de los propietarios en los mu-

7	  La explicación de ello puede estar en la estrategia de cubrir o reducir los riesgos, y en el hecho de 
que los pequeños se van quedando sin mano de obra joven y la ganadería es una manera de adap-
tarse a esa circunstancia.
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nicipios, en especialmente de los ganaderos; y, por lo tanto, poca capacidad de 
los municipios para tener recursos propios que les permitan invertir y promo-
ver el desarrollo rural.

A lo anterior se agrega que la presión sobre la tierra se ha trasladado 
hacia las zonas de expansión de la frontera por la debilidad de la democra-
tización de la propiedad en el interior y el mal uso de la tierra. Ello tiene 
consecuencias nefastas para el medio ambiente en zonas de gran fragilidad 
ecológica, y para las familias que se ven envueltas en los conflictos generados 
alrededor de los cultivos ilícitos en esas áreas. En los últimos 15 años la fron-
tera agrícola ha sido colonizada por campesinos dedicados más al cultivo de 
la coca y la amapola (zonas altas del interior) con un grave daño ecológico, y 
son utilizados por los empresarios del narcotráfico.

8.7 Tenencia de la tierra y desplazamiento forzado

Como se reconoce en la literatura, el suelo tiene varios significados y 
constituye un bien de una gran complejidad. Significa economía e ingresos 
cuando se le utiliza adecuadamente y sus precios reflejan el potencial produc-
tivo. Significa también poder y dominio tanto social como político cuando se 
le usa para ejercer dominio sobre la mano de obra y para acceder a rentas ins-
titucionales y prebendas del Estado. Ello es claro en Estados en donde no ma-
nejan una tributación adecuada y permiten que las plusvalías de los esfuerzos 
hechas por la sociedad con inversiones, y reflejadas en la valorización, sean 
apropiadas por los dueños de la tierra sin retribuirle a la sociedad. Significa 
también un sistema y modo de vida, y tiene un valor cultural muy especial 
para los campesinos y comunidades indígenas. Por eso es un bien complejo y 
su apropiación se presta a disputas.

La tierra o el suelo, y su uso, son elementos estratégicos tanto para la 
producción y el sostenimiento de sistemas productivos como para garantizar 
la estabilidad de los asentamientos humanos y de sus ingresos, cuando los 
productores manejan productos con demandas dinámicas en el mercado o que 
configuran patrones de competitividad en encadenamientos productivos. Por 
lo tanto, el acceso a la propiedad y el uso de la tierra con fines productivos se 
constituyen en una estrategia no sólo de supervivencia, también de mejora-
miento de ingresos y nivel de vida de las familias rurales.

Por las razones anteriores, son preocupantes los conflictos en el uso del 
suelo, la violencia ejercida sobre la tierra y los productores que la utilizan 
para su sustento o para un negocio lícito, así como preocupa la expulsión 



La reforma rural, una deuda social y política

128

violenta de población para ganar, sean rentas institucionales o poder local, o 
ejercer dominio sobre un territorio por razones políticas, estratégicas o mili-
tares. Cuando ello se presenta existe una grave distorsión institucional sobre 
los derechos de propiedad, y un proceso de involución en los derechos de 
propiedad territorial y sus usos, al establecerse territorios de dominio al estilo 
feudal –ejércitos privados o por fuera del control del Estado que utilizan la 
fuerza para controlar un territorio–, en una sociedad de ambiente capitalista 
que se enmarca en un proceso de globalización y de lucha por la modernidad.

El control territorial tiene su manifestación más evidente en el desplaza-
miento forzado de los habitantes rurales, junto con el despojo de sus perte-
nencias, entre ellas la tierra. Este fenómeno, unido a la expulsión que de por 
sí genera una estructura agraria bimodal y rígida, conduce a una baja eficien-
cia social de los recursos, acentúa la pobreza, contribuye al crecimiento de 
las economías informales, genera inseguridad alimentaria familiar, afecta la 
formación y el desarrollo del capital social, desestructura relaciones sociales 
tejidas históricamente, produce tanto desconfianza como cuestionamientos al 
Estado y sus organismos, reproduce los factores de concentración y desigual-
dad en el campo, entre otros.

Todavía no se tiene una información sistemática que permita establecer 
de qué manera se está configurando la estructura agraria en las zonas y regio-
nes donde el desplazamiento forzado ha sido notorio o intenso. Los estudios 
recientes realizados por Wiliam Renán Rodríguez y José Nicolás Wild sobre 
los Montes de María indican allí un proceso de concentración de la propiedad 
y cómo la precariedad institucional y el bajo capital social no generan la con-
fianza para que los desplazados regresen, sólo se presenta un retorno silen-
cioso de tipo laboral y reducido.

Las tierras que quedan disponibles están entonces o abandonadas o son 
objeto de apropiación por otros, mediante diversos métodos. La estructura 
agraria se va modificando a favor de quienes tienen la capacidad de adquirir 
la tierra, así sea por medios ilícitos o por la violencia. Una masa importan-
te del campesinado, casi el 20%, en el caso de Montes de María, se ha visto 
obligada a abandonar su región y sitios de trabajo, no sólo los precios de la 
tierra han bajado, también se ha perdido un número importante de jornales 
[Rodríguez y Wild, 2002].

Estas son las consecuencias más inmediatas, pero existen otras que es 
necesario empezar a contabilizar como: la incidencia en los precios de los 
alimentos locales por la disminución que se presenta en la producción; los im-



Tenencia de tierras, problema agrario y conflicto

129

pactos sobre la seguridad alimentaria regional y familiar; las incidencias so-
bre la desnutrición en la población desplazada más vulnerable; el alejamiento 
que se produce de las familias de los sitios de trabajo, lo cual hace después 
más difícil volver a incorporarse a las labores productivas o volver a acceder 
a la tierra si ésta se ha vendido o se ha perdido si no tenía derechos de pro-
piedad bien claros; las relaciones entre violencia y desempleo, entre desalojo 
territorial y arraigo familiar o sentido de pertenencia, entre otros.

Para evitar la pérdida de la tierra por parte de las familias campesinas, me 
ha parecido importante la propuesta que hizo Jaime Forero en las mesas del 
Caguán de que se prohibiera que las notarías registraran transacciones sobre 
la tierras de los desplazados; es decir, congelar el mercado de las tierras de las 
localidades donde se producen los desplazamientos forzosos. Creo que esta 
es una buena idea para desarrollarla. Igualmente considero que es necesario 
establecer mecanismos de seguimiento sobre el terreno –acuerdos institucio-
nales públicos y privados– para ver qué sucede con esas tierras y dar alertas 
tempranas al gobierno para que no se produzca un despojo a los campesinos y 
medianos propietarios –deprivación de derechos sobre la propiedad–.

Lo que pase con la estructura de la propiedad y la estructura agraria 
dependerá mucho de las posibilidades ciertas de retorno de los desplazados 
a sus sitios de origen. Si ello no es posible, con seguridad la estructura de te-
nencia tenderá a concentrarse porque esa es la dinámica del desarrollo capita-
lista y de los sistemas productivos en una sociedad bimodal donde la equidad 
y la democracia no tienen espacios para reproducirse.

El papel del Estado y de lo público aparece así como privilegiado para re-
gular y controlar el acceso a la propiedad y evitar el despojo de activos produc-
tivos, al mismo tiempo que estimula encadenamientos productivos integrados 
en un territorio, como la mejor garantía de reconocimiento y legitimación de 
los derechos de propiedad y de gestación de convivencia [Echeverri, 2002]. Es 
decir, sistemas donde los diferentes productores, cualesquiera sea su tamaño 
y condición, puedan realizar acuerdos institucionales para integrarse en cade-
nas productivas y relaciones de mayor reciprocidad.
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9. La cuestión rural, un fantasma  
que nos persigue1

9.1 Marco de referencia del problema

Al iniciarse el siglo xxi Colombia no había resuelto su problema agrario, y 
éste seguía pesando de una manera significativa en el conflicto que afecta a la 
sociedad colombiana. El conflicto se estaba desplazando de las áreas rurales a 
las urbanas, y los habitantes urbanos estaban despertándose del sueño de que 
el conflicto era un asunto de los habitantes rurales en su lucha por conquistar 
reivindicaciones negadas sistemáticamente por los diferentes gobiernos.

El paisaje rural había cambiado: nuevos actores sociales participaban en 
el sector –paramilitares y narcotraficantes, la guerrilla ya existía desde los 
años sesenta–, la modernización productiva había avanzado en las zonas con 
mejores recursos productivos y más cercanos a los mercados; las economías 
campesinas también habían avanzado tanto en la modernización como en sus 
vinculaciones al mercado, y continuaban en su proceso de diferenciación con 
una mayor información, experiencia y aprendizaje en sus luchas reivindicati-
vas; la reforma agraria se había desvalorizado como proceso para garantizar 
el acceso a la propiedad; los mercados estaban más abiertos y los consumido-
res disfrutaban de precios más bajos y productos variados en calidad vía las 
importaciones; la destrucción de los recursos naturales se había acelerado; los 
cultivos ilícitos habían irrumpido con fuerza y generado nuevos conflictos de 
los pobladores con el Estado.

Se había conformado un sistema agroindustrial donde el poder no lo te-
nían los agricultores; las empresas transnacionales controlaban los núcleos 
más dinámicos de reproducción del capital en las cadenas agroindustriales; 

1	 Documento elaborado como material docente en la Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, 
abril de 2004.
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el campesinado no había alcanzado una organización nacional representativa 
mientras los gremios empresariales modernos se consolidaban; la debilidad 
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural se había agudizado; y el co-
mercio agrícola estaba regulado por normas internacionales que le restaban 
autonomía a la política agrícola interna. Los mercados estaban en un proceso 
creciente de diferenciación; había aumentado el porcentaje de ingresos extra-
prediales para los habitantes rurales, en tanto que los servicios ambientales 
empezaban a abrirse paso en el sector como alternativa de ingresos.

Los académicos a su vez, habían avanzado en identificar el problema agra-
rio como un problema cada vez más complejo, en la medida en que se le habían 
sumado factores como el narcotráfico y los cultivos ilícitos, y el control territo-
rial de los grupos guerrilleros y de los paramilitares, proceso en el cual el control 
de la tierra aparece como un instrumento significativo de un proyecto político. 
También se había sumado el desplazamiento forzado de pobladores rurales por 
la presión de los violentos en su intento de controlar territorios.

En el panorama internacional no sólo se habían sugerido nuevos concep-
tos para entender la problemática rural, como la agricultura ampliada [iica], la 
nueva ruralidad [Echeverri y Ribero, 2002], también estaban en boga nuevas 
corrientes de pensamiento como el institucionalismo y el neoinstitucionalis-
mo, que traían nuevos elementos interpretativos de la realidad relacionados 
directamente con las normas y reglas de juego establecidas por la sociedad, 
las cuales afectaban su desempeño económico y social.

Internamente el debate y el análisis sobre los factores estructurales del 
problema agrario habían pasado a un lugar secundario frente a las discusiones 
sobre la política macroeconómica y las metas de búsqueda de una estabilidad 
para el crecimiento; así como frente a las corrientes de la competitividad y el 
fortalecimiento de las cadenas productivas para competir en los mercados, sin 
importar las bases sobre las cuales se pretendía construir esa competitividad.

La academia colombiana se había volcado al análisis de los problemas 
macroeconómicos, del conflicto, de los desplazados, de los derechos humanos, 
del narcotráfico y de los procesos de integración regional, descuidando el aná-
lisis de los problemas rurales y sus perspectivas en una fase de posconflicto 
[Machado 2003]. Pero a su vez, la academia colombiana estaba alejada de las 
corrientes de pensamiento de los principales centros de investigación inter-
nacionales que estaban girando los análisis sectoriales hacia las teorías del 
desarrollo y combinando los análisis microeconómicos con los más generales 
y el comportamiento de los agentes socioeconómicos [López Enrique, 2003].
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Pese a esas fallas, en algunos sectores académicos se había avanzado en 
definir el problema agrario como un asunto de gran complejidad que abarca 
varias facetas: económica, social, política e institucional, en una red comple-
ja de relaciones y de conflictos; esta interpretación, sin embargo, no había 
trascendido a las esferas gubernamentales y políticas para el diseño de po-
líticas y estrategias tendientes a resolver el problema. Igualmente, se había 
avanzado en definir que la cuestión agraria no era sólo el tema de la tenencia 
de la tierra, y que ella abarcaba aspectos de las relaciones del sector con el 
sistema agroindustrial, financiero y comercial, y tenía un vínculo directo con 
el conflicto político y las políticas macroeconómicas [Machado, 1998 y 2002; 
Echeverri, 1998; Fajardo, 2002: Sánchez, 2002].

Igualmente, las trasformaciones estructurales en el funcionamiento de 
los mercados, el desarrollo de la tecnología y los medios de comunicación, 
estaban comandando los procesos de globalización y de apertura asimétrica 
de la economía, lo cual tenía incidencias muy fuertes en los procesos de desa-
rrollo de la agricultura colombiana. El esquema de políticas agrícolas en los 
países desarrollados mantenía los subsidios a la producción y las restriccio-
nes al acceso de esos mercados para los productos del trópico.

Los procesos de integración regional y los tratados de libre comercio co-
mandados por los Estados Unidos, en el caso de América Latina, mantenían una 
dinámica creciente y estaban conduciendo directamente a una mayor apertura 
de la economía colombiana, a la aplicación de los conceptos del libre comercio 
y la competitividad como los referentes de la producción y a la operación de los 
mercados. Colombia estaba atrapada en esa dinámica por factores políticos y 
económicos; se preparaba de manera débil y poco sistemática para enfrentar los 
efectos del libre comercio sobre la agricultura y sus sectores productivos.

Acercarse, entonces, a una consideración de la cuestión rural en Colombia 
más allá de una visión económica, requería el concurso de varias disciplinas 
para entenderla cabalmente y proponer soluciones apropiadas. Este artículo sólo 
pretende mostrar algunas de las facetas del problema agrario hoy –o la cuestión 
rural–, con la pretensión de recordar algunos elementos del problema, y puntua-
lizar aspectos que se consideran relevantes para su compresión y solución.

9.2 El problema de tierras

El problema agrario en Colombia se ha vinculado siempre con la estruc-
tura de la tenencia de la tierra, la cual se considera como la fuente principal 
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de las dificultades del sector para alcanzar un proceso de desarrollo estable y 
eficiente, liberado de conflictos y con una alta contribución a la construcción 
de democracia. Ello se ha fundamentado en la concentración de las mejores 
tierras en manos de unos pocos propietarios, en la proliferación del minifun-
dio y el microfundio que constituyen grandes cinturones de pobreza y miseria 
en el campo. El problema de tierras no es nuevo, constituye una constante 
histórica derivada desde el momento mismo de la Colonia y traspasa la Era 
Republicana hasta nuestros días. En ese transcurrir se han intentado tímidas 
soluciones que no han afectado el núcleo de la propiedad rural y el poder que 
ella confiere, en una sociedad en proceso de modernización que conserva as-
pectos de la premodernidad.

La imagen de que el problema gira alrededor de la tenencia de la tierra 
y las relaciones que ella genera se mantiene. Ahora se ha acrecentado con el 
control no sólo de las tierras de buena calidad, sino también de las de menor 
calidad que entran en el proceso de control territorial por razones políticas por 
parte de los grupos armados en disputa. En ese proceso no cuenta la produc-
ción sino con el ansia de poder político territorial sustentado en un proyecto 
político que supera la tradicional visión sobre la tenencia de la tierra.

El proceso de apropiación de tierras de buena y mala calidad con objetivos 
políticos y económicos –control de áreas estratégicas de recursos naturales, 
minerales, megaproyectos y control de corredores estratégicos para la guerra y 
el narcotráfico–, ha hecho que en muchas zonas del país se configuren relacio-
nes de tipo medieval, donde los señores de la guerra dominan territorios con 
base en súbditos que pagan tributos, unos, y cuidan las propiedades, otros, 
–basados en la fuerza de las armas–, y donde se hace un proceso selectivo de 
las personas que manejan las propiedades o pueden trabajar en ellas. En ese 
sentido se ha producido una involución tanto en las relaciones sociales y de 
la producción, como en las características de los derechos de propiedad y el 
uso de las tierras. Estas relaciones políticas y de fuerza se superponen a los 
procesos de modernización de la producción.

Es atípico y objeto de estudio que en la era de la globalización, de la 
apertura de los mercados y de un desarrollo tecnológico impresionante, en 
una fase superior del desarrollo del capitalismo –como lo es la estructuración 
de un sistema agroindustrial–, se presente esa involución. Ello ha conducido 
a que en muchas zonas de Colombia se haya reproducido una especie de dis-
tritos medievales interrelacionados alrededor de un conflicto político y social, 
donde el Estado no tiene gobernabilidad ni control del territorio.
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El análisis del tema de la tierra hoy, no puede entonces circunscribirse a 
la mera tenencia y los procesos de concentración de la propiedad. El uso de 
la tierra se convierte también en un elemento clave, así como las relaciones 
de poder y dominio territorial que genera, y las vinculaciones de la propiedad 
con el lavado de activos por parte de narcotraficantes, a su vez, ligados al 
conflicto. También cuentan los vínculos de la tierra con la política y con el, 
hoy denominado, terrorismo, ya que se le usa para cultivos ilícitos que son en 
parte una de las principales fuentes de recursos para la compra de armas para 
la guerra contra el Estado y la sociedad.

El mundo de la tierra en Colombia es un mundo enrarecido, incompren-
sible, difícil de asimilar y constituye un desafío para las ciencias sociales y 
la política; en la medida en que se impone un pensamiento oficial sobre el 
tema, a falta de un debate académico serio y sustentado, las soluciones van 
dejando intacto el problema mientras avanza y contamina otras esferas de 
la sociedad.

9.3 Concentración y conflicto de uso de las tierras

Según el estudio del igac-corpoica, la estructura de la propiedad rural en 
Colombia es del siguiente tenor:

Cuadro 8. Estructura de la propiedad rural. Porcentajes

Tamaño de predio (ha) Propietario Superficie predial
Menor de 3 57,3 1,7
De 3 a 100 39,7 22,5
De 100 a 500 2,6 14,6
Mayor de 500 0.4 61,2
Total 100.0 100,0

Fuente: Elaborado por Darío Fajardo (2002) con base en igac-corpoica (2002), Vol. 4, pág. 83.

Según el estudio del igac, existen 15.273 propietarios que poseen el 61,2% 
del área predial registrada equivalente a unas 47.147.680 hectáreas. Mientras 
que el 97% de los propietarios registrados en el Catastro, unos 3,5 millones de 
personas, poseen sólo el 24,2% del área predial equivalente a 18.646.473 hectá-
reas [Portafolio, 2004]. Esta concentración de la propiedad es causa de la pobre-
za, el desplazamiento forzado, el atraso del sector y el uso indebido de la tierra.

El proceso de concentración de la propiedad se frenó y se revirtió en los 
últimos 20 años, después de haber tomado un rumbo positivo con avances 
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en la democratización hacia mediados de los años ochenta al fortalecerse la 
mediana propiedad mientras se fragmentaba el latifundio tradicional por las 
fuerzas del mercado, las herencias y la política reformista. Ello sucedió por 
la compra de tierras realizada por narcotraficantes, la permanencia de facto-
res rentísticos vía las perspectivas de valorización y los bajos impuestos a la 
propiedad. En algunas regiones los factores del conflicto desvalorizaron la 
propiedad lo que facilitó precisamente esa concentración. A ello se agregan 
el debilitamiento de los programas reformistas unido a la poca intervención 
del Estado en la regulación de los procesos de acceso a la propiedad. Hoy la 
estructura agraria está tan concentrada como en los inicios de los sesenta del 
siglo xx.

La tendencia a la concentración de la propiedad juega con la desregu-
lación y el funcionamiento del mercado de tierras como política pública; así 
como con la desvalorización de la reforma agraria como proceso de garantía 
de acceso a la propiedad y, de ésta, como elemento necesario para el creci-
miento. Ello se fundamenta en el argumento de que la tierra ya no crea tanto 
valor como antes y son otros los factores que lo garantizan como la tecnolo-
gía, la información y el conocimiento [Balcázar, 2003], a lo cual se agregan 
los procesos de desplazamiento forzados donde se abre paso la expropiación 
violenta de las propiedades campesinas.

Es una lógica de acumulación de tierras con objetivos económicos y al 
tiempo políticos, que el Estado ha decidido dejar en funcionamiento, basta 
observar la permanente disminución de recursos públicos para intervenir la 
distribución de tierras y los enunciados de las políticas agrarias de los últimos 
gobiernos. La lógica señalada por Biswanger de que el mercado concentra la 
tierra por el poder político que otorga, pese a que la mediana y pequeña pro-
piedad son más eficientes, parece aplicarse claramente en Colombia [Biswan-
ger, et ál., 1993].

El conflicto en el uso del suelo se hace evidente al observar que la gana-
dería está utilizando unos 30 millones de hectáreas –sin contar cerca de 7 mi-
llones en rastrojos–, frente a un uso potencial de 19 millones según los datos 
de 1985, y de cerca de 15 millones en el 2002. Hay una sobreexplotación en 
ganadería, mientras en agricultura existe una subutilización pues esta activi-
dad no ocupa más de 4,5 millones de hectáreas.

Cerca de unos 37,4 millones de hectáreas de predios rurales se están uti-
lizando de manera equivocada, según el igac, por no corresponder su uso a su 
condición agroecológica. Unos 17,8 millones tienen conflictos de subutiliza-



La cuestión rural, un fantasma que nos persigue

137

ción –o sea el 15,7% de las tierras–, y 19,6 millones presentan conflictos de 
sobreutilización –el 17,25% de las áreas prediales–.

El mayor nivel de subutilización se presenta en la Zona Andina, el Caribe 
y la Orinoquia, mientras la mayor sobreutilización está en la Zona Andina, la 
Amazonia y el Caribe [León, 2002]. Este uso inadecuado se manifiesta en que 
el 35% del total de las tierras presentan algún grado de erosión [Portafolio, 
2004].

El mal uso del suelo provoca limitaciones en la oferta alimentaria: baja 
productividad y competitividad, poca utilización de la mano de obra, degra-
dación de los agrosistemas productivos, destrucción de recursos naturales y 
pobreza. Tan perversa es la concentración de la propiedad rural como lo es el 
mal uso que se hace de ella; tales aspectos constituyen parte significativa del 
problema agrario en Colombia, sin que las autoridades gubernamentales y la 
sociedad, en general hayan tomado conciencia sobre la gravedad de la situa-
ción, y en especial de lo que ella significa para la futura generación.

A lo anterior sería necesario agregar los efectos medioambientales pro-
ducidos con el uso indiscriminado de agroquímicos provenientes de la revo-
lución verde, la deforestación producida por una colonización caótica, los im-
pactos de la fumigación con glifosato de los cultivos ilícitos, la salinización y 
compactación del suelo, entre otros. El conjunto de esos elementos indica que 
el país está destruyendo de una manera inconcebible los recursos naturales y 
su biodiversidad, que son uno de sus patrimonios más valiosos para el futuro.

Ello refleja un estilo de manejo irresponsable de las políticas públicas y 
su visión cortoplacistas, con base en la atención a los intereses de los grupos 
y empresas que controlan los principales recursos naturales, especialmente 
la tierra. De nada sirve frente a esos intereses la existencia de una reglamen-
tación del uso de los recursos expresada en el Código Nacional de Recursos 
Naturales, uno de los mejor elaborados en el mundo, según los expertos, pero 
también uno de los peor utilizados.

El problema agrario no termina en los conflictos por el uso del suelo ni 
en los procesos de concentración de la propiedad y los múltiples conflictos 
sociales y políticos que genera. Tiene manifestaciones en los elevados índices 
de pobreza en el campo [dnp, pnud, 1999 y 2002], los desplazamientos forzados 
de la población, las dificultades de acceso al crédito para los pequeños y me-
dianos productores, la falta de reconocimiento social y político de los actores 
sociales del sector por parte del Estado [Salgado, 2002].
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Además, se manifiesta en la carencia de infraestructura adecuada para 
la producción en muchas zonas; la dificultad de acceso a bienes públicos 
esenciales por parte de poblaciones rurales; la insuficiencia de tecnologías 
y conocimientos disponibles para los sistemas agropecuarios tropicales; la 
proliferación de cultivos ilícitos por la falta de oportunidades de trabajo e 
ingreso para pobladores rurales en el interior de la frontera agropecuaria; 
la discriminación de género que hacen las políticas agrarias; las asimétricas 
relaciones de la agricultura en el sistema agroindustrial; la inoperancia de las 
entidades públicas que atienden al sector y la inadecuada organización de la 
sociedad rural, entre otros.

Cuadro 9. Pobreza e indigencia rural. Porcentajes

Concepto 1994 2000 Variación
Pobreza
Total 54,4 59,8 9,9
Urbana 47,8 51,0 7,7
Rural 67,4 82,6 22,5
Indigencia
Total 21,0 23,4 11,4
Urbana 12,7 15,8 24,4
Rural 39,6 43,4 9,5

Elaborado con base en dnp y pnud Informes sobre Desarrollo Humano.

Todo lo anterior conduce a señalar que el problema agrario en Colombia 
consiste, finalmente, en que el Estado y la sociedad no han considerado a la 
agricultura como un sector estratégico para su desarrollo; y por lo tanto, no 
han generado un modelo propio para su manejo, por lo que lo supeditan a 
modelos copiados de otros países e impuestos por las organizaciones interna-
cionales [Machado, 1998].

Por su parte, el comercio exterior del sector muestra tres características 
consolidadas en las últimas décadas:

•	 Una declinación estructural de la importancia de las exportaciones del sec-
tor, explicada, en parte por el descenso continuo del peso relativo de las 
exportaciones de café.

•	 Una creciente aunque tímida participación de exportaciones de bienes 
agroindustriales con mayor valor agregado.
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•	 La consolidación de las importaciones de alimentos y materias primas agro-
pecuarias para la industria, con un ascenso en el índice de dependencia 
alimentaria a partir de 1990 por el proceso de apertura económica.

El resultado de estas tendencias ha sido, en la última década, un de-
terioro e inestabilidad de la balanza comercial agropecuaria; el país no ha 
encontrado aún un camino definido de vinculación al comercio exterior y 
sigue dependiendo de las exportaciones tradicionales, pese a un número 
importante de nuevos productos participantes en esos mercados con valores 
aún pequeños.

9.4 El sistema agroindustrial un nuevo marco de 
referencia del problema agrario

Los conceptos tradicionales de la estructura agraria, de la constelación la-
tifundio minifundio que tanto utilizó Antonio García [1973 y 1982] para ana-
lizar el funcionamiento de los problemas rurales alrededor de la tenencia de 
la tierra, siguen siendo útiles para explicar muchos de los procesos actuales 
en el sector rural y los problemas que generan. Sin embargo, esos conceptos 
deben ponerse en el contexto de la conformación de un sistema agroindustrial 
consolidado en las tres últimas décadas, donde la agricultura resulta subordi-
nada a los poderes generados por fuera de ella y a las nuevas relaciones con 
los mercados internacionales.

Se ha conformado un sistema agroindustrial donde el núcleo dinámico 
es la agroindustria organizada en cadenas transformadoras y procesadoras 
de productos primarios. El sistema agroindustrial (sai) es la fase superior del 
desarrollo de la agricultura, en el cual la agroindustria es el elemento diná-
mico. En este sistema la agricultura está subordinada a la agroindustria, y 
el poder de los agricultores y terratenientes ha cedido frente al del capital 
agroindustrial, financiero y comercial [Machado, 2002]. Estos capitales están 
cada vez más dominados por el capital transnacional inserto en las cadenas 
más dinámicas del sistema; en particular, en los procesos industriales, en el 
desarrollo tecnológico, la información y la distribución de los productos; no 
se articula directamente al sector primario como antes, pues no es allí donde 
está el núcleo dinámico de la acumulación.

El sai en Colombia no es un sistema generalizado, pues no ha homogeni-
zado todos los procesos productivos; en él coexisten de manera subordinada 
las economías campesinas de pequeños productores que no siguen una lógi-
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ca de acumulación; coexisten estructuras agrarias tradicionales y estructuras 
agrarias en proceso de transición hacia sistemas capitalistas o de formas coo-
perativas.

Estas estructuras, que conservan los rasgos de las descritas por Anto-
nio García, se subordinan al capital agroindustrial y financiero y pierden 
poder en el sistema, así lo tengan tanto en los niveles locales y regiona-
les como en las instancias de lo político en el sector rural. Son estructu-
ras funcionales al capitalismo y persisten mientras cumplan funciones de 
acumulación, apropiación y control de los recursos naturales por parte del 
capital nacional e internacional, en el modelo de desarrollo excluyente y 
concentrador.

El sistema agroindustrial es la articulación de los diferentes sistemas 
y estructuras agrarias conformadas en el proceso histórico de crecimiento y 
desarrollo del país; el núcleo fundamental del sistema se ubica en el sector 
agroindustrial, financiero y comercial, desde donde ejerce un dominio sobre 
las relaciones de producción y los mercados de productos y factores.

El sai funciona con procesos de involución en la propiedad rural como 
se comentó; en otras palabras, con procesos de retroceso en las relaciones 
sociales que son transitorios mientras se consolidan estructuras de poder que 
le sirven al sistema en su conjunto. Muchas contradicciones surgen en estos 
sistemas, como esa de un acelerado proceso de modernización productiva, de 
globalización e integración en mercados más amplios, mientras en el sector 
rural las estructuras retroceden a sistemas feudales. Ello sólo es compresible 
si se tiene en mente la naturaleza de los procesos de acumulación y del mo-
delo que los sustenta.

Por ello es necesario profundizar más en la comprensión de la naturaleza 
del sistema agroindustrial y sus diversos procesos y articulaciones, para así 
superar los análisis sectoriales y las visiones sobre lo agrario. El concepto de 
nueva ruralidad [Echeverri y Ribero, 2002] le hace falta, precisamente, esa ar-
ticulación con el sistema agroindustrial, pues si bien busca valorizar lo rural 
no alcanza a articularlo con el resto del sistema.

Las cadenas más dinámicas y con mayor peso en el valor de la produc-
ción en este sistema se indican en el cuadro. Los sectores agropecuarios que 
constituyen la típica agroindustria en orden de importancia son: azúcar, avi-
cultura, flores, banano, pesca y palma africana. En azúcar, banano y pesca 
existe una alta concentración de la producción en pocas empresas.
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Cuadro 10. Cadenas agroindustriales. Valor bruto de la producción

Cadenas
Miles de pesos de 1999 Porcentajes 

1992/1994 1998/2000 1992-1994 1998-2000
Cereales para consumo 
humano 2.959.652.920 3.513.402.377 17,86 17,84

Algodón 2.486.736.822 2.650.615.034 15,01 13,46
Lácteos 1.265.810.182 2.067.818.693 7,64 10,50
Azúcar 1.428.420.863 1.752.225.764 8,62 8,90
Café 1.530.273.390 1.531.161.396 9,24 7,77
Bovinos 1.449.438.005 1.477.369.578 8,75 7,50
Oleaginosas, aceites, grasas 1.123.493.212 1.071.276.863 6,78 5,44
Caucho 1.147.796.284 1.049.383.563 6,93 5,33
Arroz 595.801.580 969.854.415 3,60 4,92
Cereales para avicultura y 
porcicultura 867.830.247 926.254.642 5,24 4,70

Avicultura y porcicultura 397.580.467 677.229.550 2,40 3,44
Hortofrutícola 364.395.938 636.375.747 2,20 3,23
Atún 151.196.091 336.326.525 0,91 1,71
Piscícola 151.196.091 336.326.525 0,91 1,71
Cacao 242.887.376 279.932.874 1,47 1,42
Tabaco 214.926.858 246.000.295 1,30 1,25
Papa 100.627.318 147.074.896 0,61 0,75
Panela 10.122.149 15.841.908 0,06 0,08
Aceites y grasas animales 6.709.125 12.230.057 0,04 0,06
Banano 0 784.765 0,00 0,00
Fique 73.835.803 0 0,45 0,00
Total 16.568.730.721 19.697.485.467 100,00 100,00

Elaborado con base en dane, Encuesta Anual Manufacturera y Observatorio de Agrocadenas, Ministe-
rio de Agricultura y Desarrollo Rural - iica.

Al igual que en el sector rural, en el sistema agroindustrial, particular-
mente en las cadenas de procesamiento industrial, se presentan fenómenos de 
concentración notorios como se observa en el cuadro.11. Ello se complementa 
con la concentración de la distribución mayorista de alimentos en las grandes 
ciudades alrededor de hipermercados como Carrefour, Ley, Éxito, Makro, Caru-
lla, todos ellos con capital extranjero y los cuales están definiendo el tipo de 
productos que deben ofertar los agricultores.
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Cuadro 11. Grados de concentración en la agroindustria 1987-2002

Grado de concentración 1987 2002
Oligopolios altamente 
concentrados

Pesca, tabaco, curtido de 
cueros.

Chocolates y confites; 
cerveza, madera, tabaco, 
papel-celulosa-cartón.

Oligopolios moderada-
mente concentrados

Conservas, panadería, azú-
car, chocolates, cerveza, 
curtido de pieles, aserrade-
ros, papel.

Banano, pesca, azúcar, 
exportación de café, pro-
ducción de café, lácteos, 
molinería de arroz, moli-
nería y productos de trigo, 
pastas, panadería y galletas, 
gaseosas, jugos y aguas; 
productos de caucho, pro-
ductos de papel y cartón, 
textiles, curtido de cueros.

Oligopolios levemente 
concentrados

Carnes, leche, aceites, mo-
linería, diversos, concentra-
dos para animales, vinos, 
textil.

Aceites y grasas, cárnicos, 
alimentos para animales, 
conservas muebles, con-
fecciones.

Atomismo Ninguno Avicultura, aceite de palma 
africana, flores.

Fuente: Elaborado con base en Absalón Machado, El Modelo de desarrollo agroindustrial en Colombia 
1950-1990, y Revista Dinero 5000 empresas, Núm.183 de 2003.

9.5 El tratamiento del Estado y la sociedad

El Estado colombiano ha tratado de una manera inconsecuente los pro-
blemas del sector, siguiendo la línea de no considerarlo como estratégico, sino, 
más bien como un sector problema. Las políticas aplicadas en los últimos cin-
cuenta años se han movido entre un modelo de sustitución de importaciones 
para pasar al modelo aperturista y a la desregulación a partir de los noventa. 
Ambos modelos han sido centralistas, excluyentes, concentradores, provee-
dores de privilegios para algunos sectores empresariales a través de diversos 
mecanismos; se han manejado con visiones coyunturales sin un horizonte de 
largo plazo, han estado supeditados a las políticas y exigencias de organismos 
internacionales.

El modelo proteccionista de sustitución de importaciones generó una cul-
tura de prebendas y rentista que aún hace presencia en algunos sectores; con-
centró la inversión pública en el desarrollo tecnológico y de infraestructura, 
para apoyar una agricultura basada en productos principalmente transitorios 
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no tropicales, con lo cual descuidó los cultivos permanentes tropicales donde 
existen mejores ventajas para competir. Centró el desarrollo del sector en el 
modelo modernizante que privilegió la agricultura empresarial y descuidó la 
producción campesina que tiene un peso significativo en la producción de 
alimentos [Forero, 2002].

El reconocimiento de las fallas del modelo tipificadas como de eficiencia, 
equidad y sostenibilidad [Balcázar, 2003] no debe conducir a desconocer que 
el modelo logró consolidar un sector productivo muy importante, desarrollar 
una clase empresarial rural, crear una infraestructura institucional muy fun-
cional al modelo, y que los productores se beneficiaran de la protección y 
los subsidios contenidos en las políticas de fomento. Pero por ser un modelo 
excluyente no garantizó la estabilidad social en las áreas rurales; además, 
las políticas macroeconómicas discriminatorias contra el sector no generaron 
condiciones para que la sociedad valorizara lo rural en su debida forma.

El modelo aperturista siguió privilegiando la agricultura comercial mo-
derna eficiente y competitiva, y excluyó las economías campesinas; debilitó 
las prestación de servicios productivos básicos; intentó privatizar la investiga-
ción sin éxito; mantuvo protecciones a sectores específicos como el azúcar, la 
leche, la palma africana; practicó un comercio administrado donde se usaron 
instrumentos proteccionistas de la política anterior; y concentró la política 
agrícola en las cadenas productivas más dinámicas. Al mismo tiempo, ha bus-
cado poner en funcionamiento el mercado de tierras, sin éxito por la multitud 
de fallas de mercado y de Estado no resueltas.

De otra parte, ha asumido una posición de combate a los cultivos ilícitos 
fundamentada en la fumigación y la interdicción, con lo cual los pobladores 
rurales vinculados por necesidad de supervivencia económica ante la falta 
de otras alternativas, se enfrentan al Estado en un conflicto donde hacen 
presencia las fuerzas de la insurgencia, los paramilitares y en narcotráfico, 
convirtiéndose en las víctimas del conflicto.

Ninguno de los dos modelos, y por lo tanto, las política aplicadas, han 
resuelto el problema rural y del sistema agroindustrial, lo han mantenido 
a sabiendas de los efectos perversos que contiene y de las limitaciones que 
genera para el crecimiento y el desarrollo. A ello se suma el conflicto de reco-
nocimiento de lo rural frente a lo urbano implícito en las políticas de inversión 
pública. Los indicadores de desempeño económico y social del sector rural 
muestran un proceso de crecimiento económico sin avances en la modernidad, 
con deterioro de las condiciones de empleo y de los ingresos, con altos índices 
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de pobreza, desarraigo familiar, frustraciones, violencias, judicializaciones, 
aumentos de las diferencias entre lo urbano y lo rural; baja capacidad com-
petitiva, aumento de la dependencia alimentaria y condiciones de exclusión 
notorias.

No puede ser más evidente el fracaso de los modelos aplicados hasta 
ahora en la economía colombiana y en el sector agropecuario y rural. Frente a 
ello el país no ha consensuado un modelo basado en un acuerdo político que 
le resuelva sus problemas estructurales. Ese es el reto que enfrenta hoy la so-
ciedad colombiana y al cual están llamados los académicos para hacer aportes 
significativos; lo cual requiere que público reconozca a la academia como un 
elemento valioso para el desarrollo.

9.6 Las perspectivas futuras

Un panorama tan complejo como el descrito requiere de un gran conoci-
miento y capacidades colectivas para buscar caminos alternativos que permi-
tan alcanzar objetivos profundos y de largo plazo. Los desafíos son enormes, 
y sólo una acción conjunta entre lo público y lo privado con una decisión y 
voluntad política podrán garantizar éxito en un propósito común.

Pese a las limitaciones que impone la complejidad del problema y su co-
nocimiento para proponer acciones para al futuro, que en el caso colombiano 
será de posconflicto y de reconstrucción de la sociedad, de la economía y las 
instituciones, pueden sugerirse algunos elementos para un proceso de bús-
queda de soluciones.

•	 Una estrategia de protección eficiente y de apoyo a los sectores agroindustriales básicos 
en la alimentación de los colombianos en el marco de los acuerdos comerciales en proceso. 
Colombia no debe ceder a la tentación de abrir totalmente su agricultu-
ra mientras no se disminuyan los subsidios que los países industrializados 
otorgan a sus agricultores y se permita el acceso libre a esos mercados. 
Si el país asume la decisión de realizar una apertura interna –realizar las 
reformas estructurales que requiere para su desarrollo– al mismo tiempo 
que se avanza en la apertura externa, tiene mayores probabilidades de no 
ser tan perdedor en el proceso. La apertura interna haría que los impactos 
negativos de la externa fueran menores, y se ganarían espacios de mayor 
importancia para el desarrollo político, social e institucional.

•	 Encontrar una fórmula para resolver definitivamente el problema de tierras en un proceso 
estratégico por fases, que tenga una duración limitada y relativamente corta. No deben 
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descartase opciones en un menú que incluya políticas de Estado, y acciones 
de las autoridades locales y regionales. La combinación de acciones de mer-
cado con proyectos redistributivos, con políticas de tributación modernas 
de la propiedad rural donde se proteja la pequeña, las opciones de alquiler 
de tierras a largo plazo para empresarios; las alianzas entre pequeños y me-
dianos propietarios y productores para explotar conjuntamente terrenos 
que no se fragmenten conservando los derechos de propiedad; los deses-
tímulos a la ganadería extensiva y los castigos al uso inadecuado del suelo; 
al igual que el reconocimiento de derechos de la comunidades indígenas 
y afrocolombianas, son entre otros, elementos de una estrategia de solu-
ción del problema de tierras. Ello sin descuidar la extinción de dominio de 
tierras adquiridas con capitales ilícitos y la devolución a los dueños de las 
tierras expropiadas por los actores del conflicto.

•	 Redimensionar y reconvertir económica, social e institucionalmente los sectores cafetero, 
ganadero y campesino. Como están hoy estructurados y funcionando estos tres 
sectores es difícil encontrar un equilibrio social y económico en el sector 
rural. Ello implica políticas de reubicación de poblaciones, diversificación 
productiva y de ingresos rurales; políticas de conservación de recursos na-
turales, de promoción de las organización social sin dirigismos estatales; 
revisión de la estructura institucional pública para atender estos sectores; 
políticas de incentivos para el cambio de actividad y mejoras en competiti-
vidad; inversión pública para desarrollos tecnológicos apropiados que con-
serven una mayor proporción de la mano de obra frente al uso de capital; 
la protección de derechos de propiedad; el reconocimiento político y social 
de las comunidades campesinas y la articulación simétrica de estos sectores 
a procesos agroindustriales.

•	 Políticas de educación intensas en los sectores rurales, tanto de educación universal como 
de formación técnica que les permita a los pobladores tener capacidad de elegir 
las opciones que necesitan para su desarrollo y competir con la mano de 
obra urbana.

•	 Delimitación de la frontera agropecuaria en términos del uso potencial de los recursos 
naturales; lo que Fajardo ha llamado reorganización de los espacios de la 
agricultura vía el ordenamiento territorial, que permita no sólo aplicar una 
política de tierras y de agricultura, sino también ordenar el uso y la ocupa-
ción de los espacios rurales para el logro de un bienestar de la población en 
términos de seguridad alimentaria y calidad de vida [Fajardo, 2002].

•	 Reconstrucción de la institucionalidad para el desarrollo rural que permita la aplicación 
efectiva de una reforma rural, más allá del problema de tierras. Esa institucionalidad 
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debe buscar nuevos mecanismos y conceptos para el desarrollo rural en las 
áreas de colonización y de cultivos ilícitos;. es decir, se propone una estra-
tegia institucional diferente para las zonas rurales del interior de la frontera 
agropecuaria, a la que debería aplicarse a las zonas de frontera y de los 
cultivos proscritos.

•	 Una estrategia de ordenamiento y reorientación del sistema agroindustrial y de todas 
las relaciones, tanto internas como externas que él genera, compatible con los anteriores 
elementos. Ello significa avanzar en la declaración del sistema agroindustrial 
y de lo rural como sistemas estratégicos para el desarrollo; y por lo tanto, la 
búsqueda y definición de un modelo de desarrollo agroindustrial más autó-
nomo que no sólo respete sino que también valore lo rural y se inscriba en 
el contexto de los agro ecosistemas tropicales y la biodiversidad.

•	 Finalmente, una política de emergencia para reconstruir el sector rural tan pronto como 
se termine el conflicto, lo que constituye una fase de transición hacia la estabili-
zación económica, social y política del sector.
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10. Flujo y reflujo de las líneas maestras  
de la política de tierras en Colombia:  

1960-20061

Introducción

En los últimos 45 años (1960-2005) el Estado ha intentado resolver el 
problema de tierras sin éxito. En lugar de avanzar se ha retrocedido: el proble-
ma de tierras se ha agravado, por ello la solución es cada vez más compleja y 
difícil por la multitud de actores que participan a lo que se suma la debilidad 
del Estado para tomar decisiones y actuar en favor de los excluidos. Ha exis-
tido la intención de los gobiernos, mas no decisión política para solucionar el 
problema agrario sin dejar de asumir los costos que implica para la sociedad 
colombiana y el Estado. 

La política de tierras iniciada en los años sesenta, con sus conocidos ante-
cedentes en la Ley 200 de 1936 y la Ley 100 de 1944, más la presencia de con-
flictos alrededor de la propiedad y los despojos ocurridos durante el período de 
la Violencia acentuados a partir de 1948, ha pasado por diversos momentos, 
en un flujo y reflujo que aún no termina. La ley de desarrollo rural actualmen-
te en discusión es la muestra más fehaciente de la incapacidad del Estado y de 
la sociedad para asumir la decisión política de resolver de manera adecuada el 
problema de tierras, el cual está en el centro del conflicto colombiano.

La política ha pasado de la redistribución de tierras con alta intervención 
directa del Estado –la Ley 135 de 1961 hasta la Ley 30 de 1988–, a una polí-
tica de mercado de tierras; y, más recientemente, a una intervención estatal 
para restituir las tierras de que han sido despojadas las víctimas del conflicto, 

1	 Ponencia presentada el 25 de abril de 2006 en la Cátedra Jorge Eliécer Gaitán 2007, Bogotá, Uni-
versidad Nacional de Colombia. La ponencia original fue adicionada posteriormente con otros 
aspectos y detalles que completan el cuadro de las políticas.
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usando preferentemente el instrumento de la extinción judicial del dominio de 
los predios rurales por causa tanto del narcotráfico como del enriquecimiento 
ilícito. Antes, la discusión se centró en la redistribución de las tierras de los 
terratenientes que no las usaban en la producción y no cumplían el objeto 
social establecido por la Constitución desde 1936. Hoy, la política busca la 
recuperación y restitución de los bienes de que han sido despojados de mane-
ra violenta e ilegal los campesinos, pequeños y medianos propietarios, para 
devolverlos a sus legítimos dueños, combinadas con la entrega de tierras que 
adquiera el incoder, –sea por compra o extinción de dominio–, condicionada a 
la presentación de proyectos productivos de carácter empresarial.

La evolución de esa política está marcada por: (1) los cambios en las 
políticas macroeconómicas y en las concepciones sobre el papel del Estado y 
su intervención en la economía; (2) la visión del problema agrario dentro del 
Estado; y, (3) los cambios en el contexto nacional e internacional –evolución 
del conflicto, los mercados y las políticas internacionales–.

Es pretencioso tratar de hacer una síntesis de tales procesos, pues ello 
obliga a un ejercicio interdisciplinario. Aquí se presenta una mirada más eco-
nómica que política, social y cultural, con el fin de tratar de enunciar algunos 
elementos que permitan abordar la política de tierras en una perspectiva más 
económica e histórica.

En esa mirada siempre será necesario referirse a las relaciones existentes 
entre el problema de tierras y los conflictos en el sector rural. Este tema se 
origina en la llegada de los españoles a nuestro continente, y ha sido bos-
quejado por ilustres historiadores tanto colombianos como extranjeros. La 
relación conflicto-tierra requiere contextualizarse y actualizarse a la luz de 
los procesos desarrollado en los últimos cincuenta años. No es la intención 
de estas notas introducirse en ese proceso, sino señalar que las políticas de 
tierras se mueven en ese contexto y pueden, por omisión o inclusión, acentuar 
o atenuar esos conflictos.

La hipótesis central derivada de la revisión de las políticas públicas es: el 
Estado tiene varios grados de responsabilidad sobre el desarrollo del conflicto 
en el sector rural, por el tipo de políticas aplicadas, los procedimientos utili-
zados, la falta de una institucionalidad apropiada para atender las demandas 
de los actores sociales, y la orientación de las políticas hacia la salvaguardia 
de intereses de grupos particulares en relación con los de la colectividad. Esta 
hipótesis requiere de un amplio proceso de investigación; aquí sólo se presen-
tan algunos elementos básicos de la política de tierras que sugieren aspectos 
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tendientes a vincular dichas políticas con los conflictos que surgen alrededor 
de las tierras en el sector rural, en la medida en que ellas no tocan los aspec-
tos fundamentales causantes de los conflictos, pero sí mantienen irresoluto el 
problema agrario.

Aquí no se hace referencia de otras hipótesis derivadas o complementa-
rias de la planteada, ni las que relacionan la acción del Estado o de lo público 
con las elites tanto locales como regionales, las relaciones del poder militar 
con el poder de los terratenientes; las relaciones de los conflictos alrededor 
de la tierra con el control territorial de los señores de la guerra y de grandes 
proyectos empresariales, entre otras2 situaciones. Este documento tampoco se 
refiere a los impactos y efectos de la política de tierras sobre el sector rural, 
aspecto constitutivo de las hipótesis señaladas.

10.1 La frustración del intento redistributivo: de la Ley 
135 de 1961 al Pacto de Chicoral

La reforma agraria prevista en la Ley 135 de 1961, que dio origen a la 
creación del incora, fue resultado de un proceso de negociación entre las elites 
liberales y conservadoras para recuperar el control del movimiento campe-
sino que se había salido de las manos de los partidos tradicionales durante 
la conocida época de la Violencia partidista. Pero fue también la respuesta 
de los primeros gobiernos del Frente Nacional a las exigencias de la Alianza 
para el Progreso de Estados Unidos para otorgar más crédito y recursos para 
el desarrollo colombiano. También, como es conocido, obedeció al intento de 
salirle al paso a las corrientes revolucionarias que irrumpían desde Cuba en 
la era de la Guerra Fría, los cuales tenían como antecedentes las demandas de 
los campesinos integrados en las guerrillas liberales de mediados de los años 
cincuenta.

La reforma agraria de los sesenta tenía sustentos económicos, políticos y 
sociales, sin que pueda delimitarse claramente cuál de ellos tenía mayor peso 
en la decisión de avanzar en una reforma agraria. Los académicos de la época 
eran claros en anotar que la reforma agraria era un proceso de carácter político 
que buscaba transformar la estructura agraria; y, por lo tanto, las relaciones 
de poder en el campo. Ello tenía tanto impactos económicos en la producción, 
como sociales en la organización y participación de los campesinos, pobres y 

2	 Algunas de estas hipótesis son sugeridas por Fajardo, D. (2001/2) La tierra y el poder político; la 
reforma agraria y la reforma rural en Colombia. En Land Settelment and Cooperatives, Roma, Italia: fao.
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desposeídos rurales. No todos los líderes del Frente Nacional estaban conven-
cidos de la necesidad de una reforma agraria, pues los más conservadores se 
prevenían frente al posible desconocimiento del derecho de propiedad, suceso 
que nunca se dio, pues el diseño de la reforma fue muy cuidadoso en preservar 
esos derechos consagrados en la Constitución.

La reforma iniciada en los años sesenta se basaba en la función social de 
la propiedad establecida en la reforma constitucional de 1936, que constitu-
yó el pilar de la intervención estatal para expropiar o comprar tierras que no 
cumplían con ese mandato. Por ello, preservó claramente la figura de extin-
ción del dominio a favor de la Nación sobre los predios rurales en los cuales 
se dejare de ejercer posesión durante 10 años continuos, entendiéndose esa 
posesión como la explotación económica del suelo por medio de hechos posi-
tivos propios de dueño (artículos 1 y 6 de la Ley 200 de 1936).

Esta figura fue cambiada en la Ley 100 de 1944 cuando se amplió ese 
plazo a 15 años para aquellos predios donde se comprobare que celebraban, 
antes del 1 de enero de 1947, contratos de aparcería que cubrieran, por lo me-
nos, la tercera parte de la extensión inculta del respectivo predio. La Ley 135 
de 1961 sigue la regla general establecida en la Ley 200 de 1936.

La otra figura importante fue la prescripción adquisitiva del dominio en 
favor de quien, creyendo de buena fe que se trata de tierras baldías, posea y 
explote durante cinco años continuos, terrenos de propiedad privada no explo-
tados por su dueño en la época de ocupación ni comprendidos dentro de las 
reservas de la explotación (artículo 12, Ley 200 de 1936). La Ley 135 de 1961 
no preservó esta figura de prescripción agraria, pues no se refiere a ella en su 
articulado original.

En la ley se fijó un orden de afectación de los predios por el incora que 
buscaba proteger las tierras adecuadamente explotadas. Por ello el orden de 
afectación fue: (1) las tierras incultas, (2) las inadecuadamente explotadas, 
(3) los predios explotados por sistemas de arrendatarios y aparceros y (4) las 
adecuadamente explotadas. La reglamentación dejó al arbitrio de los funcio-
narios la calificación del grado de explotación de los predios, lo que originó 
conflictos con los propietarios e hizo difícil, lento y tortuoso el proceso de 
afectación. Más fácil fue la continuación de la política de adjudicación de bal-
díos con el límite de 450 hectáreas, aunque con algunas excepciones.

La reforma agraria acordada en 1961 se dio en un esquema de inter-
vencionismo estatal cuando estaba iniciándose en forma la construcción 
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de una política pública para la modernización del sector agropecuario, ca-
racterizada aún por relaciones de producción atrasadas donde la tecnolo-
gía apenas empezaba a incursionar. Por ello, la reforma agraria buscaba la 
integralidad de las acciones del Estado para suplir las necesidades de la 
modernización.

Dentro de ese movimiento modernizador, la reforma mantuvo la idea de 
conservar y fortalecer las economías campesinas –o unidades familiares sin 
capacidad de acumulación–, al repartir las tierras en unidades agrícolas fami-
liares que sólo tenían capacidad para subsistir y pagar los créditos otorgados 
por el Estado. La tierra no se entregó de manera gratuita sino con un crédito 
subsidiado, excepto en el caso de la titulación a los colonos, a quienes se les 
reconocía el derecho a la propiedad de la tierra que venían explotando; para 
estos, el gasto consistía en los costos de transacción en que incurrían para 
obtener los títulos.

La reforma, hasta el Pacto de Chicoral, fue financiada en buena parte por 
los propietarios mediante bonos agrarios entregados por el Estado a 25 años, 
con unos intereses por debajo de las tasas del mercado más una financiación 
a bajo costo de las tierras entregadas a los campesinos. El traslado de recur-
sos del resto de la sociedad vía presupuesto público era menor; por ello, este 
momento de la reforma se diferencia de los posteriores, cuando son más los 
sectores urbanos, o los mismos campesinos, quienes asumen buena parte de 
la financiación de las tierras que el Estado compra o expropia con indemniza-
ción a los terratenientes.

La reforma se inició con una institucionalidad sectorial precaria que fue 
ampliándose en los 20 años siguientes, hasta hacer crisis en los años ochenta, 
con reestructuraciones no muy exitosas en los noventa y principios del siglo 
xxi. El Ministerio de Agricultura todavía no se había configurado definitiva-
mente, la proliferación de entidades desarticuladas del control ministerial era 
notoria, los gremios estaban en proceso de formación –excepto el de los cafe-
teros y la sac–, dentro de un criterio corporativista. Las entidades prestadoras 
de servicios eran precarias en materia tecnológica, de crédito y desarrollo de 
la comercialización e infraestructura comercial3.

No existía un criterio de planeación ni visiones de largo plazo sobre los 
problemas del sector rural. Sólo con la reforma administrativa que impulsó 

3	  Machado, A. (2000). Cambios organizacionales en el sector público agropecuario: el caso del Ministerio de Agri-
cultura. , Bogotá, d.c.: cega - Documentos de Trabajo
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Carlos Lleras Restrepo en 1968, el sector adquirió una estructura más orgá-
nica y con una mayor capacidad de respuesta a las demandas del sector. El 
incora apenas iniciaba su proceso de aprendizaje sobre cómo manejar tanto 
una reforma agraria integral como el desarrollo de instrumentos técnicos, ju-
rídicos y procedimentales para cumplir con su cometido.

Esta reforma se inició sin el apoyo de una organización campesina de 
corte nacional que representara los intereses del campesinado; si bien exis-
tían algunas organizaciones campesinas, ellas no representaban todos los 
intereses del campesinado. Organizaciones auténticamente campesinas, 
surgidas de luchas por la tierra y que reclamaban con fuerza la reforma 
agraria, no eran reconocidas por el Estado, pues se les consideraba subver-
sivas, como en el caso del movimiento campesino originado en la guerrillas 
liberales de los años cincuenta, que se expresó claramente en el manifiesto 
campesino de Marquetalia4, convertido en el programa agrario de las farc 
en 1964. Lleras Restrepo se apresuró a suplir en 1967 el vacío de apoyo 
campesino organizado, impulsando y promoviendo –desde el Ministerio de 
Agricultura–, la creación de la anuc, para blindar la reforma de los ataques 
de sus opositores.

Hasta 1972, la reforma avanzó en medio de dificultades técnicas, opera-
tivas, procedimentales, y con una orquestada oposición. Lleras Restrepo, al 
frente del proceso, tenía el firme convencimiento de que la redistribución de 
la propiedad era fundamental no sólo para el sector, también para el desa-
rrollo nacional, para el avance de la democracia, la atención de la pobreza y, 
como una talanquera a los ímpetus revolucionarios que recorrían a América 
Latina, expresados internamente en el surgimiento de movimientos arma-
dos de carácter subversivo con reivindicaciones claras sobre el acceso a la 
propiedad de la tierra por parte de quienes no la poseían pero la trabajaban. 
Este convencimiento de Lleras hizo que la reforma funcionara, aunque den-
tro del criterio de reforma marginal según la clasificación hecha por Antonio 
García5.

La Ley 1 de 1968, –impulsada por el gobierno de Lleras–, está en el 
intermedio de este proceso. Esta ley buscaba terminar con los sistemas de 

4	 Voz Proletaria. Programa agrario lanzan los guerrilleros de Marquetalia, Bogotá, 6 de agosto de 1964. Este 
manifiesto había sido lanzado el 20 de julio de 1964.

5	 García Nobsa, A. (1969). Dinámica de las reformas agrarias en América Latina, Santiago de Chile, Edi-
torial icira. (1970). Reforma agraria y dominación social en América Latina. Lima, Perú: Instituto de 
Estudios Peruanos. (1967) Reforma agraria y economía empresarial en América Latina. Santiago de Chile: 
Editorial Universitaria.
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explotación basados en el arrendamiento y aparcería; por medio de ello se 
determinó que estaban sujetos al proceso de expropiación los predios que se 
explotaran bajo esas modalidades a partir de diciembre de 1961, con el fin 
de entregarlas a los arrendatarios y aparceros. Ello generó una expulsión de 
arrendatarios y aparceros por parte de los propietarios, para evitar que se 
apropiaran las tierras utilizando las normas previstas por la ley. Este pro-
ceso de expulsión y desplazamiento se unió con el que tradicionalmente se 
ejercía por medio de la violencia terrateniente.

La misma ley también estableció la promoción y apoyo a las organi-
zaciones en el sector rural, triplicó los recursos públicos para la reforma 
agraria, determinó que el incora constituyera reservas indígenas –tierras en-
tregadas a título de usufructo, sin propiedad plena–, y abrió la opción de que 
se realizaran contratos entre el incora y empresarios agropecuarios, sobre 
explotación de tierras para aumentar la producción, en cuyo caso no podrían 
ser expropiadas. La Ley 1 de 1968 no introdujo cambios sustanciales en las 
normas de la Ley 135 de 1961; más bien, conservó y reforzó la continuidad 
del proceso reformista.

10.2 Freno al ímpetu reformista: el Acuerdo de Chicoral y 
la Ley 4 de 1973

Tanto las evaluaciones realizadas por expertos de la fao y el iica en 1970, 
como el informe del Comité Evaluador de la Reforma Agraria de 1971, ano-
taron las diferentes dificultades que presentaba el proceso6.

El Comité Evaluador anotó: 

En parte por las disposiciones mismas de la ley, tales como las de los artículos 
3 y 55 de la Ley 135 de 1961; y, en parte, por la mentalidad general vigentes 
hasta hace poco tiempo en el país, la Reforma Agraria se orientó inicialmente 
con el criterio principal de fomentar la producción y la productividad, antes que 
la redistribución del ingreso y el desarrollo social en beneficio del campesino. A 
esta etapa que podría llamarse desarrollista de la Reforma Agraria Colom-
biana, corresponde el énfasis exagerado puesto en los distritos de riego y demás 
obras de desarrollo físico y tecnológico y su relativo desentendimiento de la parte 
social propiamente dicha del progreso [...]. Esa relativa descoordinación de fac-
tores distintos pero complementarios de la política de cambio social y económico 

6	 Fao-iica. (1970, 31 de octubre). Anotaciones preliminares para el análisis del estado de la reforma 
agraria en Colombia. Bogotá, d.e. Ministerio de Agricultura. (1971, enero). Informe del Comité 
Evaluador de la reforma agraria. Bogotá, d.e..



La reforma rural, una deuda social y política

156

que se intentaba aplicar, explica que las inversiones no hayan dado en todos los 
casos el rendimiento esperado por la comunidad, que los programas se retrasen, 
que los costos hayan aumentado más allá de lo previsto. No se justifica rea-
lizar inversiones de alto costo para crear una infraestructura o una tecnología 
sin atacar, a la vez, los demás factores sociales determinantes del atraso [...]7 
[Informe del Comité Evaluador Pág. 77].

Estas evaluaciones, junto con la radicalización del movimiento campe-
sino que se comprometió en la invasión de haciendas, cuyos miembros des-
esperados por la lentitud y la poca efectividad de la reforma, dieron así más 
argumentos a los opositores de la reforma para plantear la necesidad de un 
cambio de rumbo. Éste se plasma en el conocido acuerdo de Chicoral donde 
las elites deciden parar el proceso reformista poniéndole limitantes jurídicos 
y procedimentales. Tal proceso se da cuando Lleras Restrepo termina su man-
dato y asume la presidencia de la República el representante del partido con-
servador, Misael Pastrana Borrero.

Las invasiones de predios en el período 1970-1972 corresponden a la eta-
pa de radicalización de la Anuc (1970-1974) debida a cuatro factores:

•	 El deterioro de las condiciones económicas y sociales del campesinado, por 
la acelerada penetración del capital en el agro en los años sesenta, unido al 
desalojo de arrendatarios y aparceros causado por la Ley 1 de 1968.

•	 El cambio de gobierno de Lleras a Pastrana debilitó el poder y control del 
Estado sobre la organización campesina, por ello se rompieron los vínculos 
gobierno-usuarios de la reforma agraria.

•	 Los esfuerzos de la administración Pastrana por establecer un dominio de 
la Anuc.

•	 La intención de la política agraria de Pastrana, concretada en Chicoral, exas-
peró a los campesinos8.

La anuc, reunida en la Villa del Rosario de Cúcuta el 5 de julio de 1971, ex-
pidió la plataforma ideológica del movimiento campesino, y dos meses después 
presentó el Primer Mandato Campesino, con el lema Tierra sin patronos, donde 
era claro el enfrentamiento con la política gubernamental9. Pero también, a par-
tir de ese momento el movimiento campesino se dividió y se fragmentó –anuc 

7	 Informe del Comité Evaluador, op. cit, pag. 77.
8	 Bruce, M. y Botero Zea, F. (1978, enero-abril) Organizaciones contemporáneas en Colombia: Un 

estudio de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (anuc). Revista Estudios Rurales Latinoa-
mericanos,1.

9	 Revista Ideología y Sociedad, 6, julio de 1972. Bogotá, d.e.
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Sincelejo y anuc oficial– por pugnas ideológicas y políticas, y quedaron así sin 
apoyo los intentos reformistas10.

En este período gubernamental se introdujo el Plan de las Cuatro Estra-
tegias asesorado por Lauchlin Currie –que había sido el director de la Misión 
del Banco Mundial que produjo el interesante informe sobre el desarrollo de 
Colombia en 1950–, quien después polemizó con Lleras Restrepo sobre las 
soluciones al problema agrario con la famosa Operación Colombia, una pro-
puesta que era contraria a la reforma agraria. Lleras le ganó el debate en el 
terreno político, pero Currie lo ganó posteriormente en el terreno de la política 
económica con la estrategia de fundamentar el aumento de la productividad 
y de las exportaciones agropecuarias en un proceso de despoblamiento del 
sector rural, ocupando a los migrantes en el sector de la construcción en las 
ciudades, lo cual daría origen al sistema upac.

El nuevo Ministro de Agricultura, Hernán Jaramillo Ocampo, era partidario 
de la reforma agraria, pero quería una mejor administración del proceso, y que 
el incora no se comprometiera en nuevos frentes de trabajo hasta no lograr un 
funcionamiento perfecto de los existentes; es decir, congelarla. Indicaba que la 
preocupación del gobierno sería solucionar los problemas de los campesinos 
que ya habían recibido tierras del incora; con lo cual era clara la intención de no 
hacer más reforma agraria11.

El Ministro presentó en agosto de 1971 un proyecto de ley modificatorio 
de las leyes 200 de 1936, 135 de 1961 y 1 de 1968; y en octubre otro proyec-
to sobre capitalización del sector agropecuario. Ambos se convirtieron en las 
Leyes 4 y 5 de 1973, después de la negociación política en Chicoral realizada 
en enero de 1972. Estas normas se complementaron con la Ley 6 de 1975 que 
intentó regular de nuevo los contratos de aparcería y compañías, con un énfasis 
empresarial, con lo cual cambiaban las normas de la Ley 1 de 1968 que trató de 
acabar con estas formas de explotación de la mano de obra rural.

Con el Plan de las Cuatro Estrategias y las leyes señaladas, el proceso 
reformista sufrió un duro golpe, cambió la visión gubernamental sobre el pro-
blema agrario y se concretó el desmonte de la reforma agraria. La Ley 4 de 

10	 La trayectoria de los usuarios campesinos y de la anuc están ilustradas en: (1) Zamosc, L. (1980). 
Los usuarios campesinos y las luchas por la tierra en los años setenta. Bogotá, d.e.: cinep. (2) Rivera, S. (1982). 
Política e ideología en el movimiento campesino colombiano. El caso de la anuc. Bogotá, d.e.: cinep,; (3) Esco-
bar, C. (1982) Trayectoria de la anuc. Bogotá, d.e.: cinep.

11	 Declaraciones del Ministro Hernán Jaramillo Ocampo en la Revista Nacional de Agricultura.782, sep-
tiembre de 1971, pág. 4. Bogotá, d.e.
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1973 puede considerarse la primera inflexión seria de la reforma agraria. Y 
no sería la única inflexión; la segunda –y más definitiva– se daría con la Ley 
160 de 1994 que impulsó el funcionamiento del mercado de tierras, que se 
complementa con el actual proyecto de ley de desarrollo rural. La Ley 4 de 
1973 introdujo nuevos criterios para definir si una propiedad estaba adecuada 
o inadecuadamente explotada, especialmente en cuanto a los niveles mínimos 
de productividad y al cumplimiento de obligaciones laborales. Ello hacía más 
difícil afectar predios adecuadamente explotados, y se constituía en un proce-
so engorroso que frenaba la expropiación de tierras para la reforma agraria.

La política agraria seguía orientándose a favor del desarrollo capitalista 
en el campo. El problema agrario no había cambiado, pues las acciones del 
incora no habían logrado modificar la estructura de la propiedad, y sus grandes 
inversiones se habían dirigido a la construcción de infraestructura física, inver-
siones en colonización dirigida y el complemento de la titulación de baldíos. El 
descontento y la desconfianza no sólo de los gremios, también de algunas frac-
ciones bipartidistas sobre el proceso reformista eran notorios en 1970 y 1971, 
cuando el nuevo modelo de desarrollo basado más en las exportaciones, exigía 
una garantía a la propiedad rural para acelerar la inversión privada.

En Chicoral se reunió la burguesía agraria, la burguesía terrateniente, ele-
mentos de la burguesía financiera e importantes ideólogos del conservatismo 
y liberalismo. Fue notoria la ausencia de los líderes reformistas, tanto del par-
tido liberal como del conservador y, por supuesto, de los campesinos. El poder 
político que representaba cada uno de estos actores puso freno al reformismo. 
La burguesía y los terratenientes entroncados en el Gobierno y el Congreso, 
decidieron cambiarle el rumbo a la reforma agraria postergando una solución 
que el país requería. No participaron directamente los gremios de la producción 
agropecuaria, pero entre los políticos había personas que interpretaban muy 
bien el sentir de empresarios y terratenientes sobre el reformismo agrario.

La Ley 4 tiene otras modificaciones que merecen mencionarse, algunas 
de ellas con la intención de introducir aspectos sociales a la reforma, que en 
la práctica nunca operaron. De un lado redujo a tres años la extinción de do-
minio de tierras incultas –antes era de diez años–, restringió los derechos de 
exclusión sólo para predios adecuadamente explotados con las excepciones 
existentes para los inadecuados; amplió el plazo para el pago de predios in-
adecuadamente explotados; creó un Fondo de Adquisiciones y Bienestar Social 
Campesino para pagar tierras adecuadamente explotadas y el Fondo de Bien-
estar Veredal –ninguno de los dos funcionó ante la parálisis de la reforma–; 
dio autorización para expedir estatuto de las empresas comunitarias, creó el 
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Consejo Asesor de la Política Agropecuaria –tampoco funcionó–; y estableció 
una renta presuntiva del 10% del valor del terreno y del 4% para los predios 
dedicados a cría de ganado, la producción de leche o ambas actividades.

Posteriormente, el Gobierno de López Michelsen inició en forma abierta el 
desarrollismo como política económica adaptable al modelo de desarrollo que 
pretendía convertir a Colombia en el Japón de Suramérica. A López le tocó apa-
gar la llama reformista que aún titilaba en manos algunos legisladores y polí-
ticos; cuando ya el país económico y político había echado al cesto del olvido el 
reformismo como política, en ese momento la discusión giraba en torno a la ren-
ta presuntiva modificada a raíz de la emergencia económica decretada en 1977.

En el gobierno de Turbay Ayala no se volvió a mencionar el tema de la 
reforma agraria; la discusión empezó a inclinarse hacia los cultivos ilícitos, la 
desordenada colonización y el fortalecimiento de grupos armados al margen 
de la ley en esas zonas. La política se centró en la colonización y la adjudi-
cación de baldíos nacionales, actuando en la periferia de la frontera agrope-
cuaria, en lugar de afectar la estructura interna de la frontera. Se mantuvo 
el programa pan-dri que trataba de incorporar al mercado a los campesinos 
productores de alimentos, con el fin de aumentar su productividad.

10.3 La congelación del proceso reformista: 1974-1988

El período que va del Acuerdo de Chicoral a la expedición de la Ley 30 de 
1998 es de inactividad de la reforma agraria; el proceso decayó completamente, 
y sólo la política de negociación de paz del gobierno de Belisario Betancur volvió 
a reactivar acciones de redistribución de manera limitada en zonas de conflicto, 
como parte de su propuesta de atacar las causas objetivas del conflicto. Esta 
política se desarrolla con la creación del Plan Nacional de Rehabilitación, (pnr), 
que luego sería reforzado por el gobierno de Barco a partir de 1986, junto con el 
programa dri, que se convierte en Fondo de Cofinanciación en 1987.

Mientras tanto, las empresas comunitarias, que habían surgido con gran 
dinamismo en los comienzos de los años setenta, se fueron apagando hasta 
declinar casi completamente a mediados de los ochenta. Esa forma de orga-
nización era ajena a las tradiciones campesinas y no pudo sostenerse por 
razones económicas, culturales y administrativas.

En los años ochenta se configuran dos períodos relativos a la interven-
ción del Estado en la estructura de la propiedad. El primero va desde 1982 
hasta 1988 cuando se introdujo el Plan Nacional de Rehabilitación y la Ley 
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35 de 1982 (Ley de Amnistía) que facilitó la adquisición de predios en zonas 
afectadas con problemas de orden público, simplificando las tramitaciones. El 
segundo se inaugura con el gobierno de Barco en la aplicación de la Ley 30 
de 1988, cuando se avanzó en la recuperación de la reforma agraria como po-
lítica articulada a un programa de lucha contra la pobreza y la reconciliación 
entre los colombianos.

Pero esta recuperación estaba amenazada por los vientos aperturistas que 
ya se habían desatado en América Latina y la imposición de política neoli-
berales que venían de los organismos internacionales, como una panacea al 
estancamiento del crecimiento generado por el agotamiento de la política de 
sustitución de importaciones y el ineficiente intervencionismo estatal.

La Ley 35 de 1982 decretó una amnistía a los autores, cómplices o en-
cubridores de hechos constitutivos de delitos políticos cometidos antes de la 
vigencia de la ley, y dictó normas tendientes al restablecimiento y preserva-
ción de la paz. En el artículo 8 se autoriza al Gobierno para destinar recursos 
a programas de rehabilitación, dotación de tierras, vivienda rural, crédito, 
educación salud y creación de empleos, en beneficios de quienes se incorporen 
a la vida pacífica en virtud de esa ley.

El Decreto 2109 del 26 de julio de 1983, reglamentario de la Ley 35 de 
1982, dispuso que el incora procediera a la adquisición de predios y mejoras 
rurales de propiedad privada necesarios para cumplir los programas de benefi-
cio de los amnistiados, con base en el Decreto Ley 222 de 1983, por medio del 
cual se define la compra de inmuebles por parte de la Nación. Los propietarios 
ubicados en la regiones donde se iniciaran programas de dotación de tierras 
en desarrollo de la Ley 35 de 1982 podían acogerse a las disposiciones de la 
Ley 222 de 1983, la cual facilitaba la compra por el Estado sin los engorrosos 
trámites de las leyes de reforma agraria, cuando hubieren ofrecido en venta 
sus predios antes de que el incora les expidiera la resolución de iniciación del 
procedimiento, o antes de que les hiciera la oferta de compra.12 Había un pla-
zo de dos meses para contestar la oferta y acordar libremente con ese Instituto 
las condiciones de negociación. La reactivación de las compras de tierras por 
el incora no estuvo exenta de denuncias de corrupción, especialmente la com-
pra a altos precios de tierras de baja calidad para la agricultura.

12	 El Decreto 2109 autorizaba al incora para adquirir tierras, con el procedimiento dicho, sólo en 
las zonas sometidas a acciones subversivas o donde había enfrentamientos armados. En 1984 el 
Decreto 1094 se amplió esa autorización a cualquier lugar del país, con lo cual el incora recuperó 
su actividad de compra de tierras haciéndole un quite a las trabas jurídicas que le imponían la Ley 
135 de 1961 y la Ley 4 de 1973.
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El Programa dri creado en 1977, y el Plan Nacional de Rehabilitación (pnr) 
establecido a raíz de la política de amnistía, marchaban desarticulados de 
los programas de reforma agraria, pero se constituyeron en un complemento 
muy importante cuando se reactivaron las compras de tierras por el incora. Sin 
embargo, ello no era suficiente para contrarrestar las fuerzas opositoras a la 
redistribución de la propiedad, como tampoco lo fue para parar la violencia 
que estallaba por todas partes, dado que el proceso de negociación de paz con 
los grupos subversivos iniciado por Betancur, no prosperó. Y menos pudo con-
trarrestar la contrarreforma que empezaba a gestarse con la compra de tierras 
por narcotraficantes más la creación de grupos paramilitares y su accionar en 
el despojo de tierras tanto a pequeños como a medianos propietarios.

Las políticas de ajuste macroeconómico introducidas en 1984 y 1985 le 
pusieron limitantes a la política sectorial del fomento y al otorgamiento de 
subsidios. Esta política constituyó un segundo intento de disminuir la inter-
vención del Estado, y el primer paso para la política aperturista abierta defi-
nitivamente a partir de 1990.

10.4 Reactivación temporal de la reforma agraria, 
antecedente del mercado de tierras: 1988-1994

El presidente Betancur convocó a una Comisión del Diálogo Nacional para 
buscar el desmonte de los factores que generaban violencia y se creó una 
Subcomisión Agraria13, bajo el criterio de que la violencia se encontraba ínti-
mamente relacionada con la inequitativa estructura de la tenencia de la tierra. 
La Subcomisión la integraban la mayoría de las organizaciones campesinas, 
entidades de investigación, el iel, representantes de los gremios, funcionarios 
de Gobierno y los grupos armados.

En la Subcomisión se originó un acuerdo –mas no un consenso– sobre 
modificaciones a las normas sobre reforma agraria, que fue puesto en manos 
del presidente Betancur el 29 de agosto de 1985, el cual luego fue presentado 
en septiembre como proyecto de ley por el ministro de Agricultura Roberto Me-
jía Caicedo con algunas modificaciones14, con éstas no estuvieron de acuerdo 
algunos de los actores participantes, especialmente los campesinos.

13	 Actuó como presidente de la Subcomisión Guillermo Alberto González, quien posteriormente 
como congresista sería el ponente del primer proyecto de reforma agraria presentado por el gobier-
no de Barco.

14	 Ver el proyecto en los Anales del Congreso 136 de septiembre 24 de 1985.
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El proyecto no alcanzó a aprobarse en la última legislatura del gobierno 
de Belisario Betancur. Por ello, Álvaro Leyva en su condición de congresista 
presentó el 2 de septiembre de 1986 –al inicio del gobierno de Barco–, el pro-
yecto 57 de 198615, con el fin de revivir en esa legislatura el proyecto original 
de la Subcomisión de la Reforma Agraria del Diálogo Nacional, el cual no al-
canzó a hacer trámite. Este proyecto de todas maneras inspiró muchos de los 
cambios introducidos en la legislación, que quedaron consignados en la Ley 
30 de 1988, a raíz de la presentación hecha por el gobierno de Barco de dos 
proyectos de ley.

El principal punto de discusión estuvo centrado en la eliminación de las 
trabas al proceso redistributivo que giraban alrededor de si se calificaban o no 
lo predios como adecuada o inadecuadamente explotados, y de los parámetros 
utilizados para tal fin. La Ley 30 estableció que son susceptibles de adquisi-
ción por negociación directa y de expropiación para la reforma agraria todos 
los inmuebles rurales. En el Acuerdo de Chicoral y en la Ley 4 de 1973 se ha-
bía acordado calificarlos con base en niveles mínimos de productividad, que 
finalmente no operaron por haber sido declarados inexequibles por el Consejo 
de Estado. La Ley 30, finalmente, eliminó este obstáculo para aplicar la norma 
de la función social de la propiedad, con lo cual los predios adecuadamente 
explotados podían ser nuevamente afectados.

Pero esa misma ley introdujo otros aspectos que modernizan el proceso 
de reforma agraria, la ajustan a realidades en marcha y sigue el camino de 
la modernización del sector rural, con el fin de rescatar el proceso de redis-
tribución y la intervención del Estado. Al tiempo estas normas le dan gran 
importancia al proceso de negociación directa entre el incora y los propietarios, 
un antecedente valioso para abrir un mercado de tierras. Entre los principales 
cambios están:

•	 La adjudicación de tierras se hace a la pareja o los cónyuges, con lo que se supe-
ran el manejo patriarcal donde las adjudicaciones se hacían sólo a los varones16.

•	 La agilización de los procedimientos y la remoción de obstáculos legales que 
hacían impracticable en unos casos y difícil en otros, la aplicación de la ley.

15	 Anales del Congreso, año xxix, Núm.80, septiembre 4 de 1986.
16	 La legislación agraria y civil anterior a la Ley 30 de 1988 no prohibía titular tierras a las mujeres. 

Desde la Ley 28 de 1932 la mujer adquirió el derecho a ser propietaria de bienes y no estar sujeta a 
la tutela del marido sobre el particular. El artículo 36 de la Ley 30 trata el tema de una manera más 
comprensible y general con titulación a mayores de 16 años que sean jefes de familia, donde caben 
las mujeres.
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•	 Se fortalece el Fondo Nacional Agrario con nuevos recursos, en especial 
con el 2,8% del total de recaudo del impuesto a las importaciones de ali-
mentos durante 10 años fiscales subsiguientes.

•	 La reforma se concibe como de responsabilidad de todos los organismos 
del Estado y el incora como su coordinador para los fines de la ley.

•	 Se crea un fondo de capacitación y promoción campesina al cual el incora 
aportará recursos cada año.

•	 Se establecen centros de servicio de arrendamiento de maquinaria agrícola 
para campesinos.

•	 Se crea un Comité Técnico de Coordinación Gubernamental y un Comité 
Consultivo para asistir al incora y su Junta Directiva.

•	 Los bienes en dación de pago o adquiridos por sentencia judicial que reci-
ban las entidades financieras se ofrecerán al incora para derecho de opción 
privilegiada de compra.

•	 Se establece el valor del avalúo comercial para la compra de predios y su 
entrega en uaf a los campesinos.

•	 No se adquirirán predios que estén invadidos, ocupados de hecho, o cuya 
ocupación estuviere perturbada por medio de violencia. Hubo dos excep-
ciones a ello.

•	 Se adoptan programas regionales de reforma agraria.
•	 Se mejoran las condiciones de pago de los predios adquiridos por el incora, 

al establecer el pago en bonos a cinco años.
•	 Se da la opción a las empresas comunitarias de convertirse en sociedades 

comerciales y se dan autorizaciones para expedir un nuevo estatuto para 
dichas empresas.

•	 La Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado tendrá 
una sección de asuntos agrarios integrada por cuatro consejeros.

•	 Se crea el Fondo Nacional de Adecuación de Tierras y Distritos de Riego 
bajo la administración del himat.

La importancia que el gobierno de Barco le dio a la recuperación de la 
reforma agraria quedó expresada en su afirmación contundente de que era en 
sí misma “una terapia para la reconciliación nacional y social y el mecanismo 
más eficaz para integrar a la vida política, social y económica a los colombia-
nos marginados de las áreas rurales”17.

17	  Discurso del señor Presidente Virgilio Barco en el acto de sanción de la Ley 30 de 1988.
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Los ochenta pueden registrarse como los años en que se desmontaron las 
principales talanqueras puestas a la operación de la reforma agraria erigidas 
a comienzos de los setenta durante el Pacto de Chicoral. Fue la acentuación de 
la violencia en el campo y el auge de los grupos alzados en armas lo que más 
estimuló la intencionalidad de regresar a la política redistributiva; infortuna-
damente, este momento histórico coincide con una de las mayores crisis en las 
organizaciones campesinas, que desunidas, arrastrando criterios ideológicos 
del pasado reciente y desarticuladas por los actores de la violencia, se dejaron 
llevar en una fragmentación creciente que no les permitió una presencia na-
cional apropiada para volver a apoyar los ímpetus reformistas que el gobierno 
de Barco quiso implantar.

En los años ochenta el éxodo campesino continuó y se acentuó en los no-
venta, como consecuencia de los diferentes tipos de violencias. Los campesi-
nos y medianos productores no sólo salieron de sus tierras por la incursión del 
narcotráfico en el campo, también por el continuo acoso a que fueron someti-
dos por la lucha entre la guerrilla, los militares y paramilitares, que los obli-
gó a vender sus tierras a terratenientes o nuevos propietarios apoyados por 
grupos paramilitares; o, simplemente, fueron desalojados de manera violenta 
y desposeídos de sus patrimonios agrarios. En realidad, se fue configurando 
una contrarreforma agraria con la violencia y el narcotráfico.

El país ha vivido en una continua contrarreforma agraria consentida, en 
el fondo, por el mismo Estado, incapaz de controlar la violencia e imponer el 
orden y defender los derechos de los pobladores rurales. Parece paradójico que 
la reforma agraria en los ochenta intente resurgir por el debilitamiento del 
Estado que no puede controlar la irrupción de la guerrilla, el narcotráfico, el 
paramilitarismo y el secuestro; factores que lo obligan a buscar alternativas 
como la de la redistribución de tierras. Ello se dio en una situación desventa-
josa por el desprestigio que había adquirido el incora, su ineficacia, el enredo 
administrativo en su operación, la corrupción, la falta de recursos y su incapa-
cidad para contrarrestar tanto la adquisición de tierras por lo nuevos actores 
armados como la reactivación de los índices de concentración de la propiedad.

10.5 El quiebre definitivo de la reforma: el mercado de 
tierras

La intensificación de la globalización, los vientos aperturistas, la expedi-
ción de la Constitución de 1991, los programas de modernización del Estado, 
la acentuación del conflicto interno, la irrupción del paramilitarismo de la 
mano del narcotráfico en la compra y despojo de tierras, la intensidad de la 
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violación de los derechos humanos, la profundización de las estrategias de 
la guerrilla, el dinamismo del desplazamiento interno, la constante violación 
de los derechos humanos, la eliminación violenta de la Unión Patriótica, las 
crisis económica, el surgimiento de la omc para regular el comercio y los subsi-
dios en la agricultura, los nuevos intentos de acuerdos de paz con la guerrilla 
a finales del decenio de los noventa, son, entre otros, elementos a tener en 
cuenta en la explicación de lo sucedido en esta década con la reforma agraria.

La apertura económica y las tesis neoliberales introducidas en el plan 
de desarrollo del gobierno de Gaviria, son un elemento clave para explicar la 
nueva inflexión en el proceso de redistribución de la propiedad rural, que sólo 
llevaba dos años operando bajo las nuevas pautas de la Ley 30 de 1988. Ese 
elemento es de nuevo la retirada del Estado de su intervención directa en el 
proceso de redistribución de la propiedad, para dejar que sean las fuerzas del 
mercado las que orienten la demanda y la oferta de tierras.

Se espera que el mercado funcione con una línea de crédito subsidiada 
para compra de tierras por parte de los campesinos, pequeños productores y 
minifundistas, mediante una negociación directa de éstos con los propieta-
rios interesados en vender sus propiedades. Ello es lo que refleja la Ley 160 
de 1994, la cual abre la operación del mercado de tierras y termina definiti-
vamente con la línea maestra de la política redistributiva y de intervención 
directa del Estado en la regulación del acceso a la propiedad rural reactivada 
con la Ley 30 de 1988.

Antes de la sanción de la Ley 160 de 1994, el Gobierno había sanciona-
do la Ley 070 de 1993 que reconoce los derechos de las comunidades negras 
sobre las tierras ribereñas con base en el artículo transitorio 55 de la Consti-
tución Política, lo cual llenó un vacío notorio en la legislación agraria. La ley 
tiene por objeto reconocer a las comunidades negras que han venido ocupando 
tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pa-
cífico, de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción, el derecho a 
la propiedad colectiva.

También tiene como propósitos establecer mecanismos para la protección 
de la identidad cultural y de los derechos de las comunidades negras de Co-
lombia como grupo étnico, y para el fomento de su desarrollo económico y 
social, con el fin de garantizar que estas comunidades obtengan condiciones 
reales de igualdad de oportunidades frente al resto de la sociedad colombia-
na. Esta ley se aplicará también en las zonas baldías, rurales y ribereñas que 
han venido siendo ocupadas por comunidades negras que tengan prácticas 
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tradicionales de producción en otras zonas del país y que cumplan con los 
requisitos establecidos por la ley.

La línea de política sobre tierras de comienzos de los años noventa se 
fundamentó tanto en el Proyecto de Cooperación Internacional del pnud-fao 
col/91/018, como en los nuevos criterios que salieron de la tecnocracia del 
Departamento Nacional de Planeación compatibles con la desregulación del 
Estado. La asesoría del pnud-fao tenía como finalidad introducir la operación 
de un mercado de tierras y buscar los mecanismos para ello. Allí se originó el 
proyecto de Ley 114 de 1992 convertido en Ley 160 en 1994.

La política redistributiva que había recuperado el gobierno de Barco se 
enterró en el siguiente gobierno en un contexto donde los factores objetivos de 
la violencia se habían acentuado; además, donde los índices de concentración 
de la propiedad habían vuelto a sus niveles antiguos, tanto por la operación 
de las fuerzas del mercado, como por la actuación de los grupos ilegales que 
entraron a apropiarse de manera violenta de las propiedades rurales, median-
te el desalojo a los campesinos para conformar territorios estratégicos para 
la guerra, o por el procedimiento del lavado de activos de dineros ilícitos del 
narcotráfico. Tales elementos eran más que suficientes para reactivar una ver-
dadera reforma agraria, pero frente a ellos pudo más la ideología del neolibe-
ralismo que arrasó, sin compasión, cualquier intento de redistribución para el 
crecimiento económico y social. Se prefirió el crecimiento al desarrollo.

En los años noventa el incora se vio congestionado de ofertas de tierras por-
que nadie las quería comparar, dadas la intensidad del conflicto en el sector ru-
ral y la inseguridad para los propietarios. El Estado era el único comprador con 
capacidad de adquirir las tierras y repartirlas usando las normas legales, pero 
se prefirió la estrategia de crear una línea de crédito y otorgar un subsidio a la 
compra de tierras en proceso de negociación libre en el cual los campesinos eran 
quienes definían qué compraban y a quién, con la asesoría del incora. Se actuó 
bajo el supuesto de que había un mercado de tierras que operaba sin limitantes 
estructurales, y que bastaba dinamizarlo para multiplicar el acceso a la propie-
dad rural. Se desconoció, pese a los diagnósticos, que los actores armados y el 
narcotráfico se constituían en elementos que impedían el funcionamiento del 
mercado de tierras18. En conclusión, se legisló para un país sin violencia.

18	 La fao contrató algunos estudios para caracterizar el mercado de tierras, tanto en Colombia como 
en otros países de América Latina. En el caso colombiano, el más importante fue el (1993) Estudio 
del mercado de tierras en Colombia, Bogotá, d.c.: cega, incora; y el Informe sobre (1993) El mercado de 
tierras y la formación de propietarios en Colombia. Bogotá, d.c.: cega.
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Esa política estaba llamada al fracaso desde el comienzo. El mercado de 
tierras no operaba, estaba segmentado: cerca del 33% de las propiedades no 
tenían títulos, dos terceras partes de los avalúos prediales rurales no estaban 
actualizados y la Superintendencia de Registro no tenía una base nacional 
consolidada sobre los registros que permitieran visualizar el fenómeno real 
de la propiedad; tampoco había un sistema nacional de precios e información 
sobre la tierra. Los factores de la violencia no dejaban operar el mercado. Ello 
también tuvo que ver, de manera importante, con el hecho de que los campe-
sinos pobres al adquirir las tierras con un crédito para suplir el 30% del valor; 
fuera del crédito para producción, se encontraron con su incapacidad de pa-
garlos en medio de una crisis recurrente en la agricultura, hecho que condujo 
al fracaso del proceso.

El Banco Mundial que venía sugiriendo y apoyando la política de mercado 
de tierras en América Latina entró inmediatamente a apoyar al Gobierno con 
un proyecto piloto para instrumentalizar la operación de la nueva política. 
Éste se realizó en siete municipios y mostró las grandes dificultades: adminis-
trativas, normativas, de cultura, de información, de capacidad de los munici-
pios, de debilidad de las organizaciones locales de potenciales beneficiarios, 
de desarticulación de las políticas del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, de cultura institucional en el incora, de presencia de actores armados19. 
Así mismo, los proyectos piloto de zonas de reserva campesina creados por la 
Ley 160 (Decreto 1777 de 1996) encontraron serias dificultades financieras, 
administrativas y de contexto para operar en zonas de intenso conflicto ar-
mado20.

Al término de la década de los noventa, y después de una demora de 
dos años en la reglamentación de la Ley 16021, era evidente el fracaso de la 
política de mercado de tierras y la inclinación del Ministerio de Agricultura 
a privilegiar más la política de impulso y desarrollo de cadenas productivas 
que una de redistribución de la propiedad22. Paralelamente el Fondo dri y el 

19	 Ver al respecto Machado, A. y Suárez, R. (Coord.). (1999). El mercado de tierras en Colombia. ¿Una 
alternativa viable? , Bogotá, d.c.: cega - iica -tm Editores.

20	 Ver sobre ello, Fajardo, D. (2006, diciembre). Las Reservas Campesinas. Otra experiencia en la 
brega por la tierra y la organización. Revista Semillas. 30/31. Ver también Ortiz G., C, et ál. (2004). 
Zonas de reserva campesina. Aprendizaje e innovación para el desarrollo rural, Pontificia Universidad Javeria-
na, Bogotá, d.c.

21	 incora. (1997, septiembre). Ley 160 y sus normas reglamentarias. Sistema Nacional de la Reforma Agraria 
y Desarrollo Rural Campesino. Bogotá, d.c.: incora.

22	 Ver Nieto, L. A. (2003). Logros y frustraciones de una política agropecuaria 1998-2002. Produmedios, Bo-
gotá, d.c.



La reforma rural, una deuda social y política

168

pnr terminaron su actuación en los años noventa como víctimas del neolibe-
ralismo, de la corrupción y del cambio de visión no sólo sobre la naturaleza 
del conflicto interno, también de la manera de afrontarlo. La terminación del 
dri estuvo muy influida por la finalización del crédito externo a raíz del es-
cándalo de la aparición de los dineros del narcotráfico en la campaña presi-
dencial que llevó a Ernesto Samper a la primera magistratura. De otra parte, 
empezó a gestarse la reestructuración de las acciones de desarrollo rural a 
fines de la década, lo que se concretó en la creación del incoder en 2002 y la 
desaparición del incora.

La Ley 160 de 1994 introdujo otros elementos en la legislación, entre los 
más importantes están que: 

•	 Crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campe-
sino.

•	 Define derechos de exclusión hasta 2 uaf, antes era de cuatro uaf.
•	 Introduce como causal de extinción de dominio el destino de los predios a 

cultivos ilícitos.
•	 Crea las zonas de reserva campesinas y las zonas de desarrollo empresarial.

10.6 La política de atención a los desplazados por la 
violencia

El fracaso de la política de mercado de tierras, el auge del desplazamiento 
forzado, el reclamo de los desplazados y de los organismos internacionales 
que velan por los derechos humanos, el creciente poder político y articulación 
de los intereses de los señores de la guerra y dueños de grandes extensiones 
de tierra, con parte de la institucionalidad del país; las opiniones gremiales 
y de algunos sectores de la academia de que la reforma agraria se ha vuelto 
obsoleta y asunto del pasado, frente a los desafíos de la competitividad y la 
globalización, entre otros, hacen que el Estado se incline por estructurar una 
política de atención a los desplazados por la violencia que desde mediados 
de los años ochenta empezaron a llegar en masa a las ciudades. El viraje del 
Estado hacia la atención humanitaria a los desplazados hace, en buena parte, 
que se siga desatendiendo, como línea maestra, la redistribución de la propie-
dad y el problema agrario en general, como causas primigenias del conflicto y 
el desplazamiento forzado.

Esta política atiende los efectos y consecuencias del conflicto, mas no sus 
causas. Deja intactos los factores que originan el desplazamiento: la compra 
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de tierras por el narcotráfico y la violencia que genera; la actuación de gru-
pos armados al margen de la ley y sus estrategias de dominio territorial que 
implican un control y dominio tanto de la población como de los recursos; la 
concentración de la propiedad rural, la pobreza rural y la falta de oportunida-
des de trabajo; el despojo violento de los bienes de las comunidades y los cam-
pesinos; la judicialización del cultivo de coca de los campesinos productores 
que buscan subsistir a falta de otras opciones de ingreso; la debilidad y escasa 
presencia del Estado en las zonas rurales, el contubernio entre los políticos y 
el paramilitarismo para controlar territorios y entidades públicas (parapolíti-
ca); la carencia de programas efectivos de desarrollo rural, la inequidad de las 
políticas, entre otros.

A pesar de que el fenómeno del desplazamiento forzado por la violencia 
se hizo evidente a partir de mediados de los ochenta, sólo en 1995 el Estado 
empezó a ocuparse de él. El Documento conpes 2804 del 13 de 1995 estableció 
el Programa Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la 
Violencia. Este documento fue sustituido por el conpes 2924 de mayo de 1997 
sobre el Sistema Nacional de Atención Integral a los Desplazados por la Vio-
lencia, dadas las dificultades de gestión, coordinación interinstitucional, de 
información y de carácter financiero que registraba el programa.

La Ley 387 de 1997 (18 de julio) adoptó medidas para la prevención del 
desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabiliza-
ción socioeconómica de los desplazados internos por violencia. El Decreto 
2562 del 12 de diciembre de 2000 la reglamentó parcialmente, planteó una 
definición del desplazado y de las responsabilidades del Estado, ratificó la 
creación del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada 
por la Violencia y creó un Consejo Nacional como órgano consultivo y asesor 
para formular la política y garantizar los recursos. Así mismo, creó comités 
municipales, distritales y departamentales para la atención integral a la po-
blación desplazada por la violencia.

También comprometió al Gobierno en la elaboración de un plan nacional 
para la atención integral a los desplazados y creó la Red Nacional de Informa-
ción para la Atención a Desplazados como instrumento para que el Sistema 
Nacional tuviera elementos para actuar. A parte de lo anterior, se incluyeron 
medidas de prevención y atención humanitaria de emergencia, para apoyar 
a los desplazados que quisieran retornar a sus lugares de origen y generar 
condiciones de estabilidad socioeconómica. De otra parte, la ley creó el Fondo 
Nacional para la Atención Integral a los Desplazados.
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El Decreto Reglamentario de la Ley 387 fijó las funciones de la Red de 
Solidaridad Social como coordinadora del Sistema Nacional de Información y 
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia. Creó el Registro 
Único de población desplazada como responsabilidad de la Red de Solidaridad 
Social, en el cual ordenó registrar la declaración de desplazado y el recono-
cimiento como tal. Igualmente, aclaró y redefinió algunas de las categorías 
expresadas en la ley como la ayuda humanitaria, la estabilización socioeco-
nómica, el retorno, etc.

La normativa que hace una referencia más explícita sobre el tema de tie-
rras en relación con los desplazados es el Decreto 2007 del 24 de septiembre 
de 2001, el cual reglamentó parcialmente los artículos 7, 17 y 19 de la Ley 387 
de 1997 en lo relativo a la oportuna atención a los desplazados, en el marco 
del retorno voluntario a su lugar de origen o de su reasentamiento en otro 
lugar; además, adoptó medidas tendientes a prevenir esa situación.

El decreto establece que con el fin de proteger a la población de actos 
arbitrarios contra su vida, integridad y bienes patrimoniales, por circunstan-
cias que puedan originar o hayan originado un desplazamiento forzado, el 
Comité Municipal, Distrital o Departamental de Atención Integral a la pobla-
ción desplazada declarará mediante acto motivado, la inminencia de riesgo 
de desplazamiento o de su ocurrencia por causa de la violencia, en una zona 
determinada, y luego procederá a:

•	 Identificar a los propietarios, poseedores, tenedores y ocupantes, ubicados 
dentro de la respectiva zona de desplazamiento. Y en un término de ocho 
días calendario, contados a partir de la declaratoria de inminencia de riesgo de 
desplazamiento o de desplazamiento forzado, los respectivos Alcaldes muni-
cipales, procuradores judiciales agrarios, jefes seccionales del igac, registrado-
res de instrumentos públicos y gerentes regionales del incora, con base en 
los registros existentes en las umata, en las Oficinas de Catastro y de Registro 
de Instrumentos Públicos, en el incora o en otras entidades, presentarán al 
Comité un informe sobre los predios rurales existentes en la fecha de decla-
ratoria de inminencia de riesgo o de ocurrencia de los primeros hechos que 
originaron el desplazamiento, en el cual precisen la titularidad de los derechos 
constituidos y las características básicas del inmueble. Este informe, una vez 
avalado por el Comité, constituye prueba suficiente para acreditar la calidad 
de poseedor, tenedor u ocupante de las personas desplazadas.

•	 Informar a las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos correspon-
diente, sobre la declaratoria de riesgo inminente de desplazamiento o de 
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desplazamiento forzado, señalando a los propietarios y poseedores de pre-
dios rurales que pudieren resultar afectados por tales situaciones y solici-
tándoles abstenerse de inscribir actos de enajenación o transferencia a cual-
quier título de los bienes rurales referidos, mientras permanezca vigente esa 
declaratoria.

•	 Solicitar al incora abstenerse de adelantar procedimientos de titulación de 
baldíos en la zona de riesgo inminente de desplazamiento o de desplaza-
miento forzado, por solicitud de personas distintas de las que figuran como 
ocupantes en el informe avalado por el Comité.

Señala también que en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 19 de la 
Ley 387 de 1997, el incora iniciará los programas y procedimientos especiales 
de enajenación, adjudicación y titulación de tierras, en las zonas de eventual 
expulsión, dentro de los 30 días siguientes a la fecha, en que los Comités le 
comuniquen el acto que declaró la inminencia de riesgo de desplazamiento o 
de desplazamiento forzado.

Los propietarios de inmuebles ubicados dentro de las zonas rurales de-
claradas como de riesgo inminente o de desplazamiento forzado que deseen 
transferir el derecho de dominio sobre ellos, antes de que cesen los efectos de 
esta medida, deberán obtener de los Comités de Atención Integral, autoriza-
ción para enajenar el inmueble; o podrán transferirlo al incora, evento en el 
cual no se requiere de la autorización del Comité.

El Registrador de Instrumentos Públicos sólo podrá inscribir el acto de 
enajenación o transferencia cuando se le presente la autorización del Comité, 
la cual deberá incorporarse al contrato o acto de transferencia del derecho 
sobre el predio.

El Decreto 2007 también se refirió a la estabilización socioeconómica de 
carácter transitorio para quienes muestren interés en seguir vinculados a ac-
tividades agropecuarias. Para ello establece predios de paso y asentamientos 
temporales usando predios a los que se les haya declarado la extinción de 
dominio. Además, establece las condiciones para los desplazados que opten 
por su reubicación rural, siguiendo las normas de la Ley 160 de 1994. De otra 
parte, en su artículo 7 definió la acumulación automática del tiempo del des-
plazamiento para efectos de titulación de baldíos.

Finalmente, el Decreto 250 del 7 de febrero de 2005 expidió el Plan Na-
cional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia 
y dictó otras disposiciones, en cumplimiento de las facultades conferidas en 
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el artículo 9 de la Ley 387 de 1997. Este plan es diferente al que ya se había 
expedido; pues aparte de recoger las principales decisiones de política para 
la atención a los desplazados que venían desarrollándose desde 1997, es un 
estatuto completo que se constituye hoy en la principal referencia de la políti-
ca gubernamental. Define unos principios orientadores, objetivos generales y 
específicos, un enfoque de política social con un abordaje matricial, y recalca 
la protección de bienes patrimoniales; también se refiere a las normas del De-
creto 2007 de 2001 sobre protección de bienes rurales23.

Después de la Ley 387 vino el Documento conpes 3057 de 1999 que fijó un 
plan de acción para mejorar los mecanismos e instrumentos utilizados y para 
conformar un sistema institucional más eficaz que motive la participación de 
los municipios y departamentos en desarrollo de sus responsabilidades sobre el 
tema. En ese documento se hace referencia, de manera explícita, que parte cen-
tral de la solución del problema es el acceso a tierras, a soluciones de vivienda 
y la estabilización socioeconómica.

En cuanto al acceso a tierras, establece que la Red de Solidaridad Social 
coordinará con el Ministerio de Agricultura, el incora y el Ministerio del Interior, 
la definición, el diseño, la implementación de un procedimiento especial para 
la identificación de derechos y títulos de propiedad de la población que retorna 
para devolverles la tierra que temporalmente perdieron y clarificar la propiedad 
de las mejoras, además de establecer un sistema de compensación de bienes 
inmuebles como parte del pago de nuevos predios.

De otra parte, indica que esas entidades también coordinarán la defini-
ción de procedimientos especiales para: facilitar el acceso a tierras, titular 
baldíos, crear y desarrollar zonas campesinas, arrendar predios con opción de 
compra y otras formas de usufructo que no impliquen titulación. Por primera 
vez en estos documentos de política se señala, de manera parcial, una solu-
ción al tema de tierras, pero sólo para los que retornan.

La Ley 387 de 1997 y sus decretos reglamentarios abren en el país una 
normativa y unas políticas encaminadas a atender el problema del desplaza-
miento forzado por la violencia; ellos también dan origen a una nueva legis-
lación de la que estaba desprovisto el país, pese que el problema del despla-
zamiento forzado se inició desde los años ochenta. En su sentencia su-1150 

23	 Ver al respecto Patridge, W. L.(s.a.). Reasentamiento de los desplazados: tierra y reconstrucción 
desde la perspectiva internacional (tomo 1). En Procuraduría General de la Nación, Consejo Noruego para 
Refugiados.
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de 2002, la Sala Plena de la Corte Constitucional anota claramente que el 
fenómeno del desplazamiento, que no es nuevo, se ha convertido en una cala-
midad nacional, en una tragedia política y social24. Con esta atención legisla-
tiva, y la derivada de la Ley de Justicia y Paz a partir del año 2005 (Ley 975), 
se refuerza la desviación de la atención gubernamental sobre los programas 
de reforma agraria, para ocuparse, como se ha dicho, más de los efectos del 
conflicto que de sus causas.

Si bien en las esferas oficiales el vínculo del problema de la tierra 
con el conflicto armado y el desplazamiento forzado no aparece en los 
documentos públicos, varios académicos y representantes de organizacio-
nes comunitarias, tratan de hacer visible ese vínculo. Ello proviene desde 
los años ochenta, pero en especial en los noventa y más recientemente. 
Ejemplo de ello es el libro Éxodo, patrimonio e identidad que recoge las 
ponencias del v Cátedra Anual de Historia, Ernesto Restrepo Tirado del año 
200025; igualmente, están los documentos y pronunciamientos de la Pro-
curaduría General de la Nación, de la Defensoría del Pueblo, las sentencias 
de la Corte, documentos de la Contraloría General de la Nación, análisis de 
respetados académicos, nacionales e internacionales; las investigaciones 
del cinep y el iepri, los reclamos de las víctimas del conflicto encausados por 
ong y organizaciones defensoras de los Derechos Humanos, entre otros. 
Pero el Gobierno actual, como el anterior, se niega a admitir esos procesos, 
con lo cual desconoce la existencia de un conflicto interno; por lo tanto, de 
la relación tierra/conflicto.

La evaluación de la política pública para los desplazados realizadas por 
acnur para el período 1999-2002 anota que:

En términos generales, puede afirmarse que el acceso a tierras y la seguridad de 
tenencia constituye el elemento más débil de la política de estabilización, que en 
la práctica no se ha resuelto de manera significativa el cuello de botella del acceso 
a tierras como factor crítico para hacer factible la localización planeada de la 
pid (población internamente desplazada) en zonas rurales, y que los avances 
en materia de seguridad de tenencia son marginales y se concentraron específi-

24	 Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia su-1150 de 2000. En (2001, diciembre).Compilación sobre 
desplazamiento forzado. Normas, doctrina y jurisprudencia nacional e internacional. Bogotá, d.c: oacnudh, 
acnur, codhes.

25	 Ministerio de Cultura, Museo Nacional de Colombia. Éxodo, patrimonio e identidad. Memorias de la v 
Cátedra Anual de Historia Ernesto Restrepo Tirado, del 29 noviembre al 1 diciembre de 2000. Similares 
anotaciones se encuentran en Bello, M. N. (Ed.). (2004). Desplazamiento forzado, dinámicas de guerra, 
exclusión y desarraigo. Bogotá, d.c.: unhcr - acnur - Universidad Nacional de Colombia.
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camente en las comunidades afrocolombianas que habitan en los territorios del 
Andén Pacífico26.

Otros analistas han anotado que las normas son un avance, pero las con-
diciones de los desplazados siguen siendo complicadas; la responsabilidad de 
la política en cuanto a ejecución y financiación está repartida entre diversas 
entidades; aparte de la dispersión de competencias hay falta de coordinación; 
además, los recursos son insuficientes y falta voluntad política de algunas 
entidades, lo cual se agrava en el orden local donde no hay incentivos para 
invertir en los desplazados27.

Se indica que el avance más notable es la titulación de aproximadamente 
3 millones de hectáreas en los últimos cinco años a los Consejos Regionales 
del Litoral Pacífico, en cumplimiento de lo establecido por la Ley 70 de 1994. 
Otro avance significativo es el Decreto 2007 de 2001 –de protección de bienes 
patrimoniales–, que reglamenta el deber del incora de llevar un registro de los 
bienes abandonados por la pid, y que establece como mecanismo de preven-
ción la congelación de bienes en zonas en riesgo de desplazamiento y de las 
ya afectadas. Además, el decreto regula el programa dirigido a recibir tierras 
de población desplazada a cambio de otros predios, asunto que había sido 
contemplado en el Documento conpes 3057 de 1999.

Adicionalmente, la Sentencia de la Corte t-025 de 2004 declaró:

Un estado de cosas inconstitucional en la situación de la población desplazada 
debido a la falta de concordancia entre la gravedad de la afectación de los dere-
chos reconocidos constitucionalmente y desarrollados por la ley, de un lado, y el 
volumen de recursos efectivamente destinado a asegurar el goce efectivo de tales 
derechos y la capacidad institucional para implementar los correspondientes 
mandatos constitucionales y legales, de otro lado28.

Además, solicita a las entidades respectivas verificar la magnitud de esa 
discordancia, y elaborar un plan de acción para superarla en unos plazos pe-
rentorios.

Luego, en concordancia con las normas anteriores, se expidió la Ley 785 
de diciembre de 2002, que dicta disposiciones sobre los bienes incautados por 
la Dirección Nacional de Estupefacientes (dne) por su afectación a un proceso 

26	 Acnur (2002, octubre). Balance de la política de atención al desplazamiento interno forzado en Colombia 1999-
2002. Bogotá, d.c.: Acnur. pp. 129-130.

27	 Ibáñez, A. M. (2006, noviembre) La estabilización económica de la población desplazada, Working 
Papers Fundación Ideas para la Paz, 3.

28	 Corte Constitucional. Sentencia t-025 de 2004.
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penal por los delitos de narcotráfico y conexos, a una acción de extinción de 
dominio, conforme a la ley, y particularmente en lo previsto por las leyes 30 
de 1986 y 333 de 1996 y el Decreto Legislativo 1975 de 2002. La Ley 333 fue 
derogada por la Ley 793 de 2002, por medio de la cual se establecieron las 
reglas que gobiernan la extinción del dominio.

La Ley 812 de 2003, con la que se aprobó el Plan de Desarrollo 2003-2006 
introdujo cambios en la legislación sobre reforma agraria y estableció como 
estrategia la focalización y planificación regional del proceso. El artículo 24 
estableció un subsidio integral para el desarrollo de proyectos productivos en 
sistemas de producción de carácter empresarial que integre a pequeños y me-
dianos productores beneficiarios de reforma agraria; de ese modo modifica el 
artículo. 20 de la Ley 160 de 1994. El monto del subsidio incluye el valor de 
la tierra y las inversiones complementarias.

La ley establece, claramente que el subsidio se otorgará siempre que el 
proyecto productivo presente condiciones de viabilidad técnica, económica 
y social que garanticen su competitividad, equidad y sostenibilidad. Igual-
mente, para garantizar el destino y la eficiencia de la inversión pública, los 
beneficiarios del subsidio deberán suscribir un contrato de operación y fun-
cionamiento en el cual se determinen tanto sus compromisos como responsa-
bilidades durante un período no inferior al definido en el proyecto productivo 
y en ningún caso menor de cinco años (artículo 26).

La ley establece, además, que el monto del subsidio integral podrá ser del 
100% del valor del predio, y que en las zonas de reforma agraria las tierras 
adquiridas o expropiadas por el incora o la institución que haga sus veces, 
podrán entregarse a los beneficiarios mediante contrato de asignación o te-
nencia provisional hasta por un término de cinco años, previa definición del 
proyecto productivo, a cuya finalización se procederá a transferir el domino si 
se acredita haber establecido en ellas empresas agropecuarias competitivas y 
sostenibles; durante la vigencia del contrato los beneficiarios recibirán exclu-
sivamente el subsidio a las inversiones complementarias.

Finalmente, se definen otras formas de acceso a la tierra que pueden 
acceder al subsidio, como los comodatos y arriendos de tierras públicas, la 
recuperación de tierras abandonadas de la reforma agraria con opción de re-
adjudicación a nuevos productores o desplazados, arrendamiento de predios 
por el tiempo de duración del proyecto productivo, o el leasing con opción de 
compra, constitución de sociedades de riesgos compartidos con base en con-
tratos claros en distribución de utilidades, y otras formas (artículo 28).
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La Ley 812 confirma la línea maestra de la política de tierras adoptada 
en 1994, consistente en estimular el desarrollo del mercado de tierras como 
mecanismo de acceso a la propiedad rural; además, institucionaliza los pro-
yectos productivos como una condición para el otorgamiento del subsidio a la 
compra de tierras y en otras formas de contratos de uso de la tierra. En reali-
dad, pone restricciones al acceso de los campesinos y pequeños productores 
que no estén en capacidad de elaborar y desarrollar proyectos competitivos 
ni de hacer contratos con medianos productores, como única alternativa de 
acceder al subsidio. También hace que el dominio pleno de la propiedad sólo 
se pueda dar después de cinco años de estar sometido el beneficiario a una 
prueba empresarial. En otros términos, impone una sola vía de desarrollo con 
los recursos públicos: la empresarial y la agricultura de contrato.

El Decreto 1250 de abril de 2004 reglamentó la Ley 812 de 2003 y la 
Ley 160 de 1994 en lo relativo al otorgamiento del subsidio integral a bene-
ficiarios de reforma agraria, y se constituye hasta el presente en el estatuto 
más claro de promoción del mercado de tierras bajo los postulados del plan 
de desarrollo; obliga al incoder a diseñar planes quinquenales para regiones 
definidas, lo cual ha superado las capacidades técnicas y administrativas del 
Instituto.

10.7 De la atención humanitaria de los desplazados, a la 
reparación de las víctimas del conflicto interno

Con la expedición de la controvertida Ley de Justicia y Paz (Ley 975 del 
25 de julio de 2005) se da continuidad a la política de atender los efectos del 
conflicto y la intencionalidad de reparación a las víctimas. La Ley 975 sigue 
las líneas trazadas en la Ley 782 de 2002 que define a los grupos armados 
organizados al margen de la ley, el proceso de su desmovilización y otros as-
pectos relacionados. Esta ley tiene por objeto facilitar los procesos de paz y la 
reincorporación individual y colectiva a la vida civil de miembros de grupos 
armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación (artículo 1).

La ley define en el capítulo ix los aspectos básicos del derecho a la repara-
ción de las víctimas, y el artículo 44 los actos de reparación como: los que com-
porta los deberes de restitución, indemnización, rehabilitación y satisfacción.

Para tener derecho de gozar del beneficio de la libertad a prueba, el condenado 
deberá proveer el Fondo para la Reparación de las Víctimas los bienes, si los 
tuviere, destinados para tal fin; realizar satisfactoriamente los actos de repara-
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ción que se le hayan impuesto, colaborar con el Comité Nacional de Reparación 
y Reconciliación o suscribir un acuerdo con el Tribunal Superior de Distrito 
Judicial que asegure el cumplimiento de sus obligaciones de reparación.

La restitución implica la realización de los actos que propendan por la 
devolución a las víctimas a la situación anterior a la violación de sus dere-
chos; también incluye el restablecimiento de la libertad, el retorno a su lugar 
de residencia y la devolución de sus propiedades, de ser posible (artículo 46).

El artículo 50 crea la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 
(cnrr) y el 52 las Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes, como 
responsables de propiciar los trámites relacionados con las reclamaciones so-
bre propiedad y tenencia de bienes en el marco del proceso establecido en la 
ley. El artículo 54 crea el Fondo para la Reparación de las Víctimas, como una 
cuenta especial sin personería jurídica, cuyo ordenador del gasto será el Direc-
tor de la Red de Solidaridad Social; a ese Fondo van los bienes o recursos que 
a cualquier título se entreguen por las personas o grupos armados organiza-
dos ilegales a que se refiere la ley, los recursos del presupuesto nacional y las 
donaciones nacionales o externas ya sea en dinero o en especie.

El Decreto 4488 de diciembre de 2005, que reglamentó la Ley 418 de 
1997, estableció un programa especial de adquisición y adjudicación de tie-
rras en favor de las personas reincorporadas que se hayan desmovilizado en 
forma individual y colectiva en el marco del proceso de paz que adelanta el 
Gobierno nacional. La entrega de tierras debe estar acompañada de un proyec-
to productivo y de desarrollo socioeconómico y no pueden acceder a ella las 
personas que estén siendo procesadas o hayan sido condenadas por delitos.

La Ley 975 fue reglamentada por el Decreto 4760 del 30 de diciembre 
de 2005 y el Decreto 4436 de 2006. En el Decreto 4760 se precisan aspectos 
claves de la ley; En lo referente a la reparación de las víctimas, indica que son 
los grupos armados al margen de la ley que resulten declarados penalmente 
responsables, los obligados a la reparación individual y colectiva (artículo 
12). Los pagos de esas reparaciones serán realizados por intermedio de Acción 
Social-Fondo para la Reparación de Víctimas, pero se anota que: 

[...] sin perjuicio de lo anterior, el Gobierno nacional llevará a cabo acciones de 
reparación colectiva que tiendan a la satisfacción y garantía de no repetición de 
las conductas punibles y en general cualquier tipo de acción orientada a recupe-
rar la institucionalidad en las zonas más afectadas por la violencia, a promover 
los derechos de los ciudadanos afectados por los hechos de violencia y reconocer 
la dignidad de las víctimas [...].
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El parágrafo 3 del artículo 12 indica que se entiende como medida de 
reparación colectiva la entrega, por parte de los desmovilizados, de bienes 
destinados al desarrollo de proyectos productivos en zonas afectadas por la 
violencia, que beneficien a desplazados, campesinos y reinsertados que carez-
can de medios económicos para su subsistencia.

El artículo 13 señala que la obligación de reparar a cargo de los victima-
rios no se extingue con la entrega de bienes que no alcancen a cubrir inte-
gralmente lo dispuesto en la sentencia. Si no es posible entregar los bienes 
destinados a la reparación, la cnrr y las Comisiones Regionales de restitución 
de bienes, podrán invitar a las entidades acreedoras (los victimarios) para que 
contribuyan con la reconciliación y la paz nacional mediante la celebración de 
conciliaciones o acuerdos de pago, condonación total o parcial de las deudas, 
de ser procedente, o con la implementación de otro mecanismo que facilite la 
extinción de la obligación o el cumplimiento a través de mecanismos razona-
bles de financiación.

Y el parágrafo del artículo 13 dice que: “Cuando los bienes de los miem-
bros del grupo armado al margen de la ley no figuren formalmente a nombre 
de ellos, estos deberán realizar los actos dispositivos necesarios para deshacer 
la simulación y proceder a su entrega con destino a la reparación de las vícti-
mas” (testaferrato).

En el caso del tercero ajeno al grupo armado organizado al margen de la 
ley que exclusivamente haya participado en las conductas relacionadas con la 
adquisición, posesión, tenencia, transferencia, y en general, con la titularidad 
de los bienes ilícitos que sean entregados para la reparación, el Fiscal General 
de la Nación podrá aplicar el principio de oportunidad.

En el artículo 15 se señala que una vez indicados los bienes ilícitos, la 
Fiscalía Delegada en audiencia preliminar, solicitará la adopción de medidas 
cautelares sobre ellos, que serán adoptadas de manera inmediata por el ma-
gistrado que ejerza el control de garantías; y comprenderán, entre otras, la 
suspensión del poder dispositivo, el embargo, el secuestro de los bienes, de 
dinero en depósito en el sistema financiero, de títulos valores, y de los rendi-
mientos de los anteriores, lo mismo que la orden de no pagarlos cuando fuera 
imposible su aprehensión física. Los bienes sobre los cuales se adopten medi-
das cautelares quedarán de inmediato a disposición de Acción Social - Fondo 
para la Reparación de Víctimas el cual tendrá a cargo su administración, que 
será provisional hasta tanto se profiera la sentencia de extinción de dominio 
a su favor.
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Según el artículo 21 del decreto reglamentario de la Ley 975, la cnrr di-
señará un Programa de Restitución de Bienes como base para la labor de las 
autoridades nacionales y locales.

Si bien las normas son claras respecto a la reparación y restitución de 
los bienes a las víctimas, ello no resuelve todos los problemas existentes. 
Ibáñez anota que: “la protección o reparación de la mayoría de los predios es 
un proceso casi imposible dada la precaria estructura legal de las tierras: un 
31,3% de las hectáreas están bajo propiedad legal con título, un 15,3% de las 
hectáreas están bajo propiedad legal sin título y el restante están bajo arre-
glos informales de tenencia”29. Un 25% de los desplazados considera posible 
recuperar esos predios.

De otra parte, según el catastro, en diciembre de 2006 sólo estaba actua-
lizado el 45% de los predios rurales; es decir, la recuperación de los bienes 
rurales parte de una precaria situación de la titularidad; ello por no mencionar 
la dificultad que existe para adelantar procesos de reparación y reconciliación 
en medio del conflicto, por eso la tarea de la cnrr, que debe darle credibilidad, 
es inmensa y requiere de un esfuerzo conjunto para llevarla a buen término.

El Decreto 3391 de septiembre de 2006 complementó la reglamentación 
de la Ley 975 en armonía con lo dispuesto en la Sentencia C-370 de 2006, y 
estableció que la Superintendencia de Notariado y Registro deberá coordinar e 
implementar un sistema que permita la interrelación de notariado, catastro y 
registro y, además, cuente con la información pertinente del igac, incoder y las 
otras instituciones relacionadas. Las inscripciones en los registros de instru-
mentos públicos derivadas de la declaratoria de inminencia de riesgo de des-
plazamiento o de desplazamiento forzado, formarán parte de este sistema de 
información. También definió mecanismos para la reparación de las víctimas, 
y estableció que a la cnrr le compete constituir, en su conjunto, un marco justo 
y adecuado de reparación integral (artículo 16).

Todas esas normas básicas y reglamentarias requieren de una institucio-
nalidad adecuada para que sean efectivas y cumplan los objetivos previstos en 
las leyes. Sin embargo hay dudas sobre esa efectividad. Por ejemplo Catherine 
Bouley en un estudio realizado para la ccj indica que:

La restitución de tierras a sus propietarios originales requiere que los respon-
sables confiesen los hechos que originaron la usurpación de los bienes, a la vez 

29	 Ibáñez, A. M. (2006, noviembre). La estabilización económica de la población desplazada, Working 
Papers, Fundación Ideas para la Paz, 3. La información resulta de la encuesta realizada a 2.322 hogares 
desplazados en 48 municipios y 21 departamentos.
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que la fiscalía investiga de manera exhaustiva a los responsables y que las 
víctimas puedan reclamar sus derechos sin temer por sus vidas. El marco legal 
establecido para el proceso de negociación con los paramilitares no cumple con 
estas condiciones30.

En ese estudio se anota, además, que existen dudas y preocupaciones 
sobre las instituciones creadas y su papel para garantizar los derechos de las 
víctimas de violación de los derechos humanos y el desplazamiento forzado.

Los derechos de las víctimas del conflicto se enfrentan tanto a una nor-
mativa compleja que no está acompañada de una adecuada información para 
las víctimas ni de una pedagogía que permita entender bien los mecanismos y 
derechos a que da lugar, sino de una institucionalidad, surgida en especial en 
el proceso de negociación con los paramilitares, que está a prueba y requiere 
de ajustes orgánicos para hacerla efectiva. De otra parte, se han anotado des-
ajustes de la política interna respecto a las normativas internacionales sobre 
el tema de restitución y reparación integral a las víctimas.

10.8 El proyecto de ley de desarrollo rural

Mientras la Ley 975 empezaba a operar con serias dificultades, el Go-
bierno nacional presentó al Congreso un proyecto de ley sobre estatuto rural 
(proyecto 30 de 2006), el cual está ligado a la Ley de Justicia y Paz; ambas 
disposiciones legales pueden considerarse cuerpo de una misma estrategia.

La ineficacia del incora, la liquidación del Fondo dri, la terminación del 
pnr, la aplicación del criterio de racionalidad en el uso del gasto –recortes de 
nómina oficial más que de reestructuración orgánica de los aparatos del Esta-
do–, así como el cambio de líneas de política, condujeron al gobierno de Uribe 
Vélez a reestructurar el sector agropecuario con la creación del incoder en 2003 
(Decreto Ley 1300), bajo la idea de integrar en una sola entidad las que se 
ocupaban de labores relacionadas con el desarrollo rural, entre ellas el incora. 
El acto de creación de Incoder era consecuente con la política de operación del 
mercado de tierras y la minimización de las políticas de desarrollo rural. 

Pero ese Instituto quedó mal diseñado, fue una mezcla de cuatro entida-
des sin una estructuración orgánica y sin una concepción clara del desarrollo 
rural. Al poco tiempo era evidente su inoperancia, los escándalos de corrup-

30	 Comisión Colombiana de Juristas. (2006). Revertir el desplazamiento forzado: protección y restitución de los 
territorios usurpados. Obstáculos y desafíos para garantizar el derecho al patrimonio de la población desplazada en 
Colombia. Bogotá, d.c.: ccj.
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ción a raíz de la parapolítica y la falta de credibilidad y confianza de los 
ciudadanos y del sector rural en dicha entidad. Lo anterior se confirma con 
el hecho de que el proyecto de Ley 30 de 2006 se justifica en la ineficacia de 
ese organismo, su reorganización y la reestructuración de la normativa sobre 
tierras. La exposición de motivos presentada por el Ministro de Agricultura y 
Desarrollo Rural es, en ese sentido muy pobre para un proyecto que pretende 
reestructurar toda la legislación agraria.31

Varios analistas han coincidido en que este proyecto tal como lo presentó 
el Ministerio de Agricultura deja resquicios para legalizar las tierras ilegal-
mente apropiadas por parte de paramilitares, narcotraficantes y otros actores 
sociales. El comentario más preciso lo hace Molano en su exposición en la 
Cátedra Jorge Eliécer Gaitán Vigencia de la cuestión agraria en el conflicto 
actual. Señala que el proyecto de Ley de Desarrollo Rural:

Constituye la pieza complementaria al tlc y a la Ley de Justicia y Paz. En 
efecto, se trata de una norma que autoriza la “prescripción adquisitiva de 
dominio en favor de quien, creyendo de buena fe que se trata de tierras baldías, 
posea en los términos del artículo 155 de esta ley, durante cinco años continuos, 
terrenos de propiedad privada no explotados por su dueño en la época de la ocu-
pación” (artículo 157). En otras palabras, para nosotros los profanos quiere 
decir que las tierras usurpadas por los narcoparamilitares serán legalizadas.

Agrega que la gran mayoría de las tierras que abrieron y mejoraron los 
colonos y campesinos tenía un título precario, llamado carta-venta papel que 
no está protegido por el sistema civil desde el punto de vista de registro. “Pero 
además, la nueva legislación permitiría un enorme, un monstruoso, operativo 
de limpieza de títulos de hecho, obtenidos por grandes terratenientes, que es 
otra forma de lavar fortunas obtenidas en el tráfico de narcóticos”.

Si bien la figura de la prescripción adquisitiva de dominio existe desde la 
Ley 200 de 1936 y no había sufrido cambios, su aplicación en el actual con-
texto del conflicto se presta para artimañas de los señores de la guerra y de 
grandes propietarios para apoderarse de tierras abandonadas por campesinos, 
pequeños y medianos propietarios que debieron salir del sector desplazados 
por la violencia. Una cosa es la norma, otra es el contexto dentro del cual se 

31	 Los ponentes de la Comisión v del Senado mejoraron la ponencia del ministerio en su presentación 
el 15 de septiembre. Ver (2006, martes 7 de noviembre) Exposición de motivos, ponencia favorable 
para segundo debate al proyecto de Ley 30 de 2006. Gaceta del Congreso 515. Actuaron como ponen-
tes: Julio Alberto Manzur, Ernesto Ramiro Estacio, Manuel Guillermo Mora, Luis Carlos Torres, 
Óscar Josué Reyes; hicieron de secretarios de la Comisión v, Álvaro Araújo Castro y Dolcey Hoyos 
Abad.
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aplica. Por ello, los argumentos des-contextualizados del Ministerio de Agri-
cultura, de que la norma ya existía y se puede seguir aplicando en la actual 
situación, se prestan para legalizar hechos punibles, y reafirmar la contrarre-
forma agraria que viene operando desde mediados de los años ochenta32.

El Procurador General de la Nación, en su carta el Ministro de Agricultura 
fechada en octubre de 2006, en la cual comenta el proyecto de ley, deja ver su 
preocupación por diversos aspectos, entre otros:

•	 El tratamiento inequitativo de las comunidades afrocolombianas frente a 
los avances normativos relacionados con los indígenas.

•	 La tendencia a desconocer la diversidad de formas de vida y de organiza-
ción y producción existentes en el sector rural, lo cual lleva al Ministerio 
de Agricultura a proponer que los campesinos, indígenas y comunidades 
afrocolombianas entren todos en el proceso de modernización mediante el 
modelo unilateral del desarrollo empresarial, bajo el parámetro de proyec-
tos productivos.

•	 La exigencia del proyecto productivo y su priorización por productos con 
criterios de rentabilidad, eficiencia y lógica empresarial, y su ligazón con el 
subsidio tanto para compra como para adecuación de tierras, deja en gran 
desventaja a los campesinos y comunidades frente a los medianos y grandes 
empresarios de los cultivos de tardío rendimiento.

•	 Al incoder se le asignan muchas funciones, a lo cual se suma que para ello 
tiene una baja capacidad de respuesta para asesorar a los productores en 
proyectos, pues carece de infraestructura logística, humana y presupuestal.

•	 Se desaprovecha la oportunidad de actualizar normas vigentes desde el año 
1936, pues merecen una revisión por ser hoy inoperantes, tales como la 
extinción de dominio, la posesión agraria, la expropiación judicial cuando 
debería hacerse uso de la expropiación administrativa reglada por la Ley 
388 de 199733, adaptándola a asuntos agrarios.

32	 Los comentarios que dan la tónica de las aprehensiones sobre este proyecto de ley son del siguiente 
tenor: “[...] Pero la codicia de una mayor concentración y la expulsión de los legítimos dueños de estos territorios 
ha llevado al Gobierno nacional a formular la más regresiva contra- reforma agraria en el país; puesto que pretende 
darle la bendición a los ilegítimos ocupantes de los territorios tomados a sangre y fuego por los paramilitares en medio 
de la guerra en Colombia. Adicionalmente se pretende legitimar y promover la posesión de las tierras más productivas 
por parte de los inversionistas agroindustriales, forestales y para megaproyectos de infraestructura”. Separata de la 
Revista Semillas, diciembre 2006, presentación del proyecto de ley de desarrollo rural, pág. 1. Héc-
tor Mondragón denominó a este proyecto de ley como: “Estatuto rural siete veces infame”, Revista 
Semillas diciembre 2006, pág. 2 a 7.

33	 La Ley 388 de 1997 reglamenta la expropiación por vía administrativa para fines urbanos.
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Y desde otras perspectivas, el proyecto lleva implícita una concepción 
muy restringida del desarrollo rural al asimilarlo prácticamente al desarrollo 
empresarial y a un problema administrativo, que además se centra en una 
obsesión por solo la tierra34, en la cual se deja de lado aspectos sustantivos 
del desarrollo rural.

Al momento de escribir estas notas el proyecto seguía en discusión en 
la Comisión v de la Cámara y se le habían introducido varios cambios. Hasta 
no conocer el texto definitivo y la expedición de la respectiva ley –si ello se 
diera–, no es posible adelantar más comentarios, excepto los que se derivan 
de la intención clara de avanzar en el proceso de modernización y facilitar a 
los empresarios el uso de la tierra para proyectos productivos sin la amenaza 
de la reforma agraria, con lo cual se desconocen vías alterativas de desarrollo 
fundamentadas en las economías campesinas y las posesiones de pequeños 
productores.

Es claro que el proyecto orienta la política de tierras hacia el mercado 
vía subsidios a la demanda, experimento que fracasó en los años noventa; 
no basta dar un subsidio del 100% para la compra de tierras para que el mer-
cado opere35. La política de redistribución se queda en el reparto solamente 
de las tierras ingresadas al incoder por extinción de dominio por razones de 
actividades ilícitas penalizadas. De manera marginal, ese Instituto adquirirá 
directamente tierras para redistribuir.

Esta política es consecuente con la idea de fortalecer las garantías a los 
inversionistas en el sector, especialmente a los que se comprometan con pro-
yectos de tardío rendimiento, como los cultivos de plantación. Además es con-
secuente con la reciente Ley de Agro Ingreso Seguro, que busca subsidiar y 
favorecer a los supuestos perdedores con motivo de la suscripción del Tratado 
de Libre Comercio con los Estados Unidos, lo cual privilegia a los que más 
tienen en el sector rural, y deja sin presupuesto a la gran masa de pequeños 
campesinos productores de alimentos y de algunas materias primas.

Con la Ley ais y el proyecto de ley de desarrollo rural, se cierra la política 
de redistribución de tierras en Colombia y cualquier intento de realizar una 

34	 Salgado, C. (2006). Análisis crítico del proyecto de ley de desarrollo rural en Colombia. Revista 
Semillas, diciembre.

35	 Es claro que el proyecto se orienta con la política de mercado de tierras, pues aunque deroga la Ley 
160 de 1994, recoge las normas básicas que establecieron el subsidio para la compra de tierras, las 
amplía al sugerir que el subsidio en lugar de ser el 70% del valor de la uaf puede ascender al 100%, 
como si el mercado se despertara con sólo aumentar el presupuesto público destinado al subsidio.
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reforma agraria. La atención hacia la política de reparación a las víctimas 
del conflicto, necesaria y de derecho, complementa el propósito al dedicarse 
a reparar las consecuencias del conflicto, en lugar de atacar los factores es-
tructurales y objetivos de la concentración de la propiedad y el conflicto por 
las tierras.

La reactivación de grupos armados que estaban en proceso de desmovi-
lización y sus proyectos de domino territorial indican que ante la normativa 
existente, seguiremos asistiendo a lo mismo: conflictos por la tierra, exclu-
sión, violencia, pobreza, migraciones forzadas, aumento de la vulnerabilidad 
de las economías campesinas y las comunidades indígenas y de afrocolombia-
nos, privilegio de la política pública a megaproyectos empresariales para la 
exportación, concentración del uso de los recursos públicos sectoriales hacia 
la agricultura empresarial, y la pérdida definitiva de un programa de desa-
rrollo rural integral que abra opciones reales de desarrollo para los pequeños 
productores y las comunidades ancestrales.
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11. Caracterización de la política de 
tierras1

11.1 Consideraciones generales

Colombia se ha caracterizado por no tener una política de tierras coheren-
te, continua, con visión de largo plazo y de tipo integral. El Estado ha actuado 
más para atender las coyunturas y los problemas del momento, que para re-
solver problemas estructurales. Por ello las políticas han sido muy cambiantes 
y acomodadas tanto a los intereses como a las concepciones de los diferentes 
gobiernos, sin contar con una visión clara del problema de tierras. El resulta-
do es que el país no ha resuelto su problema agrario.

•	 Los intentos de solución del problema de tierras, como la Ley 135 de 1961, 
la Ley 30 de 1988 y la Ley 160 de 1994, han sido un fracaso; los impactos 
han sido marginales y el problema se ha vuelto más complejo.

•	 Grosso modo, se observa un flujo y reflujo en las políticas con una tenden-
cia a disminuir el interés gubernamental en enfrentar el problema y buscarle 
una solución duradera.

•	 El problema es político, se da por visión estatal y gubernamental, a lo cual 
se suma la carencia de una institucionalidad adecuada.

11.2 Visión histórica de la política de tierras

Existe un presupuesto básico: los cambios en las políticas de tierras están 
condicionados a las políticas macroeconómicas y sectoriales, así como a las 
coyunturas nacionales e internacionales –políticas económicas y sociales–. 
Ello significa que la política de tierras no es autónoma ni neutra, pues favo-
rece a determinados sectores, aunque sus impactos pueden ser nulos, en una 
especie de juego de suma cero.

1	  Elaborado en junio de 2008.
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Se pueden identificar cinco momentos en la política de tierras:

•	 La política de baldíos y privatización de tierras públicas, que se extiende 
durante todo el siglo xix hasta 1936, denominada la feria de baldíos. El 
Estado entregó tierras públicas a cambio de construcción de vías, pago a 
militares por su participación en las guerras civiles y a cambio de bonos de 
deuda pública.

•	 De la Ley 200 de 1936 hasta la Ley 135 de 1961. Se delimitan las tierras 
públicas de las privadas y se declara constitucionalmente que la propiedad 
rural es una función social. Se establecen dos figuras importantes: la extin-
ción de dominio de las tierras que no hagan un uso económico del suelo 
–no cumplan la función social en el término de 10 años–; y la prescripción 
adquisitiva de dominio en un término de cinco años. La Ley 200 fue mo-
dificada por la Ley 100 de 1944 que amplió el plazo de la extinción de do-
minio a 15 años. En la práctica esta figura, como lo observó Carlos Lleras 
Restrepo, nunca se utilizó y sólo vino a recuperarse con efectos prácticos 
con la Ley 135 de 1961.

•	 Los intentos redistributivos de la propiedad que se hacen con la interven-
ción directa del Estado en la compra de tierras, unida al uso de la figura de 
la expropiación y la extinción del dominio, con lo cual se busca mejorar la 
distribución de la tierra y el cambio de la estructura agraria. Son representa-
tivas la Ley 135 de 1961, la Ley 1 de 1968 y la Ley 30 de 1988. Este intento 
fracasó y se expresó en el Acuerdo de Chicoral en 1971 y la expedición de 
la Ley 4 de 1973 y de la Ley 6 de 1975; se presenta así un flujo y reflujo de 
la política entre 1960-1994.

•	 La operación del mercado de tierras con subsidio a la compra de tierras 
por parte de campesinos con poca tierra o sin tierra, con el acompaña-
miento del Estado. Las normas representativas son la Ley 160 de 1994, el 
Decreto 1250 reglamentario de la Ley 812 de 2003 (Plan de Desarrollo), y 
el Estatuto de Desarrollo Rural (Ley 1152 de 2007). Se instaura el subsidio 
a la compra de tierras, el papel del mercado en el acceso a la propiedad y el 
requisito de tener un proyecto productivo.

•	 La política de atención a los desplazados por la violencia y la atención a los 
reclamos de restitución de bienes patrimoniales y de reparación integral 
de las víctimas del conflicto. Esta política se inicia con la Ley 387 de 1997 
y su Decreto reglamentario 2562 de 2000, así como con el Decreto 2007 
de 2001 –declaratoria de inminencia de riesgo y estabilización socioeconó-
mica–, además del Decreto 250 de 2005 –Plan Nacional para Atención a 
Desplazados–.
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11.3 Conclusión

Desde 1994 se cerró el ciclo de las políticas redistributivas que buscaban 
modificar la estructura agraria con intervención del Estado. Este quiebre o 
inflexión se fortalece con el Estatuto de Desarrollo Rural en 2007, lo cual se 
configura de manera clara la vía del mercado como la opción para el acceso a 
la propiedad. El Estado se queda con la función de otorgar un subsidio con-
dicionado a un proyecto productivo competitivo, el otorgamiento de crédito y 
otros subsidios como el de riego.

Se pasó del intento de modificar una de las causas básicas del problema 
agrario –una estructura agraria desigual, antidemocrática, conflictiva, espe-
culativa y rentística–, a atender sus consecuencias: el desplazamiento forza-
do, la restitución de tierras despojadas y la extinción de dominio de tierras 
adquiridas por medios ilegales o con dineros ilícitos.

Toda la legislación expedida desde 1994 hasta ahora parece fortalecer esa 
tendencia y ha creado un estado de cosas inmodificable en materia de estruc-
tura agraria, ésta se considera como un dato inmodificable para la política. No 
hay intención del Estado por cambiar la estructura agraria sino que la consi-
dera como el resultado de la operación del mercado, con lo que desconoce la 
modificación que de ella han hecho los actores armados ilegales.

De otra parte, el actual plan de desarrollo definió una estrategia de desa-
rrollo territorial encaminada a la recuperación militar por parte del Estado de 
los territorios, de lo que hace parte el impulso de proyectos empresariales para 
ocupar pacífica y productivamente dichos territorios. En el lenguaje del plan 
de desarrollo, la tierra se reemplaza por el concepto de territorio, pero no en el 
sentido del desarrollo rural territorial. Para el Gobierno el problema no es de 
tierras sino de territorio.

Lo que ha sucedido con la institucionalidad rural desde 1990 es coherente 
y funcional a dicho estado de cosas –estructura institucional debitada, frag-
mentación, centralización, ineficacia, corrupción, cooptación local y regional 
por grupos armados ilegales, etc.–.

El Estado no ha considerado que exista una relación entre la estructu-
ra agraria y el conflicto en el sector rural. Esto se deduce por los hechos, la 
política de tierras, la permanencia de una estructura agraria inmodificable y 
por el discurso público sobre el conflicto –no existe conflicto sino terrorismo–. 
Esto significa que el contexto actual es el más desfavorable de toda la historia 
para cambiar el estado de cosas existente, pese a que hay procesos en marcha 
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que podrían remover los inamovibles que se han determinado en la estructura 
agraria.

La política de tierras actual se puede, entonces, caracterizar así:

•	 Es dispersa, fragmentada y parcial.
•	 Carece de mecanismos y marcos orientadores como el de desarrollo rural.
•	 Funciona dentro de visiones unanimistas de desarrollo empresarial como la 

vía preferente y casi única de desarrollo y crecimiento rural.
•	 Es una política autoritaria que no admite discusión, es una política inamo-

vible.
•	 La política legitima una estructura agraria conflictiva y antidemocrática, 

parte de la cual ha sido construida por medios violentos e ilegales.
•	 Se fundamenta en una institucionalidad precaria, ineficaz y centralista.
•	 Está fundamentada en el manejo más militar del territorio que en el desa-

rrollo rural.
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12. ¿Cuál es el problema  
con la tierra en Colombia?1

Introducción

En la respuesta a esa pregunta es fácil caer en la confusión entre las cau-
sas y las consecuencias del problema. Por lo general se dice que el problema 
de tierras es su alto grado de concentración y las pocas facilidades de acceso 
a ella por parte de pequeños productores. Ello se manifiesta en indicadores 
estadísticos como la evolución y magnitud del índice de Gini de tierras, o en 
la existencia de un número apreciable de campesinos sin tierra que luchan 
contra los terratenientes por acceder a ella, lo cual origina numerosos conflic-
tos –la aparente consecuencia–. Es evidente que la causa del problema no es 
el índice de Gini, ello es la consecuencia o manifestación de otros factores y 
procesos que están en el origen del problema.

Por ello prefiero no repetir los indicadores estadísticos que todos conoce-
mos sobre el problema de tierras en Colombia. Adopto la opción de referirme 
más a los aspectos cualitativos del problema en un proceso interpretativo que 
considero más útil para entender el problema de tierras en Colombia.

La pregunta que orienta el título de este documento se fundamenta en un 
hecho económico real, ilustrado también por indicadores económicos –parti-
cipación de la renta de la tierra en el pib nacional y sectorial–: hoy tienen más 
valor la tecnología, el capital y el conocimiento como factores productivos y 
de competitividad, que la tierra. Entonces, ¿por qué la tierra es tan apreciada 
en esta sociedad y se convierte en un objeto de codicia por parte de las elites?

La respuesta a esta pregunta conduce, como veremos, a otro hecho más 
controvertible que hace menos explicable la codicia por la tierra como bien pro-

1	  Estas notas resumen la charla dictada el día 2 de octubre de 2008 en Bogotá en un debate sobre el 
tema convocado por redprodepaz (Red Nacional de Programas Regionales de Desarrollo Integral 
y Paz), coordinado por Planeta Paz.
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ductivo en sí: la tierra ya no importa mucho para las elites, pues lo que está en 
juego en el conflicto y en su proyecto de sociedad, es el territorio, no la tierra 
en sí. La idea del territorio, no la de la tierra, es consustancial al proceso de 
globalización, pues lo que compite no es una finca sino el conjunto del territorio 
como unidad social, económica y política. Tener el dominio del territorio y de la 
población es lo que finalmente importa en el proceso de acumulación global. Por 
ende, lo que se resalta no es tanto la valoración económica de la tierra como en 
los años sesenta y setenta del siglo xx o en épocas anteriores, sino su valoración 
política en términos de su rol en el papel del control del territorio.

12.1 ¿Por qué hablamos todavía de este problema?

•	 Porque Colombia no ha alcanzado un grado de modernidad y moderni-
zación que le permita manejar la diversidad social, política, económica y 
cultural respetando los derechos de los ciudadanos y comunidades.

•	 Porque tenemos por ello un Estado débil que se deja cooptar por grupos 
que ejercen la violencia para apropiarse de los derechos de los más débiles 
o de las clases subordinadas.

•	 Porque por esa razón el Estado y los gobiernos han carecido de la voluntad, 
y, por lo tanto, de la decisión política, de implementar políticas que garan-
ticen el acceso tanto a la tierra como a los demás recursos requeridos para 
que los pobladores rurales alcancen un nivel de vida digno y sostenible, en 
el contexto de una estrategia dentro de una visión del desarrollo rural que 
valorice lo rural en la sociedad.

•	 Porque la tierra, que es objeto de codicia, poder y disputa por terratenientes 
y las elites, es también un instrumento vital para la existencia de los pobla-
dores rurales pobres, las comunidades indígenas y las de afrodescendientes. 
La tierra para estos pobladores es el instrumento de un proyecto de vida, de 
identidad y de pertenencia en la sociedad; en ese sentido es un elemento de 
justicia y equidad. Pero al tiempo, es un objeto codiciado por terratenientes, 
paramilitares, grupos subversivos, militares, políticos, comerciantes, mine-
ros, burguesía urbana, empresas transnacionales, y, en general, por las elites 
ávidas de acumulación y poder.

Esta disputa y codicia por la tierra de parte de las elites tienen fundamen-
to en cinco elementos:

•	 La tierra en una sociedad con modernización y modernidad incompletas, es 
fuente de poder político y prestigio social.
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•	 Es una fuente importante de acumulación de riqueza, en la medida en que 
por falta de una tributación adecuada a la propiedad rural, se convierte 
en un bien especulativo que se valoriza a través del tiempo y capta rentas 
institucionales. Además, si se le explota adecuadamente genera importantes 
ganancias para los empresarios, dado que la agricultura, por lo general, ha 
estado protegida y recibe apoyos y subsidios del Estado.

•	 La tierra facilita el lavado de activos y de capitales ilícitos del narcotráfico. 
En las áreas rurales es más fácil ese lavado de activos ilegales que en las ur-
banas; allí se pueden esconder los capitales ilícitos con mucha más facilidad; 
en ellas el fenómeno del testaferrato se hace más operativo y oculto.

•	 Porque durante la evolución del conflicto armado interno en la sociedad co-
lombiana, la tierra y sus recursos naturales se han convertido en un instru-
mento de la guerra y el control territorial por parte de los grupos armados 
ilegales –paramilitares, guerrillas, narcotráfico-los señores de la guerra–, y 
de sus alianzas con las elites. Este control se ejerce para manejar el negocio 
del narcotráfico y disputarle el poder al Estado en las regiones.

•	 La tierra y los territorios que la integran contienen riquezas estratégicas 
para el desarrollo futuro, que prometen fuentes dinámicas de acumulación 
para grupos empresariales y empresas multinacionales –alrededor de lo cual 
opera un corporativismo determinado–. Entre esas riquezas están: el agua, 
los bosques, la biodiversidad, los recursos mineros y energéticos –biocom-
bustibles, hidroeléctricas, energía eólica, otras fuentes alternativas de ener-
gía derivadas de la segunda generación de biocombustibles alrededor del 
pasto y los bosques–; hidrocarburos y vías de transporte.

La disputa por la tierra enfrenta, entonces, la necesidad y el derecho de 
los pobladores rurales pobres y las comunidades ante la codicia y el poder de 
las elites. Los primeros la requieren para subsistir, alcanzar un nivel de vida 
digno y ser reconocidos como ciudadanos –justicia como equidad al estilo de 
Rawls–, además de reclamar derechos ancestrales sobre territorios (comuni-
dades). En medio de esta disputa está la seguridad alimentaria y la viabilidad 
económica, social y política tanto de los pobladores como de las comunidades 
rurales que se sustentan básicamente en la agricultura y la explotación de los 
recursos naturales.

12.2 ¿Por qué, entonces, el conflicto por la tierra?

Lo anterior lleva a afirmar que el conflicto por tierra existe en esta so-
ciedad por esa disputa entre la codicia y el poder, frente a la necesidad y el 
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derecho. Por ello el conflicto por tierra involucra no sólo a los campesinos y 
los terratenientes, sino a muchos actores, en la medida en que compromete 
diversos propósitos.

Por tal razón existe en el país la percepción generalizada de que el proble-
ma de tierras es el núcleo del conflicto en el sector rural; y que existe un víncu-
lo directo entre tierra y conflicto en ese sector. Ello hace pensar que mientras 
no se resuelva, o que mientras no se resuelva la diputa anotada a favor de la 
necesidad y el derecho –a la vida, la alimentación y la tierra y sus recursos–, 
no se podrá resolver el conflicto interno en la sociedad colombiana.

Es necesario llamar la atención sobre el hecho de que la relación tierra/
conflicto no es unívoca y unidireccional; es biunívoca y funciona en dos direc-
ciones: el conflicto por tierra es causa y al tiempo efecto del conflicto interno 
en el sector rural. Esto plantea un problema metodológico para establecer 
cuando es causa directa o indirecta, y cuando es un efecto directo o indirecto, 
asunto en que debe trabajarse con base en análisis concretos de tipo local y 
regional concretos y no desde la teoría.

De otra parte conviene recordar que la tierra es uno de los muchos ele-
mentos de la estructura agraria;2 por lo tanto, sería más apropiado hablar de 
la relación conflicto interno-estructura agraria, que de tierra/conflicto, pues 
ello involucra todas las relaciones que se tejen alrededor de la posesión, el 
control de tierra y los demás componentes de la estructura agraria –relaciones 
económicas, sociales, políticas, institucionales, culturales–. Tales relaciones 
expresan las lógicas y estrategias de los actores sociales en un ordenamien-
to social determinado. Los conflictos generados alrededor de la estructura 
agraria son la expresión de las relaciones de poder alrededor de la defensa de 
intereses en esa estructura y en la sociedad.

12.3 Contextualización del conflicto sobre la tierra

Al conflicto por la tierra debe dársele una contextualización para ubicarlo 
de manera adecuada en el tiempo y lugar que le corresponde. Este conflicto ha 
evolucionado en Colombia y alcanza diferenciaciones según la época, los acto-
res y las regiones o localidades en donde se ubica; además, alcanza connotacio-
nes diferenciadas según se trate de un sistema económico cerrado o protegido 

2	 A este respecto deben revisarse los trabajos de Antonio García sobre estructura agraria, un de 
cuyos resúmenes se encuentra en Machado, A. (2002). De la estructura agraria el sistema agroindustrial., 
Bogotá, d.c.: Universidad Nacional de Colombia.
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frente a la competencia externa, en relación con otro abierto donde la competi-
tividad y la lucha por conquistar mercados externos se ponen al orden del día.

Desde el punto de vista más político, en una estructura agraria liderada 
por un sistema donde domina un Estado liberal clásico –liberalismo económi-
co y libertad política–3; es decir, donde el capitalismo racional ordena las rela-
ciones sociales, la tierra es un bien de producción, no de especulación y poder. 
Esa es una sociedad donde se ha alcanzado un grado suficiente de moderni-
dad para que los ciudadanos existan con derechos respetados y garantizados 
por un Estado de Derecho. Allí los conflictos agrarios y por la tierra deberían 
resolverse con una intervención adecuada del Estado liberal, y la operación 
de las fuerzas de un mercado transparente y competitivo, a través tanto de la 
concertación como del diálogo.

Si la polarización de intereses alrededor de la tierra y los recursos na-
turales llegare a través del conflicto a amenazar la acumulación social, la 
estabilidad social y la política, el Estado intervendrá directamente en la so-
lución de los conflictos. En el caso de la tierra la intervención puede ser vía 
expropiación o extinción de dominio y la redistribución de derechos, o por una 
combinación de esa intervención y la operación de fuerzas del mercado, por 
ejemplo, usando instrumentos de tributación o incentivos y castigos.

Si la estructura agraria funciona donde opera un sistema económico lide-
rado por un capitalismo político sin equidad –término diferente a la concep-
ción clásica de liberalismo político, donde se combina liberalismo económico 
y político en un Estado moderno y democrático; y al tiempo diferente del con-
cepto de liberalismo político de Rawls–, y donde el capitalismo racional es 
subsumido o coexiste con un capitalismo espúreo –capitalismo aventurero, 
bastardo, falto de legitimidad o de autenticidad–, los dueños de la tierra y 
quienes buscan apropiarse de ella acudirán a la violencia, a la coacción, a la 
extorsión, para resolver los conflictos que surjan en la disputa por la tierra 
y los recursos naturales, frente a la existencia de un Estado que no ejerce la 
coerción legítima de la fuerza.

Estos actores resultan imponiendo un orden social donde el Estado prác-
ticamente está ausente, es cooptado por los violentos y sus alianzas, o com-
parten un orden donde coexiste una institucionalidad informal y otra formal.

3	 En este caso las referencias son la de Weber, Economía y sociedad; y otros autores clásicos como 
Adam Smith. Además una discusión reciente se encuentra en dos obras de John Rawls: Una teoría 
de la Justicia y Liberalismo Político. Igualmente se puede ver Debate sobre el liberalismo político, 
Habermans y Rawls. Ediciones Piados Ibérica, 1998.
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En el primer caso, se trata de una sociedad encaminada hacia la mo-
dernización y la modernidad, donde la tierra es despojada de sus rezagos 
feudales. En el segundo, se trata de una sociedad en retroceso, alejada de la 
modernidad, que actúa en el contexto de la racionalidad del capitalismo es-
púreo o aventurero, donde el acceso tanto a recursos como a la acumulación, 
se sustentan en la violencia y una institucionalidad hecha a su medida, no 
legitimada ni reconocida socialmente. En tal contexto, actúa más la figura 
del señor dueño de los bienes y de la vida de sus súbditos, que desconoce los 
Derechos Humanos, en lugar de la figura del empresario capitalista moderno 
que actúa dentro de un Estado liberal y de Derecho.

En el segundo caso, cuando además del poder terrateniente que practica 
la violencia para apropiarse de bienes, participan grupos armados al margen 
de la ley, ejércitos de violentos, con intereses distintos sobre la tierra a los de 
la producción y el uso racional del suelo, entonces la estructura social pasa a 
ser dominada por los señores de la guerra, controlando tanto la tierra como 
los recursos naturales, el territorio y la población. La tierra se convierte en un 
instrumento de la guerra y de los intereses del narcotráfico.

Como señala Bernal4 en su análisis sobre el caso del Cesar –al norte de 
Colombia–, el capitalismo político (sin equidad) es propio de sociedades de 
clases terratenientes de mentalidad rentista, en la que los contactos persona-
les con los administradores del Estado han sido la fuente de su éxito. Bernal 
lo denomina ahora capitalismo de aventureros de los paramilitares en forma 
de un nuevo capitalismo político (pág. 98) así: 

Las actividades depredadoras que han venido desarrollando los paramilitares 
para hacerse al control territorial y apropiarse del Estado, bien puede asimi-
larse a una forma de capitalismo político que Weber (1998) llama capitalismo 
de aventureros.

Y agrega: esta forma de capitalismo se diferencia con el tipo moral de 
capitalismo sistemático que se desarrolló entre los miembros de las sectas 
protestantes ascéticas de que hace referencia Swedberg (1998)5.

Señala Bernal que las actividades de los paramilitares superan los alcan-
ces de la definición del capitalismo político weberino, pues Weber advierte que 
no necesariamente en el capitalismo político se usa la violencia para obtener 
ganancias de eventos y procesos políticos. Este capitalismo de aventureros 

4	 Bernal, F. (2004, enero). Crisis algodonera y violencia en el Departamento del Cesar. Cuadernos 
pnud-mps Núm. 2, Bogotá, d.c.

5	 Ver Swedberg, R. (1998). Max Weber and the Idea of  Economic Sociology. Princeton University Press.
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busca consolidarse como una fuerza política protagónica en el capitalismo 
político de las sociedades agrarias de la Costa Atlántica y entra a disfrutar 
de las prebendas del marco institucional. Estos actores, por ello, desarrollan 
una institucionalidad propia, buscan suplantar y/o manejar la elite política, 
redefinir los derechos de propiedad y la realización de ganancias vía la fuerza 
y la dominación, el dominio político y el asalto a las posiciones de dirección 
dentro de la burocracia legal.

Indica Bernal que como los derechos de propiedad tienen una protección 
incompleta por las instituciones políticas, y como las normas sociales o las 
creencias éticas compartidas no han cubierto todas las eventualidades, tiene 
éxito la conducta oportunista y la imposición de la coerción abierta por parte 
de los agentes violentos6, con lo que se facilita la relatifundización.

Es importante anotar que el concepto de capitalismo político está muy lejos 
del término de liberalismo político de Rawls donde hay una concepción pública 
de la justicia como equidad en una sociedad de individuos libres, y considerada 
como un sistema equitativo de cooperación ordenada –mundo social posible–. 
En esa sociedad la unidad social viene dada por un consenso entrecruzado 
estable entre doctrinas comprehensivas razonables. La sociedad se regula por 
una concepción política de la justicia como equidad que es foco de un consenso 
entrecruzado de doctrinas de individuos libres e iguales, ideal de democracia 
constitucional7. Es decir, una democracia con una cultura política pública.

Es claro entonces que el cambio de contexto modifica la valoración de la 
tierra: en el capitalismo racional –liberalismo económico y político clásico– la 
tierra es un bien de producción y no es fuente de poder y prestigio social, por 
lo tanto, de control social; en cambio en el capitalismo político de aventureros 
(espúreo) fundamentado en la violencia, la tierra es un instrumento de domi-
nio del territorio. Se pasa de la categoría clásica de la tierra a la categoría de 
territorio; la tierra en sí ya no importa mucho, es el territorio lo que cuenta. 
Por ello, parte de la estrategia de dominio del territorio es sacar la población 
que no se requiere o que se considera un estorbo para los propósitos de los 
violentos –los señores de la guerra–. El desplazamiento forzado y el despojo 
de tierra por medios violentos, e incluso legales, es lo que permite la con-
formación de corredores estratégicos para los fines de los violentos, para la 
acumulación espúrea.

6	 Bernal utiliza para ello las referencias de Skarpedas Stergios (1998). Cooperation, Conflict, and 
Power in the Absence of  Property Right”. En The Amercian Economic Review, 82, 4.

7	 Ver Rawls, J. (2004, enero). El liberalismo político. Crítica. Barcelona, España: Biblioteca de Bolsillo.
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Tierra y territorio son, entonces, dos categorías sociales y políticas que 
adquieren no sólo connotaciones, también valoraciones diferentes según el 
contexto. La relación de los actores sociales y políticos con esas categorías 
marca la naturaleza de las sociedades locales y regionales –feudales, semi-
feudales, de capitalismo clásicas, de capitalismo aventurero y espúreo, socie-
dades mafiosas–.

12.4 Hipótesis para el análisis de la relación conflicto/
estructura agraria

Teniendo en cuenta los contextos se pueden establecer unas hipótesis 
para guiar el estudio y análisis de los conflictos sobre la tierra y el territorio. 
Una hipótesis general sería:

Uno de los determinantes fundamentales del conflicto armado interno en Co-
lombia es el conflicto por la tierra y el territorio; en particular, la apropiación y 
la depredación realizada por los señores de la guerra y el narcotráfico para fines 
estratégicos de dominio social y político de las poblaciones y territorios, así como 
el establecimiento de un orden social consecuente con sus intereses y el de las elites 
con las que realicen alianzas8.

Esta hipótesis general se puede desglosar en dos específicas según perío-
dos de tiempo entre 1960-2008:

•	 Período 1960-1980. En este período se busca la institucionalización de las re-
laciones del Estado con la organización campesina, tanto como un apoyo a 
la política de redistribución –tímida– de la propiedad de la tierra con inter-
vención directa del Estado, como de la intención del Estado de recuperar el 
control sobre la población rural que está siendo controlada por la dinámica 
de la subversión.

•	 Período 1980-2008. En este lapso la irrupción del narcotráfico y el paramilita-
rismo –contrapoder subversivo– cambian la función social de la propiedad, 
al convertirla en un instrumento del control territorial y de dominio tanto 
social como político de las poblaciones; esa disputa por la tierra exacerba 
el conflicto. Tal proceso conduce a la eliminación o debilitamiento del mo-
vimiento campesino –disputa por la necesidad y el derecho– e impide que 
se reconstruya para defender una política redistributiva. El desplazamien-
to masivo de subregiones y el despojo de tierra se convierten en acciones 

8	 Estas son las hipótesis utilizadas por el proyecto tierra-conflicto de la Comisión de Memoria His-
tórica de la cnrr.
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cotidianas, así como la desaparición y el asesinato de líderes populares; se 
destruye la organización social anterior, o aquella que no se someta el domi-
nio de los violentos, o no se deje cooptar por ellos. En ese proceso la lucha 
del campesinado por la tierra como bien de subsistencia y como derecho, 
queda subsumida por la lucha de los violentos y las elites por el territorio.

En el primer caso puede hacerse referencia al funcionamiento de un libe-
ralismo económico y político en construcción que se orienta por un capitalis-
mo racional, mientras que en el segundo caso, hablamos del funcionamiento 
de un capitalismo espúreo, un liberalismo político orientado por la violencia 
y la fuerza.

En la realidad ambos sistemas están entremezclados, no son puros, ni au-
tónomos; están superpuestos. Así la lucha tradicional de los campesinos por 
la tierra –la parcela– se superpone con la lucha de los violentos por el dominio 
del territorio; lucha que se da con el Estado y las elites regionales, las cuales, 
o son dominadas o cooptadas. Ello indica, entonces, que el conflicto por tierra 
aparece magnificado, ampliado y se constituye en el centro del debate políti-
co, al superar los límites estrechos de una propiedad o una finca (latifundio o 
baldío) para tocar los límites del territorio.

En ese contexto es que la lucha por la tierra y la reforma agraria aparecen 
superadas por los hechos y se convierten, antes que todo, en una lucha por 
el territorio, donde debe hacerse la diferencia del campesinado con las comu-
nidades indígenas y afrodescendientes que manejan otras lógicas respecto a 
la tierra y el territorio. No es que ya no sea válido luchar por la tierra, es que 
esa disputa se pone en otro nivel y dentro de una complejidad enorme, dadas 
tanto la diversidad regional como la internacionalización de la economía. Es 
allí donde la lucha por la tierra aparece ligada a la lucha por la democracia y 
por un Estado de Derecho liberal. No tiene sentido una lucha aislada por la 
tierra y la reforma agraria, esto ha sido superado por los hechos.

Estas apreciaciones tienen connotaciones importantes para interpretar 
las políticas públicas sobre tierras. Las cuales van recogiendo, de alguna ma-
nera, esos cambios de contexto. Por ello la política hoy es dejar que el mercado 
resuelva los problemas de acceso a la propiedad sin intervención directa del 
Estado, el cual se centra en recoger las consecuencias del conflicto: la repara-
ción y la restitución de tierras a familias desplazadas. Una lectura del estatuto 
de desarrollo rural vigente en este sentido pareciera indispensable.


